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ABOGADO SERGIO GAMONAL:

"LA LIBERTAD SINDICAL
ES UN DERECHO ESENCIAL
DENTRO DE LA EMPRESA"

Abierto partidario –pero también crítico– del sindicato, considera más relevante aún la
existencia de mecanismos de negociación por área. "Por ahí habría que explorar: reunir
a empleadores, trabajadores, al Estado y a las áreas y establecer qué condiciones
mínimas se pudieran fijar por reglamento. Eso me interesa mucho más que la
sindicalización precisa", dice.

El licenciado en Ciencias Jurídicas y Socia-
les de la Universidad de Chile, abogado Sergio
Gamonal Contreras, se define como "un teórico
cien por ciento, dedicado a la docencia", con
áreas de interés bien marcadas: daño moral y
negociación colectiva. Sus amplios conocimien-
tos sobre derecho y relaciones laborales son la
razón por la que los organizadores de semina-
rios, simposios o simples charlas relativas al
mundo del trabajo siempre piensen en su nom-
bre para exponer y debatir.

Profesor asociado e investigador en De-
recho del Trabajo de la Universidad Adolfo
Ibáñez; director de la Sociedad Chilena de
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social,
y durante 14 años abogado del Senado, don-
de ocupó el cargo de secretario de la Comi-
sión de Constitución, Legislación, Justicia y
Reglamento, tiene a su haber varias publica-

ciones. Por nombrar sólo las más recientes,

digamos que "El procedimiento de tutela de
Derechos Laborales" y "Fundamentos de De-
recho Laboral" son de su autoría.

Con Sergio Gamonal conversamos temas
que, aunque de larga data, de tanto en tanto
vuelven a ser parte de la discusión pública al
conocerse casos concretos: discriminación la-
boral, salarios no acordes con el trabajo, prác-
ticas antisindicales; en suma, transgresión a
los derechos fundamentales. Pero…

¿Qué entendemos por derechos funda-
mentales?

Generalmente se habla de derechos hu-
manos, pero es una expresión muy vaga por-
que todos los derechos son humanos. Pare-
ciera más preciso hablar de derechos funda-
mentales cuando nos referimos a aquellos
esenciales para las personas, en todo el mun-

do, y que son bastante dinámicos.
Cuando se elabora por primera vez la
teoría de derechos fundamentales, bá-
sicamente se comprenden los vincula-
dos a las libertades de las personas,
pero no se piensa mucho en la mujer,
por ejemplo. Transcurridos unos 200
años de la Revolución Francesa, estos

derechos se han ampliado a los socia-

"La menor brecha que hay entre lo que dice
la ley y lo que ocurre en la realidad la encon-
tramos justamente cuando existe un sindica-
to fuerte".
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les, económicos y culturales, e involucran a
toda la población.

¿Cómo se inscriben estos derechos fun-
damentales en el ámbito laboral?

Hay derechos fundamentales que están
muy vinculados al tema laboral. La protección
del trabajo, el derecho al trabajo, la justa retri-
bución o la libertad sindical son considerados
derechos fundamentales en
la Declaración Universal de
Derechos Humanos y en
las constituciones. Por lo
tanto, hay una primera fa-
ceta en la que pueden ser
transgredidos, ya sea por-
que el empleador no retri-
buye justamente, no res-
peta las llamadas conquis-
tas sociales: feriados, des-
canso dominical, etc.

Pero los derechos del
trabajador que son trans-
gredidos son muchos más.

Claro, porque hay
otros derechos, los civiles
y políticos por decirlo así,
que pueden tener una pro-
yección dentro del ámbito
del contrato de trabajo. Por
ejemplo, la libertad ideoló-
gica del trabajador. ¿Se le
puede exigir al trabajador
una religión determinada?
O en la libertad sexual, ¿se
le puede exigir un método
anticonceptivo determinado? O en el tema
del acoso sexual, que está vinculado a la
privacidad, a la intimidad, a la dignidad del
trabajador, a la integridad psíquica. Pero son
derechos fundamentales más generales, no
es ya la libertad sindical, por ejemplo.

¿Cómo se manifiesta la vulneración de
estos derechos en el mundo del trabajo?

Se puede dar en tres ámbitos: en la

etapa precontractual, en el enganche –cuan-

do se contrata a la persona–, y en la ejecu-
ción o al término del contrato. Incluso puede

ser poscontractual, cuando se denigra a un
trabajador, cuando se dice… nadie contrate a
Gamonal por tal o cual cosa.

O sea, es una situación que se da desde
la postulación a un trabajo.

Así es. En las ofertas de trabajo y en la
etapa precontractual hay dos temas sensibles.
Uno son las ofertas discriminatorias: se pide

mujer, hombre, una edad
determinada, buena pre-
sencia, etc. Lo otro son los
test sicológicos, que en
Chile están desregulados.
Acá se hacen test que en
otros países están prohibi-
dos, como el de Rorschach,
los test proyectivos de per-
sonalidad. En Estados Uni-
dos, hace poco se acaban
de prohibir los test gené-
ticos para acceder a un tra-
bajo.

Pero, como usted
dice, acá se aplican.

En ese plano, en Chile
estamos en tierra de nadie.
Cuando alguien sale a bus-
car trabajo le hacen todo
tipo de test, pero éstos de-
bieran estar vinculados a ca-
pacidades personales, no
necesariamente a test de
personalidad intrusivos de
la intimidad, de la privaci-
dad. Salvo excepciones,

porque en Derecho todo tiene excepciones. La
Dirección del Trabajo ha permitido que a quie-
nes optan a trabajar en el Sename,  personas
que van a cuidar menores con riesgo social, se
les haga un test intrusivo para detectar que no
sea un pervertido, por ejemplo.

CONTRAPODER COLECTIVO

¿Cuáles son las transgresiones más co-
munes cuando la persona está ya trabajando?

De los derechos laborales propiamente

tales, lo relativo al pago de remuneraciones,

"No hay Dirección del Trabajo alguna en el
mundo que pueda llegar a fiscalizar como lo
hace un buen sindicato".
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no conceder días de descanso, y básicamen-
te todo lo vinculado a la libertad sindical. La
libertad sindical se perfila como un derecho
esencial dentro de la empresa, porque es un
contrapoder colectivo de los trabajadores. La
menor brecha que hay entre lo que dice la ley
y lo que ocurre en la realidad la encontramos
justamente cuando existe un sindicato fuerte.
No hay Dirección del Trabajo alguna en el
mundo que pueda llegar a fiscalizar como lo
hace un buen sindicato.

¿Y en el ámbito de los derechos civiles y
políticos?

El acoso sexual es un ítem de transgre-
sión importante de derechos fundamentales.
También todo lo que es la discriminación
dentro del trabajo: que la mujer no ascienda,
que gane un 75 por ciento del hombre, y lo
vinculado al acoso moral o mobbing; o sea,
cuando se aísla a un trabajador, le quitan el
escritorio, no le dan trabajo o le dan el triple;
hay muchas modalidades.

También, todo lo que dice relación con la
dignidad del trabajador: medidas de revisión,
que le abran el correo electrónico, que revi-
sen lo que navega por Internet, que pongan
una cámara en el baño para ver cuánto demo-
ra, que lo pesen, etc. Hay algunas medidas
de revisión que están permitidas, lo que se
denomina modulación de derechos fundamen-
tales, pero tienen que ser acorde con la digni-
dad del trabajador.

Eso dice la ley, pero a diario escuchamos
denuncias de este tipo que hacen los trabaja-
dores. ¿Por qué ocurre esto? ¿La legislación es
pobre?

Ese es un punto importante. Lo que pasa
es que la legislación es nueva, entonces no
ha consagrado un procedimiento específico
para tratar de tutelar esta situación, salvo en
lo que son los propiamente laborales. Y las
transgresiones de éstos, sobre todo las de
libertad sindical, tienen procedimientos muy
largos, o incluso a veces se ha inhibido la
actuación de la Dirección del Trabajo vía ac-

ciones de protección u otras.

¿Y en el caso de los derechos que no son
propiamente laborales?

En lo referente a los derechos civiles y
políticos, la Dirección del Trabajo ha desarro-
llado desde el año 94, en realidad antes, pero
básicamente desde ese año, toda una juris-
prudencia tutelar del trabajador en base a la
intimidad, la privacidad, la libertad ideológica,
la integridad psíquica. La legislación no se
había puesto al día, y el 2001 sale una norma
de fondo que prohíbe la violación de derechos
fundamentales del trabajador. Recién con el
nuevo procedimiento laboral se establece un
procedimiento especial y del cual, hasta don-
de yo sé, hay sólo una sentencia en Chile. Por
eso digo que la ley es nueva como para
afirmar que no sirve.

¿Cuál es ese caso?

Es muy interesante, porque despidieron a
un trabajador abriéndole su correo electrónico
personal, su Gmail o Hotmail, y dijeron que
había entregado información privilegiada, infor-
mación que no era tal. Le hacían copia de su
correo sin que se diera cuenta y después se lo
leían. A ese trabajador se le otorgó una indem-
nización por sobre los seis millones de pesos.

¿Y si esa información realmente hubiera
sido privilegiada?

Ahí hay dos elementos importantes. En
primer lugar hay que hacer una ponderación
entre los derechos del empleador y los del
trabajador. Dado que se trataba del correo per-
sonal, en mi opinión no se podrían tomar medi-
das. Porque también si usted tortura a una
persona es posible que confiese que robó algo
de la empresa. El vender información privilegia-
da es una infracción laboral, pero si ella se
obtiene copiando no ya el correo de la empresa,
sino el personal, me parece inaceptable.

Ahora, todo está sujeto a ponderación.
Hay que ver, por ejemplo, si este trabajador
es pedófilo, por ejemplo, porque allí podría
haber un grado de ponderación en que caiga
su derecho a la intimidad. Todo esto es
casuístico.
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TRABAS A LA SINDICALIZACION

¿Cuáles son las formas utilizadas para
impedir la formación de sindicatos?

En primer lugar, hay toda una línea para

hacerlo a través de la información previa. Se

les hace saber a los trabajadores, en forma

expresa o tácita, que sería mal vista la forma-

ción de un sindicato. Incluso con bromas, con

las que se pueden decir muchas cosas. O con

ejemplos de otras empresas, diciendo que fun-

daron el sindicato y hubo que despedir gente.

Pero también se les amenaza.

Esa es una segunda línea, la amenaza

expresa. Ante la eventual formación del sindi-

cato, el empleador les dice… háganlo, pero

yo no doy un peso más al Departamento de

Bienestar. O no voy a ascender a los que

estén en él; o ahora nos vamos a ir en una

mala relación laboral. Y también están las

medidas como despidos y traslados de la

gente que forma el sindicato y de los directo-

res. Estos tres tipos de práctica antisindical

son los que priman.

Ya formado el sindicato, ¿cómo conti-
núan estas acciones de amedrentamiento?

Con traslados, persecución, despidos.

Hay un fuero que dura 40 días, pero después

es sólo para los directores. Otro punto –y no

digo que sea la regla general– es comprar a

los directores: se les negocia el fuero, se les

pagan los dos años o más. Ahora, según la

encuesta Encla 2006, de la Dirección del

Trabajo, la mayoría de los empleadores ve

con buenos ojos la formación del sindicato,

de acuerdo a lo que respondieron ellos mis-

mos.

¿Y eso se da en la realidad?

En Chile falta una cultura sindical de

contrapoder social; por lo tanto, los sindica-

tos son relativamente débiles. Los trabajado-

res, muchas veces, tampoco tienen en su

agenda la formación de un sindicato, no tie-

nen la inquietud. También pienso que al sindi-

calismo le falta aggiornarse, ponerse al día.

En Canadá, las centrales sindicales son las

que forman las empresas de suministro de

trabajadores, y acuerdan, en caso de despi-

dos, que esa misma gente sea después un

pequeño empresario.

¿Por qué en Chile hay tantos sindicatos
pero muy pocos activos? ¿No responden a las
necesidades de los trabajadores?

Le verdad es que son sindicatos peque-

ños, y el sindicato es un fenómeno masivo.

En Europa nace fuera de la empresa: es el

sindicato de área o que agrupa secciones de

trabajadores o industrias. Chile no ha vivido

una Revolución Industrial, por ejemplo, no ha

tenido una fuerte industria manufacturera, y

el sindicalismo fuerte se da en los puertos, en

la minería.

"Ante la eventual formación del sindicato, el emplea-
dor les dice… háganlo, pero yo no doy un peso más al
Departamento de Bienestar, por ejemplo".
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¿Debemos colegir, entonces, que nues-
tro sindicalismo es débil?

Nuestro sistema ha sido más bien un
sindicalismo de empresa, con algunas excep-
ciones, pero generalmente es de empresa. Y
ese sindicalismo ya está muy coartado, tiene
muchos problemas porque se funda al alero
del empleador. Se crea el lunes y el martes
hay que trabajar con el empleador. Eso lo
hace muy débil. Por otro lado, dada la baja
tasa de sindicalización, el legislador se deses-
pera y permite que cada vez el quórum sea
menor. En mi opinión, la solución no va por
ahí, sino por fomentar la creación de sindica-
tos por áreas, fuera de la empresa.

¿Cuál es la responsabilidad del empresa-
rio en este punto?

Se habla mucho de responsabilidad social
empresaria, pero ella empieza por tener sindica-
tos en la empresa, una responsabilidad interna
más que hacer donaciones para el medioam-
biente, por ejemplo. Creo que en Chile falta
diálogo social, faltan confianzas por parte del
empresario y también de los sindicalistas.

¿Los empresarios le temen a la forma-
ción de sindicatos?

Los empresarios debieran estar abiertos

a su formación, a pactar con ellos y a tener

contratos colectivos. Es lo más equitativo,

una negociación mucho más abierta y que
además permite a los trabajadores sentarse
alguna vez a negociar con el empleador. Por-
que cuando uno es contratado individualmen-
te, el empleador dice… estas son las condi-
ciones, las toma o las deja. Pienso que el
empresariado no debiera tener temor a la
formación de sindicatos, y esto también de-
biera ir de la mano con la formación de diri-
gentes sindicales y con un diálogo social a
nivel de cúpulas, que en Chile no existe.

DIALOGO SOCIAL

¿No existe diálogo social en nuestro país?

Creo que por el momento no hay interés.
Hay una especie de frenesí por el crecimiento
a cualquier costo; por lo tanto, aún no son los
tiempos de que este diálogo llegue, pero en
algún minuto tendrá que venir.

¿Cuándo será ese momento?

Eso no lo puedo vaticinar, pero hace años
yo les decía a mis alumnos… va a venir una
ley de acoso sexual, viene tal o cual tema, y
mucha gente me replicaba que esas eran pu-
ras teorías. Pero el Derecho Laboral va relati-
vamente acorde al crecimiento económico de
los países. En países muy pobres, Bangladesh,
Somalia, usted sólo quiere trabajar y le da lo
mismo si lo discriminan o no. En Estados Uni-
dos o Noruega, que tienen sobre 40 mil dóla-

res de ingreso per cápita, los derechos son
mucho más sofisticados que acá. Chile, que
está con 14 mil, ha ido acomodando su
legislación en la medida en que ha podido.

Ahora,  el tema colectivo, el diálogo
social, es un tema de fondo. Es como el
neoliberalismo a la China: en China hay
neoliberalismo pero no hay democracia. O
como la democracia a la India, en que hay
democracia pero existen castas. En Chile,

diálogo social no ha habido nunca. Nos

estamos entre comillas desarrollando, pero

el diálogo social no marcha.

"En Chile falta una cultura sindical de contrapoder
social; por lo tanto, los sindicatos son relativamen-
te débiles".
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Pero todos dicen estar dispuestos al diá-
logo…

Es que el diálogo es con hechos concretos.
Cuando se volvió a la democracia hubo cuatro
acuerdos de concertación social, los años 90,
91, 92 y 93. A eso me refiero con diálogo
social, a acuerdos maduros y que se cumplan.
Mire… en Dinamarca hay un acuerdo de 1898,
el Pacto de Agosto, que rige hasta hoy. Hace
110 años los empleadores se pusieron de acuer-
do con los sindicalistas y con el Estado en un
marco de relaciones laborales que subsiste has-
ta hoy. Esa estabilidad es esencial.

¿Esa es la importancia que usted le atri-
buye al diálogo social?

Es muy importante, y lo es más si Chile
quiere pasar a una fase en que los trabajado-
res hagan un aporte todavía mayor a lo que es
un recambio en las exportaciones no tradicio-
nales, por ejemplo. Pienso que esto va a ser
necesario en ese contexto. Si por el contrario
el esquema de Chile basta y sobra, el de un
país que no tiene una pobreza tan brutal pero
sigue siendo pobre, de mediano desarrollo pero
que tampoco va a salir del subdesarrollo, sí
puede no haber diálogo social.

En su opinión, ¿por qué no se dan los
pasos necesarios para lograrlo?

Cuando conversamos informalmente con

distintas personas, incluso con quienes pien-

sen distinto de uno, siempre se llega a

acuerdo. Pero Chile es un país en que la

gente como más extrema, de todos los

ámbitos, es la que lleva siempre la discu-

sión. Eso es paradójico. Hay acuerdos de

lo que habría que hacer en educación o en

otros temas conversando en un café, aun-

que sea gente distinta, pero hay cierta

incapacidad de acuerdos a nivel de cúpu-

las. Esto es muy delicado.

Esto me lo observó un extranjero y

después me empecé a fijar. Me dijo que

había conversado con distintos chilenos,

de derecha, de centro y de izquierda, y que

le impresionaba el grado de acuerdo y vi-

sión de futuro. Pero eso no se expresa en las

instituciones, en lo que hacen los empresa-

rios, en lo que hace la CUT.

Eso, ¿se remediaría con más leyes para
aumentar la sindicalización?

El otro día leí una información que decía

que en los países de la OCDE (Organización

para la Cooperación y el Desarrollo Económi-

co) sólo el 30 por ciento está sindicalizado, el

80 por ciento tiene negociación colectiva y

que, por lo tanto, el declive de la sindicalización

era claro, ya que el 50 por ciento negociaba

por fuera.

Yo digo que eso no es así. Porque en

esos países hay negociación por área, y en

ese caso a usted lo representa un sindicato

del cual no es miembro. Dicho de otra for-

ma: si en la última elección votó el 80 por

ciento de la población pero sólo el 9 por

ciento está en un partido político, no signi-

fica que el otro 71 por ciento haya votado

por gente que no estaba en los partidos. Es

lo mismo. Es una representación, entre co-

millas, de tipo política para negociar por

área.

Pero la no existencia de sindicatos es
grave.

Para mí no es tan grave si hay o no

sindicalización, más importante sería que hu-

"Creo que en Chile falta diálogo social, faltan confianzas por
parte del empresario y también de los sindicalistas".
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biera mecanismos de negociación por área.

Chile tuvo uno con la ley de sindicalización

campesina, en la que había una suerte de

extensión de beneficios; lo tuvo con lo que

fue el tarifado del cuero y el calzado, de la

construcción. Por ahí habría que explorar.

Nuevamente volvemos al diálogo social; re-

unir a empleadores, trabajadores, al Estado y

a las áreas y establecer qué condiciones míni-

mas se pudieran fijar por reglamento. Eso me

interesa mucho más que la sindicalización

precisa. La sindicalización tendrá que aumen-

tar, ya habrá medidas de fomento, pero me-

canismos de negociación que permitan tener

estándares mínimos por área me parece inte-

resante.

¿Cuáles serían los requisitos para estos
mecanismos?

En otros países, bajo 20 trabajadores
están fuera. Aquí habría que hacer lo mismo.
Estamos hablando de un porcentaje que no es
el mayor de trabajadores. Algunas condicio-
nes se extienden, pero otras no. Esa sería una
reforma que a mí me interesaría más que el
número, porque vamos a llegar a que final-
mente cada trabajador puede hacer un sindi-
cato, pero son sindicatos que no tienen po-
der, que no tienen fuerza.

Eugenio González Z.
Oficina de Comunicación y Difusión

Dirección del Trabajo
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LA FISCALIZACION DE
LA DIRECCION DEL TRABAJO

FRENTE AL RECURSO DE
PROTECCION

Sergio Gamonal Contreras(*)

Sumario: 1. Palabras previas. 2. Fundamentos de la facultad de fiscalización. 3. Criterios de la
Corte Suprema al resolver las apelaciones de la acción de protección. 4. Comentario crítico.

1. PALABRAS PREVIAS.

Desde hace algunos años la labor de fis-

calización de la Dirección del Trabajo (en

adelante DT) ha sido cuestionada por me-

dio de acciones de protección.

El criterio que analizaremos ha sostenido

que labores normalmente desarrolladas por

la DT escapan a su ámbito de competen-

cia, tales como la calificación de la natu-

raleza de los contratos de los trabajado-

res o la determinación de la persona del

empleador.

De esta forma, la Inspección realizaría

una fiscalización rígida que excede su

ámbito de competencia, constituyéndose

en una comisión especial de las mencio-

nadas en el artículo 19 Nº 3 inciso cuarto

de la Constitución.

En la primera parte de este artículo estu-

diaremos los orígenes y fundamentos de

la facultad fiscalizadora de la DT. Luego,

enunciaremos los criterios jurisprudencia-

les de la Corte Suprema en esta materia,

para terminar criticando la tesis mayorita-

ria de esta Corte.

2. FUNDAMENTOS DE LA FACULTAD DE
FISCALIZACION.

Para explicar a cabalidad las facultades

de la DT debemos referirnos a diversos

aspectos del derecho laboral:

(1) Orígenes del derecho del trabajo. El

derecho del trabajo se basa en la

asimétrica posición existente entre

empleador y trabajador. Así, la princi-

pal característica del derecho laboral

ha sido proteger a la parte débil de la

relación, el trabajador, quien pone a

disposición del empleador su energía

laboral en virtud de un contrato de

trabajo, el cual tiene componentes

que van más allá de lo meramente

patrimonial. Para numerosos autores

el objeto de este contrato implica a la

persona del trabajador, tanto por su

subordinación al empleador e integra-

ción a la empresa, como por su de-

pendencia respecto de la remunera-

ción mensual a fin de subsistir junto a

su familia(1).

(1) Santoro Passarelli, Francesco, Nozioni di diritto
del lavoro, Nápoles, Jovene, 1963, p. 11.

(*) Profesor Derecho del Trabajo Universidad Adolfo
Ibáñez.
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De todos los elementos del mismo,

es sin duda la subordinación el que

caracteriza de mejor forma al contra-

to de trabajo. Mucho se ha escrito

sobre la subordinación laboral. Kahn-

Freund observa que el derecho “en-

cubre la realidad de la subordinación

tras la pantalla conceptual de los con-

tratos, que considera concluidos en-

tre iguales”(2). Señala este autor que

“la relación entre un empresario y un

trabajador aislado es típicamente la

relación entre un detentador de po-

der y quien no detenta poder alguno

(…). Se origina como un acto de

sumisión que en su dinámica produ-

ce una situación subordinada, por más

que la sumisión y subordinación pue-

dan ser disimuladas por esa indis-

pensable ficción jurídica conocida por

<<contrato de trabajo>>. El pro-

pósito fundamental del Derecho del

Trabajo siempre ha sido, y nos atre-

vemos a decir que siempre lo será,

constituir un contrapeso que equili-

bre la desigualdad de poder negocia-

dor que es necesariamente inherente

a la relación de trabajo”(3).

Por su parte, Alain Supiot destaca que

la relación de trabajo se ha definido

como una “relación en que uno puede

mandar y otro ha de obedecer. Es

decir: que la cuestión del poder se

halla en el corazón mismo del derecho

del trabajo”(4). En palabras de este au-

tor, la subordinación es la “piedra an-

gular de un derecho que tiene como

objeto esencial enmarcar el ejercicio

del poder que confiere a una persona

sobre otra. Y es que este poder sub-

vierte los grandes principios sobre los

que reposa el derecho de obligaciones

y contratos: principio de igualdad de

las partes, y principio de libertad con-

tractual. Allí donde el derecho de obli-

gaciones postula la autonomía de la

voluntad individual, el derecho del tra-

bajo organiza la sumisión de la volun-

tad”(5).

Agrega que “el derecho del trabajo se

ha alimentado de esta tensión entre

la idea de contrato, que postula la

autonomía de las partes, y la idea de

subordinación, que excluye esta au-

tonomía. Esta tensión ha llevado a

construir sobre el terreno colectivo la

autonomía que no podía edificarse en

el terreno individual, y a hacer así

jurídicamente compatibles la subordi-

nación y la libertad”(6).

Es así como la tensión entre subordi-

nación y autonomía privada lleva a

considerar al trabajador en la empre-

sa como objeto y sujeto del contra-

to(7). Lo anterior justifica que esta

rama del Derecho se oriente a la tute-

la de la libertad y personalidad del

trabajador, quien se encuentra sujeto

a un vínculo que, entre todas las rela-

ciones de contenido patrimonial, co-

loca a un sujeto bajo dependencia de

otro(8). Como bien señala Verdier, la

subordinación jurídica del trabajador

implica la existencia de un poder pri-

vado de una persona sobre otra, lo

que hace necesario proteger los dere-

chos de la persona y la garantía de

los derechos fundamentales y de las

libertades públicas en las relaciones

de trabajo(9).

(2) Kahn-Freund, Otto, Trabajo y Derecho, Madrid,
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 1987,
pp. 48 y 49.

(3) Kahn-Freund, op. cit., p. 52.

(4) Supiot, Alain, Crítica del Derecho del Trabajo,
Madrid, Ministerio del Trabajo y Asuntos Socia-
les, 1996, p. 133.

(5) Supiot, op. cit., p. 134.

(6) Ibíd.

(7) Supiot, op. cit., p. 147.

(8) Santoro Passarelli, op. cit., pp. 11 y 12.

(9) Verdier, Jean Maurice, Droit du travail, París,
Dalloz, 1990, p. 8.
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En definitiva, lo que caracteriza al

derecho del trabajo es que, mientras

los demás contratos dicen relación

con el haber de las partes, el contrato

de trabajo dice relación con el ser del

trabajador(10).

(2) La técnica de la vigilancia administra-

tiva de la ejecución del contrato(11). El

derecho laboral ha introducido cam-

bios en las técnicas sancionatorias,

estableciendo la vigilancia administra-

tiva en la ejecución del contrato(12).

Se trata de una técnica muy aplicada

no sólo en el derecho laboral sino

también en el derecho económico.

Este tipo de vigilancia administrativa

es de antigua data, y la podemos

encontrar en una pionera ley inglesa

de 1833 (Ley de Lord Althorp), que

limitó la jornada laboral a 9 horas

diarias de trabajo en el caso de los

menores de 9 a 13 años en la indus-

tria textil, salvo las de seda, creando

al mismo tiempo un “servicio de vigi-

lancia del cumplimiento de las nor-

mas industriales”(13).

Incluso antes de esta ley, en 1802

cuando el Parlamento inglés aprueba

una ley sobre la salvaguardia de la

salud y de la moralidad de los apren-

dices en las fábricas textiles y en

otros sectores, se encomienda la su-

pervigilancia de la aplicación de esta

ley a comités voluntarios, lo cual fue

ineficaz. Por ello en 1833 el gobierno

encarga la supervisión a personas de

gran prestigio, especialmente respec-

to de las excesivas jornadas de traba-

jo, práctica habitual incluso en niños.

La designación de estos cuatro prime-

ros inspectores implicó el nacimiento

de la Inspección del Trabajo(14).

La Inspección del Trabajo se origina

en América Latina “a comienzos del

siglo XX con la creación de las ofici-

nas y departamentos del trabajo”(15).

El derecho laboral reconoce la incapa-

cidad negociadora del trabajador y es

por esta razón que interviene el con-

trato de trabajo, por medio del dirigismo

contractual, en base a mínimos lega-

les irrenunciables para el trabajador.

Sin embargo, dado el reconocimiento

de este desnivel de fuerzas que justifi-

ca la intervención legislativa, se hace

necesario tutelar que, efectivamente,

se cumplan los dictados legales. Para

estos efectos, el derecho del trabajo

contempla dos mecanismos, a saber:

la autotutela colectiva o sindical y la

vigilancia administrativa de la ejecu-

ción del contrato.

Como es de público conocimiento, el

primer mecanismo vinculado a la

autotutela sindical es débil en Chile,

por la baja tasa de sindicalización y

por un marco legal extraordinariamen-

te rígido y restrictivo del fenómeno

colectivo. En nuestro país se da un

“vacío o carencia sindical”(16) que difi-

culta gravemente la autonomía de los

trabajadores quienes, en el rango co-

(10) Santoro Passarelli citado por Ghezzi, Giorgio y
Romagnoli, Umberto, Il rapporto di lavoro,
Bologna, Zanichelli, 1987, p. 1.

(11) Gamonal Contreras, Sergio, Introducción al dere-
cho del trabajo, Santiago, ConoSur, 1998, p. 117.

(12) Giugni, Gino, Lavoro leggi contratti, Bologna, Il
Mulino, 1989, pp. 284-285.

(13) Garmendia Arigón, Mario, Eficacia práctica de las
normas laborales, Montevideo, Fundación de Cul-
tura Universitaria, 2005, p. 33 nota 33.

(14) Richthofen, Wolfgang von, La Inspección del Tra-
bajo, Informes OIT, Madrid, Ministerio del Traba-
jo y Asuntos Sociales, 2003, p. 33.

(15) Bensusán, Graciela, La efectividad de la legisla-
ción laboral en América Latina, Documento de
Trabajo, Ginebra, Instituto de Estudios Interna-
cionales, 2007, p. 29.

(16) Vid. Gamonal Contreras, Sergio, El procedimien-
to de tutela de derechos laborales, Santiago,
LexisNexis, 2007, p. 55.
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lectivo, podrían recuperar su fuerza

negociadora perdida a nivel individual.

Por lo tanto, lo que resta es la segun-
da vía, la tutela administrativa. Esta
se basa en que el desnivel de poder
del trabajador se manifiesta no sólo al
negociar los términos contractuales,
sino durante todo el curso del contra-

to. Es así que si el trabajador es débil
para negociar también lo será frente a
las vulneraciones que haga el emplea-
dor del estatuto público protector.

Por ello es que el legislador estatuye

que la Dirección del Trabajo fiscaliza-
rá e interpretará la legislación laboral.
Fiscalizar significa en su segunda acep-
ción “criticar y traer a juicio las accio-
nes u obras de alguien”(17).

En la primera implica “ejercer el ofi-
cio de fiscal”(18). Por su parte, fiscal,
en su cuarto significado, supone “per-
sona que averigua o delata operacio-
nes ajenas”(19).

La labor fiscalizadora comprende de
suyo la calificación de hechos y, en
el caso de la Dirección del Trabajo,
de hechos en relación al estatuto
laboral de orden público dispuesto
por el legislador. Sin calificación de

los hechos no es posible realizar fis-
calización alguna.

Por otra parte, la ley permite que la
Dirección del Trabajo interprete la

legislación laboral. Se trata de una

interpretación que, obviamente, no
es vinculante para los tribunales de
justicia, quienes tienen la última pa-
labra en esta materia. Entonces, cabe

preguntarse ¿cuál es el sentido de

esta interpretación?

Este tipo de interpretación ha sido

denominado “interpretación adminis-

trativa” y su sentido es dar coheren-

cia y objetividad a la labor fiscaliza-

dora, de forma tal que el fiscalizado

sepa de antemano cuál es la interpre-

tación que tiene el organismo admi-

nistrativo de tal o cual norma y de

esta forma puedan evitarse fiscaliza-

ciones arbitrarias.

La interpretación administrativa ha

sido definida como(20) “aquella que

realizan ciertos servicios públicos que

cumplen funciones fiscalizadoras con

el objeto de dar coherencia y unifor-

midad a la supervigilancia de la apli-

cación correcta de las normas inter-

pretadas”. O sea, la “ley faculta a

estos órganos para interpretar la le-

gislación que les corresponde fiscali-

zar, a fin de que el ejercicio de sus

facultades inspectivas sea realizado

satisfaciendo el derecho fundamen-

tal de igualdad ante la ley para todos

los sujetos fiscalizados”(21).

Sin duda esta interpretación no es

obligatoria para el fiscalizado y éste

siempre puede recurrir al tribunal del

trabajo (artículo 474 –503–) quien

tiene la última palabra en esta mate-

ria. Si, por el contrario, se recurre de

protección y la Corte la acoge por

estimar que la Dirección se ha cons-

tituido en una especie de comisión

especial, no se resuelve el asunto de

fondo, no interviene el juez del traba-

jo y la Dirección queda inhibida de

actuar. ¿Y el trabajador? El trabaja-

dor queda sujeto al desnivel de poder

que lo perjudica y que justifica todo

el sistema expuesto, en consecuen-

(17) Diccionario de la Lengua Española, 22ª edición.

(18) Ibíd.

(19) Diccionario de la Lengua Española, 22ª edición.

(20) Lizama, Luis, La Dirección del Trabajo: una expli-
cación de su facultad de interpretar la legislación
laboral chilena, Santiago, Universidad de Chile,
Fundación Facultad de Derecho, 1998, p. 36.

(21) Ibíd.
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cia, queda en la más absoluta despro-

tección y si recurre al tribunal, aun-

que venza finalmente, lo más proba-

ble es que quede cesante. Esta es la

realidad, en un país donde uno de los

mayores temores de los chilenos es

perder su trabajo. Por tanto, sin que

la Dirección fiscalice el trabajador

queda a merced del empleador…

(3) Las normas constitucionales implica-

das. La Constitución estatuye diver-

sos preceptos que sustentan la labor

fiscalizadora. Su instauración respon-

de a los máximos imperativos consti-

tucionales cristalizados en el capítulo

I de nuestra Carta Fundamental, en

orden a la promoción del bien común

y a la defensa de la dignidad de las

personas, así como el asegurar el de-

recho de las personas a participar con

igualdad de oportunidades en la vida

nacional (art. 1º).

La fiscalización de la correcta aplica-

ción de la legislación laboral no puede

estar a cargo de los Tribunales de Jus-

ticia, ya que es mejor que sea efectua-

da por un organismo técnico especiali-

zado, como ocurre en Chile y en casi

la totalidad de los países del mundo,

sin perjuicio de que esta actuación

pueda ser reclamada ante los tribuna-

les de justicia (artículo 474 –503–).

La Constitución reconoce y asegura

diversos derechos cuya concreción

depende de esta labor fiscalizadora,

como son el derecho a la vida, inte-

gridad física y psíquica, la protección

del trabajo, la no discriminación, la

justa retribución y la libertad sindi-

cal.

Por otra parte, el artículo 5º inciso

segundo reenvía a los derechos hu-

manos contenidos en tratados inter-

nacionales vigentes y ratificados por

Chile.

¿Cómo se concretan estos derechos?

El orden público laboral informa con

derechos mínimos e irrenunciables a

todo el contrato de trabajo, lo que

implica que, para velar por su correc-

ta aplicación, la Dirección puede re-

ferirse a contenidos contractuales.

Otra interpretación conllevaría a que

jamás pudiera fiscalizarse, ya que la

misma ley exige que haya un contra-

to de trabajo y, por ende, la tutela

laboral se aplica cuando hay un con-

trato o una prestación de servicios

que permita presumirlo, aunque no

esté escriturado, y los derechos mí-

nimos legales deberán ser respeta-

dos en dicho acuerdo contractual,

correspondiendo a la Dirección, por

mandato legal, velar por el cumpli-

miento de los derechos irrenunciables.

La ley no permite a las partes califi-

car el tipo contractual, como dispo-

nen los artículos 7º y 8º inciso pri-

mero del Código del Trabajo, y esta

normativa debe ser fiscalizada por la

autoridad administrativa.

(4) La situación desde la perspectiva de

la Organización Internacional del Tra-

bajo (OIT). Para la OIT es de trascen-

dental importancia la labor de las Di-

recciones o Inspecciones del Trabajo,

considerando que mueren anualmen-

te 2,2 millones de personas por en-

fermedades profesionales y acciden-

tes del trabajo(22). La OIT señala que

el(23)  “trabajo mata más gente que las

guerras. Por lo tanto, el derecho a

condiciones de trabajo decente puede

ser considerado como un derecho hu-

mano fundamental. La inspección del

trabajo es uno de los instrumentos

esenciales para hacer de este dere-

cho una realidad, y desempeña un

papel central en la promoción del

(22) www.ilo.org

(23) Ibíd.
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cumplimiento de las normas funda-

mentales de la OIT, sus Convenios y

directivas laborales en general. Las

inspectorías del trabajo son las autori-

dades del Estado para muchas activi-

dades relacionadas con el trabajo, in-

cluyendo salud y seguridad, diálogo

social, legislación, mecanismos de con-

trol de mercado, condiciones labora-

les, combate al empleo ilegal, VIH/

SIDA o trabajo infantil, entre otros. La

OIT promueve un Sistema Integrado

de Inspección del Trabajo que implica

nuevas atribuciones y responsabilida-

des para la realización de esta tarea”.

Agrega este organismo que la(24) “ad-

ministración del trabajo fue definida

en el Convenio Nº 150 de la OIT

como ‘actividades de la administra-

ción pública en materia de política

nacional del trabajo’. Es una herra-

mienta clave de la cual pueden dis-

poner los gobiernos para cumplir con

sus responsabilidades frente a los te-

mas sociales. Las normas internacio-

nales del trabajo suelen ser llevadas

a la práctica a través de políticas y

leyes nacionales. Por lo tanto es vital

que cada país cuente con un sistema

de administración del trabajo viable y

activo, que sea responsable por to-

dos los aspectos relacionados con la

formulación y aplicación de políticas

laborales nacionales. Además de pro-

mover los sistemas de administra-

ción del trabajo en sus diversas for-

mas, las normas de la OIT fomentan

la recolección de estadísticas labora-

les, de gran valor en la identificación

de las necesidades y la formulación

de políticas tanto al nivel nacional

como al internacional. Las adminis-

traciones del trabajo existen en la

mayoría de los países del mundo,

pero en muchos casos enfrentan difi-

cultades financieras y materiales. El

financiamiento adecuado de la admi-

nistración del trabajo es necesario

para mantener y fortalecer esta he-

rramienta tan importante para el de-

sarrollo”.

Por último, cabe señalar que casi la

totalidad de los países del mundo cuen-

tan con un organismo fiscalizador y

que la tendencia es a reforzar esta

vigilancia administrativa del contrato

de trabajo, por ejemplo, en el(25)  “2004

Brasil reclutó 150 inspectores para

enfrentar el trabajo forzoso, y Turquía

ha capacitado a 108 para la lucha

contra el trabajo infantil, mientras que

en Grecia se ha entrenado a 81 nue-

vos inspectores. Durante los últimos

tres años España aumentó el número

de inspectores de 1.500 a casi 2.000,

y Letonia espera aumentar su dota-

ción con 39 nuevos puestos en 2007.

Como consecuencia del asesinato de

dos inspectores del trabajo en 2005,

el gobierno de Francia ha lanzado el

‘Plan Larcher’, destinado a abordar la

crisis organizacional que afecta a es-

tos servicios, incluyendo reformas es-

tructurales, administrativas, mejoras

en la calidad del servicio y contrata-

ción de 700 nuevos inspectores has-

ta 2007”.

Por lo tanto, la existencia de una Di-

rección del Trabajo responde a una

política mundial en la materia y no a

un capricho de nuestro legislador. La

OIT tiene sobre el tema el Convenio

81 del año 1947(26) y, en el año

(24) Ibíd.

(25) Ibíd.

(26) Ratificado por 136 países, como por ejemplo, Ale-
mania, Australia, Argentina, Bélgica, Bolivia, Bra-
sil, Colombia, Costa Rica, Dinamarca, Ecuador,
España, Federación Rusa, Finlandia, Francia, Ir-
landa, Israel, Italia, Japón, Noruega, Nueva
Zelanda, Países Bajos, Perú, Reino Unido, Repú-
blica de Corea, Suecia, Suiza, Turquía, Ucrania,
Uruguay, etc.
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2006(27), en la 297ª reunión del Con-

sejo de Administración, se discutió

acerca de cómo mejorar a escala

planetaria la fiscalización de las nor-

mas laborales(28).

El Convenio 81 dispone en sus ar-

tículos 3º, 12 y 13 lo siguiente:

“Artículo 3º

1. El sistema de inspección estará

encargado de:

a) velar por el cumplimiento de las

disposiciones legales relativas a las

condiciones de trabajo y a la pro-

tección de los trabajadores en el

ejercicio de su profesión, tales

como las disposiciones sobre ho-

ras de trabajo, salarios, seguridad,

higiene y bienestar, empleo de

menores y demás disposiciones

afines, en la medida en que los

inspectores del trabajo estén en-

cargados de velar por el cumpli-

miento de dichas disposiciones;

b) facilitar información técnica y ase-

sorar a los empleadores y a los

trabajadores sobre la manera más

efectiva de cumplir las disposicio-

nes legales;

c) poner en conocimiento de la au-

toridad competente las deficien-

cias o los abusos que no estén

específicamente cubiertos por las

disposiciones legales existentes.

2. Ninguna otra función que se en-

comiende a los inspectores del

trabajo deberá entorpecer el cum-

plimiento efectivo de sus funcio-

nes principales o perjudicar, en

manera alguna, la autoridad e im-

parcialidad que los inspectores ne-

cesitan en sus relaciones con los

empleadores y los trabajadores.

Artículo 12

1. Los inspectores del trabajo que

acrediten debidamente su identi-

dad estarán autorizados:

a) para entrar libremente y sin previa

notificación, a cualquier hora del

día o de la noche, en todo estable-

cimiento sujeto a inspección;

b) para entrar de día en cualquier

lugar, cuando tengan un motivo

razonable para suponer que está

sujeto a inspección; y

c) para proceder a cualquier prueba,

investigación o examen que con-

sideren necesario para cerciorar-

se de que las disposiciones lega-

les se observan estrictamente y,

en particular:

i) para interrogar, solos o ante testi-

gos, al empleador o al personal

de la empresa sobre cualquier

asunto relativo a la aplicación de

las disposiciones legales;

ii) para exigir la presentación de li-

bros, registros u otros documen-

tos que la legislación nacional re-

lativa a las condiciones de trabajo

ordene llevar, a fin de comprobar

que están de conformidad con las

disposiciones legales, y para ob-

tener copias o extractos de los

mismos;

iii) para requerir la colocación de los

avisos que exijan las disposicio-

nes legales;

(27) Otros convenios relacionados son los Nºs. 150
sobre la administración del trabajo de 1978; 129
sobre inspección del trabajo (agricultura) de 1969;
88 sobre el servicio del empleo de 1948; 122
sobre la política de empleo de 1964, y 142 sobre
desarrollo de los recursos humanos de 1975.

(28) www.ilo.org
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iv) para tomar o sacar muestras de

sustancias y materiales utilizados

o manipulados en el establecimien-

to, con el propósito de analizar-

los, siempre que se notifique al

empleador o a su representante

que las substancias o los materia-

les han sido tomados o sacados

con dicho propósito.

2. Al efectuar una visita de inspec-

ción, el inspector deberá notificar

su presencia al empleador o a su

representante, a menos que con-

sidere que dicha notificación pue-

da perjudicar el éxito de sus fun-

ciones.

Artículo 13

1. Los inspectores del trabajo esta-

rán facultados para tomar medi-

das a fin de que se eliminen los

defectos observados en la insta-

lación, en el montaje o en los

métodos de trabajo que, según

ellos, constituyan razonablemen-

te un peligro para la salud o segu-

ridad de los trabajadores.

2. A fin de permitir la adopción de

dichas medidas, los inspectores

del trabajo estarán facultados, a

reserva de cualquier recurso judi-

cial o administrativo que pueda

prescribir la legislación nacional,

a ordenar o hacer ordenar:

a) las modificaciones en la instala-

ción, dentro de un plazo determi-

nado, que sean necesarias para

garantizar el cumplimiento de las

disposiciones legales relativas a

la salud o seguridad de los traba-

jadores; o

b) la adopción de medidas de aplica-

ción inmediata, en caso de peli-

gro inminente para la salud o se-

guridad de los trabajadores.

3. Cuando el procedimiento prescri-

to en el párrafo 2 no sea compati-

ble con la práctica administrativa

o judicial del Miembro, los ins-

pectores tendrán derecho de diri-

girse a la autoridad competente

para que ésta ordene lo que haya

lugar o adopte medidas de aplica-

ción inmediata”.

Por su parte, en la 297ª reunión

del Consejo de Administración en

el 2006 se enfatizó, entre otras

materias, que la OIT debe fomen-

tar en forma continua la ratifica-

ción y aplicación de los Conve-

nios 81 y 129(29).

La OIT ha fomentado el actuar de

las inspecciones del trabajo en

base a cinco principios fundamen-

tales(30):

1. La inspección del trabajo consti-

tuye una función pública, una res-

ponsabilidad del gobierno, confi-

gurada mejor como un sistema

dentro de un sistema estatal más

amplio, con la finalidad de admi-

nistrar la política social y laboral y

de supervisar el cumplimiento de

la legislación y de las normas téc-

nicas.

2. Existe la necesidad de una estre-

cha cooperación entre la inspec-

ción del trabajo y los empleado-

res y trabajadores.

3. Es necesaria una cooperación

efectiva con otras instituciones

como los institutos de investiga-

ción, las universidades o los ser-

vicios de prevención de los orga-

(29) Oficina Internacional del Trabajo, Comisión de Em-
pleo y Política Social, Estrategia y prácticas en
materia de inspección del trabajo, p. 15, disponi-
ble en www.ilo.org

(30) Richthofen, op. cit., pp. 35 y ss.
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nismos de seguridad social y los

expertos, coordinando sus respec-

tivas actividades.

4. La inspección del trabajo tiene una

creciente orientación hacia la pre-

vención.

5. Debe haber un impulso para lo-

grar una cobertura universal ex-

tendiendo la acción protectora y

preventiva de la inspección al ma-

yor número de trabajadores en

todas las áreas de actividad.

(5) Las normas legales a considerar. En

primer lugar cabe tener presente el

artículo 2º, inciso primero, del Código

el cual dispone “Reconócese la fun-

ción social que cumple el trabajo y la

libertad de las personas para contra-

tar y dedicar su esfuerzo a la labor

lícita que elijan”.

Su inciso final establece “Correspon-

de al Estado amparar al trabajador en

su derecho a elegir libremente su tra-

bajo y velar por el cumplimiento de

las normas que regulan la prestación

de los servicios”.

Por otra parte, el inciso primero del

artículo 476 (505) estatuye “La fis-

calización del cumplimiento de la le-

gislación laboral y su interpretación

corresponde a la Dirección del Traba-

jo, sin perjuicio de las facultades con-

feridas a otros servicios administrati-

vos en virtud de las leyes que los

rigen”.

Los incisos primero y segundo del

artículo 474 (503) establecen que

“Las sanciones por infracciones a la

legislación laboral y de seguridad so-

cial como a sus reglamentos, se apli-

carán administrativamente por los res-

pectivos inspectores o por los fun-

cionarios que se determinen en el re-

glamento correspondiente. Dichos

funcionarios actuarán como ministros

de fe(31).

En todos los trámites a que dé lugar

la aplicación de sanciones, regirá la

norma del artículo 4°.”.

Esta resolución de la DT será recla-

mable ante el Juez de Letras del Tra-

bajo respectivo (en el art. 503, par-

cialmente vigente, la resolución del

Juez del Trabajo puede ser recurrida

según lo dispuesto en el artículo 502).

El artículo 420 letra e) otorga compe-

tencia a los juzgados de letras del

trabajo para conocer de las reclama-

ciones que procedan contra resolu-

ciones dictadas por autoridades ad-

ministrativas en materias laborales,

previsionales o de seguridad social.

Además, el Código dispone que la

fiscalización de las normas de higiene

y seguridad en el trabajo, de las nor-

mas de protección de la maternidad,

de las prácticas desleales o antisindi-

cales, de las organizaciones sindica-

les y del cumplimiento de los instru-

mentos colectivos del trabajo será rea-

lizada por la Dirección del Trabajo (arts.

476 –505–, 184 y 191, 208, 292,

299 y 349, respectivamente).

Lo anterior se ve reforzado con los

preceptos de la Ley Nº 20.123, en sus

artículos 183-G, 183-L y 183-AA inci-

so segundo del Código del Trabajo.

Por su parte, el Decreto con Fuerza

de Ley Nº 2, de 1967, establece,

entre otras funciones de la Dirección

del Trabajo, la fiscalización de la le-

gislación laboral y el fijar de oficio o

a petición de parte, por medio de

dictámenes, el sentido y alcance de

(31) En esta cita textual hemos seguido la literalidad
del artículo 503 que contiene enmiendas meno-
res de redacción al texto del inciso primero del
artículo 474.
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(32) Novoa Fuenzalida, Patricio, “La fiscalización ad-
ministrativa de la legislación laboral y la Direc-
ción del Trabajo”, Estudios en Homenaje del Pro-
fesor William Thayer Arteaga, Santiago, Socie-
dad Chilena de Derecho del Trabajo y de la Segu-
ridad Social, 1998, pp. 193 y ss.

(33) Novoa, op. cit., pp. 182 y 183. (34) Novoa, op. cit., pp. 184 y 185.

las leyes del trabajo (art. 1º letras a

y b). Dentro de las facultades del

Director del Trabajo, Jefe Superior

de este organismo, se contempla la

representación del Estado en la apli-

cación y fiscalización de las leyes

sociales; fijar la interpretación de la

legislación y reglamentación social,

salvo que el caso esté sometido al

pronunciamiento de los Tribunales y

esta circunstancia esté en su cono-

cimiento, y velar por la correcta apli-

cación de las leyes del trabajo en

todo el territorio de la República (art.

5º letras a, b y c del Decreto con

Fuerza de Ley Nº 2). Además, la ley

confiere la calidad de ministros de

fe a los Inspectores del Trabajo (arts.

23 D.F.L. Nº 2 y 218, 313 y 474

del Código del Trabajo). Por último,

cabe señalar que el legislador otorga

facultades especiales a la Dirección

para resolver acerca de la aplicación

de diversas normas del Código, de

cuya resolución se puede entablar

reclamo al tribunal del trabajo res-

pectivo(32).

En palabras del profesor Patricio

Novoa: “El Derecho Administrativo

del Trabajo aparece como el corola-

rio indispensable del intervencionismo

estatal en las relaciones jurídico-

laborales y fiel expresión del interés

estatal relativo al adecuado cumpli-

miento de las normas que el mismo

Estado ha promulgado en defensa y

protección de los derechos laborales

y sociales en general”(33).

Agrega este autor que: “Resulta fácil

fundamentar y justificar tanto la exis-

tencia de la Dirección del Trabajo,

como sus funciones. Desde el punto

de vista histórico doctrinal, la base

de ésta descansa en el sentido del

propio intervencionismo. Asumido por

el Estado un rol protector de las rela-

ciones de trabajo, a través de una

función legislativa tuitiva de orden

público y de derecho necesario que

impone enfáticamente la irrenuncia-

bilidad de los derechos del trabajo,

debe existir, como necesario corola-

rio instrumental, un organismo en-

cargado de cuidar de la efectividad

de los mismos, toda vez que al traba-

jador le resta la posibilidad de acudir

ante los organismos jurisdiccionales.

Es más, el reclamo de un trabajador,

muchas veces dentro de la esfera de

la misma empresa, puede implicarle

más de algún problema, de ahí la

necesidad del amparo estatal de ofi-

cio tanto para la protección de su

derecho cuando para la eficacia del

Derecho del Trabajo mismo”(34).

Dado lo anterior, podemos concluir

que la fiscalización de la legislación

laboral es un elemento trascendental

del orden público laboral. Para estos

efectos, el legislador tanto en el Có-

digo como en el Decreto con Fuerza

de Ley Nº 2, de 1967, establece cla-

ramente las facultades de la Direc-

ción del Trabajo en orden a fiscalizar,

interpretar la legislación laboral (sin

perjuicio de la interpretación definiti-

va que den los tribunales de justicia)

y aplicar sanciones administrativas

en base a dichas fiscalizaciones cuan-

do se hayan cometido infracciones al

ordenamiento laboral.
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3. CRITERIOS DE LA CORTE SUPREMA AL
RESOLVER LAS APELACIONES DE LA
ACCION DE PROTECCION.

En la jurisprudencia del recurso de protec-

ción encontramos la interposición de ac-

ciones por estimar los recurrentes que la

Dirección del Trabajo ha violentado con

su actuar fiscalizador su derecho a no ser

juzgado en comisiones especiales (artícu-

lo 19 Nº 3º inciso cuarto), su libertad de

trabajo (artículo 19 Nº 16º), su derecho a

la libre iniciativa económica (artículo 19

Nº 21º) y su derecho de propiedad (ar-

tículo 19 Nº 24º). Básicamente, la Corte

Suprema sostiene tesis diferentes en esta

materia(35):

a) No procede la acción de protección

ya que no es sustituto jurisdiccional y

existe un procedimiento específico

para recurrir ante el tribunal del traba-

jo, en contra de las resoluciones de la

Dirección del Trabajo (artículo 474

–503– del Código).

b) No procede la acción de protección

cuando el recurrente no se encuentra

en el legítimo ejercicio del derecho,

por ser un derecho dudoso, como

cuando ha sido objeto de una instruc-

ción o multa de la Dirección.

c) Procede la acción, ya que la Dirección

ha actuado en forma ilegal y arbitraria

al constituirse en una suerte de comi-

sión especial y arrogarse facultades

jurisdiccionales propias de los tribuna-

les de justicia. Se agrega que la Direc-

ción sólo debe actuar ante ilegalidades

claras, precisas y determinadas.

En efecto, algunas sentencias rechazan

los recursos sosteniendo que el fiscaliza-

dor goza de la calidad de ministro de fe y

que se han fiscalizado hechos concretos.

Cabe mencionar la tesis de algunas salas

de la Corte de Apelaciones que recono-

cen el carácter protector del derecho la-

boral y la función de la DT en el mercado

de trabajo, por ejemplo en el caso rol

Nº 3.866-2005.(36)

4. COMENTARIO CRITICO.

Básicamente realizaremos tres comenta-

rios a las tesis centrales de la Corte Su-

prema en esta materia.

(1) La importancia de la tesis minoritaria.

Es trascendente destacar la tesis de

algunas sentencias de la Corte, dándo-

le la razón a la Dirección del Trabajo.

En algunos casos se habla de que la

Inspección en uso de sus facultades

legales verificó la existencia de la in-

fracción y que el fiscalizador goza de

la calidad de ministro de fe. Se dice,

además, que el legislador otorga al

Estado la misión de amparar al trabaja-

dor en su derecho a elegir libremente

su empleo y se recurre a la finalidad e

historia de la ley de algunas enmien-

das recientes, como por ejemplo, el

caso de la Ley Nº 19.759 (sobre Re-

ducción de Jornada rol Nºs. 090-2005

y 1.475-2005) y 19.973 (sobre Des-

canso en Días Feriados rol Nºs. 6.580-

2004, 6.606-2004, 6.688-2004 y

6.689-2004).

Se argumenta que en estos casos la

Inspección habría actuado constatan-

do hechos concretos de conculcación

(35) Cfr. Gamonal Contreras, Sergio, “La acción de
protección y las facultades de la Dirección del
Trabajo”, en 2 Anuario de Derecho del Trabajo y
de la Seguridad Social, 2001, pp. 70 y ss.

(36) Vid. Gamonal Contreras, Sergio, “Comentario de
la Jurisprudencia Laboral del año 2004”, Corte
Suprema, Tribunal Constitucional, Revista de De-
recho de la Universidad Adolfo Ibáñez, Nº 2: 2005,
pp. 1278 y ss.
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de una disposición legal o que se ha-

bría acreditado la efectividad de una

denuncia hecha por el trabajador. No

obstante, estos casos son similares a

otros donde se ha optado por la tesis

que denominamos mayoritaria. No se

percibe, en estas causas, situaciones

distintas a las ya comentadas. Más

bien la Corte opera con un criterio

casuístico frente, por ejemplo, a la

realidad de que sin la fiscalización

adecuada leyes “recientes” del legis-

lador (reducción de jornada y respeto

de feriados) quedan en letra muerta

dada la carencia de poder negociador

de los trabajadores.

Por otra parte, la tesis de la séptima

sala de la Corte de Apelaciones de

Santiago reconoce la validez del siste-

ma legal de fiscalización instaurado en

la tradición de nuestro derecho y del

derecho laboral en general. Expresa

que la Inspección no ha actuado fuera

de marcos razonables y que la fiscali-

zación conlleva, necesariamente, a re-

copilar antecedentes de hecho y ela-

borar un juicio de valor sobre cómo la

realidad contractual se ajusta a la nor-

ma legal. Cabe recordar que esta sen-

tencia alude al artículo 420 del Código

del Trabajo exponiendo que

“el mismo legislador, en una secuen-

cia que aparece dotada de toda lógi-

ca, entrega a la potestad sancionatoria

de la administración el control prime-

ro de las infracciones laborales a tra-

vés de sus órganos de fiscalización,

cuya actuación concluye en una even-

tual aplicación de multa para el caso

de incumplirse las instrucciones im-

partidas, lo cual es reclamable me-

diante un procedimiento jurisdiccio-

nal que, por sus características y es-

pecialidad, resulta más apropiado que

la acción de protección (c. octavo)”.

(2) Las consecuencias fácticas de la tesis

mayoritaria. La tesis mayoritaria im-

plica consecuencias importantes para

los trabajadores, para el legislador y

para el empleador.

Para los trabajadores aumenta enor-

memente la precariedad laboral y cons-

tituye flexibilidad total, ya que el es-

tatuto de orden público que debiera

protegerlos queda sin ser fiscalizado

y, por ende, el empleador decide si

cumple o no con la ley.

Para el legislador es grave en vista a

que la tutela laboral se ha elaborado

por medio de un triángulo virtuoso:

derechos mínimos irrenunciables; fis-

calización administrativa del cumpli-

miento, e intervención jurisdiccional.

En efecto, el Poder Legislativo ha es-

tatuido todo un código dedicado al

tema laboral con el fin de establecer

una tutela mínima e irrenunciable a

favor del trabajador, dada su situa-

ción de debilidad negocial. Con todo,

para ser consecuentes con este piso

mínimo, se dispone la vigilancia admi-

nistrativa de la ejecución del contra-

to, por medio de la Dirección del Tra-

bajo, ya que la debilidad contractual

del laborador no sólo se da al momen-

to de pactar el contrato sino durante

toda su ejecución. Por último, la ac-

tuación administrativa es siempre re-

visable en sede judicial, por medio del

mecanismo consagrado en el artículo

474 (503), por medio del cual el tri-

bunal conoce y resuelve el fondo del

asunto. Además, la Ley Nº 20.087

expresamente ha estatuido la doble

instancia judicial para esta reclama-

ción. Este sistema tiene la virtud de

que en dicho contradictorio las partes

son el empleador y la Dirección del

Trabajo, estando el trabajador involu-

crado por vía indirecta, lo que cautela

de mejor forma la continuidad de su

vínculo laboral.
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Con la tesis mayoritaria en comento

este triángulo virtuoso se rompe y el

mínimo irrenunciable queda entrega-

do a la buena voluntad del empleador

o a que el trabajador demande y pier-

da la fuente de trabajo y de manten-

ción de su familia.

Para el empleador también tiene con-

secuencias negativas la tesis mayori-

taria, ya que si cumple con el ordena-

miento jurídico y respeta a sus traba-

jadores tiene un incentivo perverso

para dejar de obrar en este sentido,

ya que es posible que su competen-

cia, en forma desleal, disminuya cos-

tos transgrediendo las leyes labora-

les. De esta forma se altera el funcio-

namiento del mercado, se fomenta la

ineficiencia y la competencia desleal

e, incluso, el dumping social en nues-

tras exportaciones.

Por la alta precariedad laboral de los

trabajadores, una adecuada tutela de

sus derechos pasa por contar con una

fiscalización eficaz. El desafío para el

Estado está en la línea de fortalecer y

legitimar la acción de la DT, por ejem-

plo, considerando la posibilidad de que

constatada una infracción y cursada

una multa dicha decisión sea revisada

obligatoriamente por un tribunal labo-

ral, restableciendo, por mientras, el

derecho transgredido de forma que la

eventual demora en la revisión judi-

cial no afecte a los trabajadores.

Otra solución sería transformar a la

DT en una suerte de fiscalía que ac-

ciones ante el tribunal y cuyas actas

tengan validez probatoria como en las

prácticas antisindicales. No obstante

esta vía requiere de mayor celeridad

judicial y puede congestionar a los

nuevos juzgados laborales.

Para los tribunales, la tarea inmediata

implica considerar y ponderar las ga-

rantías constitucionales que la DT pro-

tege con su actuar. Una multa de

este organismo no puede ser asimila-

ble a un mero arbitrio del Estado, sino

a una función de tutela de los ciuda-

danos, de su libertad de trabajo y

libertad sindical. De modo contrario,

toda la protección del ordenamiento

laboral puede quedar inaplicable.

Resulta difícil sostener que un recu-

rrente de protección está en el legíti-

mo ejercicio de su derecho si ha sido

multado. Más aún si puede recurrir

judicialmente de esa decisión, como

lo dispone el Código. Una postura

formalista en esta materia es sólo

aparentemente neutra ya que deja en

la indefensión a los trabajadores.

Finalmente, cabe recordar que en

nuestro ordenamiento encontramos

numerosas situaciones en las que la

supervigilancia y fiscalización de un

determinado estatuto legal queda en-

tregada a un órgano técnico, sin per-

juicio de su posterior revisión judicial,

como ocurre, por citar algunas, con el

Servicio de Impuestos Internos(37); la

Superintendencia de Valores y Segu-

ros(38); la de Bancos e Instituciones

Financieras(39); la de Administradoras

de Fondos de Pensiones (AFP)(40); la

de Instituciones de Salud Previsional

(ISAPRES)(41); el Banco Central(42), el

Comité de Inversión Extranjera(43), y

(37) Arts. 115 y 120 del Código Tributario.

(38) Art. 30 del Decreto Ley Nº 3.538.

(39) Art. 21 del Decreto Ley Nº 1.097.

(40) Art. 18 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 101 de
1980.

(41) Art. 7º de la Ley Nº 18.933.

(42) Art. 61 de la Ley Nº 18.840.

(43) Arts. 34 y 35 del Decreto Ley Nº 600 de 1974.
En estos casos el Comité de Inversión Extranjera
sólo conoce la admisión de las solicitudes de com-
pensación de perjuicios que presenten los
inversores extranjeros respecto del Estado chile-
no. Admitida a tramitación, conoce en primera
instancia la Contraloría General de la República.
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la Comisión Resolutiva en materia de

Libre Competencia(44). De sostenerse

el criterio de las protecciones labora-

les en contra de la Dirección del Tra-

bajo, en todos estos casos, estos or-

ganismos estarían impedidos de ac-

tuar “por calificar hechos, interpretar

normas legales y arrogarse facultades

jurisdiccionales”.

(3) La improcedencia del argumento que

alude a la comisión especial (artículo

19 Nº 3 párrafo 4º de la Constitución

Política). ¿Es factible sostener que la

Dirección del Trabajo es una comisión

especial siendo que el propio legisla-

dor establece sus funciones y, ade-

más, contempla una revisión judicial

de sus pronunciamientos?

Al respecto, cabe consignar la opinión

del profesor Enrique Evans de la Cua-

dra comentando el artículo 19 Nº 3º

incisos cuarto y quinto de la Constitu-

ción: “Cuando las autoridades admi-

nistrativas dictan resoluciones que

afectan derechos de las personas, es-

tán ejerciendo un “deber” impuesto

por la ley y, por consiguiente, la revi-

sión de sus actos por autoridad judi-

cial no constituye una violación de

“derechos” del administrador, sino una

cautela de los derechos de los admi-

nistrados. El administrador está ejer-

ciendo una función jurisdiccional cuan-

do, por ejemplo, impone sanciones,

priva de la administración de bienes a

sus dueños, temporal o definitivamen-

te, desconoce el derecho de asocia-

ción negando arbitrariamente la per-

sonalidad jurídica, etc., y el reclamo

ante la justicia ordinaria no es más

que la continuación de ese proceso

jurisdiccional ante un órgano de supe-

rior jerarquía. Sostener, por tanto, que

(44) Art. 19 del Decreto Ley Nº 211.

“lo jurisdiccional” se inicia con la in-

tervención del tribunal ordinario y ne-

gar que las autoridades políticas y

administrativas son “órganos que ejer-

cen jurisdicción” cuando afectan de-

rechos de las personas, es un grave

error que desconoce la letra, el espíri-

tu y la historia del precepto que nos

ocupa”(45).

Otros autores comentando esta nor-

ma señalan lo siguiente: “Se explica,

así, la importancia del principio de

que en todo procedimiento, sea o no

judicial, el imputado sea juzgado por

un tribunal predeterminado por la ley

independiente e imparcial, y no por

uno que sea designado especialmen-

te, que podría ser fuente de esas irre-

gularidades”(46).

Al respecto, Cea define las comisio-

nes especiales como: “aquellas enti-

dades formadas por un individuo o

grupo de individuos que, de facto,

ejercen jurisdicción”(47).

En este contexto no se percibe de

qué forma la Dirección del Trabajo

pueda constituir una comisión espe-

cial por fiscalizar la legislación laboral

e imponer multas por expreso manda-

to legal, considerando, además, que,

según dispone el artículo 474 (503)

del Código, esta actuación puede ser

revisada por el tribunal del trabajo

respectivo.

(45) Evans de la Cuadra, Enrique, Los Derechos Cons-
titucionales tomo II, Santiago, Editorial Jurídica
de Chile, 2004, p. 144.

(46) Verdugo Marinkovic, Mario, Pfeffer Urquiaga,
Emilio y Nogueira Alcalá, Humberto, Derecho
Constitucional tomo I, Santiago, Editorial Jurídi-
ca de Chile, 2002, p. 220.

(47) Cea Egaña, José Luis, Derecho Constitucional
Chileno tomo II, Santiago, Ediciones Universidad
Católica de Chile, 2004, p. 152.
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ACOSO SEXUAL EN EL TRABAJO

ACOSO SEXUAL

Se produce Acoso Sexual cuando un hom-
bre o una mujer realiza en forma indebida, por
cualquier medio, requerimientos de carácter
sexual no consentidos, que amenacen o per-
judiquen la situación laboral o las oportunida-
des en el empleo de la persona acosada.

El Acoso Sexual afecta a la dignidad de
los trabajadores(as) y perjudica el clima labo-
ral de la organización o empresa.

El empleador(a) tiene la obligación de incor-
porar en el Reglamento Interno un procedimien-
to para tramitar denuncias de Acoso Sexual,
medidas de resguardo para la acosada o acosa-
do y sanciones para el acosador o acosadora.

Pueden cometer Acoso Sexual: el em-
pleador o empleadora del sector privado o
público y un trabajador o trabajadora del sec-
tor privado o público que sea superior o par
del afectado o afectada.

Pueden ser víctimas de Acoso Sexual: un
trabajador o trabajadora del sector privado o
público, subordinado o par del autor de acoso

sexual.

QUE HACER

La persona víctima de Acoso Sexual debe

hacer un reclamo por escrito en la empresa,

establecimiento o servicio en que trabaja o

directamente a la Inspección del Trabajo.

LAS INSPECCIONES DEL TRABAJO
EN MATERIA DE ACOSO SEXUAL:

• Recepcionarán las denuncias por

Acoso Sexual

• Investigararán las denuncias efec-

tuadas por el afectado(a) o por el

empleador(a).

El empleador(a) que recibe la denuncia

por Acoso Sexual puede optar entre hacer

directamente una investigación interna o, den-

tro de los 5 días siguientes a la recepción de

la denuncia, derivarla a la Inspección del Tra-

bajo, la que tendrá 30 días para efectuar la

investigación.

La investigación interna efectuada por el

empleador(a) debe realizarse en un plazo de

30 días, de manera reservada, garantizando

el derecho a que ambas partes sean escucha-

das. Una vez concluida la investigación, los

resultados deben enviarse a la Inspección del

Trabajo.

Si la denuncia fue hecha por el afectado(a)

o derivada por el empleador(a) a la Inspección

del Trabajo, ésta debe efectuar una investiga-

ción en los mismos términos descritos ante-

riormente. Finalizada la investigación comuni-

cará los resultados al empleador(a) y, de ha-

ber comprobado la existencia del Acoso

Sexual, le sugerirá adoptar medidas concre-

tas.

SANCIONES POR ACOSO

Si se comprueba el Acoso Sexual, el

empleador(a) tiene un plazo de 15 días, a

partir de la recepción del informe con las

eventuales observaciones de la Dirección del

Trabajo, para aplicar las sanciones que co-

rrespondan.

El procedimiento y las sanciones deben

estar contenidas en el Reglamento Interno.

Entre las sanciones está contemplado:

• El despido del trabajador o trabajadora

cuando se ha comprobado su condición

de acosador(a), sin derecho a indemniza-

ción, ya que se ha incorporado el Acoso
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Sexual como causal de despido (Art.160,

Nº 1).

Alternativamente, el trabajador o trabaja-

dora afectado por Acoso Sexual por parte de

su empleador(a) puede:

• Acudir al Tribunal del Trabajo respectivo
poniendo término al contrato de trabajo y
demandando el pago de las indemnizacio-
nes legales correspondientes.

• Solicitar el incremento del 80 por ciento
en sus indemnizaciones legales si el
empleador(a) no dio cumplimiento al pro-
cedimiento por Acoso Sexual.

• Si el trabajador(a) invocó falsamente la

causal de Acoso Sexual como fundamen-

to del autodespido,  debe indemnizar los

perjuicios que cause al afectado(a) y po-

drá ser objeto de acciones legales que

procedan (responsabilidad criminal).
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PODER LEGISLATIVO

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA

SOBRE ACCESO A LA
INFORMACION PUBLICA(*)

LEY Nº 20.285

(*) Publicada en el Diario Oficial de 20.08.08.

Teniendo presente que el H. Congreso

Nacional ha dado su aprobación al siguiente

proyecto de ley, iniciado en Moción de los

HH. Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica

y Hernán Larraín Fernández:

Proyecto de ley:

‘‘Artículo primero.- Apruébase la siguien-

te Ley de Transparencia de la Función Pública

y de Acceso a la Información de la Adminis-

tración del Estado:

‘‘TITULO I
NORMAS GENERALES

Artículo 1º.- La presente ley regula el

principio de transparencia de la función públi-

ca, el derecho de acceso a la información de

los órganos de la Administración del Estado,

los procedimientos para el ejercicio del dere-

cho y para su amparo, y las excepciones a la

publicidad de la información.

Para los efectos de esta ley se entenderá

por:

1. La autoridad o jefatura o jefe superior del

órgano o servicio de la Administración del

Estado: es la autoridad con competencia

comunal, provincial, regional o, en su caso,

el jefe superior del servicio a nivel nacio-

nal.

2. El Consejo: el Consejo para la Transpa-

rencia.

3. Días hábiles o plazo de días hábiles: es el

plazo de días establecido en el artículo 25

de la Ley Nº 19.880, sobre Bases de los

Procedimientos Administrativos que rigen

los Actos de la Administración del Esta-

do, entendiéndose por inhábiles los sába-

dos, los domingos y los festivos.

4. La Ley de Transparencia: la presente Ley

de Transparencia de la Función Pública y

de Acceso a la Información de la Admi-

nistración del Estado.

5. Los órganos o servicios de la Administra-

ción del Estado: los señalados en el inciso

segundo del artículo 1º de la Ley Orgáni-

ca Constitucional de Bases Generales de

la Administración del Estado, cuyo texto

refundido, coordinado y sistematizado está

contenido en el D.F.L. Nº 1-19.653, de

2001, del Ministerio Secretaría General

de la Presidencia.

6. Sitios electrónicos: También denomina-

dos ‘‘sitios web’’. Dispositivos tecnológi-

cos que permiten transmitir información

por medio de computadores, líneas tele-

fónicas o mediante el empleo de publica-

ciones digitales.

Artículo 2º.- Las disposiciones de esta

ley serán aplicables a los ministerios, las

intendencias, las gobernaciones, los gobier-

nos regionales, las municipalidades, las Fuer-

zas Armadas, de Orden y Seguridad Pública,

y los órganos y servicios públicos creados

para el cumplimiento de la función adminis-

trativa.
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La Contraloría General de la República y

el Banco Central se ajustarán a las disposicio-

nes de esta ley que expresamente ésta seña-

le, y a las de sus respectivas leyes orgánicas

que versen sobre los asuntos a que se refiere

el artículo 1º precedente.

También se aplicarán las disposiciones

que esta ley expresamente señale a las em-

presas públicas creadas por ley y a las empre-

sas del Estado y sociedades en que éste

tenga participación accionaria superior al 50%

o mayoría en el directorio.

Los demás órganos del Estado se ajusta-

rán a las disposiciones de sus respectivas

leyes orgánicas que versen sobre los asuntos

a que se refiere el artículo 1º precedente.

Artículo 3º.- La función pública se ejerce

con transparencia, de modo que permita y

promueva el conocimiento de los procedi-

mientos, contenidos y decisiones que se adop-

ten en ejercicio de ella.

Artículo 4º.- Las autoridades, cualquiera

que sea la denominación con que las desig-

nen la Constitución y las leyes, y los funcio-

narios de la Administración del Estado, debe-

rán dar estricto cumplimiento al principio de

transparencia de la función pública.

El principio de transparencia de la función

pública consiste en respetar y cautelar la

publicidad de los actos, resoluciones, proce-

dimientos y documentos de la Administra-

ción, así como la de sus fundamentos, y en

facilitar el acceso de cualquier persona a esa

información, a través de los medios y proce-

dimientos que al efecto establezca la ley.

TITULO II
DE LA PUBLICIDAD DE LA

INFORMACION DE LOS ORGANOS
DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO

Artículo 5º.- En virtud del principio de

transparencia de la función pública, los actos

y resoluciones de los órganos de la Adminis-

tración del Estado, sus fundamentos, los do-

cumentos que les sirvan de sustento o com-

plemento directo y esencial, y los procedi-

mientos que se utilicen para su dictación, son

públicos, salvo las excepciones que establece

esta ley y las previstas en otras leyes de

quórum calificado.

Asimismo, es pública la información ela-

borada con presupuesto público y toda otra

información que obre en poder de los órganos

de la Administración, cualquiera sea su for-

mato, soporte, fecha de creación, origen, cla-

sificación o procesamiento, a menos que esté

sujeta a las excepciones señaladas.

Artículo 6º.- Los actos y documentos que

han sido objeto de publicación en el Diario

Oficial y aquellos que digan relación con las

funciones, competencias y responsabilidades

de los órganos de la Administración del Esta-

do, deberán encontrarse a disposición perma-

nente del público y en los sitios electrónicos

del servicio respectivo, el que deberá llevar

un registro actualizado en las oficinas de in-

formación y atención del público usuario de la

Administración del Estado.

TITULO III
DE LA TRANSPARENCIA ACTIVA

Artículo 7º.- Los órganos de la Adminis-

tración del Estado señalados en el artículo 2º,

deberán mantener a disposición permanente

del público, a través de sus sitios electróni-

cos, los siguientes antecedentes actualiza-

dos, al menos, una vez al mes:

a) Su estructura orgánica.

b) Las facultades, funciones y atribuciones

de cada una de sus unidades u órganos

internos.

c) El marco normativo que les sea aplicable.

d) La planta del personal y el personal a

contrata y a honorarios, con las corres-

pondientes remuneraciones.
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e) Las contrataciones para el suministro de

bienes muebles, para la prestación de ser-

vicios, para la ejecución de acciones de

apoyo y para la ejecución de obras, y las

contrataciones de estudios, asesorías y

consultorías relacionadas con proyectos

de inversión, con indicación de los con-

tratistas e identificación de los socios y

accionistas principales de las sociedades

o empresas prestadoras, en su caso.

f) Las transferencias de fondos públicos que

efectúen, incluyendo todo aporte econó-

mico entregado a personas jurídicas o

naturales, directamente o mediante pro-

cedimientos concursales, sin que éstas o

aquéllas realicen una contraprestación re-

cíproca en bienes o servicios.

g) Los actos y resoluciones que tengan efec-

tos sobre terceros.

h) Los trámites y requisitos que debe cum-

plir el interesado para tener acceso a los

servicios que preste el respectivo órgano.

i) El diseño, montos asignados y criterio de

acceso a los programas de subsidios y

otros beneficios que entregue el respecti-

vo órgano, además de las nóminas de

beneficiarios de los programas sociales

en ejecución.

No se incluirán en estos antecedentes los

datos sensibles, esto es, los datos perso-

nales que se refieren a las características

físicas o morales de las personas o a

hechos o circunstancias de su vida priva-

da o intimidad, tales como los hábitos

personales, el origen social, las ideologías

y opiniones políticas, las creencias o con-

vicciones religiosas, los estados de salud

físicos o psíquicos y la vida sexual.

j) Los mecanismos de participación ciuda-

dana, en su caso.

k) La información sobre el presupuesto asig-

nado, así como los informes sobre su

ejecución, en los términos previstos en la

respectiva Ley de Presupuestos de cada

año.

l) Los resultados de las auditorías al ejercicio

presupuestario del respectivo órgano y, en

su caso, las aclaraciones que procedan.

m) Todas las entidades en que tengan parti-

cipación, representación e intervención,

cualquiera sea su naturaleza y el funda-

mento normativo que la justifica.

La información anterior deberá incorpo-

rarse en los sitios electrónicos en forma com-

pleta y actualizada, y de un modo que permi-

ta su fácil identificación y un acceso expedi-

to. Aquellos órganos y servicios que no cuen-

ten con sitios electrónicos propios, manten-

drán esta información en el medio electrónico

del ministerio del cual dependen o se relacio-

nen con el Ejecutivo, sin perjuicio de lo cual

serán responsables de preparar la automati-

zación, presentación y contenido de la infor-

mación que les corresponda.

En el caso de la información indicada en

la letra e) anterior, tratándose de adquisicio-

nes y contrataciones sometidas al Sistema de

Compras Públicas, cada institución incluirá,

en su medio electrónico institucional, un víncu-

lo al portal de compras públicas, a través del

cual deberá accederse directamente a la in-

formación correspondiente al respectivo ser-

vicio u organismo. Las contrataciones no so-

metidas a dicho Sistema deberán incorporar-

se a un registro separado, al cual también

deberá accederse desde el sitio electrónico

institucional.

En el caso de la información indicada en

la letra f) anterior, tratándose de transferen-

cias reguladas por la Ley Nº 19.862, cada

institución incluirá, en su sitio electrónico ins-

titucional, los registros a que obliga dicha ley,

sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º

de la misma norma legal. Las transferencias

no regidas por dicha ley deberán incorporarse

a un registro separado, al cual también debe-

rá accederse desde el sitio electrónico institu-

cional.
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Artículo 8º.- Cualquier persona podrá pre-

sentar un reclamo ante el Consejo si alguno

de los organismos de la Administración no

informa lo prescrito en el artículo anterior.

Esta acción estará sometida al mismo proce-

dimiento que la acción regulada en los artícu-

los 24 y siguientes.

Artículo 9º.- Las reparticiones encarga-

das del control interno de los órganos u orga-

nismos de la Administración, tendrán la obli-

gación de velar por la observancia de las

normas de este Título, sin perjuicio de las

atribuciones y funciones que esta ley enco-

mienda al Consejo y a la Contraloría General

de la República.

TITULO IV
DEL DERECHO DE ACCESO A

LA INFORMACIÓN DE LOS ORGANOS
DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO

Artículo 10.- Toda persona tiene derecho

a solicitar y recibir información de cualquier

órgano de la Administración del Estado, en la

forma y condiciones que establece esta ley.

El acceso a la información comprende el

derecho de acceder a las informaciones conte-

nidas en actos, resoluciones, actas, expedien-

tes, contratos y acuerdos, así como a toda

información elaborada con presupuesto públi-

co, cualquiera sea el formato o soporte en que

se contenga, salvo las excepciones legales.

Artículo 11.- El derecho de acceso a la

información de los órganos de la Administra-

ción del Estado reconoce, entre otros, los

siguientes principios:

a) Principio de la relevancia, conforme al

cual se presume relevante toda informa-

ción que posean los órganos de la Admi-

nistración del Estado, cualquiera sea su

formato, soporte, fecha de creación, ori-

gen, clasificación o procesamiento.

b) Principio de la libertad de información, de

acuerdo al que toda persona goza del

derecho a acceder a la información que

obre en poder de los órganos de la Admi-

nistración del Estado, con las solas ex-

cepciones o limitaciones establecidas por

leyes de quórum calificado.

c) Principio de apertura o transparencia, con-

forme al cual toda la información en poder

de los órganos de la Administración del

Estado se presume pública, a menos que

esté sujeta a las excepciones señaladas.

d) Principio de máxima divulgación, de acuer-

do al que los órganos de la Administra-

ción del Estado deben proporcionar infor-

mación en los términos más amplios posi-

bles, excluyendo sólo aquello que esté

sujeto a las excepciones constitucionales

o legales.

e) Principio de la divisibilidad, conforme al

cual si un acto administrativo contiene

información que puede ser conocida e

información que debe denegarse en vir-

tud de causa legal, se dará acceso a la

primera y no a la segunda.

f) Principio de facilitación, conforme al cual

los mecanismos y procedimientos para el

acceso a la información de los órganos de

la Administración del Estado deben facili-

tar el ejercicio del derecho, excluyendo

exigencias o requisitos que puedan obs-

truirlo o impedirlo.

g) Principio de la no discriminación, de acuer-

do al que los órganos de la Administra-

ción del Estado deberán entregar informa-

ción a todas las personas que lo soliciten,

en igualdad de condiciones, sin hacer dis-

tinciones arbitrarias y sin exigir expresión

de causa o motivo para la solicitud.

h) Principio de la oportunidad, conforme al

cual los órganos de la Administración del

Estado deben proporcionar respuesta a

las solicitudes de información dentro de

los plazos legales, con la máxima celeri-

dad posible y evitando todo tipo de trámi-

tes dilatorios.
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i) Principio del control, de acuerdo al que el

cumplimiento de las normas que regulan

el derecho de acceso a la información

será objeto de fiscalización permanente,

y las resoluciones que recaigan en solici-

tudes de acceso a la información son

reclamables ante un órgano externo.

j) Principio de la responsabilidad, conforme

al cual el incumplimiento de las obligacio-

nes que esta ley impone a los órganos de

la Administración del Estado, origina res-

ponsabilidades y da lugar a las sanciones

que establece esta ley.

k) Principio de gratuidad, de acuerdo al cual

el acceso a la información de los órganos

de la Administración es gratuito, sin per-

juicio de lo establecido en esta ley.

Artículo 12.- La solicitud de acceso a la

información será formulada por escrito o por

sitios electrónicos y deberá contener:

a) Nombre, apellidos y dirección del solici-

tante y de su apoderado, en su caso.

b) Identificación clara de la información que

se requiere.

c) Firma del solicitante estampada por cual-

quier medio habilitado.

d) Organo administrativo al que se dirige.

Si la solicitud no reúne los requisitos se-

ñalados en el inciso anterior, se requerirá al

solicitante para que, en un plazo de cinco

días contado desde la respectiva notificación,

subsane la falta, con indicación de que, si así

no lo hiciere, se le tendrá por desistido de su

petición.

El peticionario podrá expresar en la solici-

tud, su voluntad de ser notificado mediante

comunicación electrónica para todas las ac-

tuaciones y resoluciones del procedimiento

administrativo de acceso a la información,

indicando para ello, bajo su responsabilidad,

una dirección de correo electrónico habilita-

da. En los demás casos, las notificaciones a

que haya lugar en el procedimiento se efec-

tuarán conforme a las reglas de los artículos

46 y 47 de la Ley Nº 19.880, sobre Bases de

los Procedimientos Administrativos.

Artículo 13.- En caso que el órgano de la

Administración requerido no sea competente

para ocuparse de la solicitud de información

o no posea los documentos solicitados, en-

viará de inmediato la solicitud a la autoridad

que deba conocerla según el ordenamiento

jurídico, en la medida que ésta sea posible de

individualizar, informando de ello al peticiona-

rio. Cuando no sea posible individualizar al

órgano competente o si la información solici-

tada pertenece a múltiples organismos, el

órgano requerido comunicará dichas circuns-

tancias al solicitante.

Artículo 14.- La autoridad o jefatura o

jefe superior del órgano o servicio de la Admi-

nistración del Estado, requerido, deberá pro-

nunciarse sobre la solicitud, sea entregando

la información solicitada o negándose a ello,

en un plazo máximo de veinte días hábiles,

contado desde la recepción de la solicitud

que cumpla con los requisitos del artículo 12.

Este plazo podrá ser prorrogado excep-

cionalmente por otros diez días hábiles, cuan-

do existan circunstancias que hagan difícil

reunir la información solicitada, caso en que

el órgano requerido deberá comunicar al soli-

citante, antes del vencimiento del plazo, la

prórroga y sus fundamentos.

Artículo 15.- Cuando la información soli-

citada esté permanentemente a disposición

del público, o lo esté en medios impresos

tales como libros, compendios, folletos, ar-

chivos públicos de la Administración, así como

también en formatos electrónicos disponibles

en internet o en cualquier otro medio, se

comunicará al solicitante la fuente, el lugar y

la forma en que puede tener acceso a dicha

información, con lo cual se entenderá que la

Administración ha cumplido con su obliga-

ción de informar.
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Artículo 16.- La autoridad o jefatura o
jefe superior del órgano o servicio de la Admi-
nistración del Estado, requerido, estará obli-
gado a proporcionar la información que se le
solicite, salvo que concurra la oposición regu-
lada en el artículo 20 o alguna de las causales
de secreto o reserva que establece la ley.

En estos casos, su negativa a entregar la
información deberá formularse por escrito, por
cualquier medio, incluyendo los electrónicos.

Además, deberá ser fundada, especifi-
cando la causal legal invocada y las razones
que en cada caso motiven su decisión. Todo
abuso o exceso en el ejercicio de sus potesta-
des, dará lugar a las acciones y recursos
correspondientes.

La resolución denegatoria se notificará al
requirente en la forma dispuesta en el inciso
final del artículo 12 y la reclamación recaída
en ella se deducirá con arreglo a lo previsto
en los artículos 24 y siguientes.

Artículo 17.- La información solicitada se
entregará en la forma y por el medio que el
requirente haya señalado, siempre que ello no
importe un costo excesivo o un gasto no
previsto en el presupuesto institucional, ca-
sos en que la entrega se hará en la forma y a
través de los medios disponibles.

Se deberá contar con un sistema que
certifique la entrega efectiva de la informa-
ción al solicitante, que contemple las previ-
siones técnicas correspondientes.

Artículo 18.- Sólo se podrá exigir el pago
de los costos directos de reproducción y de
los demás valores que una ley expresamente
autorice cobrar por la entrega de la informa-
ción solicitada.

La obligación del órgano requerido de en-
tregar la información solicitada se suspende
en tanto el interesado no cancele los costos y
valores a que se refiere el inciso precedente.

Artículo 19.- La entrega de copia de los

actos y documentos se hará por parte del

órgano requerido sin imponer condiciones de

uso o restricciones a su empleo, salvo las

expresamente estipuladas por la ley.

Artículo 20.- Cuando la solicitud de acce-

so se refiera a documentos o antecedentes

que contengan información que pueda afec-

tar los derechos de terceros, la autoridad o

jefatura o jefe superior del órgano o servicio

de la Administración del Estado, requerido,

dentro del plazo de dos días hábiles, contado

desde la recepción de la solicitud que cumpla

con los requisitos, deberá comunicar median-

te carta certificada, a la o las personas a que

se refiere o afecta la información correspon-

diente, la facultad que les asiste para oponer-

se a la entrega de los documentos solicita-

dos, adjuntando copia del requerimiento res-

pectivo.

Los terceros afectados podrán ejercer su

derecho de oposición dentro del plazo de tres

días hábiles contado desde la fecha de notifi-

cación. La oposición deberá presentarse por

escrito y requerirá expresión de causa.

Deducida la oposición en tiempo y forma,

el órgano requerido quedará impedido de pro-

porcionar la documentación o antecedentes

solicitados, salvo resolución en contrario del

Consejo, dictada conforme al procedimiento

que establece esta ley.

En caso de no deducirse la oposición, se

entenderá que el tercero afectado accede a la

publicidad de dicha información.

Artículo 21.- Las únicas causales de se-

creto o reserva en cuya virtud se podrá dene-

gar total o parcialmente el acceso a la infor-

mación, son las siguientes:

1. Cuando su publicidad, comunicación o

conocimiento afecte el debido cumplimien-

to de las funciones del órgano requerido,

particularmente:

a) Si es en desmedro de la prevención,

investigación y persecución de un cri-

men o simple delito o se trate de an-
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tecedentes necesarios a defensas ju-

rídicas y judiciales.

b) Tratándose de antecedentes o delibe-

raciones previas a la adopción de una

resolución, medida o política, sin per-

juicio que los fundamentos de aqué-

llas sean públicos una vez que sean

adoptadas.

c) Tratándose de requerimientos de ca-

rácter genérico, referidos a un eleva-

do número de actos administrativos o

sus antecedentes o cuya atención re-

quiera distraer indebidamente a los

funcionarios del cumplimiento regular

de sus labores habituales.

2. Cuando su publicidad, comunicación o

conocimiento afecte los derechos de las

personas, particularmente tratándose de

su seguridad, su salud, la esfera de su

vida privada o derechos de carácter co-

mercial o económico.

3. Cuando su publicidad, comunicación o

conocimiento afecte la seguridad de la

Nación, particularmente si se refiere a la

defensa nacional o la mantención del or-

den público o la seguridad pública.

4. Cuando su publicidad, comunicación o

conocimiento afecte el interés nacional,

en especial si se refieren a la salud públi-

ca o las relaciones internacionales y los

intereses económicos o comerciales del

país.

5. Cuando se trate de documentos, datos o

informaciones que una ley de quórum

calificado haya declarado reservados o

secretos, de acuerdo a las causales seña-

ladas en el artículo 8º de la Constitución

Política.

Artículo 22.- Los actos que una ley de

quórum calificado declare secretos o reserva-

dos mantendrán ese carácter hasta que otra

ley de la misma jerarquía deje sin efecto

dicha calificación.

Transcurridos cinco años contados desde

la notificación del acto que declara la califica-

ción, el servicio u órgano que la formuló, de

oficio o a petición de cualquier persona y por

una sola vez, podrá prorrogarla por otros cinco

años, total o parcialmente, evaluando el peli-

gro de daño que pueda irrogar su terminación.

Sin embargo, el carácter de secreto o

reservado será indefinido tratándose de los

actos y documentos que, en el ámbito de la

defensa nacional, establezcan la planificación

militar o estratégica, y de aquéllos cuyo co-

nocimiento o difusión puedan afectar:

a) La integridad territorial de Chile;

b) La interpretación o el cumplimiento de un

tratado internacional suscrito por Chile en

materia de límites;

c) La defensa internacional de los derechos

de Chile, y

d) La política exterior del país de manera

grave.

Los documentos en que consten los ac-

tos cuya reserva o secreto fue declarada por

una ley de quórum calificado, deberán guar-

darse en condiciones que garanticen su pre-

servación y seguridad por el respectivo órga-

no o servicio.

Los documentos en que consten los ac-

tos declarados secretos o reservados por un

órgano o servicio, deberán guardarse en con-

diciones que garanticen su preservación y

seguridad por el respectivo órgano o servicio,

durante el plazo de diez años, sin perjuicio de

las normas que regulen su entrega al Archivo

Nacional.

Los resultados de las encuestas o de son-

deos de opinión encargados por los órganos

de la Administración del Estado facultados

para ello serán reservados hasta que finalice

el período presidencial durante el cual fueron

efectuados, en resguardo del debido cumpli-

miento de las funciones de aquéllas.
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Artículo 23.- Los órganos de la Adminis-

tración del Estado deberán mantener un índi-

ce actualizado de los actos y documentos

calificados como secretos o reservados de

conformidad a esta ley, en las oficinas de

información o atención del público usuario de

la Administración del Estado, establecidas en

el Decreto Supremo Nº 680, de 1990, del

Ministerio del Interior.

El índice incluirá la denominación de los

actos, documentos e informaciones que sean

calificados como secretos o reservados de con-

formidad a esta ley, y la individualización del

acto o resolución en que conste tal calificación.

Artículo 24.- Vencido el plazo previsto en

el artículo 14 para la entrega de la documenta-

ción requerida, o denegada la petición, el re-

quirente tendrá derecho a recurrir ante el Con-

sejo establecido en el Título V, solicitando am-

paro a su derecho de acceso a la información.

La reclamación deberá señalar claramen-

te la infracción cometida y los hechos que la

configuran, y deberá acompañarse de los me-

dios de prueba que los acrediten, en su caso.

La reclamación deberá presentarse den-

tro del plazo de quince días, contado desde la

notificación de la denegación de acceso a la

información o desde que haya expirado el

plazo previsto en el artículo 14 para la entre-

ga de información.

Cuando el requirente tenga su domicilio

fuera de la ciudad asiento del Consejo, podrá

presentar su reclamo en la respectiva gober-

nación, la que deberá transmitirla al Consejo

de inmediato y por el medio más expedito de

que disponga. En estos casos, el reclamo se

entenderá presentado en la fecha de su re-

cepción por la gobernación.

El Consejo pondrá formularios de recla-

mos a disposición de los interesados, los que

también proporcionará a las gobernaciones.

Artículo 25.- El Consejo notificará la re-

clamación al órgano de la Administración del

Estado correspondiente y al tercero involucra-

do, si lo hubiere, mediante carta certificada.

La autoridad reclamada y el tercero, en su

caso, podrán presentar descargos u observa-

ciones al reclamo dentro del plazo de diez

días hábiles, adjuntando los antecedentes y

los medios de prueba de que dispusieren.

El Consejo, de oficio o a petición de las

partes interesadas, podrá, si lo estima nece-

sario, fijar audiencias para recibir anteceden-

tes o medios de prueba.

Artículo 26.- Cuando la resolución del

Consejo que falle el reclamo declare que la

información que lo motivó es secreta o reser-

vada, también tendrán dicho carácter los es-

critos, documentos y actuaciones que hayan

servido de base para su pronunciamiento.

En caso contrario, la información y dichos

antecedentes y actuaciones serán públicos.

En la situación prevista en el inciso prece-

dente, el reclamante podrá acceder a la infor-

mación una vez que quede ejecutoriada la

resolución que así lo declare.

Artículo 27.- La resolución del reclamo se

dictará dentro de quinto día hábil de vencido el

plazo a que se refiere el artículo 25, sea que se

hayan o no presentado descargos. En caso de

haberse decretado la audiencia a que se refiere

el mismo artículo, este plazo correrá una vez

vencido el término fijado para ésta.

La resolución del Consejo que otorgue el

acceso a la información, fijará un plazo pru-

dencial para su entrega por parte del órgano

requerido.

La resolución será notificada mediante

carta certificada al reclamante, al órgano re-

clamado y al tercero, si lo hubiere.

En la misma resolución, el Consejo podrá

señalar la necesidad de iniciar un procedi-

miento disciplinario para establecer si algún

funcionario o autoridad ha incurrido en algu-
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na de las infracciones al Título VI, el que se

instruirá conforme a lo señalado en esta ley.

Artículo 28.- En contra de la resolución

del Consejo que deniegue el acceso a la infor-

mación, procederá el reclamo de ilegalidad

ante la Corte de Apelaciones del domicilio del

reclamante.

Los órganos de la Administración del Es-

tado no tendrán derecho a reclamar ante la

Corte de Apelaciones de la resolución del

Consejo que otorgue el acceso a la informa-

ción que hubieren denegado, cuando la dene-

gación se hubiere fundado en la causal del

número 1 del artículo 21.

El afectado también podrá reclamar de la

resolución del Consejo ante la Corte de Ape-

laciones respectiva, cuando la causal invoca-

da hubiere sido la oposición oportunamente

deducida por el titular de la información, de

conformidad con el artículo 20.

El reclamo deberá interponerse en el pla-

zo de quince días corridos, contado desde la

notificación de la resolución reclamada, debe-

rá contener los fundamentos de hecho y de

derecho en que se apoya y las peticiones

concretas que se formulan.

Artículo 29.- En caso que la resolución

reclamada hubiere otorgado el acceso a la

información denegada por un órgano de la

Administración del Estado, la interposición

del reclamo, cuando fuere procedente, sus-

penderá la entrega de la información solicita-

da y la Corte no podrá decretar medida algu-

na que permita el conocimiento o acceso a ella.

Artículo 30.- La Corte de Apelaciones

dispondrá que el reclamo de ilegalidad sea

notificado por cédula al Consejo y al tercero

interesado, en su caso, quienes dispondrán

del plazo de diez días para presentar sus

descargos u observaciones.

Evacuado el traslado por el Consejo, o

vencido el plazo de que dispone para formular

observaciones, el tribunal ordenará traer los

autos en relación y la causa se agregará

extraordinariamente a la tabla de la audiencia

más próxima, previo sorteo de la sala.

La Corte podrá, si lo estima pertinente,

abrir un término probatorio que no podrá ex-

ceder de siete días, y escuchar los alegatos

de las partes.

La Corte dictará sentencia dentro del tér-

mino de diez días, contados desde la fecha en

que se celebre la audiencia a que se refiere el

inciso tercero de este artículo o, en su caso,

es de que quede ejecutoriada la resolución

que declare vencido el término probatorio.

Contra la resolución de la Corte de Apelacio-

nes no procederá recurso alguno.

En caso de acogerse el reclamo de ilegali-

dad interpuesto contra la denegación del ac-

ceso a la información, la sentencia señalará

un plazo para la entrega de dicha información.

En la misma resolución, el Tribunal podrá

señalar la necesidad de iniciar un procedi-

miento disciplinario para establecer si algún

funcionario o autoridad ha incurrido en algu-

na de las infracciones al Título VI, el que se

instruirá conforme a lo señalado en esta ley.

TITULO V
DEL CONSEJO PARA
LA TRANSPARENCIA

Artículo 31.- Créase el Consejo para la

Transparencia, como una corporación autó-

noma de derecho público, con personalidad

jurídica y patrimonio propio.

El domicilio del Consejo será la ciudad de

Santiago, sin perjuicio de los domicilios que

pueda establecer en otros puntos del país.

Los decretos supremos que se refieran al

Consejo, en que no aparezca una vinculación

con un Ministerio determinado, serán expedi-

dos a través del Ministerio Secretaría General

de la Presidencia.
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Artículo 32.- El Consejo tiene por objeto

promover la transparencia de la función públi-

ca, fiscalizar el cumplimiento de las normas

sobre transparencia y publicidad de la infor-

mación de los órganos de la Administración

del Estado, y garantizar el derecho de acceso

a la información.

Artículo 33.- El Consejo tendrá las si-

guientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposi-

ciones de esta ley y aplicar las sanciones

en caso de infracción a ellas.

b) Resolver, fundadamente, los reclamos por

denegación de acceso a la información

que le sean formulados de conformidad a

esta ley.

c) Promover la transparencia de la función

pública, la publicidad de la información de

los órganos de la Administración del Esta-

do, y el derecho de acceso a la informa-

ción, por cualquier medio de publicación.

d) Dictar instrucciones generales para el cum-

plimiento de la legislación sobre transpa-

rencia y acceso a la información por parte

de los órganos de la Administración del

Estado, y requerir a éstos para que ajus-

ten sus procedimientos y sistemas de aten-

ción de público a dicha legislación.

e) Formular recomendaciones a los órganos

de la Administración del Estado tendien-

tes a perfeccionar la transparencia de su

gestión y a facilitar el acceso a la infor-

mación que posean.

f) Proponer al Presidente de la República y

al Congreso Nacional, en su caso, las

normas, instructivos y demás perfeccio-

namientos normativos para asegurar la

transparencia y el acceso a la información.

g) Realizar, directamente o a través de ter-

ceros, actividades de capacitación de fun-

cionarios públicos en materias de trans-

parencia y acceso a la información.

h) Realizar actividades de difusión e infor-

mación al público, sobre las materias de

su competencia.

i) Efectuar estadísticas y reportes sobre trans-

parencia y acceso a la información de los

órganos de la Administración del Estado

y sobre el cumplimiento de esta ley.

j) Velar por la debida reserva de los datos e

informaciones que conforme a la Consti-

tución y a la ley tengan carácter secreto o

reservado.

k) Colaborar con y recibir cooperación de

órganos públicos y personas jurídicas o

naturales, nacionales o extranjeras, en el

ámbito de su competencia.

l) Celebrar los demás actos y contratos ne-

cesarios para el cumplimiento de sus fun-

ciones.

m) Velar por el adecuado cumplimiento de la

Ley Nº 19.628, de protección de datos

de carácter personal, por parte de los

órganos de la Administración del Estado.

Artículo 34.- Para el ejercicio de sus atri-

buciones, el Consejo podrá solicitar la colabo-

ración de los distintos órganos del Estado.

Podrá, asimismo, recibir todos los testimo-

nios y obtener todas las informaciones y do-

cumentos necesarios para el examen de las

situaciones comprendidas en el ámbito de su

competencia.

Igualmente, para el cumplimiento de sus

fines, el Consejo podrá celebrar convenios

con instituciones o corporaciones sin fines de

lucro, para que éstas presten la asistencia

profesional necesaria para ello.

Artículo 35.- Todos los actos y resolucio-

nes del Consejo, así como sus fundamentos y

los procedimientos que se utilicen, serán públi-

cos, exceptuando aquella información que en

virtud del artículo 8º de la Constitución Política

y de las disposiciones contenidas en la presente

ley, tenga el carácter de reservado o secreto.
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Artículo 36.- La dirección y administra-

ción superiores del Consejo corresponderán a

un Consejo Directivo integrado por cuatro

consejeros designados por el Presidente de la

República, previo acuerdo del Senado, adop-

tado por los dos tercios de sus miembros en

ejercicio. El Presidente hará la proposición en

un solo acto y el Senado deberá pronunciarse

respecto de la propuesta como una unidad.

Los consejeros durarán seis años en sus

cargos pudiendo ser designados sólo para un

nuevo período. Se renovarán por parcialida-

des de tres años.

El Consejo Directivo elegirá de entre sus

miembros a su Presidente. Para el caso de

que no haya acuerdo, la designación del Pre-

sidente se hará por sorteo.

La presidencia del Consejo será rotativa.

El Presidente durará dieciocho meses en el

ejercicio de sus funciones, y no podrá ser

reelegido por el resto de su actual período

como consejero.

Artículo 37.- No podrán ser designados

consejeros los diputados y los senadores, los

miembros del Tribunal Constitucional, los Mi-

nistros de la Corte Suprema, consejeros del

Banco Central, el Fiscal Nacional del Ministe-

rio Público, ni las personas que conforman el

alto mando de las Fuerzas Armadas y de las

Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

Los cargos de consejeros son incompati-

bles con los de ministros de Estado, subse-

cretarios, intendentes y gobernadores; alcal-

des y concejales; consejeros regionales; miem-

bros del Escalafón Primario del Poder Judi-

cial; secretario y relator del Tribunal Constitu-

cional; fiscales del Ministerio Público; miem-

bros del Tribunal Calificador de Elecciones y

su secretario-relator; miembros de los tribu-

nales electorales regionales, sus suplentes y

sus secretarios-relatores; miembros de los

demás tribunales creados por ley; funciona-

rios de la Administración del Estado, y miem-

bros de los órganos de dirección de los Parti-

dos Políticos.

Artículo 38.- Los consejeros serán remo-

vidos por la Corte Suprema, a requerimiento

del Presidente de la República, de la Cámara

de Diputados mediante acuerdo adoptado por

simple mayoría, o a petición de diez diputa-

dos, por incapacidad, mal comportamiento o

negligencia manifiesta en el ejercicio de sus

funciones. La Corte Suprema conocerá del

asunto en pleno especialmente convocado al

efecto y para acordar la remoción deberá

reunir el voto conforme de la mayoría de sus

miembros en ejercicio.

Además de la remoción, serán causales

de cesación en el cargo de consejero, las

siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue desig-

nado.

b) Renuncia ante el Presidente de la Repúbli-

ca.

c) Postulación a un cargo de elección popu-

lar.

d) Incompatibilidad sobreviniente, circunstan-

cia que será calificada por la mayoría de

los consejeros con exclusión del afectado.

En caso que uno o más consejeros cesare

por cualquier causa, procederá la designación

de un nuevo consejero, mediante una propo-

sición unipersonal del Presidente de la Repú-

blica, sujeto al mismo procedimiento dispues-

to en el artículo 36, por el período que restare.

Si el consejero que cesare en el cargo en

virtud del inciso precedente invistiere la con-

dición de Presidente del Consejo, su reempla-

zante será designado en la forma prevista en

el artículo 36, por el tiempo que faltare al que

produjo la vacante.

Artículo 39.- Los consejeros, a excepción

de aquél que desempeñe el cargo de Presi-

dente del Consejo, percibirán una dieta equi-

valente a 15 unidades de fomento por cada

sesión a la que asistan, con un máximo de

100 unidades de fomento por mes calendario.
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El Presidente del Consejo percibirá una

remuneración bruta mensualizada equivalen-

te a la de un Subsecretario de Estado.

Artículo 40.- El Consejo Directivo adopta-

rá sus decisiones por la mayoría de sus miem-

bros y, en caso de empate, resolverá su Pre-

sidente. El quórum mínimo para sesionar será

de tres consejeros. El reglamento establecerá

las demás normas necesarias para su funcio-

namiento.

Artículo 41.- Los estatutos del Consejo

establecerán sus normas de funcionamiento.

Los estatutos y sus modificaciones serán pro-

puestos al Presidente de la República por, a lo

menos, una mayoría de tres cuartos de sus

miembros, y su aprobación se dispondrá me-

diante decreto supremo expedido a través del

Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo 42.- El Director del Consejo será

su representante legal, y le corresponderán

especialmente las siguientes funciones:

a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del

Consejo Directivo.

b) Planificar, organizar, dirigir y coordinar el

funcionamiento del Consejo, de confor-

midad con las directrices que defina el

Consejo Directivo.

c) Dictar los reglamentos internos necesarios

para el buen funcionamiento del Consejo,

previo acuerdo del Consejo Directivo.

d) Contratar al personal del Consejo y poner

término a sus servicios, de conformidad a

la ley.

e) Ejecutar los demás actos y celebrar las

convenciones necesarias para el cumpli-

miento de los fines del Consejo.

f) Delegar atribuciones o facultades especí-

ficas en funcionarios del Consejo.

g) Ejercer las demás funciones que le sean

delegadas por el Consejo Directivo.

Artículo 43.- Las personas que presten

servicios en el Consejo se regirán por el Códi-

go del Trabajo.

Sin perjuicio de lo anterior, serán aplica-

bles a este personal las normas de probidad y

las disposiciones del Título III de la Ley Orgá-

nica Constitucional de Bases Generales de la

Administración del Estado, cuyo texto refun-

dido, coordinado y sistematizado fue fijado

por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio

Secretaría General de la Presidencia, debien-

do dejarse constancia en los contratos res-

pectivos de una cláusula que así lo disponga.

Las personas que desempeñen funciones

directivas en el Consejo serán seleccionadas

mediante concurso público efectuado por el

Servicio Civil, de conformidad con las normas

que regulan los procesos de selección de la

Alta Dirección Pública sobre la base de una

terna conformada por el Consejo de esa Alta

Dirección.

El Consejo deberá cumplir con las normas

establecidas en el Decreto Ley Nº 1.263, de

1975, sobre administración financiera del Es-

tado.

Asimismo, el Consejo estará sometido a

la fiscalización de la Contraloría General de la

República, en lo que concierne a su personal

y al examen y juzgamiento de sus cuentas.

Las resoluciones del Consejo estarán exen-

tas del trámite de toma de razón por la Con-

traloría General de la República.

Artículo 44.- El patrimonio del Consejo

estará formado por:

a) Los recursos que contemple anualmente

la Ley de Presupuestos de la Nación.

b) Los bienes muebles e inmuebles que se le

transfieran o que adquiera a cualquier títu-

lo y por los frutos de esos mismos bienes.

c) Las donaciones, herencias y legados que

el Consejo acepte.
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Las donaciones en favor del Consejo no

requerirán del trámite de insinuación judicial a

que se refiere el artículo 1401 del Código

Civil y estarán exentas del impuesto a las

donaciones establecidas en la Ley Nº 16.271.

TITULO VI
INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 45.- La autoridad o jefatura o

jefe superior del órgano o servicio de la Admi-

nistración del Estado, requerido, que hubiere

denegado infundadamente el acceso a la in-

formación, contraviniendo, así, lo dispuesto

en el artículo 16, será sancionado con multa

de 20% a 50% de su remuneración.

Artículo 46.- La no entrega oportuna de

la información en la forma decretada, una vez

que ha sido ordenada por resolución a firme,

será sancionada con multa de 20% a 50% de

la remuneración correspondiente.

Si la autoridad o jefatura o jefe superior

del órgano o servicio de la Administración del

Estado, requerido, persistiere en su actitud,

se le aplicará el duplo de la sanción indicada y

la suspensión en el cargo por un lapso de

cinco días.

Artículo 47.- El incumplimiento injustifi-

cado de las normas sobre transparencia acti-

va se sancionará con multa de 20% a 50%

de las remuneraciones del infractor.

Artículo 48.- Las sanciones previstas en

este Título, deberán ser publicadas en los

sitios electrónicos del Consejo y del respecti-

vo órgano o servicio, dentro del plazo de

cinco días hábiles, contados desde que la

respectiva resolución quede a firme.

Artículo 49.- Las sanciones previstas en

este título serán aplicadas por el Consejo,

previa instrucción de una investigación suma-

ria o sumario administrativo, ajustándose a

las normas del Estatuto Administrativo. Con

todo, cuando así lo solicite el Consejo, la

Contraloría General de la República, de acuer-

do a las normas de su ley orgánica, podrá

incoar el sumario y establecer las sanciones

que correspondan.

TITULO VII
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º.- De conformidad a la disposi-

ción cuarta transitoria de la Constitución Políti-

ca, se entenderá que cumplen con la exigencia

de quórum calificado, los preceptos legales

actualmente vigentes y dictados con anteriori-

dad a la promulgación de la Ley Nº 20.050,

que establecen secreto o reserva respecto de

determinados actos o documentos, por las

causales que señala el artículo 8º de la Consti-

tución Política.

Artículo 2º.- La primera designación de

consejeros del Consejo para la Transparencia,

se hará a los sesenta días de la entrada en

vigencia de la presente ley.

En la propuesta que se haga al Senado se

identificará a los dos consejeros que durarán

seis años en sus cargos, y los dos que dura-

rán tres años.

El Consejo para la Transparencia se en-

tenderá legalmente constituido una vez que

el Consejo Directivo tenga su primera sesión

válida.

Artículo 3º.- El mayor gasto que repre-

sente la aplicación de esta ley durante el

primer año de su vigencia, se financiará me-

diante transferencias del ítem 50-01-03-24-

03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro

Público de la Ley de Presupuestos del año

respectivo.’’.

Artículo segundo.- Introdúcense las si-

guientes modificaciones a la Ley Orgánica

Constitucional sobre Bases Generales de la

Administración del Estado, cuyo texto refun-

dido, coordinado y sistematizado fue fijado

por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de

2001, del Ministerio Secretaría General de la

Presidencia:



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS 3737373737

Boletín Oficial Dirección del Trabajo Septiembre236 / 2008

1. Deróganse los incisos tercero y siguien-

tes del artículo 13 y el artículo 14.

2. Intercálase en el inciso segundo del ar-

tículo 21, a continuación de la denomina-

ción ‘‘Consejo Nacional de Televisión’’,

las expresiones ‘‘al Consejo para la Trans-

parencia’’, precedidas de una coma (,).

Artículo tercero.- Reemplázase el inciso

segundo del artículo 16 de la Ley Nº 19.880,

sobre Bases de los Procedimientos Adminis-

trativos, por el siguiente:

‘‘En consecuencia, salvo las excepciones

establecidas en la Ley de Transparencia de la

Función Pública y de Acceso a la Información

de la Administración del Estado y en otras

disposiciones legales aprobadas con quórum

calificado, son públicos los actos y resolucio-

nes de los órganos de la Administración del

Estado, así como sus fundamentos y docu-

mentos en que éstos se contengan, y los

procedimientos que utilicen en su elaboración

o dictación.’’.

Artículo cuarto.- Introdúcense las siguien-

tes modificaciones en la Ley Nº 18.695, Or-

gánica Constitucional de Municipalidades,

cuyo texto refundido, coordinado y sistemati-

zado fue fijado por el Decreto con Fuerza de

Ley Nº 1, de 2002, del Ministerio del Interior:

1. Agrégase el siguiente inciso final al ar-

tículo 12:

‘‘Todas estas resoluciones estarán a dis-

posición del público y deberán ser publi-

cadas en los sistemas electrónicos o

digitales de que disponga la municipali-

dad.’’.

2. Agrégase el siguiente inciso final al ar-

tículo 84:

‘‘Las actas del concejo se harán públicas

una vez aprobadas, y contendrán, a lo

menos, la asistencia a la sesión, los acuer-

dos adoptados en ella y la forma como

fueron votadas. La publicación se hará

mediante los sistemas electrónicos o

digitales que disponga la municipalidad.’’.

Artículo quinto.- Modifícase la Ley de Or-

ganización y Atribuciones de la Contraloría

General de la República, Nº 10.336, incorpo-

rándose en el Título X, el siguiente artículo

155, nuevo:

‘‘Artículo 155.- La Contraloría General de

la República se rige por el principio de trans-

parencia en el ejercicio de la función pública

consagrado en el artículo 8º, inciso segundo,

de la Constitución Política de la República y

en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transpa-

rencia de la Función Pública y Acceso a la

Información de la Administración del Estado.

La publicidad y el acceso a la información

de la Contraloría General se regirán, en lo que

fuere pertinente, por las siguientes normas de

la ley citada en el inciso anterior: Título II,

Título III y artículos 10 al 22 del Título IV.

Vencido el plazo legal para la entrega de

la información requerida o denegada la peti-

ción por alguna de las causales autorizadas

por la ley, el requirente podrá reclamar ante la

Corte de Apelaciones respectiva, de confor-

midad con lo dispuesto en los artículos 28,

29 y 30 de la Ley de Transparencia de la

Función Pública y Acceso a la Información de

la Administración del Estado. En la misma

resolución, la Corte podrá señalar la necesi-

dad de iniciar un procedimiento disciplinario

para establecer si algún funcionario o autori-

dad ha incurrido en alguna de las infracciones

al Título VI de la Ley de Transparencia de la

Función Pública y Acceso a la Información de

la Administración del Estado, el que se ins-

truirá conforme a su respectiva ley orgánica.

Las sanciones por infracción a las normas de

la Ley de Transparencia de la Función Pública

y Acceso a la Información de la Administra-

ción del Estado, serán las consignadas en

dicha ley.

El Contralor, mediante resolución publica-

da en el Diario Oficial, establecerá las demás

normas e instrucciones necesarias para dar
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cumplimiento a las disposiciones legales cita-

das, considerando para tal efecto las normas

generales que dicte el Consejo para la Trans-

parencia en conformidad con el artículo 32

de la referida ley.’’.

Artículo sexto.- El Congreso Nacional se

rige por el principio de la transparencia en el

ejercicio de la función pública consagrado en

el inciso segundo del artículo 8º de la Consti-

tución Política y en los artículos 3º y 4º de la

Ley de Transparencia de la Función Pública y

Acceso a la Información de la Administración

del Estado.

Las Cámaras deberán dar cumplimiento a

lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley de

Transparencia de la Función Pública y Acceso

a la Información de la Administración del

Estado, en lo pertinente.

Deberán especialmente publicar, además,

la asistencia de los parlamentarios a las sesio-

nes de Sala y de comisiones, las votaciones y

elecciones a las que concurran y las dietas y

demás asignaciones que perciban.

Los reglamentos de ambas Cámaras con-

signarán las normas que cautelen el acceso

del público a la información de que trata este

artículo.

Artículo séptimo.- Modifícase la Ley Or-

gánica Constitucional del Banco Central, con-

tenida en el ARTICULO PRIMERO de la Ley

Nº 18.840, en lo siguiente:

a) Incorpórase en el Título V, el siguiente

artículo 65 bis, nuevo:

‘‘Artículo 65 bis.- El Banco Central se

rige por el principio de transparencia en el

ejercicio de la función pública, consagra-

do en el artículo 8º inciso segundo de la

Constitución Política de la República y en

los artículos 3º y 4º de la Ley de Transpa-

rencia de la Función Pública y Acceso a la

Información de la Administración del Es-

tado.

La publicidad y el acceso a la información

del Banco se regirán, en lo que fuere

pertinente, por las siguientes normas de

la ley citada en el inciso anterior: Título II;

Título III, a excepción del artículo 9º; y

los artículos 10 al 22 del Título IV. En

todo caso, la prórroga de que trata el

inciso segundo del referido artículo 22,

se adoptará mediante acuerdo del Conse-

jo que requerirá del voto favorable de, a

lo menos, cuatro consejeros y en cuanto

a la preservación de documentos de que

trata esa misma disposición, se aplicará

lo dispuesto en el artículo 86. Las refe-

rencias que dichas normas hacen a la

autoridad, jefatura o jefe superior, se en-

tenderán hechas al Presidente del Banco.

Vencido el plazo legal para la entrega de

la información requerida, o denegada la

petición por alguna de las causales autori-

zadas por la ley, el requirente podrá recla-

mar ante la Corte de Apelaciones de San-

tiago, de conformidad con lo dispuesto

en el artículo 69. La Corte, en la misma

sentencia que acoja el reclamo, sanciona-

rá con multa de 20% a 50% de las remu-

neraciones al infractor.

El Banco, mediante acuerdo del Consejo

publicado en el Diario Oficial, establecerá

las demás normas e instrucciones nece-

sarias para dar cumplimiento a las dispo-

siciones legales citadas.’’.

b) Sustitúyese el inciso primero del artículo

66, por el siguiente:

‘‘Artículo 66.- Además, el Banco deberá

guardar reserva respecto de los antece-

dentes relativos a las operaciones de cré-

dito de dinero que celebre o las inversio-

nes que efectúe en conformidad a los

artículos 34, 36, 37, 38, 54, 55 y 56; de

los que provengan de la información que

requiera en conformidad a los artículos

40, 42 y 49 en materia de operaciones

de cambios internacionales o de atribu-

ciones que le otorgan en esa misma ma-

teria otras leyes; y de la información que
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recabe para el cumplimiento de la función

contemplada en el artículo 53; y, no po-

drá proporcionar información sobre ellos

sino a la persona que haya sido parte de

las mismas, o a su mandatario o repre-

sentante legal.’’.

Artículo octavo.- Los Tribunales que for-

man parte del Poder Judicial, de acuerdo a lo

establecido en el artículo 5º del Código Orgá-

nico de Tribunales, a través de su Corpora-

ción Administrativa, deberán mantener a dis-

posición permanente del público, en sus si-

tios electrónicos, y debidamente actualiza-

dos, los antecedentes indicados en el artículo

7º de la Ley de Transparencia de la Función

Pública y Acceso a la Información de la Admi-

nistración del Estado.

Los demás tribunales especiales de la Re-

pública, tales como el Tribunal de Contrata-

ción Pública o el Tribunal de Defensa de la

Libre Competencia, y los órganos que ejercen

jurisdicción, como la Dirección General de

Aeronáutica Civil o el Panel de Expertos a que

se refiere la Ley Nº 19.940, cumplirán la

obligación dispuesta en el inciso precedente

mediante sus propios sitios electrónicos o en

los de el o de los servicios u organismos de

que dependan o formen parte o tengan más

próxima vinculación, en caso de que no dis-

pongan de un sistema propio.

En los asuntos cuya cuantía exceda de

500 unidades tributarias mensuales o respec-

to de los cuales se impongan multas superio-

res a dicho monto, o penas de presidio o

reclusión superiores a tres años y un día, las

sentencias de término de los tribunales ordi-

narios o especiales, y las definitivas en caso

de que las primeras sólo modifiquen o reem-

placen parte de éstas, deberán publicarse en

la forma dispuesta en este artículo. Lo mismo

se aplicará a los demás órganos jurisdicciona-

les a que se refiere el inciso anterior respecto

de sus resoluciones de igual naturaleza, cual-

quiera sea su denominación.

Las sentencias o resoluciones menciona-

das en el inciso precedente se publicarán

dentro de cinco días de que éstas queden

ejecutoriadas.

Artículo noveno.- El Ministerio Público, el

Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral

se rigen por el principio de transparencia en el

ejercicio de la función pública consagrado en

el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitu-

ción Política de la República y en los artículos

3º y 4º de la Ley de Transparencia de la

Función Pública y Acceso a la Información de

la Administración del Estado.

La publicidad y el acceso a la información

de las instituciones mencionadas en el inciso

precedente se regirán, en lo que fuere perti-

nente, por las siguientes normas de la ley

citada en el inciso anterior: Título II, Título III

y los artículos 10 al 22 del Título IV.

Vencido el plazo legal para la entrega de

la información requerida o denegada la peti-

ción por algunas de las causales autorizadas

por la ley, el requirente podrá reclamar ante la

Corte de Apelaciones respectiva, de confor-

midad con lo dispuesto en los artículos 28,

29 y 30 de la Ley de Transparencia de la

Función Pública y Acceso a la Información de

la Administración del Estado. En la misma

resolución, la Corte podrá señalar la necesi-

dad de iniciar un procedimiento disciplinario

para establecer si algún funcionario o autori-

dad ha incurrido en alguna de las infracciones

al Título VI de la Ley de Transparencia de la

Función Pública y Acceso a la Información de

la Administración del Estado, el que se ins-

truirá conforme a sus respectivas leyes orgá-

nicas. Con todo, las sanciones que se impon-

gan por infracción a las normas de la Ley de

Transparencia de la Función Pública y Acceso

a la Información de la Administración del

Estado, serán las contenidas en dicha ley.

El Fiscal Nacional o el Presidente del Tri-

bunal Constitucional, mediante resolución pu-

blicada en el Diario Oficial, establecerá las

demás normas e instrucciones necesarias para

dar cumplimiento a las disposiciones legales

citadas, considerando para tal efecto las nor-

mas generales que dicte el Consejo para la
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Transparencia en conformidad con el artículo

32 de la referida ley.

En el caso de la Justicia Electoral, las

disposiciones consignadas en el inciso ante-

rior se establecerán mediante auto acordado

del Tribunal Calificador de Elecciones o auto

acordado de cada Tribunal Electoral Regional,

que se publicará, respectivamente, en el Dia-

rio Oficial y en el diario regional que corres-

ponda.

Artículo décimo.- El principio de la trans-

parencia de la función pública consagrado en

el inciso segundo del artículo 8º de la Consti-

tución Política y en los artículos 3º y 4º de la

Ley de Transparencia de la Función Pública y

Acceso a la Información de la Administración

del Estado es aplicable a las empresas públi-

cas creadas por ley y a las empresas del

Estado y a las sociedades en que éste tenga

participación accionaria superior al 50% o

mayoría en el directorio, tales como Televi-

sión Nacional de Chile, la Empresa Nacional

de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del

Estado, la Corporación Nacional del Cobre de

Chile o Banco Estado, aun cuando la ley

respectiva disponga que es necesario men-

cionarlas expresamente para quedar sujetas a

las regulaciones de otras leyes.

En virtud de dicho principio, las empresas

mencionadas en el inciso anterior deberán man-

tener a disposición permanente del público, a

través de sus sitios electrónicos, los siguientes

antecedentes debidamente actualizados:

a) El marco normativo que les sea aplicable.

b) Su estructura orgánica u organización in-

terna.

c) Las funciones y competencias de cada

una de sus unidades u órganos internos.

d) Sus estados financieros y memorias anua-

les.

e) Sus filiales o coligadas y todas las entida-

des en que tengan participación, repre-

sentación e intervención, cualquiera sea

su naturaleza y el fundamento normativo

que la justifica.

f) La composición de sus directorios y la

individualización de los responsables de la

gestión y administración de la empresa.

g) Información consolidada del personal.

h) Toda remuneración percibida en el año

por cada Director, Presidente Ejecutivo o

Vicepresidente Ejecutivo y Gerentes res-

ponsables de la dirección y administra-

ción superior de la empresa, incluso aque-

llas que provengan de funciones o em-

pleos distintos del ejercicio de su cargo

que le hayan sido conferidos por la em-

presa, o por concepto de gastos de repre-

sentación, viáticos, regalías y, en gene-

ral, todo otro estipendio. Asimismo, de-

berá incluirse, de forma global y consoli-

dada, la remuneración total percibida por

el personal de la empresa.

La información anterior deberá incorpo-

rarse a sus sitios electrónicos en forma com-

pleta, y de un modo que permita su fácil

identificación y un acceso expedito.

Las empresas a que se refiere este ar-

tículo, cualquiera sea el estatuto por el que

se rijan, estarán obligadas a entregar a la

Superintendencia de Valores y Seguros o,

en su caso, a la Superintendencia a cuya

fiscalización se encuentren sometidas, la

misma información a que están obligadas

las sociedades anónimas abiertas de con-

formidad con la Ley Nº 18.046. En caso de

incumplimiento, los directores responsables

de la empresa infractora serán sancionados

con multa a beneficio fiscal hasta por un

monto de quinientas unidades de fomento,

aplicada por la respectiva Superintendencia

de conformidad con las atribuciones y el

procedimiento que establecen sus respecti-

vas leyes orgánicas.

Artículo undécimo.- Derógase el artículo

8º del Decreto Ley Nº 488, de 1925.
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Artículo transitorio.- La presente ley en-
trará en vigencia ocho meses después de
publicada en el Diario Oficial, salvo el artículo
2º transitorio de la Ley de Transparencia de la
Función Pública y de Acceso a la Información
de la Administración del Estado, que regirá
desde su publicación en el Diario Oficial.’’.

Habiéndose cumplido con lo establecido
en el Nº 1º del artículo 93 de la Constitución
Política de la República y por cuanto he teni-
do a bien aprobarlo y sancionarlo; por tanto
promúlguese y llévese a efecto como Ley de
la República.

Santiago, 11 de agosto de 2008.-

MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de

la República.- José Antonio Viera-Gallo

Quesney, Ministro Secretario General de la

Presidencia.- Edmundo Pérez Yoma, Ministro

del Interior.- Alejandro Foxley Rioseco, Minis-

tro de Relaciones Exteriores.- José Goñi

Carrasco, Ministro de Defensa Nacional.- Hugo

Lavados Montes, Ministro de Economía, Fo-

mento y Reconstrucción.- Andrés Velasco

Brañes, Ministro de Hacienda.- Carlos

Maldonado Curti, Ministro de Justicia.- René

Cortázar Sanz, Ministro de Transportes y Te-

lecomunicaciones.

Lo que transcribo a Ud. para su conoci-

miento.- Saluda atte. a Ud., Edgardo Riveros

Marín, Subsecretario General de la Presidencia.
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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

PROYECTO DE LEY
 SOBRE ACCESO A LA

INFORMACION PUBLICA

(BOLETIN Nº 3773-06)

El Secretario del Tribunal Constitucional,
quien suscribe, certifica que el Senado de la
República envió el proyecto de ley enunciado
en el rubro, aprobado por el Congreso Nacio-
nal, a fin de que este Tribunal ejerciera el
control de constitucionalidad respecto del mis-
mo, y que por sentencia de 10 de julio de dos
mil ocho en los autos Rol Nº 1.051-08-CPR.

Se declara:

1. QUE ESTE TRIBUNAL NO SE PRONUN-
CIA SOBRE LAS SIGUIENTES DISPOSI-
CIONES DEL PROYECTO DE LEY REMITI-
DO A CONTROL, POR NO CONTENER
NORMAS PROPIAS DE LEY ORGANICA
CONSTITUCIONAL:

Del ARTICULO PRIMERO:

– artículo 1º, numerales 3 y 6 del inciso
segundo;

– artículo 2º, inciso tercero, en cuanto
se refiere a las empresas del Estado y
a las sociedades en que éste tenga
participación accionaria superior al
50% o mayoría en el directorio;

– artículo 8º, respecto de la frase: ‘‘Esta
acción estará sometida al mismo pro-
cedimiento que la acción regulada en
los artículos 24 y siguientes de esta
ley.’’;

– artículos 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18,

20, 21, 22, 23;

– artículo 24, incisos segundo, tercero,
cuarto y quinto;

– artículos 25, 26, 27;

– artículo 28, inciso cuarto;

– artículo 30, incisos primero, segun-
do, tercero, cuarto y quinto;

– artículo 34, inciso segundo;

– artículos 35, 39, 40, 41, 42, 44, 45,
46, 47, 48; y

– artículos 1º y 3º transitorios;

El ARTICULO TERCERO, que reemplaza
el inciso segundo del artículo 16 de la Ley
Nº 19.880, sobre Bases de los Procedi-
mientos Administrativos;

El ARTICULO SEPTIMO, letra b), que sus-
tituye el inciso primero del artículo 66 de
la Ley Nº 18.840, Orgánica Constitucio-
nal del Banco Central;

El ARTICULO DECIMO, sólo en cuanto se
refiere a las empresas del Estado y a las
sociedades en que éste tenga participa-
ción accionaria superior al 50% o mayo-
ría en el directorio;

El ARTICULO UNDECIMO, que deroga el
artículo 8º del D.L. Nº 488, de 1925; y

El ARTICULO TRANSITORIO, que esta-

blece la entrada en vigencia de la ley;



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS 4343434343

Boletín Oficial Dirección del Trabajo Septiembre236 / 2008

2. QUE SON CONSTITUCIONALES LAS SI-

GUIENTES DISPOSICIONES DEL PROYEC-

TO DE LEY REMITIDO:

Del ARTICULO PRIMERO –que aprueba la

Ley de Transparencia de la Función Públi-

ca y de Acceso a la Información de la

Administración del Estado–, las siguien-

tes normas:

– artículo 1º, inciso primero, y numera-

les 1, 2 y 4 del inciso segundo;

– artículo 1º, inciso segundo, numeral

5, que establece  que: ‘‘Para los efec-

tos de esta ley se entenderá por: 5.

Los órganos o servicios de la Adminis-

tración del Estado: los señalados en el

inciso segundo del artículo 1º de la

Ley Orgánica Constitucional de Bases

Generales de la Administración del Es-

tado, cuyo texto refundido, coordina-

do y sistematizado está contenido en

el D.F.L. Nº 1-19.653, de 2001, del

Ministerio Secretaría General de la Pre-

sidencia’’, teniendo presente, en todo

caso, que lo dispuesto en esa norma

no se aplica al Banco Central en virtud

de lo dispuesto en el artículo 108 de la

Constitución Política;

– artículo 2º, incisos primero, segundo

y cuarto. Y su inciso tercero sólo en

cuanto se refiere a las empresas pú-

blicas creadas por ley;

– artículos 3º, 4º, 5º, 6º y 7º;

– artículo 8º, primera frase hasta el pun-

to seguido:

‘‘Cualquier persona podrá presentar

un reclamo ante el Consejo si alguno

de los organismos de la Administra-

ción no informa lo prescrito en el

artículo anterior.’’;

– artículos 9º, 10, 11 y 19;

– artículo 24, inciso primero;

– artículo 28, incisos primero, segundo

y tercero;

– artículo 29;

– artículo 30, inciso sexto;

– artículos 31 y 32;

– artículo 33, letras a), b), c), d), e), g),

h), i), j), k), l) y m);

– artículo 33, letra f), que entre las

funciones y atribuciones que se le

asignan al Consejo para la Transpa-

rencia –que es creado por disposición

del artículo 31 del mismo cuerpo le-

gal–, considera la de ‘‘proponer al

Presidente de la República y al Con-

greso Nacional, en su caso, las nor-

mas, instructivos y demás perfeccio-

namientos normativos para asegurar

la transparencia y el acceso a la infor-

mación’’, teniendo presente, en todo

caso, que la iniciativa de ley está

reservada, en Chile, sólo al Presiden-

te de la República o a no más de diez

diputados o de cinco senadores, en

conformidad a lo que prescribe el ar-

tículo 65, inciso primero, de la Cons-

titución;

– artículo 34, inciso primero, en la par-

te que dispone:

‘‘Para el ejercicio de sus atribuciones,

el Consejo podrá solicitar la colabora-

ción de los distintos órganos del Esta-

do.’’;

– artículos 36, 37 y 38;

– artículo 43, incisos primero, segun-

do, tercero, cuarto y sexto;

– artículo 49, que señala: ‘‘Las sancio-

nes previstas en este título serán apli-

cadas por el Consejo, previa instruc-

ción de una investigación sumaria o
sumario administrativo, ajustándose
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a las normas del Estatuto Administra-
tivo. Con todo, cuando así lo solicite
el Consejo, la Contraloría General de
la  República, de acuerdo a las nor-
mas de su ley orgánica, podrá incoar
el sumario y establecer las sanciones
que correspondan’’, teniendo presen-
te que tales investigaciones y suma-
rios administrativos han de desarro-
llarse siempre con estricto respeto al
principio del debido proceso legal; y

– artículo 2º transitorio;

El ARTICULO SEGUNDO, numerales 1 y
2, que introducen modificaciones a la Ley
Nº 18.575, Orgánica Constitucional de
Bases Generales de la Administración del
Estado;

El ARTICULO CUARTO, numerales 1 y 2,
que introducen modificaciones a la Ley
Nº 18.695, Orgánica Constitucional de
Municipalidades;

El ARTICULO QUINTO, que incorpora un
nuevo artículo 155 a la Ley Nº 10.336,
sobre Organización y Atribuciones de la
Contraloría General de la República, sin
perjuicio de los entendidos que se formu-
lan en esta sentencia respecto de la
constitucionalidad de los incisos segundo
y cuarto del mismo precepto legal;

El ARTICULO SEXTO, referido al Congre-
so Nacional;

El ARTICULO SEPTIMO, letra a), que in-
corpora un nuevo artículo 65 bis a la Ley
Nº 18.840, Orgánica Constitucional del
Banco Central, sin perjuicio del entendido
que este Tribunal expresará en relación
con el inciso segundo y de la inconstitu-
cionalidad que declarará respecto del in-
ciso cuarto, todos de la misma norma
legal;

El ARTICULO OCTAVO, referido a los
tribunales que forman parte del Poder
Judicial y a los demás tribunales especia-

les de la República;

El ARTICULO NOVENO, sólo en cuanto

se refiere al Ministerio Público, al Tribunal

Constitucional y al Tribunal Calificador de

Elecciones, sin perjuicio del entendido que

este Tribunal consignará más adelante; y

El ARTICULO DECIMO, sólo en cuanto se

refiere a las empresas públicas creadas

por ley;

3. QUE LAS DISPOSICIONES DEL PROYEC-

TO DE LEY QUE SE MENCIONAN A CON-

TINUACION SON CONSTITUCIONALES

EN EL ENTENDIDO QUE EN CADA CASO

SE INDICA:

– El inciso primero del artículo 34 del

ARTICULO PRIMERO, en lo que res-

pecta a la frase ‘‘podrá, asimismo,

recibir todos los testimonios y obtener

todas las informaciones y documentos

necesarios para el examen de las si-

tuaciones comprendidas en el ámbito

de su competencia’’, es constitucional

bajo el entendido de que el ejercicio de

dicha potestad del Consejo para la

Transparencia reconoce como límite

las excepciones a la publicidad de los

actos y resoluciones de los órganos

del Estado que determine el legislador

de quórum calificado, de conformidad

al inciso segundo del artículo 8º de la

Carta Fundamental.

– El inciso quinto del artículo 43 del

ARTICULO PRIMERO se ajusta a lo

dispuesto en la Ley Fundamental, en

el entendido de que la limitación a las

facultades que se confieren a la

Contraloría General de la República,

en la norma transcrita, deja a salvo el

control amplio de legalidad que con-

fiere a este órgano el artículo 98,

inciso primero, de la Constitución, en

lo que fuere procedente.

– El inciso segundo del nuevo artículo

155 que se incorpora a la Ley Orgáni-

ca Constitucional de la Contraloría

General de la República, Nº 10.336,
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por el ARTICULO QUINTO, es consti-
tucional en el entendido de que a
aquel Organismo de Control Adminis-
trativo no se le aplica lo dispuesto en
el artículo 8º del Título III de la Ley de
Transparencia de la Función Pública y
de Acceso a la Información de la Ad-
ministración del Estado que es apro-
bada por el ARTICULO PRIMERO de
la misma iniciativa en estudio.

– El aludido nuevo artículo 155 es asi-
mismo constitucional en el entendido
de que las normas generales que dic-
te el Consejo para la Transparencia
en ejercicio de sus atribuciones y fun-
ciones legales, no son vinculantes para
la Contraloría General de la Repúbli-
ca. La referencia que se hace en el
inciso final del mismo precepto al ar-
tículo 32, debe entenderse efectuada
al artículo 33 de la norma aprobada
por el ARTICULO PRIMERO de la mis-
ma iniciativa en estudio.

– El aludido nuevo artículo 155 es asi-
mismo constitucional en el entendido
de que las normas generales que dic-
te el Consejo para la Transparencia
en ejercicio de sus atribuciones y fun-
ciones legales, no son vinculantes para
la Contraloría General de la Repúbli-
ca. La referencia que se hace en el
inciso final del mismo precepto al ar-
tículo 32, debe entenderse efectuada
al artículo 33 de la normativa legal a
la que se hace referencia.

– El inciso segundo del nuevo artículo
65 bis de la Ley Nº 18.840 –Orgáni-
ca Constitucional del Banco Central–,
que es incorporado por el ARTICULO
SEPTIMO, es constitucional en el en-
tendido de que no resulta aplicable a
la referida institución pública el ar-
tículo 8º del Título III de la Ley de
Transparencia de la Función Pública y
de Acceso a la Información de la Ad-
ministración del Estado, que es apro-
bada por el ARTICULO PRIMERO del
mismo proyecto de ley en examen.

– El inciso segundo del ARTICULO NO-

VENO es constitucional en el entendi-

do de que no resulta aplicable al Mi-

nisterio Público, al Tribunal Constitu-

cional, ni al Tribunal Calificador de

Elecciones lo dispuesto en el artículo

8º del Título III de la Ley de Transpa-

rencia de la Función Pública y de Ac-

ceso a la Información de la Adminis-

tración del Estado, que es aprobada

por el ARTICULO PRIMERO del pro-

yecto sometido a control.

– El inciso tercero del ARTICULO NO-

VENO es constitucional en el entendi-

do de que tal precepto no es aplicable

al Tribunal Constitucional ni al Tribu-

nal Calificador de Elecciones.

– Los incisos cuarto y quinto del AR-

TICULO NOVENO son constituciona-

les en el entendido de que las normas

generales que dicte el Consejo para la

Transparencia, en ejercicio de sus po-

testades legales, no son vinculantes

para el Ministerio Público, para el Tri-

bunal Constitucional ni para el Tribu-

nal Calificador de Elecciones. La refe-

rencia que se hace en el inciso cuarto

del mencionado precepto al artículo

32, debe entenderse efectuada al ar-

tículo 33 de la normativa legal a la

que se alude.

4. QUE ES INCONSTITUCIONAL LA SI-

GUIENTE DISPOSICION DEL PROYECTO

DE LEY EXAMINADO:

El inciso cuarto del nuevo artículo 65 bis

que el ARTICULO SEPTIMO, letra a),

incorpora al Título V de la Ley Nº 18.840,

Orgánica Constitucional del Banco Cen-

tral, en la frase ‘‘adoptando para tal efec-

to las normas generales que dicte el Con-

sejo para la Transparencia en conformi-

dad con el artículo 32 de la referida

ley’’.

Santiago, 11 de julio de 2008.- Rafael

Larraín Cruz, Secretario.
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MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL

SUBSECRETARIA DE PREVISION SOCIAL

ESTABLECE NUEVO
SISTEMA DE PENSIONES

(SEGUNDA PARTE Y FINAL)

DECRETO LEY Nº 3.500(*)(**)(277)

TITULO V(278)

DEL FINANCIAMIENTO
DE LAS PENSIONES

Artículo 51. Las pensiones de vejez, inva-

lidez y sobrevivencia establecidas en el Títu-

lo II, se financiarán con el saldo de la cuenta

de capitalización individual del afiliado.(279)

Sin perjuicio de lo anterior, las pensiones

de invalidez parciales otorgadas conforme al

primer dictamen, a afiliados que se encuentren

en alguno de los casos señalados en el artículo

54, serán financiadas por la Administradora a
la cual el trabajador se encuentre afiliado.(280)

Artículo 52. Respecto de las pensiones

de vejez, el saldo de la cuenta de capitaliza-

ción individual estará constituido por el capi-

tal acumulado por el afiliado incluida la con-

tribución a que se refiere el artículo 53 y,

cuando corresponda, por el Bono de Reconoci-

miento y el Complemento de éste en los

casos contemplados en el Título XV y los

traspasos que el afiliado realice desde su

cuenta de ahorro voluntario, según lo estable-

cido en el artículo 22.

Respecto de las pensiones de invalidez y

sobrevivencia, el saldo de la cuenta de capita-

lización individual estará constituido por el ca-

pital acumulado por el afiliado incluida la con-

tribución a que se refiere el artículo 53 y,

cuando corresponda, por el Bono de Reconoci-

miento y el Complemento de éste en los casos

contemplados en el Título XV, el aporte adi-

cional que deba realizar la Administradora de

acuerdo con el artículo 54 y los traspasos que

el afiliado realice desde su cuenta de ahorro

(*) Publicado en el Diario Oficial de 13 de noviembre
de 1980.

(**) Actualizado por Editorial Legal de Legal Publishing
Chile.

(277) Ver Decreto Supremo Nº 57, que Aprueba nuevo
reglamento del Decreto Ley Nº 3.500, publicado
en el Diario Oficial de 28 de marzo de 1991.

(278) Este título fue sustituido por el artículo 1º, Nº 26,
de la Ley Nº 18.646, publicada en el Diario Oficial
de 29 de agosto de 1987.

(279) Este inciso fue modificado por el número 5 del
artículo 38 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de suprimir las oraciones siguientes: “y con
la garantía estatal a que se refiere el Título VII,
cuando corresponda”.
El artículo primero transitorio de la citada ley,
establece que esta modificación entrará en vi-
gencia a contar del 1 de julio de 2008.

(280) Este inciso fue modificado por el número 5 del
artículo 38 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de suprimir las oraciones siguientes: “y con

la garantía estatal a que se refiere el Título VII,
cuando corresponda”.
El artículo primero transitorio de la citada ley, es-
tablece que esta modificación entrará en vigen-
cia a contar del 1 de julio de 2008.
A la vez, este inciso fue modificado por el número
40 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada
en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el
sentido de suprimir la expresión “y totales”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

Continuación Nota (280)
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voluntario, según lo establecido en el artículo

22.(281)

Artículo 53. Se entenderá por aporte adi-
cional el monto, expresado en Unidades de
Fomento, que resulte de la diferencia entre el
capital necesario para financiar las pensiones
de referencia más la cuota mortuoria y la
suma del capital acumulado por el afiliado y
el Bono de Reconocimiento, a la fecha en que
el afiliado fallezca o quede ejecutoriado el
dictamen que declara definitiva la invalidez.
Cuando dicha diferencia sea negativa, el aporte
adicional será igual a cero.(282)

Para el cálculo del aporte adicional de
afiliados declarados inválidos parciales, no se
considerará como capital acumulado por el
afiliado las cotizaciones enteradas durante el
período transitorio ni el saldo retenido a que

se refiere el artículo 65 bis.(283)

Se entenderá por contribución el monto

representativo de las cotizaciones que el afi-

liado habría acumulado en su cuenta de capi-

talización individual, si hubiere cotizado en

dicha cuenta el diez por ciento de las pensio-

nes de invalidez pagadas conforme al primer

dictamen, y su valor, expresado en Unidades

de Fomento, se determinará como el produc-

to que resulte entre el monto de la pensión de

invalidez y el número de meses durante el

cual ésta se percibió dividido por nueve. Para

todos los efectos, una vez enterada la contri-

bución se entenderá parte del capital acumu-

lado por el afiliado.(284)

Artículo 54. La Administradora será res-

ponsable del pago de las pensiones parciales

originadas por el primer dictamen de invali-

dez, y a enterar el aporte adicional en la cuen-

ta de capitalización individual de los afiliados

declarados inválidos totales y de los afiliados

no pensionados que fallezcan, sin perjuicio

del derecho a repetir en contra de quien co-

rresponda conforme a lo establecido en el ar-

tículo 82, en los siguientes casos:(285)

a) Afiliados que se encuentren cotizando en

ella. Se presume de derecho que el afilia-

do se encontraba cotizando, si su muerte

o la declaración de invalidez, se produce

en el tiempo en que prestaba servicios, si

se trata de un afiliado dependiente, o se

(281) Este artículo fue sustituido por el Nº 20 del ar-
tículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el
Diario Oficial de 10 de marzo de 1990. En con-
formidad con la modificación introducida por el
artículo 4º, número 42, de la Ley Nº 19.301, de
19 de marzo de 1994, el Título XIII pasó a ser
Título XV, por lo que se modificó este artículo de
acuerdo a ese tenor.

(282) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 41 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar al final de su
primera oración, la expresión “el segundo dicta-
men de invalidez” por “el dictamen que declara
definitiva la invalidez”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo

transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

Con anterioridad, este inciso fue modificado por
el número 4º del artículo 1º de la Ley Nº 19.934,
publicada en el Diario Oficial de 21 de febrero de

2004.

(283) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 41 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-

blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008,
en el sentido de intercalar entre la palabra “afilia-
do” y el artículo “el”, la frase “las cotizaciones

enteradas durante el período transitorio ni”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta

modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(284) Este artículo fue sustituido por el Nº 21 del ar-
tículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el
Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.

(285) Este inciso fue reemplazado por la letra a) del nú-
mero 42 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este párrafo anterior a su reemplazo
era:
“Artículo 54. La Administradora será exclusiva-
mente responsable y obligada al pago de las pen-
siones parciales y totales originadas por el pri-
mer dictamen de invalidez, y a enterar el aporte
adicional para afiliados no pensionados que ge-
neren pensiones de sobrevivencia, en los siguien-
tes casos:”.
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encontrare en la situación señalada en el

artículo 92 E, si se trata de un afiliado

independiente afecto al artículo 89, o se

encontrare en la situación señalada en el

artículo 92 L si se trata de un afiliado

voluntario, y.(286)

b) Afiliados trabajadores dependientes que

hubieren dejado de prestar servicios por

término o suspensión de éstos, cuyo fa-

llecimiento o declaración de invalidez se

produce dentro del plazo de doce meses

contado desde el último día del mes en

que hayan dejado de prestar servicios o

éstos se hayan suspendido. Además, es-

tos trabajadores deberán registrar, como

mínimo, seis meses de cotizaciones en el

año anterior al último día del mes en que

hayan dejado de prestar servicios o éstos

hayan sido suspendidos.(287)

Asimismo, tratándose de afiliados pensio-

nados por invalidez parcial que se encuentren

dentro del período de tres años o del plazo de

seis meses a que se refiere el artículo 4º, o

cuyo segundo dictamen se encuentre pendien-

te, la Administradora será exclusivamente res-

ponsable y obligada a enterar el aporte adicio-

nal que corresponda a dichos afiliados si falle-

cen o adquieren el derecho al pago de pensio-

nes de invalidez conforme al segundo dicta-

men, siempre que les fuera aplicable la letra a)

o b) del inciso anterior. En caso que para estos

afiliados se emitiere un dictamen que rechace

la invalidez o transcurriere el período de seis

meses señalado en el inciso cuarto del artículo

4º sin que el afiliado se presentare a la cita-

ción, la Administradora deberá enterar la con-

tribución a que se refiere el artículo 53, a

menos que el derecho a pensión de invalidez

hubiere cesado por fallecimiento.(288)

El contrato de seguro no podrá alterar en

forma alguna la responsabilidad de la Admi-

nistradora, a que se refiere este artículo.(289)(290)

Artículo 55. Para los efectos del artículo

53, se entenderá por capital necesario al va-

lor actual esperado de:

a) Todas las pensiones de referencia que

genere el afiliado causante para él y su

grupo familiar según los artículos 4º y 5º,

a contar del momento en que se produzca

(286) Esta letra fue modificada por el número 4 del ar-
tículo 86 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de reemplazar la frase: “o si hubiere cotiza-
do en el mes calendario anterior a dichos sinies-
tros, si se trata de un afiliado independiente” por
“o se encontrare en la situación señalada en el
artículo 92 E, si se trata de un afiliado indepen-
diente afecto al artículo 89”.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.
A su vez, esta letra fue modificada por la letra
b) del número 42 del artículo 91 de la Ley
Nº 20.255, publicada en el Diario Oficial de 17
de marzo de 2008, en el sentido de suprimir la
expresión “conforme al primer dictamen,”, y agre-
gar al final, antes de la conjunción “y” la siguien-
te frase: “o se encontrare en la situación señala-
da en el artículo 92 L si se trata de un afiliado
voluntario,”.

(287) Esta letra fue modificada por la letra c) del nú-
mero 42 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de suprimir la expresión “con-
forme al primer dictamen,”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(288) Este inciso fue modificado por la letra d) del nú-
mero 42 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar entre la expre-
sión “invalidez” y la palabra “que”, la expresión
“parcial”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(289) Este inciso fue agregado por la letra e) del núme-
ro 42 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(290) Este artículo fue sustituido por el Nº 22 del ar-
tículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el
Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.
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la muerte o quede ejecutoriado el dicta-

men que declare definitiva la invalidez y

hasta la extinción del derecho a pensión

del causante y de cada uno de los benefi-

ciarios acreditados, y(291)

b) La cuota mortuoria a que se refiere el

artículo 88.

El capital necesario se determinará de

acuerdo a las bases técnicas y las tablas de

mortalidad y expectativas de vida que para

estos efectos establezcan, conjuntamente, las

Superintendencias de Administradoras de Fon-

dos de Pensiones y de Valores y Seguros, y

usando la tasa de interés de actualización que

señale la Superintendencia de Valores y Se-

guros, de acuerdo al inciso siguiente.(292)

Para determinar la tasa de interés de ac-

tualización se utilizará como referencia la tasa

de interés promedio implícita en las rentas

vitalicias de invalidez y sobrevivencia otorga-

das según esta ley, en al menos dos de los

últimos seis meses anteriores a aquel en que

se haya producido el siniestro, de acuerdo

con lo que señale el reglamento.(293)

Artículo 56. Para el solo efecto del cálcu-

lo del capital necesario y del pago de pensio-

nes de invalidez parcial otorgadas conforme

al primer dictamen, la pensión de referencia

del causante será equivalente a:(294)

a) El setenta por ciento del ingreso base, en

el caso de los trabajadores de la letra a) o

b) del artículo 54, que fallezcan o tengan

derecho a percibir pensión de invalidez

total;(295)

b) El cincuenta por ciento del ingreso base,

en el caso de los trabajadores de la letra

a) o b) del artículo 54, que tengan dere-

cho a percibir pensión de invalidez par-

cial.(296)(297)

Artículo 57. Para los efectos de esta ley

se entenderá por ingreso base el monto que

resulte de dividir por ciento veinte la suma de

las remuneraciones imponibles percibidas y

rentas declaradas en los últimos diez años

anteriores al mes en que ocurra el fallecimien-

to, se declare la invalidez parcial mediante el

primer dictamen o se declare la invalidez to-

(291) Esta letra fue modificada por el número 43 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de reemplazar la expresión “segundo dicta-
men de” por “dictamen que declare definitiva la”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, esta letra fue sustituida por el
número 23 del artículo 1º de la Ley Nº 18.964,
publicada en el Diario Oficial de 10 de marzo de
1990.

(292) Este inciso fue sustituido por el artículo 1º, Nº 5,
letra a), de la Ley Nº 19.934, publicada en el
Diario Oficial de 21 de febrero de 2004.

(293) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 5, letra b), de la Ley Nº 19.934, publicada en
el Diario Oficial de 21 de febrero de 2004, en el
sentido de intercalar entre las palabras “vitalicias”
y “otorgadas”, la expresión “de invalidez y sobre-
vivencia”, y eliminar su segunda oración que dice:
“Para estos efectos la Superintendencia de Valo-
res y Seguros deberá poner a disposición del Ban-
co Central de Chile la información necesaria.”.

(294) Este inciso fue modificado por el número 44 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de agregar a continuación de la palabra “in-
validez” la palabra “parcial”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(295) Esta letra fue modificada por el artículo 1º, Nº 6,
letra a), de la Ley Nº 19.934, publicada en el
Diario Oficial de 21 de febrero de 2004, en el
sentido de agregar después de la expresión “le-
tra a)”, lo siguiente: “o b)”.

(296) Esta letra fue modificada por el artículo 1º, Nº 6,
letra a), de la Ley Nº 19.934, publicada en el
Diario Oficial de 21 de febrero de 2004, en el
sentido de agregar después de la expresión “le-
tra a)”, lo siguiente: “o b)”.

(297) Las anteriores letras c) y d) de este artículo, fue-
ron eliminadas por el artículo 1º, Nº 6, letra b),
de la Ley Nº 19.934, publicada en el Diario Ofi-
cial de 21 de febrero de 2004.
Con anterioridad, este artículo fue sustituido por
el artículo 1º, Nº 24, de la Ley Nº 18.964, publi-
cada en el Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.
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tal, según corresponda, actualizados en la

forma establecida en el inciso segundo del

artículo 63.(298)

Para aquellos trabajadores cuyo período de

afiliación al Sistema fuere inferior a diez años y

cuya muerte o invalidez se produjere por acci-

dente, la suma de las remuneraciones imponibles

y rentas declaradas se dividirá por el número de

meses transcurridos desde la afiliación hasta el

mes anterior al del siniestro.(299)

Con todo, respecto de aquellos trabajado-

res cuya fecha de afiliación sea anterior al

cumplimiento de los 24 años de edad y el

siniestro ocurra antes de cumplir los 34 años

de edad, su ingreso base corresponderá al

mayor valor entre el monto que resulte de

aplicar los incisos primero o segundo de este

artículo, según sea el caso, y el que resulte

de considerar el período comprendido entre el

mes de cumplimiento de los 24 años de edad

y el mes anterior al del siniestro.(300)

Respecto de los trabajadores del sector

público regidos por el artículo 9º de la Ley

Nº 18.675, afiliados al sistema antes del 1º

de enero de 1988, en la determinación del

ingreso base a que se refieren los incisos

anteriores, se considerarán sólo las remunera-

ciones imponibles percibidas y rentas decla-

radas correspondientes a los meses posterio-

res al 31 de diciembre de 1987 y las inmedia-

tamente anteriores a esa fecha que fueren

necesarias para completar un período mínimo

de 24 meses, actualizadas en la forma esta-

blecida en el inciso segundo del artículo 63.

Si su tiempo de afiliación no permitiere com-

pletar dichos 24 meses, se considerarán sólo

los meses transcurridos desde la afiliación. La

suma de remuneraciones imponibles y rentas

declaradas deberá dividirse por el número

mayor entre 24 y el número de meses trans-

curridos a contar del mes de enero de 1988 y

hasta el mes anterior al del siniestro. Lo dis-

puesto en el párrafo final del inciso anterior

se aplicará a los trabajadores a que se refiere

este inciso cuya afiliación fuere posterior al

31 de mayo de 1986.(301)

Respecto del personal traspasado a la

Administración Municipal conforme al Decre-

(298) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 45 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de sustituir la frase “o se
declare la invalidez mediante el primer dictamen”,
por la siguiente: “, se declare la invalidez parcial
mediante el primer dictamen o se declare la inva-
lidez total”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue sustituido por
la letra a) del número 25 del artículo 1º de la Ley
Nº 18.964, publicada en el Diario Oficial de 10
de marzo de 1990.

(299) Este inciso fue sustituido por la letra b) del nú-
mero 45 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo
era:
“Para aquellos trabajadores cuyo período de afi-
liación al Sistema fuere inferior a diez años, el
ingreso base se determinará considerando el pe-
ríodo comprendido entre el mes de afiliación al
Sistema y el mes anterior a aquel en que ocurre
el fallecimiento o se declara la invalidez. En este
caso, la suma de remuneraciones imponibles y
rentas declaradas deberá dividirse por el número
mayor entre veinticuatro y el número de meses
transcurridos desde la afiliación hasta el mes an-
terior al del siniestro. En todo caso, si la muerte
o la invalidez se produjere por accidente, la suma
de las remuneraciones imponibles y rentas de-
claradas se dividirá por el número de meses trans-
curridos desde la afiliación hasta el mes anterior
al del siniestro.”.

(300) Este inciso fue agregado por la letra c) del núme-
ro 45 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008,
pasando los anteriores incisos tercero a séptimo
a ser cuarto a octavo, respectivamente.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(301) Este inciso fue intercalado por el artículo 21, de
la Ley Nº 18.717, publicada en el Diario Oficial
de 28 de mayo de 1988.
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to con Fuerza de Ley Nº 1-3.063, de 1980,
del Ministerio del Interior, sea ésta directa o
ejercida por intermedio de una Corporación,
que hubiere optado por mantener el régimen
previsional de empleado público, y del perso-
nal de las instituciones de educación superior
regidas por el Decreto con Fuerza de Ley
Nº 3, de 1980, del Ministerio de Educación,
que se encuentre en la situación prevista en
el inciso segundo del artículo 1º de dicho
cuerpo legal, afiliado al sistema de esta ley
antes del 1º de enero de 1993, en la determi-
nación del ingreso base a que se refieren los
incisos anteriores, se considerarán sólo las
remuneraciones imponibles correspondientes
a los meses posteriores al 31 de diciembre de
1992 y las inmediatamente anteriores a esa
fecha que fueren necesarias para completar
un período mínimo de 24 meses, actualizadas
en la forma establecida en el inciso segundo
del artículo 63. Si su tiempo de afiliación no
permitiere completar dichos 24 meses, sólo
se considerarán los meses transcurridos des-
de la afiliación.(302)

Para aquellos trabajadores que en el pe-
ríodo de cálculo del ingreso base hubieren
percibido pensiones de invalidez se considerará
como remuneración imponible en el lapso en
que el afiliado las percibió, la suma de dichas
pensiones y las remuneraciones imponibles o
rentas declaradas. En todo caso, la suma
tendrá como límite máximo el ingreso base
que dio origen a las primitivas pensiones de
invalidez. Para los efectos anteriores, dichas
pensiones de invalidez, se expresarán en pe-
sos utilizando el valor de la Unidad de Fomen-
to al último día del mes en que se pagaron.(303)

Para los efectos de lo dispuesto en esta
ley, se entiende por accidente el hecho re-
pentino, violento y traumático que causa la

invalidez o la muerte del afiliado.

El ingreso base, se expresará en Unida-

des de Fomento al valor del último día del

mes anterior a la fecha del fallecimiento, de

declaración de la invalidez parcial mediante el

primer dictamen o de declaración de la invali-

dez total, según corresponda.(304)

Artículo 58. La pensión de referencia de

los beneficiarios de pensión de sobrevivencia

acreditados de acuerdo al artículo 5º será

equivalente a los siguientes porcentajes de la

pensión de referencia del causante:

a) sesenta por ciento para el o la cónyuge;(305)

b) cincuenta por ciento para el o la cónyuge,

con hijos comunes que tengan derecho a

pensión. Este porcentaje se elevará al

sesenta por ciento, cuando dichos hijos

dejen de tener derecho a pensión;(306)

(302) Este inciso fue intercalado por el artículo 7º de la
Ley Nº 19.200, publicada en el Diario Oficial de
18 de enero de 1993.

(303) Este inciso fue intercalado por la lera b) del Nº 25
del artículo 1º de la Ley Nº 18.964, de 10 de
marzo de 1990.

(304) Este inciso fue modificado por la letra d) del nú-
mero 45 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de sustituir la expresión “o
de declaración de la invalidez, según el primer
dictamen”, por la siguiente: “, de declaración de
la invalidez parcial mediante el primer dictamen
o de declaración de la invalidez total, según co-
rresponda”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue agregado por la
letra c) del número 25 del artículo 1º de la Ley
Nº 18.964, publicada en el Diario Oficial de 10
de marzo de 1990.

(305) Esta letra fue reemplazada por la letra a) del nú-
mero 6 del artículo 85 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008.
El artículo vigésimo octavo transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“a) sesenta por ciento para la cónyuge o para el
cónyuge inválido total y cuarenta y tres por cien-
to para el cónyuge inválido parcial, siempre que
el cónyuge inválido estuviere en alguno de los
casos contemplados en el artículo 7º;”.

(306) Esta letra fue reemplazada por la letra a) del nú-
mero 6 del artículo 85 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo octavo transitorio de la cita-
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c) treinta y seis por ciento para la madre o el

padre de hijos de filiación no matrimonial

reconocidos por el o la causante;(307)

d) treinta por ciento para la madre o el padre

de hijos de filiación no matrimonial reco-

nocidos por el o la causante, con hijos

comunes que tengan derecho a pensión.

Este porcentaje se elevará al treinta y seis

por ciento cuando estos hijos dejen de

tener derecho a pensión;(308)

e) cincuenta por ciento para los padres que

cumplan los requisitos que señala el ar-

tículo 10, y

f) quince por ciento para cada hijo que cum-

pla los requisitos establecidos en el ar-

tículo 8º. Este porcentaje se reducirá al

once por ciento para los hijos declarados

inválidos parciales al cumplir veinticuatro

años de edad.

Si dos o más personas invocaren la cali-

dad de cónyuge, de madre o de padre de hijo

de filiación no matrimonial de la o el causan-

te, a la fecha de fallecimiento de estos últi-

mos, el porcentaje que le correspondiere a

cada uno de ellos se dividirá por el número

de cónyuges, de madres o de padres de hijos

de filiación no matrimonial que hubiere, res-

pectivamente, con derecho de acrecer entre

ellos.(309)

Si al momento de producirse el falleci-

miento de un causante, éste o ésta no

tuvieren cónyuge con derecho a pensión, las

pensiones de referencia de los hijos se

incrementarán distribuyéndose por partes

iguales el porcentaje establecido en la letra

b) del inciso primero. De lo anterior se ex-

ceptúan los hijos que tuvieren una madre o

padre con derecho a pensión establecida en

la letra d) precedente.(310)(311)

da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:

“b) cincuenta por ciento para la cónyuge o para
el cónyuge inválido total y treinta y seis por cien-
to para el cónyuge inválido parcial, con hijos co-
munes que tengan derecho a pensión, siempre
que el cónyuge inválido estuviere en alguno de
los casos contemplados en el artículo 7º. Este
porcentaje se elevará al sesenta y cuarenta y tres
por ciento, respectivamente, cuando dichos hi-
jos dejen de tener derecho a pensión;”.

(307) Esta letra fue modificada por la letra a) del nú-
mero 6 del artículo 85 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la expresión
“la madre de hijos naturales reconocidos por el
causante” por “la madre o el padre de hijos de
filiación no matrimonial reconocidos por el o la
causante”.
El artículo vigésimo octavo transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de octubre de 2008.

(308) Esta letra fue modificada por la letra a) del nú-
mero 6 del artículo 85 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la expresión
“la madre de hijos naturales reconocidos por el
causante” por “la madre o el padre de hijos de
filiación no matrimonial reconocidos por el o la
causante”.
El artículo vigésimo octavo transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de octubre de 2008.

Continuación Nota (306)

(309) Este inciso fue reemplazado por la letra b) del
número 6 del artículo 85 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008.
El artículo vigésimo octavo transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo
era:
“Si dos o más personas invocaren la calidad de
cónyuge o de madre de hijo natural del causan-
te, a la fecha de fallecimiento de éste, el porcen-
taje que le correspondiere a cada una de ellas se
dividirá por el número de cónyuges o de madres
de hijos naturales que hubiere, respectivamente,
con derecho a acrecer entre ellas.”.

(310) Este inciso fue modificado por la letra c) del nú-
mero 6 del artículo 85 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar en su última
oración, a continuación de la palabra “madre” la
expresión “o padre”.
El artículo vigésimo octavo transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de octubre de 2008.

(311) Este artículo fue sustituido por el Nº 26 del ar-
tículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el
Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.
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Artículo 59. Para garantizar el financia-

miento de las obligaciones establecidas en el

artículo 54, las Administradoras contratarán

en conjunto, un seguro que deberá ser sufi-

ciente para cubrir íntegramente lo siguiente:(312)

a) Las pensiones de afiliados declarados in-

válidos parciales mediante el primer dic-

tamen;(313)

b) Los aportes adicionales que correspon-

dan a los afiliados señalados en la letra a)

anterior, cuando adquieran el derecho a

percibir pensiones de invalidez conforme

al segundo dictamen y a los afiliados de-

clarados inválidos totales;(314)

c) Los aportes adicionales que deban ente-

rarse cuando los afiliados señalados en la

letra a) anterior fallezcan;(315)

d) Los aportes adicionales que deban ente-

rarse para afiliados no pensionados que

fallezcan, y(315)

e) La contribución a que se refiere el inciso

tercero del artículo 53 que deba enterar-

se cuando los afiliados señalados en la

letra a) anterior, no adquieran el derecho

a pensiones de invalidez mediante el se-

gundo dictamen.

El Contrato de Seguro a que se refiere

este artículo deberá convenirse sobre la base

de una prima fija y única, calculada como un

porcentaje de la renta imponible del afiliado.

En ningún caso dicho contrato podrá conte-

ner disposiciones referidas a ajustes de

siniestralidad, participación por ingresos fi-

nancieros y cualquier otra estipulación que

modifique la prima fija y única antes mencio-

nada.(316)

En caso de quiebra o disolución de la

Administradora y mientras dure el proceso de

liquidación, los descuentos que se practiquen

a las cuentas de capitalización individual por

concepto de comisiones, de acuerdo al ar-

tículo 29, serán destinados, en primer lugar,

al pago de la prima del contrato de seguro

que señala el inciso primero de este artículo,

y serán inembargables en la parte que corres-

ponda a este pago. Por otra parte, subsistirá

la obligación de las Compañías de Seguros de

Vida que se adjudicaron la licitación de acuer-

do a lo que se establece en el artículo 59 bis

de financiar las pensiones de invalidez origi-

nadas por el primer dictamen y los respecti-

(312) Este inciso fue modificado por la letra a) del
número 46 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo
de 2008, en el sentido de sustituir la expre-
sión: “la Administradora contratará” por la si-
guiente: “las Administradoras contratarán en
conjunto,”.
El inciso primero del artículo cuadragésimo sép-
timo transitorio de la citada ley, establece que
esta modificación regirá a partir del 1 de julio
de 2009.

(313) Esta letra fue modificada por la letra a) del nú-
mero 46 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo
de 2008, en el sentido de agregar a continua-
ción de la palabra “inválidos” la palabra “par-
ciales”.
El inciso primero del artículo cuadragésimo sép-
timo transitorio de la citada ley, establece que
esta modificación regirá a partir del 1 de julio
de 2009.

(314) Esta letra fue modificada por la letra a) del nú-
mero 46 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de agregar al final, y antes
del punto y coma (;), la siguiente frase “y a los
afiliados declarados inválidos totales”.
El inciso primero del artículo cuadragésimo sép-
timo transitorio de la citada ley, establece que
esta modificación regirá a partir del 1 de julio
de 2009.

(315) Esta letra fue modificada por la letra a) del nú-
mero 46 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de

Continuación Notas (315)
2008, en el sentido de sustituir la expresión “ge-
neren pensiones de sobrevivencia” por la palabra
“fallezcan”.
El inciso primero del artículo cuadragésimo sépti-
mo transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación regirá a partir del 1 de julio de 2009.

(316) Este inciso fue agregado por la letra b) del núme-
ro 46 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

El inciso primero del artículo cuadragésimo sépti-
mo transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación regirá a partir del 1 de julio de 2009.
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vos aportes adicionales o contribuciones, se-
gún corresponda, a la Administradora en li-
quidación o a la Administradora en que los
afiliados involucrados se incorporen. Los fon-
dos que la Administradora en liquidación re-
ciba por estos conceptos serán inembarga-
bles.(317)(318)

Artículo 59 bis. El seguro a que se refiere
el artículo anterior será adjudicado mediante
una licitación pública. El proceso de licitación
será efectuado por las Administradoras de
Fondos de Pensiones, en conjunto, y se regi-
rá por las normas establecidas en la presente
ley y en las respectivas Bases de Licitación,
las que se sujetarán a lo dispuesto en la
norma de carácter general que dicten las Su-
perintendencias de Pensiones y de Valores y
Seguros para tales efectos.

Estarán facultadas para participar en la
licitación del seguro, las Compañías de Segu-
ros de Vida que se encuentren constituidas a
la fecha de la licitación.

El seguro será adjudicado a la o las Com-

pañías que presenten la mejor oferta econó-

mica, pudiendo adjudicarse a más de una

Compañía con el objeto de evitar una concen-

tración excesiva y cubrir la totalidad del ries-

go de invalidez y sobrevivencia.

El seguro será licitado en grupos separa-

dos, de acuerdo al sexo de los afiliados. En

caso de existir más de un grupo por sexo,

éstos se conformarán aleatoriamente. La nor-

ma de carácter general a que se refiere el

inciso primero regulará la forma y procedi-

miento a que se sujetará el proceso de licita-

ción, y las condiciones mínimas que contem-

plarán las Bases de Licitación. Dicha norma

estipulará, a lo menos, lo siguiente:

a) Criterio de adjudicación de los contratos;

b) La forma de cálculo de la prima que será

pagada a las Compañías adjudicatarias y

de aquella necesaria para financiar el se-

guro;

c) El procedimiento de conformación de gru-

pos de afiliados para ser licitados en un

mismo proceso;

d) El número máximo de grupos que una

Compañía podrá adjudicarse o el riesgo

máximo que podrá cubrir, conforme a lo

dispuesto en el inciso precedente;

e) La duración del período licitado, debiendo

ser el mismo para todos los contratos

suscritos en un mismo proceso, y

f) La mínima clasificación de riesgo que de-

berán tener las Compañías que participen

en la licitación. Por su parte, las Compa-

ñías cuya menor clasificación de riesgo

sea igual o inferior a BB no podrán partici-

par en las licitaciones.

La cotización destinada al financiamiento

del seguro a que se refiere el artículo 17,

expresada como un porcentaje de las remu-

neraciones y rentas imponibles, tendrá el ca-

rácter de uniforme para todos los afiliados al

Sistema, independientemente de la prima es-

tablecida en los contratos que las Administra-

(317) Este inciso fue modificado por la letra d) del nú-
mero 46 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de sustituir en la segunda
oración la expresión “la Compañía de Seguros”
por la siguiente: “las Compañías de Seguros de
Vida que se adjudicaron la licitación de acuerdo
a lo que se establece en el artículo 59 bis”.
El inciso primero del artículo cuadragésimo sépti-
mo transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación regirá a partir del 1 de julio de 2009.

(318) El anterior inciso segundo de este artículo, fue
eliminado por la letra c) del número 46 del ar-
tículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo cuadragésimo sépti-
mo transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación regirá a partir del 1 de julio de 2009.
El texto de este inciso anterior a su eliminación era:
“El contrato de seguro no exime, en forma algu-
na, a la Administradora de las responsabilidades
y obligaciones señaladas en el artículo 54.”.

Con anterioridad, este artículo fue sustituido por
el número 27 del artículo 1º de la Ley Nº 18.964,
publicada en el Diario Oficial de 10 de marzo de
1990.
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doras celebren con cada Compañía de Segu-

ros, en el respectivo proceso de licitación. La

forma de cálculo de esta cotización será esta-

blecida en la norma de carácter general a que

se refiere el inciso primero. El valor de dicha

cotización no podrá ser superior a la máxima

prima necesaria para financiar el seguro. La

prima establecida en los contratos antes men-

cionados, podrá modificarse en función de

variaciones significativas de la tasa de ínteres

de mercado y la tasa de siniestralidad, según

lo que establezcan las bases de licitación.

Las Administradoras deberán transferir la

cotización destinada al financiamiento del se-

guro a las Compañías de Seguros adjudicatarias,

en la forma que establezca la norma de carác-

ter general a que se refiere el inciso primero.

En caso de existir una diferencia, en ra-

zón del sexo de los afiliados, entre la cotiza-

ción destinada al financiamiento del seguro y

la prima necesaria para financiarlo, las Admi-

nistradoras deberán enterar la diferencia en

cada una de las cuentas de capitalización

individual de aquellos afiliados respecto de

los cuales se pagó una cotización superior a

dicha prima, de acuerdo a lo que establezca

la norma de carácter general a que se refiere

el inciso primero.

La cotización destinada al financiamiento

del seguro a que se refiere el artículo 17,

podrá contemplar la prima del seguro señala-

do en el inciso segundo del artículo 82.

Los trabajadores que se incorporen al Siste-

ma durante un período licitado serán asignados

a los contratos vigentes en la misma forma en

la cual se constituyeron los grupos de afiliados

indicados en la letra c) del inciso cuarto.

En caso de constitución de una nueva

Administradora, ésta deberá adherir a los con-

tratos de seguro vigentes, adquiriendo todos

los derechos y obligaciones establecidos en

aquéllos.

En caso de quiebra de alguna de las com-

pañías de seguros adjudicatarias de la licita-

ción, las restantes compañías adjudicatarias

asumirán el riesgo correspondiente a los si-

niestros ocurridos desde la quiebra de la com-

pañía y hasta que expire el período de vigen-

cia del contrato, pudiendo recalcularse la co-

tización destinada al financiamiento del segu-

ro, a que se refiere el artículo 17, de acuerdo

a lo que establezca la norma de carácter

general a que se refiere el inciso primero.(319)

Artículo 60. En caso de declararse la in-

validez parcial mediante el primer dictamen y

siempre que el afiliado se encuentre en algu-

na de las situaciones que señalan las letras a)

o b) del artículo 54, la Administradora iniciará

el pago de las pensiones de invalidez confor-

me lo establece el artículo 65 bis. Esta pen-

sión se devengará desde la fecha de declara-

ción de invalidez y se hará exigible a contar

del momento en que el primer dictamen que-

de ejecutoriado y hasta el mes en que quede

ejecutoriado el segundo dictamen o en que se

cumpla el plazo de tres meses señalado en el

inciso cuarto del artículo 4º.(320)

En el caso de declararse la invalidez me-

diante el segundo o único dictamen o de

producirse la muerte del afiliado, y siempre

que le fuere aplicable el artículo 54, la Admi-

nistradora enterará, en la cuenta de capitali-

(319) Este artículo fue agregado por el número 47 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(320) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 48 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar en la primera
oración entre las palabras “invalidez” y “median-
te” la palabra “parcial”. A su vez, reemplazar en
su segunda oración, la frase “hasta que el se-
gundo dictamen quede ejecutoriado o hasta que
expire el período” por la frase “hasta el mes en
que quede ejecutoriado el segundo dictamen o
en que se cumpla el plazo”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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zación individual del afiliado, el aporte adicio-
nal que corresponda. Esta obligación se hará
exigible a contar de la fecha en que el segundo
o único dictamen que declara la invalidez que-
de ejecutoriado o desde el momento en que se
solicite el beneficio en caso de muerte.(321)

Una vez enterado el aporte adicional a
que se refiere el inciso anterior, no se podrán
acreditar nuevos beneficiarios para los efec-
tos del cálculo del aporte adicional, sin perjui-
cio que éstos mantendrán su calidad de bene-
ficiarios de pensión.

La Administradora deberá enterar en la
cuenta de capitalización individual del afiliado
la contribución a que se refiere el artículo 53
a contar de la fecha en que el segundo dicta-
men que rechaza la invalidez quede
ejecutoriado, a partir de la fecha en que expi-
ra el período de seis meses señalado en el
inciso cuarto del artículo 4º.(322)

TITULO VI(323)

DE LAS PENSIONES DE VEJEZ,
INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA

Artículo 61. Los afiliados que cumplan
los requisitos establecidos en el artículo 3º
los afiliados declarados inválidos totales y los
afiliados declarados inválidos parciales, una
vez ejecutoriado el segundo dictamen, po-
drán disponer del saldo de su cuenta de capi-

talización individual con el objeto de consti-

tuir una pensión. La Administradora verificará

el cumplimiento de dichos requisitos, recono-

cerá el beneficio y emitirá el correspondiente

certificado.(324)

Para hacer efectiva su pensión, cada afi-

liado podrá optar por una de las siguientes

modalidades:

a) Renta Vitalicia Inmediata;

b) Renta Temporal con Renta Vitalicia Dife-

rida;(325)

c) Retiro Programado, o(325)

d) Renta Vitalicia Inmediata con Retiro Pro-

gramado.(326)

Artículo 61 bis. Para optar por una mo-

dalidad de pensión, los afiliados o sus bene-

ficiarios, en su caso, deberán previamente

recibir la información que entregue el Siste-

ma de Consultas y Ofertas de Montos de

Pensión, que se define en este artículo. Igual

procedimiento deberán seguir tanto los afi-

liados que cambian su modalidad de pensión

como los beneficiarios de pensión de sobre-

vivencia.

(321) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 48 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar entre las pala-
bras “segundo” y “dictamen” cada vez que apa-
rece en el texto, la expresión “o único”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(322) Este artículo fue sustituido por el Nº 28 del artículo
1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el Diario
Oficial de 10 de marzo de 1990.

(323) Este título fue sustituido por el artículo 1º,
Nº 27, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(324) Este inciso fue modificado por el número 49 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de reemplazar en la primera oración la ex-
presión “y los afiliados declarados inválidos”, por
la siguiente: “los afiliados declarados inválidos
totales y los afiliados declarados inválidos par-
ciales”.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

Con anterioridad, este inciso fue sustituido por
el número 29 del artículo 1º de la Ley Nº 18.964,
publicada en el Diario Oficial de 10 de marzo de
1990.

(325) Esta letra fue modificada por el artículo 1º,
Nº 7, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Diario
Oficial de 21 de febrero de 2004.

(326) Esta letra fue agregada por el artículo 1º, Nº 7,
de la Ley Nº 19.934, publicada en el Diario Ofi-
cial de 21 de febrero de 2004.
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Los afiliados o beneficiarios de pensión
de sobrevivencia deberán seleccionar perso-
nalmente su modalidad de pensión. No obs-
tante, podrán ejercer la opción a través de un
representante especialmente facultado para
ello mediante un poder notarial especial, que
deberá señalar la opción elegida por el afiliado.

Si el afiliado opta por la modalidad de
renta vitalicia podrá aceptar, alternativamen-
te, cualquier oferta efectuada en el Sistema de
Consultas y Ofertas de Montos de Pensión;
una efectuada fuera de él por alguna Compa-
ñía de Seguros que hubiera participado en el
Sistema, siempre que el monto de la pensión
sea superior al ofertado en dicho Sistema por
la misma Compañía, de acuerdo a lo que esta-
blezca la norma de carácter general a que se
refiere el inciso decimotercero de este artículo;
o solicitar la realización de un remate a través
del referido Sistema de Consultas.

Si el afiliado no optare por alguna de las
alternativas antes señaladas, podrá postergar
su decisión de pensionarse, a menos que la
consulta al Sistema definido en este artículo,
se hubiese ocasionado por una solicitud de
pensión de invalidez cuyo dictamen se en-
cuentre ejecutoriado.

Para que el remate a que se refiere este
artículo tenga lugar, los afiliados deberán se-
leccionar el tipo de renta vitalicia, indicando
al menos tres Compañías de Seguros de Vida
que podrán participar en él. En todo caso sólo
podrán participar en el remate aquellas Com-
pañías que haya indicado el afiliado. A su
vez, los afiliados deberán fijar la postura míni-
ma, que no podrá ser inferior al monto de la
mayor de las ofertas efectuadas en el Siste-
ma de Consultas por dichas Compañías.

Finalizado el proceso de remate, se adju-
dicará al mayor postor. En caso de igualdad
de los montos de las ofertas, se adjudicará el
remate a aquella oferta que seleccione el
afiliado. En este último caso, si el afiliado no
eligiera, la adjudicación se efectuará a la ofer-
ta de la Compañía de Seguros que presente la
mejor clasificación de riesgo; a igual clasifica-

ción de riesgo, se estará a lo señalado en la

norma de carácter general a que se refiere el
inciso decimotercero de este artículo. Para
efectos de lo señalado en este inciso, las
Administradoras deberán suscribir a nombre
de los afiliados o beneficiarios, los contratos
de rentas vitalicias a que haya lugar, en caso
de que éstos no los suscriban por sí mismos.

Con todo, el remate sólo tendrá el carácter
de vinculante, cuando al menos dos de las
Compañías seleccionadas por el afiliado pre-
senten ofertas de montos de pensión. En caso
que sólo una Compañía de Seguros de Vida
presente oferta de montos de pensión, los
afiliados podrán optar por aceptarla; solicitar
un nuevo remate; solicitar una oferta externa
de acuerdo a lo establecido en el inciso tercero
de este artículo; volver a realizar una consulta
en el Sistema o desistir de pensionarse.

Las Administradoras de Fondos de Pen-
siones y las Compañías de Seguros de Vida
deberán contar con sistemas propios de infor-
mación electrónico interconectados entre to-
das ellas, denominado Sistema de Consultas
y Ofertas de Montos de Pensión, a través del
cual deberán:

a) Recibir y transmitirse las solicitudes de
montos de pensión requeridas por los afi-
liados, indicando, en su caso, los tipos de
renta vitalicia previamente definidos por
aquéllos;

b) Recibir y transmitirse las ofertas de rentas
vitalicias de las Compañías de Seguros de
Vida y los montos de retiro programado
calculados por las Administradoras.

Las ofertas de rentas vitalicias deberán
referirse, a lo menos, a los tipos de renta
vitalicia indicados por el afiliado. En caso
que éste no hubiese manifestado su pre-
ferencia, las ofertas deberán referirse, al
menos, a una renta vitalicia inmediata
simple, sin perjuicio de una solicitud pos-
terior en que el afiliado indique otro u
otros tipos de renta vitalicia.

Las ofertas de rentas vitalicias deberán

presentarse en unidades de fomento, con
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excepción de aquellas con componente

variable, el cual podrá expresarse en otras

unidades o monedas que para estos efec-

tos autorice la Superintendencia de Valo-

res y Seguros. La oferta que se efectúe en

el Sistema se emitirá explicitando la pen-

sión e indicando el porcentaje de comisión

o retribución de referencia, que se utilizará

sólo para los efectos de la cotización a

través del Sistema. En el evento que la

comisión o retribución que pague la Com-

pañía sea inferior a la de referencia antes

indicada o bien no exista comisión o retri-

bución, la pensión será incrementada en la

forma que establezca la norma de carácter

general a que se refiere el inciso decimo-

tercero de este artículo. Con todo, la pen-

sión que efectivamente se pague no podrá

ser inferior a la pensión ofertada en el

Sistema, por la misma Compañía, en base

a la comisión o retribución de referencia.

Esta comisión o retribución de referencia

será fijada por decreto supremo conjunto

de los Ministerios de Hacienda y de Traba-

jo y Previsión Social, y regirá por veinti-

cuatro meses a contar del día primero del

mes siguiente a su publicación en el Diario

Oficial. Expirado dicho plazo y mientras no

lo establezca un nuevo decreto supremo,

el guarismo que se encuentre en aplica-

ción mantendrá su vigencia.

Por su parte, bajo la modalidad de retiro

programado y renta temporal se deberán

informar al afiliado los montos de pen-

sión, en unidades de fomento, y sus res-

pectivas comisiones. En el caso del retiro

programado, deberá informarse el monto

de pensión y comisión mensual para el

primer año, una estimación del monto de

la pensión mensual, una estimación del

monto de comisión mensual, para cada

uno de los años siguientes, por el período

equivalente a la esperanza de vida del

afiliado más tres años, y el monto prome-

dio de dichas pensiones y comisiones. La

mencionada estimación se efectuará utili-

zando las tablas de mortalidad y tasa de

interés vigentes para el cálculo del retiro

programado; y

c) Informar al afiliado que realiza la consul-
ta, los montos mensuales de pensión ofre-
cidos, de acuerdo a lo señalado en la letra
b) anterior.

Podrán también participar del Sistema a
que alude este artículo, en las mismas condicio-
nes requeridas a las Administradoras de Fondos
de Pensiones y a las Compañías de Seguros de
Vida, las sociedades filiales bancarias a que se
refiere la letra a) del artículo 70, del Decreto
con Fuerza de Ley Nº 3, de 1997, del Ministe-
rio de Hacienda, que efectúen asesorías previ-
sionales y los asesores previsionales, previa-
mente autorizados por las Superintendencias
de Pensiones y de Valores y Seguros.(327)

Las Administradoras de Fondos de Pen-
siones, las Compañías de Seguros de Vida y
los asesores previsionales que participen en
el Sistema de Consultas y Ofertas de Montos
de Pensión, deberán garantizar la prestación
ininterrumpida e integrada del servicio que
presta dicho Sistema, de forma que permita a
cada uno de ellos recibir y transmitir las con-
sultas y ofertas señaladas en este artículo.
Para la incorporación de los partícipes al Sis-
tema, sólo se podrá exigir una retribución
eficiente, no discriminatoria y de acuerdo a la

estructura de costos del servicio.(328)

(327) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 50 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008,
en el sentido de reemplazar la expresión “correta-
je de seguros, y los corredores de seguros de ren-
tas vitalicias, previamente autorizados por la Su-
perintendencia de Valores y Seguros” por “aseso-
rías previsionales y los asesores previsionales, pre-
viamente autorizados por las Superintendencias de
Pensiones y de Valores y Seguros”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(328) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 50 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la expresión
“corredores de seguros de rentas vitalicias” por
“asesores previsionales”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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Las Administradoras de Fondos de Pen-

siones, las Compañías de Seguros de Vida y

los asesores previsionales que participen en

el Sistema de Consultas y Ofertas de Montos

de Pensión, serán responsables de la transmi-

sión íntegra de la información de dicho Siste-

ma. Asimismo, deberán resguardar la privaci-

dad de la información que manejen de acuer-

do a lo dispuesto en la Ley Nº 19.628, sobre

protección de datos de carácter personal, y

quedarán sujetas a las responsabilidades que

en dicha ley se establecen.(329)

El que obtenga beneficio patrimonial ilíci-

to mediante fraude al afiliado o a sus benefi-

ciarios o el que haga uso no autorizado de los

datos de éstos, que en virtud de este artículo

deban proporcionarse al Sistema o de aque-

llos contenidos en el listado a que se refiere el

artículo 72 bis, será sancionado con las pe-

nas establecidas en el artículo 467 del Códi-

go Penal, sin perjuicio de las demás sancio-

nes legales o administrativas que correspon-

dan.

Una norma de carácter general que dicta-

rán conjuntamente las Superintendencias de

Administradoras de Fondos de Pensiones y

de Valores y Seguros, regulará las materias

relacionadas con el Sistema de Consultas y

Ofertas de Montos de Pensión. Dicha norma

establecerá, a lo menos, la información que

deberá transmitirse, los plazos a que deberá

sujetarse aquella, los estándares que los par-

tícipes deberán cumplir en la interconexión

entre ellos, incluidos los niveles de seguridad

concordantes con los principios de transfe-

rencia electrónica de datos y la información

que deberá proporcionarse al afiliado.

Respecto de los fondos efectivamente

traspasados desde la cuenta de capitalización

individual del afiliado, con exclusión de aque-

llos que eran susceptibles de ser retirados

como excedente de libre disposición, las Com-

pañías de Seguros de Vida sólo podrán pagar,

directa o indirectamente, a los intermediarios

o agentes de ventas que intervengan en la

comercialización de rentas vitalicias, una co-

misión o retribución que no podrá ser superior

a aquella tasa máxima fijada como un porcen-

taje de dichos fondos. Dicho guarismo tendrá

una duración de veinticuatro meses a partir

de la vigencia de esta ley. Expirado dicho plazo,

este guarismo podrá ser fijado nuevamente

mediante decreto supremo conjunto de los

Ministerios de Hacienda y de Trabajo y Previ-

sión Social, previo requerimiento contenido

en resolución fundada de las Superintenden-

cias de Administradoras de Fondos de Pen-

siones y de Valores y Seguros. Dicha resolu-

ción considerará antecedentes técnicos rele-

vantes solicitados, entre otras, a las entida-

des fiscalizadas. En todo caso, con al menos

quince días de anterioridad a la emisión de la

referida resolución, el nuevo guarismo pro-

puesto y sus fundamentos serán de conoci-

miento público. Cada vez que se efectúe una

modificación a la mencionada comisión, el

nuevo guarismo tendrá una vigencia de vein-

ticuatro meses.

Las Compañías de Seguros de Vida no

podrán pagar a sus dependientes, a los inter-

mediarios y agentes de venta de renta vitali-

cia u otras personas que intervengan en la

comercialización de éstas, ninguna otra re-

muneración variable, honorarios, bonos, pre-

mios o pagos por concepto de la intermedia-

ción o venta de rentas vitalicias, sean ellos en

dinero o especies que excedan el monto de la

comisión por intermediación o retribución por

venta a que se refiere el inciso anterior, como

tampoco financiar los gastos en que deban

incurrir para su cometido. Se exceptúan de

esta disposición las remuneraciones fijas y

permanentes y otros beneficios laborales de

carácter general, permanentes, uniformes y

universales, que emanen de un contrato de

(329) Este inciso fue modificado por la letra c) del nú-
mero 50 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar en la primera
oración, la expresión “corredores de seguros” por
“asesores previsionales”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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trabajo como dependiente con la respectiva

Compañía.(330)

Párrafo 1º

De la Renta Vitalicia Inmediata

y de la Renta Vitalicia Inmediata

con Retiro Programado(331)

Artículo 62. Renta Vitalicia Inmediata es

aquella modalidad de pensión que contrata

un afiliado con una Compañía de Seguros de

Vida, en la que ésta se obliga al pago de una

renta mensual, desde el momento en que se

suscribe el contrato y hasta su fallecimiento y

a pagar pensiones de sobrevivencia a sus

beneficiarios señalados en el artículo 5º, se-

gún corresponda.

El contrato de seguro a que se refiere el

inciso precedente deberá ajustarse a las nor-

mas generales que dicte la Superintendencia

de Valores y Seguros y tendrá el carácter de

irrevocable. Las mencionadas normas debe-

rán resguardar la naturaleza previsional de

este seguro y permitir una adecuada compa-

ración de las ofertas de pensión. En forma

previa a la emisión de estas normas la Super-

intendencia de Valores y Seguros consultará

la opinión de la Superintendencia de Pensio-

nes. En todo caso, para el cálculo de la renta

deberá considerarse el total del saldo de la

cuenta individual del afiliado, salvo que éste

opte por retirar excedentes de libre disposi-

ción en conformidad al inciso sexto. “El mon-

to de la renta mensual que resulte de aplicar

lo anterior, podrá ser constante o variable en

el tiempo. Las rentas vitalicias constantes y

la parte fija de las rentas vitalicias variables,

deberán expresarse en unidades de fomento.

El componente variable podrá expresarse en

moneda de curso legal, en moneda extranjera

o en un índice asociado a carteras de inver-

sión que sea autorizado por la misma Super-

intendencia. En el caso de que la renta men-

sual pactada sea variable, el componente fijo

de la renta vitalicia deberá cumplir con el

requisito que establece el inciso siguiente, a

menos que se trate de una pensión de vejez

anticipada, en cuyo caso el componente fijo

de la renta pactada deberá ser al menos equi-

valente al cien por ciento de la pensión máxi-

ma con aporte solidario.(332)

Por la modalidad de renta vitalicia inmedia-

ta sólo podrán optar aquellos afiliados que pue-

dan contratar una renta que sea igual o mayor

que la pensión básica solidaria de vejez.(333)

El contrato de seguro de renta vitalicia se

perfecciona mediante la aceptación por escri-

to del afiliado de la oferta de la Compañía de

Seguros de Vida de su elección o la adjudica-

ción en remate, debiendo el asegurador con-

tratante remitir a la Administradora la póliza y

demás antecedentes que acrediten el cumpli-

miento de lo dispuesto en el artículo 61 bis.

(330) Este artículo fue intercalado por el artículo 1º,
Nº 8, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Diario
Oficial de 21 de febrero de 2004.

(331) El nombre de este párrafo fue reemplazado por el
artículo 1º, Nº 9, de la Ley Nº 19.934, publicada
en el Diario Oficial de 21 de febrero de 2004.

(332) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 6 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar en su última
oración la expresión “ciento cincuenta por ciento
de la pensión mínima a que se refiere el inciso
antes señalado”, por la siguiente: “cien por cien-
to de la pensión máxima con aporte solidario”.
El inciso 1 del artículo decimoquinto transitorio de
la citada ley, establece que esta modificación en-
trará en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.
A la vez, este inciso fue modificado por la letra
a) del número 51 del artículo 91 de la Ley
Nº 20.255, publicada en el Diario Oficial de 17
de marzo de 2008, en el sentido de intercalar su
oración segunda nueva.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(333) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 6 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la frase: “la
pensión mínima de vejez garantizada por el Esta-
do, a que se refiere el artículo 73”, por la si-
guiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.
El inciso 2º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS 6161616161

Boletín Oficial Dirección del Trabajo Septiembre236 / 2008

Una vez que la Administradora reciba la póli-
za y dichos antecedentes, deberá traspasar a
la Compañía los fondos de la cuenta indivi-
dual del afiliado que sean necesarios para
pagar la prima, previa certificación del cum-
plimiento del requisito establecido en el inci-
so anterior. Los plazos en los cuales deberán
cumplirse los procedimientos señalados en
este inciso, serán establecidos mediante una
norma de carácter general que dictarán con-
juntamente las Superintendencias de Admi-
nistradoras de Fondos de Pensiones y de Va-
lores y Seguros.(334)

Efectuado el traspaso a la Compañía de
Seguros respectiva, entrará en vigencia el
contrato y ésta será exclusivamente res-
ponsable y obligada al pago de las rentas
vitalicias y pensiones de sobrevivencia con-
tratadas, al afiliado y a sus beneficiarios,
cuando corresponda.

Los afiliados que contraten una renta vi-
talicia mayor o igual al cien por ciento de la
pensión máxima con aporte solidario y al
setenta por ciento del promedio de las remu-
neraciones percibidas y rentas declaradas,
calculado según lo establecido en el artículo
63, una vez pagada la prima a la Compañía
de Seguros, podrán disponer libremente del
excedente que quedare en la cuenta de capi-
talización individual. Tratándose de afiliados
declarados inválidos se considerará el setenta

por ciento del ingreso base.(335)

Sin perjuicio de lo anterior, el afiliado po-
drá siempre disponer de dicho excedente, para
incrementar el monto de la pensión que
estuviere percibiendo. En tal caso, transferirá
el excedente a la Compañía de Seguros con la
cual hubiere contratado la renta vitalicia, de-
biendo celebrar un nuevo contrato de seguro.

Los afiliados o beneficiarios de pensión
que opten por contratar una renta vitalicia
con la misma Compañía de Seguros de Vida
obligada al pago del aporte adicional, en con-
formidad al artículo 60, tendrán derecho a
suscribir el contrato con ésta, aun cuando no
hubiera presentado ofertas de acuerdo a lo
dispuesto en el artículo 61 bis, y a que se les
pague una renta vitalicia inmediata sin condi-
ciones especiales de cobertura, no inferior al
ciento por ciento de las pensiones de referen-
cia establecidas en los artículos 56 y 58, según
corresponda, sin considerar en su financia-
miento aquella parte del saldo de la cuenta de
capitalización individual integrado por cotiza-
ciones voluntarias, depósitos de ahorro previ-
sional voluntario, depósitos de ahorro previ-
sional voluntario colectivo y depósitos conve-
nidos. Esta opción deberá ser ejercida dentro
de los 35 días siguientes a la fecha de la
notificación de las ofertas efectuadas por las
Compañías de Seguros de Vida, en conformi-
dad a lo establecido en el inciso octavo del
artículo 61 bis.(336)

Artículo 62 bis. Renta Vitalicia Inmediata
con Retiro Programado es aquella modalidad
de pensión por la cual el afiliado contrata con
una Compañía de Seguros de Vida una Renta
Vitalicia Inmediata con una parte del saldo de

la cuenta de capitalización individual, aco-

(334) Este inciso fue sustituido por el artículo 1º, Nº 10,
letra b), de la Ley Nº 19.934, publicada en el
Diario Oficial de 21 de febrero de 2004.

(335) Este inciso fue modificado por la letra c) del nú-
mero 6 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar en su primera
oración la expresión “ciento cincuenta por ciento
de la pensión mínima de vejez señalada en el ar-
tículo 73”, por: “cien por ciento de la pensión
máxima con aporte solidario”.
El inciso 1º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra c) del número 10 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.934, publicada en el Diario Oficial de 21
de febrero de 2004.

(336) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 51 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar al final de la
primera oración, entre la expresión “previsional
voluntario” y la expresión “y depósitos conveni-
dos”, lo siguiente: “, depósitos de ahorro previ-
sional voluntario colectivo”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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giéndose con la parte restante a la modalidad

de Retiro Programado. En este caso, la pen-

sión corresponderá a la suma de los montos

percibidos por cada una de las modalidades.

Sólo podrán optar por esta modalidad aque-

llos afiliados que puedan obtener una renta

vitalicia inmediata que sea igual o mayor que

la pensión básica solidaria de vejez.(337)

Bajo esta modalidad de pensión tendrán

derecho a retirar excedente de libre disposi-

ción los afiliados que obtengan una pensión

mayor o igual al cien por ciento de la pensión

máxima con aporte solidario y al setenta por

ciento del promedio de las remuneraciones

percibidas y rentas declaradas, calculado se-

gún lo establecido en el artículo siguiente. Tratán-

dose de afiliados declarados inválidos se consi-

derará el setenta por ciento del ingreso base.(338)

No obstante lo establecido en el inciso

tercero del artículo 23, los afiliados que se-

leccionen la modalidad de pensión definida en

este artículo, y que contraten una Renta Vita-

licia Inmediata constante que cumpla con los

requisitos señalados en el inciso anterior, po-

drán optar por cualquiera de los Fondos de la

Administradora, con aquella parte del saldo

con la que se acogen a la modalidad de retiro

programado.

El afiliado podrá solicitar a su Administra-

dora una disminución del monto a que tiene

derecho a percibir bajo la modalidad de Retiro

Programado. Asimismo, podrá solicitar que el

monto percibido por Retiro Programado se

ajuste, de modo tal que la suma de éste y

aquél percibido por Renta Vitalicia, se iguale

al cien por ciento del valor de la pensión

básica solidaria de vejez, en el caso en que el

afiliado no cumpla los requisitos para acceder

al sistema de pensiones solidarias.(339)

Cuando el afiliado haya seleccionado la

modalidad de Renta Vitalicia Inmediata con

Retiro Programado, la Compañía de Seguros

obligada al pago del aporte adicional, estará

obligada a suscribir el contrato y a pagar una

renta vitalicia no inferior al producto entre, la

proporción del saldo de la cuenta de capitali-

zación individual del trabajador que éste deci-

da traspasar a la referida Compañía y el cien-

to por ciento de las pensiones de referencia

establecidas en el artículo 56. Para este efec-

to, se considerará aquella parte del saldo de

la cuenta de capitalización individual señala-

do en el inciso octavo del artículo 62.

Con todo, esta modalidad quedará sujeta

a las mismas normas que el Retiro Programa-

do y la Renta Vitalicia Inmediata, según co-

rresponda, en todas aquellas materias no re-

guladas en este artículo.(340)

Artículo 63. El promedio de las remunera-

ciones a que se refiere el inciso sexto del

(337) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 7 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar en su última
oración la frase “la pensión mínima de vejez ga-
rantizada por el Estado a que se refiere el artícu-
lo 73”, por la siguiente: “la pensión básica soli-
daria de vejez”.
El inciso 2º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.

(338) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 7 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar en su primera
oración la expresión “ciento cincuenta por ciento
de la pensión mínima de vejez señalada en el ar-
tículo 73”, por la siguiente: “ cien por ciento de
la pensión máxima con aporte solidario”.
El inciso 1º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.

(339) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 7 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la expresión
“valor de la pensión mínima que señala el artícu-
lo 73”, por la siguiente: “cien por ciento del va-
lor de la pensión básica solidaria de vejez, en el
caso en que el afiliado no cumpla los requisitos
para acceder al sistema de pensiones solidarias”.

El inciso 2º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.

(340) Este artículo fue intercalado por el artículo 1º,
Nº 11, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Dia-
rio Oficial de 21 de febrero de 2004.
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artículo 62, será el que resulte de dividir la

suma de todas las remuneraciones imponibles

percibidas y de rentas declaradas en los últi-

mos diez años anteriores al mes en que se

acogió a pensión de vejez, por ciento veinte,

siempre que el número de meses en que no

hubiere cotizaciones efectivamente enteradas

fuera menor o igual a dieciséis. En caso con-

trario, dicha suma se dividirá por ciento vein-

te menos el número de meses sin cotizacio-

nes efectivamente enteradas que excedan los

dieciséis. Si durante dichos años el afiliado

hubiera percibido pensiones de invalidez otor-

gadas conforme a un primer dictamen, se

aplicará lo establecido en el inciso quinto del

artículo 57, sin considerar el límite en él

referido.(341)

Las remuneraciones imponibles percibidas

y rentas declaradas deberán estar debida-

mente actualizadas. Para estos efectos, la

Superintendencia de Administradoras de Fon-

dos de Pensiones deberá publicar mensual-

mente los factores de actualización corres-

pondientes, los que se sujetarán a las varia-

ciones experimentadas por el Indice de Pre-

cios al Consumidor del Instituto Nacional de

Estadísticas entre el último día del mes en

que fueron percibidas las remuneraciones o

declaradas las rentas y el último día del mes

anterior a la fecha a la cual se están actuali-

zando.(342)

Párrafo 2º

De la renta temporal

con renta vitalicia diferida

Artículo 64. Renta Temporal con Renta

Vitalicia Diferida es aquella modalidad de pen-

sión por la cual el afiliado contrata con una

Compañía de Seguros de Vida el pago de una

renta mensual a contar de una fecha futura,

determinada en el contrato, reteniendo en su

cuenta de capitalización individual los fondos

suficientes para obtener de la Administradora

una renta temporal durante el período que

medie entre la fecha en que se ejerce la

opción por esta modalidad y la fecha en que

la renta vitalicia diferida comienza a ser paga-

da por la Compañía de Seguros con la que se

celebró el contrato.

La renta vitalicia diferida que se contrate

no podrá ser inferior al cincuenta por ciento

del primer pago mensual de la renta temporal,

ni tampoco superior al cien por ciento de

dicho primer pago.

El contrato de seguro a que se refiere

este artículo se regirá por las normas que

establecen los incisos primero al quinto del

artículo 62. En todo caso para los efectos de

lo dispuesto en el inciso segundo del citado

artículo, sólo se considerará el saldo de la

cuenta de capitalización individual que se des-

tine a la renta vitalicia diferida. No obstante,

en cualquier momento las partes podrán anti-

cipar la fecha a partir de la cual la compañía

aseguradora iniciará el pago de la renta vitali-

cia diferida, siguiendo alguno de los procedi-

mientos señalados a continuación:

a) Disminuyendo el monto de la renta ase-

gurada, la que, en todo caso, estará suje-

ta a la limitación que establece el inciso

tercero del artículo 62;

b) Pagando una prima adicional con cargo al

saldo que mantuviere en su cuenta de

capitalización individual o voluntaria, o

c) Una combinación de las anteriores.

Renta temporal es aquel retiro, convenido

con la Administradora, que realiza el afiliado

con cargo a los fondos que mantuviere en su

cuenta de capitalización individual, después

de contratada una renta vitalicia diferida. La

renta temporal será una cantidad anual ex-

presada en Unidades de Fomento y se pagará

en doce mensualidades. Corresponderá al flu-

jo que resulte al igualar aquella parte del

saldo de la cuenta de capitalización individual

que el afiliado destine a este objeto, después

(341) Este inciso fue reemplazado por el artículo 1º,
Nº 12, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Dia-
rio Oficial de 21 de febrero de 2004.

(342) Ver Ley Nº 18.646, publicada en el Diario Oficial
de 29 de agosto de 1987, artículo 4º transitorio.
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de traspasados los fondos a la compañía ase-
guradora, con el valor actual de pagos anuales
iguales anticipados, durante el período que
dure la renta temporal, actualizado por la tasa
de interés calculada en la forma que se esta-
blezca por los Ministerios del Trabajo y Previ-
sión Social y de Hacienda mediante decreto
supremo conjunto. Para el cálculo de esta tasa
se podrán considerar parámetros tales como la
tasa implícita de las rentas vitalicias, el prome-
dio de rentabilidad real de los Fondos de Pen-
siones y las tasas de interés de largo plazo
vigentes al momento del cálculo.(343)

Dicho cálculo deberá ajustarse anualmen-
te, a contar de la fecha en que fue determina-
do por primera vez, y cada vez que por razo-
nes fundadas lo requieran conjuntamente las
Superintendencias de Administradoras de Fon-

dos de Pensiones y de Valores y Seguros.(344)

En todo caso, el afiliado podrá optar,
durante el período de renta temporal, por
retirar una suma inferior, como también por
que su renta temporal mensual sea ajustada
al cien por ciento del valor de la pensión
básica solidaria de vejez, en el caso en que el
afiliado no cumpla los requisitos para acceder
al sistema de pensiones solidarias.(345)

El afiliado que hubiere contratado una
renta vitalicia diferida mayor o igual al ciento
cincuenta por ciento de la pensión mínima de
vejez señalada en el artículo 73 y al menos
igual al setenta por ciento del promedio de
sus remuneraciones percibidas y rentas de-
claradas, calculado según lo establecido en el
artículo 63 o del ingreso base cuando se trate
de afiliados declarados inválidos, y mientras
la renta temporal que percibiere fuere mayor
o igual a dicha renta vitalicia, podrá optar por
disponer libremente del excedente de su cuen-
ta de capitalización individual por sobre los
fondos necesarios para financiar la renta tem-

poral convenida con la Administradora.(346)

(343) Este inciso fue modificado por el número 52 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el senti-
do de reemplazar en la tercera oración la siguiente
frase: “que resulte del promedio ponderado entre
la rentabilidad real anual de todos los Fondos del
mismo Tipo y la tasa de interés implícita en las
rentas vitalicias otorgadas según esta ley, en la for-
ma que señale la Superintendencia de Administra-
doras de Fondos de Pensiones, según lo establezca
el Reglamento” por “calculada en la forma que se
establezca por los Ministerios del Trabajo y Previ-
sión Social y de Hacienda mediante decreto supre-
mo conjunto”. Asimismo, reemplazar la última ora-
ción de este inciso por la siguiente: “Para el cálculo
de esta tasa se podrán considerar parámetros tales
como la tasa implícita de las rentas vitalicias, el
promedio de rentabilidad real de los Fondos de Pen-
siones y las tasas de interés de largo plazo vigen-
tes al momento del cálculo.”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra a) del número 13 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.934, publicada en el Diario Oficial de 21
de febrero de 2004.

(344) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 13, letra b), de la Ley Nº 19.934, publicada en
el Diario Oficial de 21 de febrero de 2004, en el
sentido de reemplazar la expresión “lo requiera la
Superintendencia de Administradoras de Fondos
de Pensiones”, por “lo requieran conjuntamente
las Superintendencias de Administradoras de Fon-
dos de Pensiones y de Valores y Seguros”.

(345) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 8 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008,
en el sentido de reemplazar la expresión “al mon-
to de la pensión mínima que señala el artículo 73”,
por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la
pensión básica solidaria de vejez, en el caso en
que el afiliado no cumpla los requisitos para acce-
der al sistema de pensiones solidarias”.
El inciso 2º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.
Con anterioridad, este inciso fue intercalado por
la letra c) del número 13 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.934, publicada en el Diario Oficial de 21
de febrero de 2004.

(346) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 8 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la expresión
“ciento cincuenta por ciento de la pensión míni-
ma de vejez señalada en el artículo 73”, por la
siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima
con aporte solidario”.
El inciso 1º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1º de julio de 2012.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra d) del número 13 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.934, publicada en el Diario Oficial de 21
de febrero de 2004.



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS 6565656565

Boletín Oficial Dirección del Trabajo Septiembre236 / 2008

Párrafo 3º

Del retiro programado

Artículo 65. Retiro Programado es aque-

lla modalidad de pensión que obtiene el afilia-

do con cargo al saldo que mantiene en su

cuenta de capitalización individual, como re-

sultado de retirar anualmente la cantidad ex-

presada en Unidades de Fomento que resulte

de dividir cada año el saldo efectivo de su

cuenta de capitalización individual por el ca-

pital necesario para pagar una unidad de pen-

sión al afiliado y, fallecido éste, a sus beneficia-

rios, de acuerdo a los porcentajes estableci-

dos en el artículo 58.

El capital necesario se calculará utilizando

las bases técnicas y la tasa de interés a que se

refiere el inciso cuarto del artículo 64, en la

forma que señale la Superintendencia de Ad-

ministradoras de Fondos de Pensiones, con-

juntamente con la Superintendencia de Valo-

res y Seguros, según lo establezca el regla-

mento. En todo caso, para el cálculo del capi-

tal necesario se utilizarán las tablas de mortali-

dad y expectativas de vida que para estos

efectos establecerá la Superintendencia de

Administradoras de Fondos de Pensiones con-

juntamente con la Superintendencia de Valo-

res y Seguros. Para efectos de evaluar la ade-

cuación de las tablas de mortalidad vigentes,

ambas Superintendencias deberán intercam-

biar anualmente las bases de datos sobre los

pensionados acogidos a retiro programado y

renta vitalicia, según corresponda.(347)

La anualidad que resulte de aplicar lo

dispuesto en el inciso primero se pagará en

doce mensualidades y se corregirá por un fac-
tor de ajuste, determinado de acuerdo a lo que
establezca la Superintendencia en norma de
carácter general, siempre que la pensión autofi-
nanciada de referencia del afiliado sea superior
a la pensión máxima con aporte solidario o que
el afiliado no cumpla con los requisitos para ac-
ceder al sistema de pensiones solidarias. El ci-
tado factor deberá ser tal que permita suavizar
los cambios en el monto de la pensión produc-
to del recálculo del retiro programado.(348)

En todo caso, el afiliado podrá optar por
retirar una suma inferior, como también po-
drá optar porque el retiro mensual que efec-
túe sea ajustado al cien por ciento del valor
de la pensión básica solidaria de vejez, en el
caso en que el afiliado no cumpla los requisi-
tos para acceder al sistema de pensiones
solidarias.(349)

El afiliado que haga uso de la opción de

retiro programado, para quien el saldo de su

(347) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 53 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de agregarle su oración final.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra a) del número 14 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.934, publicada en el Diario Oficial de 21
de febrero de 2004.

(348) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 53 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de agregar a continuación de
la palabra “mensualidades” lo siguiente “y se
corregirá por un factor de ajuste, determinado de
acuerdo a lo que establezca la Superintendencia
en norma de carácter general, siempre que la pen-
sión autofinanciada de referencia del afiliado sea
superior a la pensión máxima con aporte solida-
rio o que el afiliado no cumpla con los requisitos
para acceder al sistema de pensiones solidarias.
El citado factor deberá ser tal que permita sua-
vizarlos cambios en el monto de la pensión pro-
ducto del recálculo del retiro programado”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(349) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 9 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008,
en el sentido de reemplazar la frase: “al monto de
la pensión mínima que señala el artículo 73”, por
la siguiente: “al cien por ciento del valor de la
pensión básica solidaria de vejez, en el caso en
que el afiliado no cumpla los requisitos para acce-
der al sistema de pensiones solidarias”.
El inciso 2º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.
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cuenta de capitalización individual, a la fecha
en que se determine el retiro a que se refiere
el inciso primero, fuere superior al saldo míni-
mo requerido, podrá disponer libremente del
excedente.

Se entenderá por saldo mínimo requerido
el capital necesario para pagar, al afiliado y a
sus beneficiarios, de acuerdo con los porcen-
tajes establecidos en el artículo 58, una pen-
sión equivalente al setenta por ciento del pro-
medio de remuneraciones a que se refiere el
artículo 63 o al setenta por ciento del ingreso
base, cuando se trate de afiliados declarados
inválidos.(350)

No obstante, el saldo mínimo requerido
deberá ser mayor o igual que el capital necesa-
rio para pagar al afiliado el equivalente al cien
por ciento de la pensión máxima con aporte
solidario y la proporción de ésta que corres-
ponda a cada beneficiario, vigente al momento
del cálculo. Con todo, el saldo mínimo no
podrá ser inferior al requerido para financiar
una pensión que cumpla los requisitos antes
definidos, en la modalidad de renta vitalicia
inmediata sin condiciones especiales de cober-
tura, la que se determinará sobre la base del
costo por unidad de pensión promedio de las
ofertas seleccionables por el afiliado, recibidas
a través del sistema de consultas.(351)

El capital necesario a que se refieren los

dos incisos anteriores se calculará de la for-

ma que señala el inciso segundo de este

artículo.

Párrafo 4º
De las pensiones de invalidez(352)

Artículo 65 bis. Los afiliados declarados
inválidos parciales que se encuentren en algu-
na de las situaciones descritas en las letras a)
y b) del artículo 54, tendrán derecho a percibir
pensiones de invalidez conforme al primer dic-
tamen, cuyo monto estará expresado en Uni-
dad de Fomento y será igual al ciento por
ciento de la pensión de referencia establecida
en el artículo 56. En caso que ésta fuere infe-
rior al cien por ciento del valor de la pensión
básica solidaria de vejez y siempre que el
afiliado no cumpla los requisitos para acceder
al sistema de pensiones solidarias, éste podrá
optar por que su pensión se ajuste a la pensión
básica solidaria utilizando fondos de su cuenta
de capitalización individual.(353)

Tratándose de afiliados declarados inváli-
dos parciales que no se encuentren en algu-

nas de las situaciones señaladas en el artículo

(350) Este inciso fue sustituido por el artículo 1º,
Nº 14, letra b), de la Ley Nº 19.934, publicada
en el Diario Oficial de 21 de febrero de 2004.

(351) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 9 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar en su primera
oración la frase: “ciento cincuenta por ciento de
una pensión mínima de vejez garantizada por el
Estado”, por la siguiente: “cien por ciento de la
pensión máxima con aporte solidario”.
El inciso 1º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra c) del número 14 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.934, publicada en el Diario Oficial de 21
de febrero de 2004.

(352) Este epígrafe fue sustituido por el Nº 32 del ar-
tículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el
Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.

(353) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 10 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar en su segun-
da oración la frase “al monto de la pensión míni-
ma que señala el artículo 73, el afiliado”, por la
siguiente: “al cien por ciento del valor de la pen-
sión básica solidaria de vejez y siempre que el
afiliado no cumpla los requisitos para acceder al
sistema de pensiones solidarias, éste”, y la ex-
presión “la mínima”, por las palabras: “la pen-
sión básica solidaria”.
El inciso 2º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.
A la vez, este inciso fue modificado por la letra
a) del número 54 del artículo 91 de la Ley
Nº 20.255, publicada en el Diario Oficial de 17
de marzo de 2008, en el sentido de intercalar en
la primera oración, entre la expresión “inválidos”
y la palabra “que”, la expresión “parciales”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008
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54, tendrán derecho a percibir pensiones con-
forme al primer dictamen de invalidez bajo la
modalidad de retiros programados, equivalen-
tes al setenta por ciento de dicho retiro deter-
minado en conformidad a lo señalado en el
artículo 65. Esta pensión no estará afecta a las
comisiones señaladas en el inciso segundo del
artículo 29. Con todo, el afiliado no podrá
optar por retirar excedentes de libre disposi-
ción mientras su pensión de invalidez no se
pague de acuerdo a un segundo dictamen.(354)

Los afiliados declarados inválidos parciales,
una vez ejecutoriado el segundo dictamen, po-
drán acogerse a alguna de las modalidades de
pensión que señala el artículo 61. Sin embargo,
para el financiamiento de la pensión, no podrá
considerarse el saldo retenido, el que se desti-
nará a recalcular el monto de la pensión que el
afiliado estuviere percibiendo o a financiar una
nueva pensión de acuerdo a lo establecido en el
inciso sexto del artículo 69, cuando la invalidez
sea declarada total, el afiliado cumpla la edad
señalada en el artículo 3º, o se acoja a pensión
de vejez en conformidad al artículo 68. Asimis-
mo, podrá destinar el saldo para ajustar su
pensión al cien por ciento del valor de la pen-
sión básica solidaria de vejez, en el caso en que
el afiliado no cumpla los requisitos para acceder
al sistema de pensiones solidarias. Se entende-
rá por saldo retenido el treinta por ciento del
saldo de la cuenta de capitalización individual a
la fecha en que quedó ejecutoriado el segundo
dictamen, incluido el Bono de Reconocimiento
y su Complemento, si correspondiere. Para el
cálculo del saldo retenido no se considerarán
las cotizaciones realizadas durante el período
transitorio, a que se refiere el inciso tercero del

artículo 4º.(355)

Los afiliados declarados inválidos parcia-

les con derecho al pago de pensiones con-

forme a un segundo dictamen, no podrán

retirar excedentes de libre disposición, se-

gún lo dispone el inciso sexto del artículo

62, el inciso sexto del artículo 64 y los

incisos quinto y sexto del artículo 65, a

menos que hagan uso de su saldo retenido

conforme lo señala el inciso tercero de este

artículo y según lo establecido en el inciso

sexto del artículo 65.(356)

Respecto del saldo retenido y para los

efectos de la opción y asignación a un tipo de

Fondo a que se refiere el artículo 23, el afilia-

do no será considerado pensionado.(357)(358)

(354) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 54 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar sus oraciones
primera y segunda.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(355) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 10 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar en su tercera

oración la frase: “al monto de la pensión mínima
que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al
cien por ciento del valor de la pensión básica so-
lidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no
cumpla los requisitos para acceder al sistema de
pensiones solidarias”.

El inciso 2º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.
A la vez, este inciso fue modificado por la letra c)
del número 54 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de agregarle su oración final.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(356) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 15, letra b), de la Ley Nº 19.934, publicada
en el Diario Oficial de 21 de febrero de 2004, en
el sentido de reemplazar la frase final: “en cuyo
caso deberán financiar una pensión total que sea
igual o superior al setenta por ciento del ingreso
base a que se refiere el artículo 57.”, y la coma
(,) que la precede, por lo siguiente: “y según lo
establecido en el inciso sexto del artículo 65".

(357) Este inciso fue agregado por la letra d) del núme-
ro 54 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(358) Este artículo fue agregado por el Nº 33 del ar-
tículo 1º de la ley Nº 18.964, publicada en el
Diario oficial de 10 de marzo de 1990.

Continuación Nota (355)
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Párrafo 5º (359)

De las pensiones de sobrevivencia

Artículo 66.  Los beneficiarios de pensión

de sobrevivencia causadas durante la afilia-

ción activa podrán hacerlas efectivas en algu-

na de las modalidades señaladas en el artícu-

lo 61. En todo caso, para optar por las moda-

lidades de renta vitalicia inmediata, renta vi-

talicia inmediata con retiro programado o ren-

ta temporal con renta vitalicia diferida, debe-

rá existir acuerdo de la totalidad de los bene-

ficiarios. Mientras no se haya ejercido la op-

ción, los beneficiarios quedarán afectos a la

modalidad de retiros programados. La Admi-

nistradora enterará en la cuenta de capitaliza-

ción individual del afiliado causante el aporte

adicional a que se refiere el artículo 60, cuan-

do el afiliado causante se hubiere encontrado

en alguna de las situaciones de las letras a) o

b) del artículo 54.(360)

Si se optare por la modalidad de renta

vitalicia inmediata, las pensiones que resulten

deberán guardar entre ellas las mismas pro-

porciones que establece el artículo 58. El

contrato de renta vitalicia se regirá por las

disposiciones señaladas en el artículo 62, no

siéndole aplicable lo dispuesto en el inciso

sexto de dicho artículo.

Si se optare por la modalidad de renta

temporal con renta vitalicia diferida, las ren-

tas vitalicias diferidas se regirán por lo dis-

puesto en el inciso precedente. Las rentas

temporales que resulten se distribuirán entre

los beneficiarios de acuerdo con lo siguien-

te: a cada uno le corresponderá un porcenta-

je de la renta temporal de acuerdo a lo que

señala el artículo 58. Si la suma de estos

porcentajes fuere inferior o superior a cien

por ciento, dichos porcentajes deberán

recalcularse utilizando el resultado de la suma

como nueva base de cálculo. El primer pago

de la renta temporal convenida, en este caso,

deberá ser idéntico a la renta vitalicia diferi-

da contratada, la que se sujetará a las dispo-

siciones que establece el artículo 64, no

siéndole aplicable lo señalado en el inciso

final de dicho artículo.

Si se optare por la modalidad de retiro

programado, cada uno de los beneficiarios de

pensión de sobrevivencia tendrá derecho a

percibir una pensión que se calculará de la

forma que señala el artículo 65, excluyendo

del capital necesario el pago de la pensión del

afiliado. Cuando sólo existieran hijos no invá-

lidos con derecho a pensión, el monto del

retiro programado podrá ser como máximo el

valor equivalente a dos veces la pensión de

referencia del afiliado causante. En todo caso,

a esta modalidad no le será aplicable lo dis-

puesto en los incisos quinto, sexto, séptimo y

octavo de dicho artículo.(361)

Si no quedaren beneficiarios de pensión

de sobrevivencia, el saldo remanente en la

cuenta de capitalización individual del afiliado

incrementará la masa de bienes del difunto.

Artículo 67. Producido el fallecimiento de

un afiliado pensionado por vejez o por invali-

dez que hubiere estado percibiendo pensio-

nes de acuerdo a un segundo o único dicta-

men, sus beneficiarios, señalados en el ar-

(359) La ubicación y denominación de este párrafo fue
sustituida por el Nº 34 del artículo 1º de la Ley
Nº 18.964, publicada en el Diario Oficial de 10
de marzo de 1990.

(360) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 16, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Dia-
rio Oficial de 21 de febrero de 2004, en el senti-
do de intercalar en la segunda oración, entre el
vocablo “inmediata” y la conjunción disyuntiva
“o” la expresión “, renta vitalicia inmediata con
retiro programado”.
Con anterioridad, este inciso fue sustituido por
el artículo 1º, Nº 35, de la Ley Nº 18.964, publi-
cada en el Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.

(361) Este inciso fue modificado por el número 55 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de intercalar su segunda oración nueva.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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tículo 5º, devengarán el derecho a pensión de
sobrevivencia.(362)

Si el afiliado hubiere estado pensionado
de acuerdo con la modalidad de renta vitali-
cia, los beneficiarios deberán comunicar el
fallecimiento a la Compañía de Seguros que
estuviere pagando la respectiva pensión, con
el fin de que ésta pague las pensiones de
sobrevivencia que corresponda.

Si el causante hubiere estado pensionado
de acuerdo con la modalidad de renta tempo-
ral con renta vitalicia diferida, se procederá
de la siguiente manera, según sea el caso:

a) Si el afiliado hubiere estado recibiendo ren-
ta temporal, los beneficiarios deberán co-
municar a la administradora el fallecimiento,
con el fin de que ésta ponga el saldo de la
cuenta a su disposición para que opten,
previo acuerdo de todos ellos, por anticipar
la renta vitalicia diferida o distribuir la renta
temporal del causante según se señala en
el inciso cuarto del artículo precedente. Si
no hubiera acuerdo entre los beneficiarios
seguirá distribuyéndose la renta temporal
del causante.

Si una vez extinguido el derecho a pen-
sión de los beneficiarios aún quedare sal-
do en la cuenta de capitalización indivi-
dual del causante, este remanente incre-
mentará la masa de bienes del difunto.

Vencido el plazo de la renta temporal la
compañía aseguradora comenzará a pa-

gar las pensiones de sobrevivencia a que

hubiere lugar, o

b) Si el afiliado hubiere estado recibiendo ren-

ta vitalicia diferida, los beneficiarios debe-

rán comunicar el fallecimiento a la Compa-

ñía de Seguros respectiva, con el fin de que
ésta proceda al pago de las pensiones de
sobrevivencia que correspondan.

Si el afiliado hubiere estado recibiendo
retiro programado en la Administradora, los

beneficiarios deberán comunicar a dicha enti-
dad el fallecimiento con el fin de que ésta veri-
fique la calidad de beneficiarios de quienes
reclamen el beneficio y proceda a reconocer el
derecho a las respectivas pensiones emitiendo
el correspondiente certificado. Luego, la Ad-

ministradora pondrá a disposición de los bene-
ficiarios el saldo de la cuenta y se procederá
de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 66.

Tratándose del fallecimiento de un afilia-
do pensionado por invalidez parcial que hubiere

estado percibiendo pensiones de invalidez con-
forme al segundo dictamen, el saldo retenido
se destinará a incrementar las pensiones de
sobrevivencia de los beneficiarios, en alguna
de las modalidades señaladas en esta ley,
conforme lo establecido en el artículo 66, sin

que proceda en este caso el aporte adicional
a que éste se refiere.

Producido el fallecimiento de un afiliado
pensionado por invalidez parcial conforme al
primer dictamen que le fue aplicable la letra

a) o b) del artículo 54, la Administradora
deberá enterar el aporte adicional establecido
en dicho artículo, considerando los porcenta-
jes señalados en el artículo 58 sobre la pen-
sión de referencia establecida en la letra b)
del artículo 56. Si al afiliado no se le aplicó la

letra a) o b) del artículo 54, la Administradora
pondrá a disposición de los beneficiarios el
saldo de la cuenta de capitalización individual
y se procederá de acuerdo a lo dispuesto en

el artículo 66.(363)(364)

(362) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 56 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008,
en el sentido de intercalar entre las palabras “se-
gundo” y “dictamen” la expresión “o único”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(363) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 56 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de eliminar en la primera ora-
ción de este inciso la expresión “total o”. A su
vez, reemplazar la frase “las pensiones de refe-
rencia establecidas en las letras a) y c) del ar-
tículo 56, según corresponda.” por la siguiente
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Párrafo 6º

Disposiciones especiales

Artículo 68. Los afiliados podrán pensio-

narse en las condiciones prescritas en la pre-

sente ley antes de cumplir las edades estable-

cidas en el artículo 3º siempre que, acogién-

dose a algunas de las modalidades de pen-

sión señaladas en el artículo 61, cumplan con

los siguientes requisitos:

a) Obtener una pensión igual o superior al

setenta por ciento del promedio de las

remuneraciones imponibles percibidas y

rentas declaradas, calculado según lo dis-

puesto en el artículo 63, y(365)

b) Obtener una pensión igual o superior al

ochenta por ciento de la pensión máxima

con aporte solidario, vigente a la fecha en

que se acoja a pensión.(366)

Para los efectos de lo dispuesto en el

inciso anterior, los afiliados que tuvieren de-

recho al Bono de Reconocimiento y a su

complemento, si correspondiere, y pudieren

financiar la pensión con el monto de éste o

éstos más el saldo de su cuenta de capitaliza-

ción individual, podrán ceder sus derechos

sobre dichos documentos por el simple endo-

so en la forma que determine el reglamento o

transfiriendo el Bono desmaterializado de

acuerdo a lo dispuesto en los artículos 7º y 8º

de la Ley Nº 18.876. En estos casos, dichos

documentos sólo se pagarán en las fechas de

vencimiento indicadas en ellos.(367)

También podrán pensionarse antes de

cumplir las edades establecidas en el artículo

3º, los afiliados que sin ceder sus derechos

sobre el Bono de Reconocimiento y su com-

plemento, si correspondiere, acogiéndose a la

modalidad de Retiro Programado, cumplan

con los siguientes requisitos:

a) Obtener una pensión cuyo monto se ajus-

te a lo dispuesto en las letras a) y b) del

inciso primero de este artículo. Para el

cálculo de la pensión se utilizará el saldo

efectivo de la cuenta de capitalización

individual más el valor del Bono de Reco-

nocimiento y su complemento, si corres-

pondiere, actualizado a la fecha de la

solicitud de la pensión y con la tasa de

interés de actualización que fije la Super-

intendencia de Administradoras de Fon-

dos de Pensiones, y

b) Tener el saldo en su cuenta de capitaliza-

ción individual suficiente como para fi-

nanciar la pensión resultante una vez efec-

tuado el cálculo señalado en la letra a)

anterior hasta que cumpla la edad en que

“la pensión de referencia establecida en la letra
b) del artículo 56.”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(364) Este artículo fue sustituido por el Nº 36 del ar-
tículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el
Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.

(365) Esta letra fue modificada por el artículo 1º, Nº 17,
de la Ley Nº 19.934, publicada en el Diario Oficial
de 21 de febrero de 2004, en el sentido de susti-
tuir la expresión “cincuenta” por “setenta”.

(366) Esta letra fue modificada por la letra a) del nú-
mero 11 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la oración:
“ciento cincuenta por ciento de la pensión míni-

Continuación Nota (363) ma señalada en el artículo 73”, por la siguiente:
“ochenta por ciento de la pensión máxima con
aporte solidario”.
El inciso 1º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
el número 17 del artículo 1º de la Ley Nº 19.934,
publicada en el Diario Oficial de 21 de febrero de
2004.

(367) Este inciso fue modificado por el número 3 del
artículo 5º de la Ley Nº 20.190, publicada en el
Diario Oficial de 05 de junio de 2007, en el senti-
do de agregar tras la expresión “en la forma que
determine el reglamento”, la frase “o transfirien-
do el Bono desmaterializado de acuerdo a lo dis-
puesto en los artículos 7º y 8º de la Ley Nº 18.876”.
Con anterioridad fue sustituido por el número 37
del artículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en
el Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.

Continuación Nota (366)
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el Bono de Reconocimiento se haga exigi-
ble, esto es, superior o igual al flujo de
pensiones que deban pagarse actualiza-
das con una tasa de interés fijada que se
determinará en la forma que establezca el
reglamento.(368)

Los afiliados que cumplan con los requisi-
tos señalados en el inciso primero de este ar-
tículo y ejerzan su derecho, no podrán pensio-
narse por invalidez y la Administradora quedará
liberada de la obligación y responsabilidad que
señala el artículo 54 respecto de las pensiones
de sobrevivencia que éstos generen.(369)(370)

Artículo 68 bis. Los afiliados que desem-
peñen o hubieren desempeñado labores califi-
cadas como pesadas y no cumplan los re-
quisitos señalados en el inciso primero del
artículo anterior, podrán obtener una rebaja
de la edad legal para pensionarse por vejez,
de dos años por cada cinco que hubieren
efectuado la cotización del dos por ciento a
que se refiere el artículo 17 bis, con un máxi-
mo de diez años y siempre que al acogerse a
pensión tengan un total de veinte años de
cotizaciones o servicios computables en cual-
quiera de los Sistemas Previsionales y de
acuerdo a las normas del régimen que corres-
ponda. Esta rebaja será de un año por cada
cinco, con un máximo de cinco años, si la
cotización a que se refiere el artículo 17 bis,
hubiese sido rebajada a un uno por ciento. Las

fracciones de períodos de cinco años en que

se hubieren efectuado las referidas cotizacio-
nes darán derecho a rebajar la edad en forma
proporcional al tiempo en que se hubieren
realizado las respectivas cotizaciones.(371)(372)

Artículo 69. El afiliado mayor de sesenta
y cinco años de edad si es hombre o mayor
de sesenta, si es mujer, o aquel que estuviere
acogido en este Sistema a pensión de vejez o
invalidez total, y continuare trabajando como
trabajador dependiente, deberá efectuar la
cotización para salud que establece el artícu-
lo 84 y estará exento de la obligación de
cotizar establecida en el artículo 17. Asimis-
mo, el empleador estará exento de pagar la
cotización destinada al financiamiento del se-
guro a que se refiere el artículo 59.(373)

El afiliado acogido a pensión de invalidez
parcial y aquel que se encontrare dentro del
plazo de seis meses a que se refiere el inciso
cuarto del artículo 4º, que continuare traba-
jando como dependiente deberá efectuar la
cotización de salud que establece el artículo
84 y la cotización a que se refiere el artículo
17. Asimismo, el empleador deberá pagar la
cotización destinada al financiamiento del se-

guro a que se refiere el artículo 59.(374)

(368) Este inciso fue agregado por el artículo 1º, Nº 3,
de la Ley Nº 19.404, publicada en el Diario Ofi-
cial de 21 de agosto de 1995.

(369) Ver Ley Nº 18.646, publicada en el Diario Oficial
de 29 de agosto de 1987, artículo 4º transitorio.

(370) El anterior inciso cuarto de este artículo, fue eli-
minado por la letra b) del número 11 del artículo
38 de la Ley Nº 20.255, publicada en el Diario
Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo primero transitorio de la citada ley,
establece que esta modificación entrará en vi-
gencia a contar del 1 de julio de 2008.
El texto de este inciso anterior a su eliminación era:
“No operará la garantía estatal establecida en el
artículo 73 durante los años que falten al afiliado
para alcanzar la edad legal señalada en el artícu-
lo 3º, salvo que se pensionen conforme al artícu-
lo 68 bis.”.

(371) Este artículo fue agregado por el artículo 1º, Nº 5
de la Ley Nº 19.404, de 21 de agosto de 1995.

(372) Ver Decreto Nº 71, publicado en el Diario Oficial
de 13 de julio de 1996, del Ministerio del Traba-
jo y Previsión Social.

(373) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 57 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de eliminar la frase “origina-
da por un segundo dictamen” y agregar su ora-
ción final.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue sustituido por
la letra a) del número 38 del artículo 1º de la Ley
Nº 18.964, publicada en el Diario Oficial de 10
de marzo de 1990.

(374) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 57 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la frase “, el
afiliado acogido a pensión de invalidez total ori-
ginada por un primer dictamen y el afiliado de-
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Las cotizaciones al fondo de pensiones

efectuadas por el inválido parcial que esté

percibiendo pensiones originadas por un se-

gundo dictamen y que continuare trabajando,

incrementarán el saldo retenido, el que podrá

ser utilizado por éste para aumentar el monto

de la pensión, según lo señalado en el artículo

65 bis.(375)

La cotización para salud que deban reali-

zar los pensionados se calculará sobre las

remuneraciones del trabajador, considerán-

dose, sólo para estos efectos, como límite

máximo imponible el señalado en el artículo

16, deducido el monto de la pensión que

estuvieren percibiendo.

Las cotizaciones que libremente optare

por continuar efectuando el afiliado a que

hace referencia el inciso primero, se integra-

rán a la cuenta de capitalización individual en

la Administradora a que se encuentre incor-

porado o decida incorporarse.

Si el afiliado estuviere acogido a renta

vitalicia inmediata o renta vitalicia diferida

podrá, una vez al año, en el mismo mes

calendario en que se acogió a pensión, trans-

ferir el saldo de la cuenta de capitalización

individual a la Compañía de Seguros que le

estuviere pagando o le correspondiere pagar

la renta vitalicia o a otra Compañía de Segu-

ros con el fin de contratar un nuevo seguro

de renta vitalicia o acogerse a retiros progra-

mados según lo dispuesto en el artículo 65.

Artículo 70. Si una vez enterado el aporte

adicional y constituido el saldo de la cuenta

de capitalización individual de un afiliado fa-

llecido se presentare una persona que tenga

derecho a obtener pensión de sobrevivencia

causada por el afiliado y cuya calidad de be-

neficiaria no se hubiere acreditado oportuna-

mente, la Administradora procederá a verifi-

car tal calidad y, comprobada ésta, deberá

incluirla como beneficiaria de pensión.

Asimismo, si una vez iniciado el pago de

las pensiones se presentare un beneficiario

cuya calidad de tal no se hubiere acreditado

oportunamente, las pensiones de sobreviven-

cia que se hubieren determinado inicialmente

deberán recalcularse, con el objeto de que se

incluyan todos los beneficiarios. En estos ca-

sos, las nuevas pensiones que resulten serán

determinadas en función del saldo remanente

en la cuenta individual del afiliado, o de las

reservas no liberadas que mantengan las Com-

pañías de Seguros, en la forma que determine

el reglamento. Para ello deberán reliquidarse

las pensiones según la modalidad que co-

rresponda, a la fecha en que el nuevo benefi-

ciario reclame el beneficio. Estos nuevos be-

neficiarios devengarán su pensión a contar de

dicha fecha.

Párrafo 7º

Disposiciones generales

Artículo 71. Los retiros de excedente de

libre disposición que se generen por opción

de los afiliados que se pensionen, estarán

afectos a un impuesto que se calculará y se

pagará según lo dispuesto en el artículo 42

ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta.(376)

Artículo 72. El saldo que quedare en la

cuenta de capitalización individual o en la

cuenta de ahorro voluntario de un afiliado

fallecido, que incremente la masa de bienes

del difunto, estará exento del impuesto que

clarado inválido” por la expresión “y aquel” y
agregar su oración final.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue agregado por la
letra b) del número 38 del artículo 1º de la Ley
Nº 18.964, publicada en el Diario Oficial de 10
de marzo de 1990.

(375) Este inciso fue agregado por la letra b) del Nº 38
del artículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en
el Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.

Continuación Nota (374)

(376) Este artículo fue reemplazado por el Nº 9 del ar-
tículo 2º de la Ley Nº 19.768, publicada en el
Diario Oficial de 7 de noviembre de 2001.
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establece la Ley de Impuesto a las Herencias,
Asignaciones y Donaciones, en la parte que
no exceda de cuatro mil Unidades de Fomento.

No se exigirá acreditar la posesión efecti-
va de la herencia al cónyuge ni a los padres e
hijos legítimos o naturales del afiliado, para
retirar el saldo a que se refiere el inciso ante-
rior, en aquellos casos en que éste no exceda
de cinco Unidades Tributarias anuales.

Artículo 72 bis. Cada Administradora emiti-
rá un listado público que contenga el nombre y
grupo familiar de los afiliados que cumplan la
edad legal para pensionarse dentro del plazo de
un año a contar de la fecha de su publicación o
tengan un saldo en su cuenta de capitalización
individual suficiente para financiar una pensión
de acuerdo a lo establecido en el artículo 68.
Asimismo, en dicho listado se incluirá a todos
aquellos afiliados o beneficiarios que hayan pre-
sentado una solicitud de pensión. La Adminis-
tradora notificará al afiliado o a sus beneficia-
rios la incorporación en este listado, oportuni-
dad en la cual éste o éstos podrán manifestar
su voluntad de no ser incluidos en él.

La oportunidad de la emisión y la difusión
del listado, la información y el plazo por el cual
ésta se mantendrá incluida en él, como asimis-
mo, la forma en que la Administradora determi-
nará qué afiliados se encuentran en condicio-
nes de pensionarse anticipadamente, la notifi-
cación de la decisión de incluir a un afiliado en
el listado y el plazo para reclamar de tal medida,
serán establecidos por la Superintendencia me-
diante una norma de carácter general.

La información que el listado contendrá
respecto del afiliado deberá referirse, al me-
nos, a lo siguiente:

a) Nombre completo, fecha de nacimiento,
cédula nacional de identidad, sexo y do-
micilio;

b) Edad, sexo y características de los bene-
ficiarios;

c) Saldo acumulado en la cuenta de capitali-

zación individual, y

d) Monto del Bono de Reconocimiento y fe-
cha de su emisión.

Las normas que regulan la determinación
de los afiliados que estén en condiciones de
pensionarse anticipadamente, deberán utilizar
las bases técnicas y la tasa de interés estable-
cidas para el cálculo de los retiros programa-
dos, considerando, además, el Bono de Reco-
nocimiento, si lo hubiera, descontándose éste
por el tiempo que falte para su vencimiento,
en base a la tasa de interés promedio en que
se hayan transado dichos instrumentos en el
mercado secundario formal durante el trimes-
tre anterior al mes anteprecedente en que se
efectúe el cálculo.(377)

TITULO VII(378)

DE LOS BENEFICIOS
GARANTIZADOS POR EL ESTADO

Artículo 73. Derogado.(379)

Artículo 74. Derogado.(379)

Artículo 75. Derogado.(379)

Artículo 76. Derogado.(379)

Artículo 77. Derogado.(379)

Artículo 78. Derogado.(379)

Artículo 79. Derogado.(379)

Artículo 80. Derogado.(379)

Artículo 81. Derogado.(379)

(377) Este artículo fue intercalado por el artículo 1º,
Nº 18, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Dia-
rio Oficial de 21 de febrero de 2004.

(378) Este título fue sustituido por el artículo 1º,
Nº 28, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(379) Este artículo fue derogado por el artículo quinto
transitorio de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El mencionado artículo dispone que esta deroga-
ción regirá a contar del 1 de julio de 2008, sin
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perjuicio de lo dispuesto en los artículos sexto,
duodécimo y decimoquinto transitorios de la Ley
20.255, que establecen lo siguiente:
“Artículo sexto. Las personas que a la fecha de
entrada en vigencia del Título I de la presente ley
perciban pensión mínima de vejez o invalidez con
garantía estatal del Título Decreto Ley Nº 3.500,
de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión
garantizada. Sin embargo, podrán ejercer el de-
recho de opción a que se refiere el inciso final,
en las mismas condiciones.
Las personas que, a la fecha de la entrada en
vigencia del Título I de la presente ley, tengan
cincuenta años de edad o más y se encuentren
afiliadas al sistema de pensiones establecido en
el Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, podrán acce-
der a las pensiones mínimas de vejez e invalidez
garantizadas según lo dispuesto en el Título VII
de ese cuerpo legal, vigente antes de dicha fe-
cha. Sin embargo, en cualquier época podrán
optar por el sistema de pensiones solidarias es-
tablecido en la presente ley, de conformidad a
las normas que le sean aplicables. Dicha opción
podrá ejercerse por una sola vez.
Los pensionados que, a la fecha de entrada en
vigencia del Título I de la presente ley, sean be-
neficiarios de pensiones del Decreto Ley Nº 3.500,
de 1980, podrán ejercer el derecho de opción
del inciso anterior en las mismas condiciones. En
este caso, la pensión autofinanciada de referen-
cia se determinará a la fecha de entrada en vi-
gencia del Título I de la presente ley, conforme
lo que establezca la Superintendencia de Pensio-
nes, en una norma de carácter general.
Artículo duodécimo. Las personas que, a la fe-
cha de entrada en vigencia del Título I de la pre-
sente ley, perciban pensión mínima de sobrevi-
vencia con garantía estatal del Título VII del De-
creto Ley Nº 3.500, de 1980, continuarán perci-
biendo dicha pensión garantizada. También ac-
cederán a esta garantía estatal de pensión míni-
ma de sobrevivencia, todas aquellas personas que
hasta el último día del décimoquinto año poste-
rior a la publicación de la presente ley, cumplan
con los requisitos para tener derecho a ella.
Las pensiones mínimas señaladas en el inciso an-
terior, son incompatibles con el sistema de pen-
siones solidarias. Sin embargo, las personas be-
neficiarias de dicha pensión mínima que cumplan
con los requisitos establecidos para acceder al
sistema solidario, podrán acogerse a él, renun-
ciando en la respectiva solicitud a la mencionada
garantía estatal.
Artículo decimoquinto. No obstante lo dispuesto
en el artículo primero transitorio, las modificacio-
nes introducidas en las letras a) y c) del número 6.,
la letra b) del número 7., la letra b) del número 8.,
la letra b) del número 9. y la letra a) del número
11., todas del artículo 38 de la presente ley, entra-
rán en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.
A su vez, las modificaciones introducidas en la
letra b) del número 6., las letras a) y c) del nú-

mero 7., la letra a) del número 8., la letra a) del
número 9. y las letras a) y b) del número 10.,
todas del artículo 38 de la presente ley, entrarán
en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.
Asimismo, las modificaciones introducidas por
el número 12. del artículo 38, comenzarán a apli-
carse a contar del 1 de julio de 2009. En todo
caso, dicha modificación no se aplicará a las
pólizas que estuvieren contratadas antes de esa
fecha.”.
El texto de estos artículos, anterior a su deroga-
ción era:
“Artículo 73. El Estado garantiza pensiones míni-
mas de vejez, invalidez y sobrevivencia a los afi-
liados que reúnan los requisitos que señalan los
artículos siguientes.
Las pensiones mínimas de vejez e invalidez serán
equivalentes al monto general que rija a la fecha de
vigencia de esta ley para la pensión mínima a que
se refieren los incisos primero y segundo del artícu-
lo 26 de la Ley Nº 15.386 y se reajustarán en la
misma forma y oportunidad que dicha pensión.
El monto de las pensiones mínimas de sobrevi-
vencia será uniforme y se determinará como un
porcentaje de la pensión mínima de vejez o inva-
lidez, según corresponda.
Artículo 74. La garantía del Estado a que se re-
fiere el artículo anterior, respecto de aquellas per-
sonas acogidas al régimen de retiros de sus cuen-
tas de capitalización individual, a través de las
modalidades de retiro programado y renta tem-
poral, operará una vez que se encuentren agota-
dos los recursos de dichas cuentas y en el caso
de las personas acogidas a la modalidad de renta
vitalicia, cuando la renta convenida llegare a ser
inferior a la pensión mínima. En el caso de los
afiliados acogidos a la modalidad de Renta Vitali-
cia Inmediata con Retiro Programado, la garantía
del Estado operará cuando se haya agotado el
saldo de la cuenta de capitalización individual y
siempre que la Renta Vitalicia convenida sea in-
ferior a la pensión mínima a que se refiere el ar-
tículo 73. Tratándose de afiliados acogidos a pen-
sión de invalidez parcial conforme a un segundo
dictamen, la garantía estatal operará una vez que
se encuentre agotado el saldo retenido. Asimis-
mo, tratándose de afiliados acogidos a pensión
de invalidez conforme a un primer dictamen, que
se hubieren encontrado en alguna de las situa-
ciones de las letras a) o b) del artículo 54, la
garantía estatal operará una vez que se agotare
el saldo.
Los pensionados que hubieren retirado exceden-
tes de libre disposición tendrán también derecho
a garantía estatal, no obstante que el monto de
la misma estará afecto a una deducción equiva-
lente al porcentaje de pensión que hubieran podi-
do financiarse en caso de no haber efectuado el
mencionado retiro. Igual deducción afectará a las
pensiones de sobrevivencia de aquellos benefi-
ciarios que hubieren retirado, por concepto de

Continuación Nota (379) Continuación Nota (379)
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herencia, fondos de la cuenta de capitalización
individual del afiliado fallecido.
Asimismo el monto de la garantía estatal para las
personas acogidas a pensión de vejez anticipada,
estará afecto a una deducción equivalente al por-
centaje de pensión que estas personas hubieran
podido financiarse con el capital utilizando para
pagar las pensiones percibidas hasta el cumplimiento
de las edades establecidas en el artículo 3º.
El reglamento regulará la forma de operación y
pago de la garantía estatal.
Artículo 75. Tendrán derecho a la garantía esta-
tal de la pensión mínima de vejez, el afiliado hom-
bre que tenga sesenta y cinco o más años de
edad y la mujer que tenga sesenta o más años
de edad y que registren, además, veinte años, a
lo menos, de cotizaciones o servicios computa-
bles en cualquiera de los sistemas previsionales
y de acuerdo a las normas del régimen que co-
rresponda.
Artículo 76. Los veinte años de cotizaciones ne-
cesarios para gozar de la pensión mínima de vejez
y los diez años necesarios para gozar de la pen-
sión mínima de invalidez y sobrevivencia estable-
cidos en los artículos 75, 77 y 78 respectivamen-
te, se completarán abonando los períodos en que
el afiliado hubiere gozado de subsidio de cesantía,
los que se acumularán, y no podrán exceder, en
conjunto, de tres años. Asimismo, se abonarán a
dichos años de cotizaciones los períodos en que
el afiliado hubiere percibido pensión de invalidez
originada por un primer dictamen habiendo poste-
riormente cesado la invalidez.
Artículo 77. Tendrán derecho a garantía estatal
de pensión mínima de invalidez, aquellos afilia-
dos que fueren declarados inválidos, de acuerdo
con el artículo 4º, por las Comisiones Médicas
que señala el artículo 11 y que reúnan los si-
guientes requisitos, a la fecha en que se declara
la invalidez en el primer dictamen:
a) No tener derecho a la garantía estatal de la
pensión mínima de vejez, y
b) Registrar dos años de cotizaciones como mí-
nimo en cualquiera de los sistemas previsiona-
les durante los últimos cinco años anteriores al
momento en que es declarada la invalidez, o estar
cotizando al momento en que ésta es declarada
en caso de que ocurra a consecuencia de un
accidente y siempre que éste hubiera sucedido
después de su afiliación al Sistema, o comple-
tar diez años de imposiciones efectivas en cual-
quier sistema previsional o tener, a lo menos
dieciséis meses de cotizaciones si han transcu-
rrido menos de dos años desde que inició labo-
res por primera vez.
Artículo 78. Los beneficiarios de pensión de so-
brevivencia tendrán derecho a la garantía estatal
por pensión mínima, siempre que el causante
hubiere estado pensionado a la fecha de su fa-

llecimiento o tuviere registrado a esa misma fe-
cha, a lo menos, dos años de cotizaciones en los
últimos cinco años anteriores, o se encontrare
cotizando en caso de muerte por accidente, o
hubiere completado diez años de cotizaciones
efectivas en cualquier sistema previsional o te-
ner, a lo menos, dieciséis meses de cotizaciones
si han transcurrido menos de dos años desde que
inició labores por primera vez.
Artículo 79. Las pensiones mínimas de sobrevi-
vencia serán equivalentes a los siguientes por-
centajes de la pensión mínima de vejez señalada
en el artículo 73:
a) sesenta por ciento para la cónyuge o para el
cónyuge inválido total y cuarenta y tres por cien-
to para el cónyuge inválido parcial, siempre que
el cónyuge inválido esté en alguno de los casos
contemplados en el artículo 7º;
b) cincuenta por ciento para la cónyuge o el cón-
yuge inválido total y treinta y seis por ciento para
el cónyuge inválido parcial, con hijos que tengan
derecho a pensión, siempre que el cónyuge invá-
lido esté en alguno de los casos contemplados
en el artículo 7º. Este porcentaje se elevará al
sesenta y cuarenta y tres por ciento, respectiva-
mente, cuando dichos hijos dejen de tener dere-
cho a pensión;
c) treinta y seis por ciento para la madre de hijos
naturales reconocidos por el causante;
d) treinta por ciento para la madre de hijos natu-
rales reconocidos por el causante, con hijos co-
munes que tengan derecho a pensión. Este por-
centaje se elevará a treinta y seis por ciento cuan-
do estos hijos dejen de tener derecho a pensión;
e) cincuenta por ciento para el padre o madre
que sean beneficiarios de pensión de sobreviven-
cia de acuerdo con el artículo 10, y
f) quince por ciento para cada hijo que cumpla
con los requisitos establecidos en el artículo 8º.
Este porcentaje se reducirá al once por ciento
para los hijos declarados inválidos parciales al
cumplir veinticuatro años de edad.
Si dos o más personas invocaren la calidad de
cónyuge o de madre de hijos naturales de un cau-
sante, a la fecha de fallecimiento de éste, el por-
centaje que le correspondiere a cada una de ellas
se dividirá por el número de cónyuges o de ma-
dres de hijos naturales que hubiere, respectiva-
mente, con derecho a acrecer entre ellas.
Artículo 80. Ninguna persona podrá percibir sub-
sidio estatal para una pensión cuando la suma de
todas las pensiones, rentas y remuneraciones
imponibles que esté percibiendo, sea igual o su-
perior a la respectiva pensión mínima.
Artículo 81. La Superintendencia de Administra-
doras de Fondos de Pensiones establecerá las
normas para acreditar el cumplimiento de los re-
quisitos de los beneficiarios y causantes de las
pensiones mínimas que se contemplan en este
Título.”.

Continuación Nota (379) Continuación Nota (379)
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Artículo 82. Otórgase la garantía del Es-

tado a los aportes adicionales y a la contribu-

ción, señalados en el artículo 53, a las rentas

vitalicias señaladas en las letras a) y b) del

artículo 61, a las pensiones de invalidez origi-

nadas por un primer dictamen señaladas en el

artículo 54, y a la cuota mortuoria a que se

refiere el artículo 88.(380)

El monto de dicha garantía estatal será

equivalente al ciento por ciento de la diferen-

cia que faltare para completar el aporte adi-

cional, la contribución y las pensiones de

invalidez originadas por un primer dictamen,

en caso de que por cesación de pagos o por

declaratoria de quiebra de una Compañía de

Seguros obligada al pago de dichos benefi-

cios, éstos no pudieren ser enterados o paga-

dos total y oportunamente, circunstancias que

deberán ser certificadas por la Superinten-

dencia de Pensiones. Para estos efectos el

Estado podrá licitar un seguro que cubra los

beneficios antes mencionados.(381)

En el caso de las rentas vitalicias que

señala el artículo 61, la garantía del Estado

será de un monto equivalente al cien por

ciento de la pensión básica solidaria de vejez,

en caso de que por cesación de pagos o por

declaratoria de quiebra, las Compañías de

Seguros no dieren cumplimiento a las obliga-

ciones emanadas de los contratos celebrados

con los afiliados en las condiciones señaladas

en esta ley, o estas rentas pudieran ser paga-

das con retraso, circunstancias que deberán

ser certificadas por la Superintendencia de

Valores y Seguros.(382)

La garantía estatal señalada en los incisos

precedentes cubrirá aquella parte del aporte

adicional, contribución, pensiones de invali-

dez originadas por el primer dictamen y ren-

tas vitalicias, no pagadas por la Compañía de

Seguros.(383)

Respecto de las rentas vitalicias de mon-

tos superiores a los señalados en el inciso

tercero, la garantía del Estado cubrirá el se-

tenta y cinco por ciento del exceso por sobre

la pensión básica solidaria de vejez.(384)

(380) Este inciso fue sustituido por la letra a) del Nº 43
del artículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en
el Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.

(381) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 58 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la palabra “Ad-
ministradora” por “Compañía de Seguros” y la
frase “Administradoras de Fondos de Pensiones
y siempre que la Compañía de Seguros obligada
a su financiamiento no lo hubiere hecho” por “Pen-
siones”. A su vez, agregar su oración final.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue sustituido por
la letra b) del número 43 del artículo 1º de la Ley
Nº 18.964, publicada en el Diario Oficial de 10
de marzo de 1990.

(382) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 12 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de sustituir la oración: “las
pensiones mínimas a que se refiere el artículo
73”, por la siguiente “la pensión básica solidaria
de vejez”.
El inciso 3º del artículo decimoquinto transitorio
de la citada ley, establece que esta modificación
entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.

(383) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 58 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008,
en el sentido de reemplazar la frase “y pensiones
de invalidez originadas por el primer dictamen, no
pagadas por la Administradora o de las rentas vi-
talicias” por la siguiente: “, pensiones de invalidez
originadas por el primer dictamen y rentas vitali-
cias,”. A su vez, eliminar al final del inciso la ex-
presión “, según corresponda”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue sustituido por
la letra c) del número 43 del artículo 1º de la Ley
Nº 18.964, publicada en el Diario Oficial de 10
de marzo de 1990.

(384) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 12 del artículo 38 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de sustituir la palabra: “míni-
ma”, por “básica solidaria de vejez”.
El artículo primero transitorio de la citada ley,
establece que esta modificación entrará en vi-
gencia a contar del 1 de julio de 2008.
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En todo caso, tratándose de rentas vitali-

cias, la garantía del Estado no podrá exceder,

mensualmente y por cada pensionado o be-

neficiario, de cuarenta y cinco Unidades de

Fomento, suma esta de la que se deducirá la

cantidad correspondiente al pago parcial que

se hubiere efectuado, en su caso.

En el caso de la cuota mortuoria, la garantía

del Estado operará por cesación de pagos o

declaratoria de quiebra de la Compañía de Se-

guros a la que le correspondiere el pago, si ésta

no hubiere dado cumplimiento a dicho pago.

En los casos en que la garantía estatal

hubiere operado, el Estado repetirá en contra

de la fallida por el monto de lo pagado y su

crédito gozará del privilegio del Nº 6 del ar-

tículo 2472 del Código Civil.

Los créditos de los pensionados en contra

de una Compañía de Seguros gozarán del

privilegio establecido en el Nº 5 de la disposi-

ción legal a que se refiere el inciso ante-

rior.(385)(386)

TITULO VIII
DE LAS DISPOSICIONES ESPECIALES

RELACIONADAS CON OTROS
BENEFICIOS PREVISIONALES

Artículo 83. Los trabajadores dependien-

tes incorporados o que se incorporen al Siste-

ma que establece esta ley, quedarán afectos

a los regímenes de Prestaciones Familiares y

Subsidio de Cesantía establecido en el Decre-
to con Fuerza de Ley Nº 150, de 1981, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social y a
las disposiciones sobre riesgos profesionales
contenidas en la Ley Nº 16.744, en el Decre-
to con Fuerza de Ley Nº 338, de 1960, o en
cualquier otro cuerpo legal que contemple la
protección contra riesgos de accidentes del
trabajo o enfermedades profesionales. Sólo
para estos efectos, seguirán sujetos a las
instituciones de previsión que a la fecha de
publicación de esta ley estén encargadas de
otorgar las prestaciones y recaudar las coti-
zaciones que correspondan.

Las pensiones causadas por accidentes
del trabajo o enfermedades profesionales, sal-
vo las reguladas por la Ley Nº 16.744, serán
de cargo fiscal y se otorgarán de acuerdo a
las disposiciones legales que rijan estas mate-
rias, por la institución de previsión del régi-
men antiguo que corresponda a la naturaleza
de los servicios prestados por el trabajador.

En todo caso, si la incapacidad del afiliado
se produjere como consecuencia de un acci-
dente en actos de servicio, de aquellos a que se
refiere el artículo 129 del Decreto con Fuerza
de Ley Nº 338, de 1960, el funcionario público
afectado tendrá derecho a obtener del Fisco
una pensión equivalente a aquella que hubiere
percibido en las mismas circunstancias de encon-
trarse cotizando en la Caja Nacional de Emplea-
dos Públicos y Periodistas.(387)(388)

Artículo 84. Los trabajadores a que se re-
fiere el artículo anterior, tendrán derecho a las
prestaciones de salud establecidas en las Leyes
Nºs. 10.383 ó 16.781, y en la Ley Nº 6.174.

Sin perjuicio de otros ingresos y del aporte
fiscal que corresponda, para el financiamiento

de dichas prestaciones, deberán enterar, en la

(385) Este inciso fue modificado por la letra c) del nú-
mero 58 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de eliminar la oración “y los
de las Administradoras en contra de una Compa-
ñía de Seguros, que se originen en un contrato
de los señalados en el artículo 59, gozarán del
privilegio establecido en el Nº 6 del artículo 2472
del mismo Código”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(386) Ver Ley Nº 18.646, publicada en el Diario Oficial
de 29 de agosto de 1987, artículo 2º.

(387) Este artículo fue reemplazado por el artículo 1º,
Nº 29, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(388) Ver Ley Nº 18.834, publicada en el Diario Oficial
de 23 de septiembre de 1989, que reemplazó al
Decreto con Fuerza de Ley Nº 338, de 1960.
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respectiva institución de previsión, una cotiza-
ción del siete por ciento de sus remuneracio-
nes imponibles, de acuerdo a lo dispuesto en
el artículo anterior, la que quedará afecta a las
disposiciones de la Ley Nº 17.322.(389)

No obstante lo establecido en los incisos
anteriores, los trabajadores podrán aportar
dicha cotización, o una superior, a alguna
institución o entidad que otorgue al trabaja-
dor las prestaciones y beneficios de salud.
Cuando el trabajador opte por efectuar una
cotización mensual superior al siete por cien-
to, deberá comunicarlo por escrito al emplea-
dor, quien deberá descontarla de las remune-
raciones. Esta cotización gozará de la exen-
ción establecida en el artículo 18, hasta un
valor máximo equivalente al siete por ciento
del límite imponible que resulte de aplicar el
artículo 16, considerando el valor de la uni-
dad de fomento al último día del mes anterior
al pago de la cotización correspondiente.(390)

Las instituciones o entidades referidas en
el inciso anterior, deberán registrarse en el
Fondo Nacional de Salud.

Facúltase al Presidente de la República para
que, en el plazo de ciento ochenta días, dicte
las normas a las cuales deberán sujetarse las
instituciones y entidades para efectuar las pres-
taciones, la forma en que se ejercerá el control

técnico por parte de las autoridades de Salud,

los contratos que se celebren con los trabaja-

dores que opten por este sistema, la forma en

que los beneficiarios o el Fondo Nacional de

Salud puedan hacer efectivas las responsabili-

dades de aquéllas y demás procedimientos ne-

cesarios para la operación del mismo.(391)(392)

Artículo 85. Todas las pensiones que es-

tablece este cuerpo legal estarán afectas a

una cotización uniforme del siete por ciento

de la parte que no exceda de sesenta Unida-

des de Fomento del día de su pago.(393)

Dicha cotización será destinada a finan-

ciar prestaciones de salud y descontada por

la entidad obligada al pago de la respectiva

pensión para ser enterada en el Fondo Nacio-

nal de Salud.

Aquellos afiliados pensionados bajo la mo-

dalidad de retiro programado o renta temporal

que habiendo agotado el saldo de su cuenta de

capitalización individual no tengan derecho al

sistema de pensiones solidarias, podrán ente-

rar la cotización a que alude el inciso primero,

calculada sobre el monto de la pensión básica

solidaria vigente que corresponda.(394)

Artículo 86. Los trabajadores afiliados al

Sistema que obtengan una pensión de invalidez

total o parcial proveniente de la Ley Nº 16.744,
del Decreto con Fuerza de Ley Nº 338, de

(389) Ver Ley Nº 18.768, publicada en el Diario Oficial
de 29 de diciembre de 1988: artículos 64 y 65.

(390) Este inciso fue modificado por el número 59 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de reemplazar en la última oración la expre-
sión “de 4,2 Unidades de Fomento, considera-
das éstas al valor del” por lo siguiente “equiva-
lente al siete por ciento del límite imponible que
resulte de aplicar el artículo 16, considerando el
valor de la unidad de fomento al”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
el número 10 del artículo 2º de la Ley Nº 19.768,
publicada en el Diario Oficial de 7 de noviembre
de 2001.

(391) Este inciso fue agregado por el artículo 1º,
Nº 46, del Decreto Ley Nº 3.626, publicado en
el Diario Oficial de 21 de febrero de 1981.

(392) El artículo 8º de la Ley Nº 18.482, publicada en
el Diario Oficial de 28 de diciembre de 1985,
modificó las Unidades de Fomento y porcentajes
fijados en este artículo.

(393) El artículo 8º de la Ley Nº 18.482, publicada en
el Diario Oficial de 28 de diciembre de 1985,
modificó las Unidades de Fomento y porcentajes
fijados en este artículo.

(394) Este inciso fue agregado por el número 60 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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1960, o de cualquier otro cuerpo legal que
contemple la protección contra riesgos de acci-
dentes del trabajo o enfermedades profesiona-
les, deberán efectuar las cotizaciones estableci-
das en los artículos 17 y 85 de esta ley.(395)

Al cumplir la edad establecida en el ar-
tículo 3º, cesará la pensión de invalidez a que
se refiere el inciso anterior y el trabajador
tendrá derecho a pensionarse por vejez, de
acuerdo a las disposiciones de esta ley.

En caso de que los afiliados beneficiarios
de pensión de invalidez referidos en el inciso
primero continuaren trabajando, deberán efec-
tuar las cotizaciones establecidas en los ar-
tículos 17 y 84 de esta ley.(396)

Artículo 87. El afiliado que fallezca por un
accidente del trabajo o enfermedad profesio-
nal y el que falleciere estando pensionado por
invalidez total o parcial de la Ley Nº 16.744,
del Decreto con Fuerza de Ley Nº 338, de
1960, o de cualquier otro cuerpo legal que
contemple la protección contra riesgos de
accidentes del trabajo o enfermedades profe-
sionales, causará pensión de sobrevivencia
en los términos que establecen esas leyes.(397)

En estos casos, los fondos acumulados en la
cuenta de capitalización individual del afiliado,
incrementarán la masa de bienes del difunto.(398)

Artículo 88. Tendrá derecho al beneficio
de cuota mortuoria consistente en el retiro del
equivalente a quince Unidades de Fomento de
la respectiva cuenta individual, quien, unido o
no por vínculo de matrimonio o parentesco
con el afiliado fallecido, acredite haberse he-
cho cargo de los gastos del funeral.

Sin embargo, si quien hubiere hecho los
gastos fuere persona distinta del cónyuge,
hijos o padres del afiliado fallecido, sólo ten-
drá derecho a tal retiro hasta la concurrencia
del monto efectivo de su gasto, con el límite
de quince Unidades de Fomento, quedando el
saldo hasta completar dicha cifra a disposi-
ción del o la cónyuge sobreviviente, y a falta
de éste, de los hijos o los padres del afiliado.

Este pago también deberá ser efectuado,
en las mismas condiciones, por la Compañía
de Seguros que, en su caso, estuviere pagan-
do una renta vitalicia.

Cuando el afiliado hubiere seleccionado la
modalidad de Renta Vitalicia Inmediata con Re-
tiro Programado, la cuota mortuoria deberá ser
pagada con recursos de la cuenta de capitaliza-
ción individual y de la Compañía de Seguros en
proporción a la distribución inicial del saldo
entre ambas modalidades de pensión.(399)(400)

TITULO IX
DE LOS AFILIADOS INDEPENDIENTES

Y VOLUNTARIOS(401)

Párrafo 1º
De los Afiliados Independientes(402)

Artículo 89. Toda persona natural que,

sin estar subordinada a un empleador, ejerza

(395) Ver Ley Nº 18.834, publicada en el Diario Oficial
de 23 de septiembre de 1989, que reemplazó al
Decreto con Fuerza de Ley Nº 338, de 1960.

(396) Este artículo fue reemplazado por el artículo 1º,
Nº 30, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(397) Ver Ley Nº 18.834, publicada en el Diario Oficial
de 23 de septiembre de 1989, que reemplazó al
Decreto con Fuerza de Ley Nº 338, de 1960.

(398) Este artículo fue sustituido por el artículo 1º,
Nº 31, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(399) Este artículo fue sustituido por el artículo 1º,
Nº 32, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(400) Este inciso fue agregado por el artículo 1º,
Nº 22, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Dia-
rio Oficial de 21 de febrero de 2004.

(401) Este título fue modificado por el número 61 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de agregar la expresión “Y VOLUNTARIOS”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(402) Este párrafo fue agregado por el número 62 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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individualmente una actividad mediante la cual
obtiene rentas del trabajo de las señaladas en
el inciso primero del artículo siguiente, deberá
afiliarse al Sistema que establece esta ley.(403)

La primera cotización efectuada a una
Administradora por un independiente, produ-
ce su afiliación al Sistema y su adscripción al
Fondo por el que éste opte. En todo caso, se
aplicará lo establecido en los incisos tercero y
quinto del artículo 23.(404)

Artículo 90. La renta imponible será anual
y corresponderá al 80% del conjunto de ren-
tas brutas gravadas por el artículo 42, Nº 2, de
la Ley sobre Impuesto a la Renta, obtenida por
el afiliado independiente en el año calendario
anterior a la declaración de dicho impuesto, la
que no podrá ser inferior aun ingreso mínimo
mensual, ni superior al producto de multiplicar
12 por el límite máximo imponible establecido
en el inciso primero del artículo 16, para lo
cual la unidad de fomento corresponderá a la
del último día del mes de diciembre.

Si un trabajador percibe simultáneamente
rentas del inciso anterior y remuneraciones
de uno o más empleadores, todas las remu-
neraciones imponibles y rentas imponibles del
inciso anterior, se sumarán para los efectos
de aplicar el límite máximo anual establecido
en el inciso precedente, de acuerdo a lo que
determine una norma de carácter general de

la Superintendencia.

Los trabajadores independientes que no

perciban rentas de las señaladas en el inciso

primero podrán cotizar conforme a lo estable-

cido en el Párrafo 2º de este Título IX. No

obstante, las cotizaciones de pensiones y sa-

lud efectuadas por estos trabajadores inde-

pendientes, tendrán el carácter de cotizacio-

nes previsionales para los efectos de la Ley

sobre Impuesto a la Renta.

Se entenderá por “año calendario” el pe-

ríodo de doce meses que termina el 31 de

diciembre.(405)

Artículo 91. Las personas que se afilien en

conformidad a las normas establecidas en este

Párrafo tendrán derecho al Sistema de Pensio-

nes de esta ley y a las prestaciones de salud

establecidas en el Decreto con Fuerza de Ley

Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que

fija el texto refundido, coordinado y sistemati-

zado del Decreto Ley Nº 2.763, de 1979, y de

las Leyes Nº 18.933 y Nº 18.469.(406)

(403) Este inciso fue modificado por el número 5 del
artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el
sentido de reemplazar la frase “ejerce una activi-
dad mediante la cual obtiene un ingreso, podrá”
por la siguiente “ejerza individualmente una acti-
vidad mediante la cual obtiene rentas del trabajo
de las señaladas en el inciso primero del artículo
siguiente, deberá”.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.

(404) Este inciso fue modificado por el Nº 21 de la Ley
Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de 28
de febrero de 2002. Con anterioridad este inciso
fue modificado por el Nº 29 del artículo 1º de la
Ley Nº 19.641, publicada en el Diario Oficial de
28 de octubre de 1999.

(405) Este artículo fue reemplazado por el número 6
del artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publicada
en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.
El texto de este artículo anterior a su reemplazo
era:
“Artículo 90. La renta imponible mensual será
aquella que el interesado declare mensualmente
a la Administradora en que se afilie, la que no
podrá ser inferior a un ingreso mínimo, ni supe-
rior al equivalente a sesenta Unidades de Fomen-
to.”.

(406) Este inciso fue reemplazado por la letra a) del nú-
mero 7 del artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo era:
“Artículo 91. Las personas que se afilien en con-
formidad a las normas establecidas en este Títu-
lo, tendrán derecho al Sistema de Pensiones de
esta ley y a las prestaciones de salud estableci-
das en las Leyes Nºs. 6.174, 10.383 y 16.781.
Al efectuar la primera cotización, el afiliado de-
berá optar entre las prestaciones de salud esta-
blecidas en las Leyes Nºs. 10.383 y 16.781. Si
así no lo hiciere, se entenderá que opta por las
de la Ley Nº 10.383.”.
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Los trabajadores independientes que se in-

corporen al Sistema que establece esta ley,

continuarán afectos a los regímenes del Siste-

ma Unico de Prestaciones Familiares y de Subsi-

dio de Cesantía, cuando a la fecha de su incor-

poración hubieren estado afiliados a un régimen

de previsión que contemplara en su favor el

beneficio de asignación familiar o el beneficio

de subsidio de cesantía, mientras desempeñen

la actividad que les otorgó la calidad de impo-

nentes de dicho régimen de previsión.(407)(408)

Artículo 92. Los trabajadores independien-

tes que en el año respectivo perciban ingre-

sos de los señalados en el inciso primero del

artículo 90, estarán afectos a las cotizacio-

nes que se establecen en el Título III y a un

siete por ciento destinado a financiar presta-

ciones de salud las que se enterarán en el

Fondo Nacional de Salud, cuando correspon-

dan. Dichas cotizaciones se pagarán de acuer-

do a lo establecido en los incisos cuarto y

quinto del presente artículo y en el artículo

92 F. Los afiliados independientes a que se

refiere el inciso tercero del artículo 90, esta-

rán afectos a las cotizaciones que se estable-

cen en el Título III y a un siete por ciento

destinado a financiar prestaciones de salud,

que será recaudado por la Administradora y
enterado en el Fondo Nacional de Salud.(409)

No obstante lo anterior, los afiliados a
que se refiere este Párrafo, podrán optar por
el sistema de salud que se establece en los
incisos tercero y siguientes del artículo 84.(410)

Cuando el afiliado opte de acuerdo a lo
establecido en el inciso anterior y decida pagar
una cotización superior al siete por ciento,
deberá así establecerlo al momento de contra-
tar con la institución de salud respectiva. En
todo caso, el cotizante gozará de la exención
establecida en el artículo 18, hasta un monto
máximo equivalente al siete por ciento del
límite imponible que resulte de aplicar el ar-
tículo 16, considerando el valor de la unidad
de fomento al último día del mes anterior a
aquel en que se pague la cotización.(411)

Los trabajadores independientes señalados
en el artículo 89, podrán efectuar mensualmen-
te pagos provisionales de las cotizaciones seña-
ladas en el Título III, las cuales deberán enterar-

(407) Este inciso fue agregado por el artículo 3º,
Nº 12, de la Ley Nº 18.225, publicada en el Dia-
rio Oficial de 28 de junio de 1983.

(408) El anterior inciso segundo de este artículo, fue
eliminado por la letra b) del número 7 del artículo
86 de la Ley Nº 20.255, publicada en el Diario
Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.
El texto de este inciso anterior a su eliminación era:
“Si el trabajador optare por las de la Ley Nº 10.383,
la cónyuge y los hijos tendrán los beneficios esta-
blecidos en dicha ley cuando cumplan con los re-
quisitos que dicho cuerpo legal señala, sin perjui-
cio de lo dispuesto en el Decreto Ley Nº 2.575,
de 1979. Si optare por las de la Ley Nº 16.781, el
trabajador tendrá derecho a los beneficios señala-
dos en esa ley para sí y para su cónyuge y sus
hijos hasta los dieciocho años o mayores de esa
edad y hasta los veinticuatro años, solteros, que
sigan cursos regulares en la enseñanza básica,
media, técnica o superior, y que vivan a sus ex-
pensas.”.

(409) Este inciso fue sustituido por la letra a) del núme-
ro 8 del artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publica-
da en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo era:
“Art. 92. Los afiliados independientes estarán
afectos a las cotizaciones que se establecen en
el Título III y un siete por ciento destinado a fi-
nanciar prestaciones de salud, que será recauda-
do por la Administradora y enterado en el Fondo
Nacional de Salud.”.

(410) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 8 del artículo 86 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la palabra “Tí-
tulo” por “Párrafo”.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.

(411) Este inciso fue modificado por la letra c) del nú-
mero 8 del artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008,
en el sentido de reemplazar la frase “de 4,2 Uni-
dades de Fomento, consideradas éstas al valor
del” por “equivalente al siete por ciento del límite
imponible que resulte de aplicar el artículo 16,
considerando el valor de la unidad de fomento al”.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.
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se de acuerdo al inciso primero del artículo 19,
y se imputarán a las cotizaciones de pensiones
que estén obligados a pagar por el mismo año
en que se efectuaron dichos pagos. En este
caso, el trabajador podrá pagar la cotización de
salud en la Administradora, quien la enterará en
el Fondo Nacional de Salud.(412)

El trabajador independiente a que se refiere
el artículo 89, deberá pagar mensualmente las
cotizaciones de salud que entere en el Fondo
Nacional de Salud. La renta imponible mensual
será la que el afiliado declare mensualmente al
Fondo Nacional de Salud o a la Administradora
en el caso del inciso anterior, la que no podrá
ser inferior a un ingreso mínimo mensual ni
superior al límite máximo imponible que resulte
de la aplicación del artículo 16. Sin perjuicio de
lo anterior, cada año se practicará una reliqui-
dación para determinar las diferencias que
existieren entre las rentas imponibles que de-
claró mensualmente en el año calendario ante-
rior y la renta imponible anual señalada en el
inciso primero del artículo 90 determinada con
los ingresos de dicho año calendario. En el caso
que el trabajador independiente no hubiere rea-
lizado los pagos antes señalados o que de la
reliquidación practicada existieren rentas
imponibles sobre las que no se hubieren realiza-
do cotizaciones de salud, estos pagos se efec-
tuarán de acuerdo al artículo 92 F.(412)

No obstante lo establecido en el artículo
148 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de
2006, del Ministerio de Salud, los trabajadores
independientes señalados en el artículo 89, para
tener derecho a las prestaciones médicas que
proporciona el Régimen de Prestaciones de Sa-
lud y a la atención en la modalidad de ‘‘libre
elección’’, requerirán haber cotizado en el mes
inmediatamente anterior a la fecha en que
impetren el beneficio, o haber pagado a lo

menos seis cotizaciones continuas o discon-

tinuas en los últimos doce meses anteriores a la

fecha en que se impetren los beneficios.(412)

Artículo 92 A. Las Administradoras de

Fondos de Pensiones, certificarán el monto

total de pagos provisionales efectuados de

acuerdo al inciso cuarto del artículo 92, por el

trabajador independiente en el año calendario

anterior y el monto de las cotizaciones decla-

radas y pagadas, y declaradas y no pagadas

por el o los empleadores, si dicho trabajador

percibe simultáneamente remuneraciones du-

rante ese período.

A más tardar el último día del mes de

febrero de cada año, las Administradoras de

Fondos de Pensiones deberán remitir a los

afiliados, el certificado señalado en el inciso

anterior. Además, dentro de ese mismo pla-

zo, dichas Administradoras deberán informar

al Servicio de Impuestos Internos lo señalado

en el inciso anterior. La Superintendencia de

Pensiones y el Servicio de Impuestos Inter-

nos, mediante norma de carácter general con-

junta, regularán la forma de entregar la infor-

mación a que se refiere este artículo.(413)

Artículo 92 B. En el mes de febrero de

cada año, el Fondo Nacional de Salud informa-

rá al Servicio de Impuestos Internos el monto

de las cotizaciones de salud que hubiere paga-

do mensualmente el trabajador independiente

de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto

del artículo 92, en el año calendario inmediata-

mente anterior a dicho mes. Además, la Su-

perintendencia de Salud informará al Servicio

de Impuestos Internos, sobre la Institución de

Salud Previsional a la que se encuentren afilia-

dos los trabajadores independientes.(413)

Artículo 92 C. La comisión a que tendrán

derecho las administradoras de fondos de

pensiones por las cotizaciones previsionales

obligatorias que en virtud del artículo 89 se

paguen anualmente por los trabajadores inde-

pendientes afiliados a ellas, corresponderá al

(412) Este inciso fue incorporado por la letra d) del nú-
mero 8 del artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.

(413) Este artículo fue incorporado por el número 9 del
artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.
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porcentaje promedio de las comisiones que la

administradora a la que pertenezca el afiliado

hubiere cobrado en el ejercicio anterior al

pago de dichas cotizaciones. La Superinten-

dencia de Pensiones dictará una norma de

carácter general para su aplicación.(414)

Artículo 92 D. El Servicio de Impuestos

Internos verificará anualmente el monto efec-

tivo que debió pagar el afiliado independiente

por concepto de las cotizaciones señaladas

en el inciso primero del artículo 92. Lo ante-

rior lo informará tanto a la Tesorería General

de la República como a la administradora de

fondos de pensiones en la cual se encuentre

afiliado el trabajador. El reglamento estable-

cerá la forma de determinar el cálculo de las

cotizaciones obligatorias a que se encuentren

afectos dichos afiliados, considerando los des-

cuentos que procedan por las cotizaciones de

pensiones y de salud enteradas en el Fondo

Nacional de Salud que hubiere realizado el

trabajador en su calidad de dependiente, como

aquellos pagos que hubiere efectuado de con-

formidad a los incisos cuarto y quinto del

artículo 92, todos en el año calendario inme-

diatamente anterior a aquel en que deba pa-

gar sus cotizaciones como afiliado indepen-

diente y reajustados según determine este

reglamento.(415)

Artículo 92 E. Para los efectos del seguro

de invalidez y sobrevivencia, el trabajador

independiente que hubiese efectuado sus co-

tizaciones obligatorias conforme al artículo

siguiente, por una renta imponible anual de

un monto igual o superior al equivalente a

siete ingresos mínimos mensuales, tendrá una

cobertura anual de ese seguro desde el día 1

de mayo del año en que pagó las cotizaciones

hasta el día 30 de abril del año siguiente a

dicho pago. En el caso que dicha renta impo-

nible sea de un monto inferior al antes indica-

do, el independiente que cotice según esta

modalidad, estará cubierto por el mencionado

seguro en el número de meses que resulte de

multiplicar 12 por la razón entre el número de

cotizaciones equivalentes a ingresos mínimos

mensuales y siete, contados desde el 1 de

mayo del año en que pagó las cotizaciones.

En todo caso, sea cual fuere el monto de la

cotización enterada, el trabajador siempre es-

tará cubierto en el mes de mayo del año en

que efectúe el pago. Mediante una norma de

carácter general la Superintendencia de Pen-

siones regulará la forma de realizar el mencio-

nado cálculo.(415)

Artículo 92 F. Las cotizaciones obligato-

rias señaladas en el inciso primero del artículo

92, se pagarán de acuerdo al siguiente orden:

i) con las cotizaciones obligatorias que

hubiere realizado el trabajador indepen-

diente, en el caso que además fuere tra-

bajador dependiente;

ii) con los pagos provisionales a que se re-

fiere el inciso cuarto del artículo 92;

iii) con cargo a las cantidades retenidas o

pagadas en conformidad a lo establecido

en los artículos 84, 88 y 89 de la Ley

sobre Impuesto a la Renta, con preemi-

nencia a otro cobro, imputación o pago

de cualquier naturaleza, y

iv) con el pago efectuado directamente por el

afiliado del saldo que pudiere resultar, el

cual deberá efectuarse en el plazo que

establezca la Superintendencia de Pensio-

nes mediante norma de carácter general.

Para efectos de lo dispuesto en el literal iii)

del inciso precedente, el Servicio de Impues-

(414) Este artículo fue incorporado por el número 9 del
artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.

(415) Este artículo fue incorporado por el número 9 del
artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

Continúa nota

El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.

Continuación Nota (415)
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tos Internos comunicará a la Tesorería General

de la República, en el mismo plazo que esta-

blece el artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a

la Renta, la individualización de los afiliados

independientes que deban pagar las cotizacio-

nes del Título III y la destinada a financiar

prestaciones de salud del Fondo Nacional de

Salud y el monto a pagar por dichos concep-

tos. Además deberá informarle el nombre de la

Administradora de Fondos de Pensiones a la

cual se encuentre afiliado el trabajador.

La Tesorería General de la República debe-

rá enterar, con cargo a las cantidades reteni-

das mencionadas en el inciso anterior y hasta

el monto en que dichos recursos alcancen

para realizar el pago respectivo, la cotización

obligatoria determinada por concepto de pen-

siones en el fondo de pensiones de la Adminis-

tradora de Fondos de Pensiones en que se

encuentre incorporado el trabajador indepen-

diente para ser imputados y registrados en su

cuenta de capitalización individual a título de

cotizaciones obligatorias. Por otra parte, dicha

Tesorería enterará las cotizaciones de salud en

el Fondo Nacional de Salud.(416)

Artículo 92 G. Si las cantidades señala-

das en el inciso primero del artículo anterior

fueren de un monto inferior a las cotizaciones

adeudadas, se pagarán en primer orden las

destinadas a pensiones y subsistirá la obliga-

ción del trabajador independiente por el saldo

insoluto, y a partir de ese momento se consi-

derarán adeudadas para todos los efectos

legales.(416)

Artículo 92 H. A los trabajadores inde-

pendientes del artículo 89 que adeuden coti-

zaciones previsionales, les serán aplicables

los incisos décimo a vigésimo primero del

artículo 19, en los mismos términos estable-

cidos para los empleadores. No obstante, res-

pecto del inciso décimo noveno de dicho ar-

tículo no recibirán aplicación los artículos 4º;

4º bis; 12; 14; 18; 19; 20 y 25 bis de la Ley
Nº 17.322. Asimismo, en los juicios de co-
branzas de deudas previsionales de dichos
trabajadores, no podrán embargarse los bie-
nes inmuebles de propiedad de ellos, sin per-
juicio de los demás bienes que las leyes
prohíban embargar.

Al trabajador independiente señalado en el
artículo 89, que sea beneficiario del aporte
previsional solidario de vejez y no se encontrare
al día en el pago de sus cotizaciones de pen-
siones, se le calculará un aporte previsional
solidario reducido, para lo cual se considerará
una pensión máxima con aporte solidario redu-
cida, equivalente a la mitad de la suma de la
pensión básica solidaria de vejez y de la pen-
sión máxima con aporte solidario.

La reducción a que se refiere el inciso
anterior, sólo se aplicará por un número de-
terminado de meses, contados desde que el
trabajador independiente cumpla 65 años de
edad. Para determinar los meses afectos a
reducción, se considerará el monto total de
cotizaciones de pensiones adeudadas, al que
se le aplicará un interés real del 4% anual,
desde el mes siguiente al que comenzaron a
adeudarse y hasta la fecha en que cumpla 65
años de edad; este monto, se multiplicará por
el factor de ajuste utilizado para el cálculo del
aporte previsional solidario de vejez sin re-
ducción, y el resultado que se obtenga se
dividirá por la diferencia entre el aporte previ-
sional solidario de vejez sin reducción y con
reducción. El resultado que se obtenga co-
rresponderá al número de meses durante el
cual se aplicará la reducción que establece el
inciso anterior. Con todo, si la cantidad que
se obtuviere fuere superior a 60, se conside-
rará esta última.(416)

Artículo 92 I. Los trabajadores indepen-

dientes afiliados a algunas de las institucio-

nes de previsión del régimen antigüo adminis-

(416) Este artículo fue incorporado por el número 9 del
artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

Continúa nota

El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.

Continuación Nota (416)



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS 8585858585

Boletín Oficial Dirección del Trabajo Septiembre236 / 2008

tradas por el Instituto de Normalización Previ-

sional o de la Dirección de Previsión de Cara-

bineros de Chile o en la Caja de Previsión de

la Defensa Nacional, no estarán obligados a

cotizar de acuerdo a las normas del presente

Párrafo, y seguirán rigiéndose por las normas

de sus respectivos regímenes previsionales.

Estas instituciones deberán informar al Servi-

cio de Impuestos Internos en la forma y plazo

que éste determine, el nombre y Rol Unico

Tributario de sus afiliados.(417)

Párrafo 2º

Del afiliado voluntario(418)

Artículo 92 J. Toda persona natural que

no ejerza una actividad remunerada podrá

enterar cotizaciones previsionales en una cuen-

ta de capitalización individual voluntaria de

una Administradora, sin perjuicio de lo esta-

blecido en el inciso tercero del artículo 90.

Los recursos que se mantengan en dicha

cuenta serán inembargables y los derechos y

obligaciones respecto de ella se regirán por

las normas establecidas en esta ley para la

cuenta de capitalización individual a que se

refiere el inciso primero del artículo 17, consi-

derando además las disposiciones especiales

que se establecen en este párrafo.

La cotización adicional que se cobre por

la administración de los recursos de esta cuen-

ta se calculará sobre el equivalente al ingreso

determinado en la forma que se establece en

el artículo siguiente, sin perjuicio que la parte

destinada al pago de la prima del seguro a

que se refiere el artículo 59 deberá calcularse

sobre la base de dicho ingreso considerando

un límite máximo de acuerdo a lo establecido

en el artículo 16 de esta ley.

La afiliación al Sistema deberá efectuarse

por los interesados mediante la suscripción

de la correspondiente solicitud. Respecto a

quienes ya se encuentren afiliados por haber

sido trabajadores dependientes o independien-

tes, la primera cotización como afiliados vo-

luntarios determina la apertura y mantención

por la Administradora de las cuentas de capi-

talización individual voluntarias.

Las cuentas de capitalización individual

obligatorias y las cuentas de capitalización

individual voluntarias deberán mantenerse en

una misma Administradora.

Las cotizaciones que se enteren en la

cuenta de un afiliado voluntario podrán ser

efectuadas por éste o por otro en su nombre

y no tendrán el carácter de cotizaciones pre-

visionales para los efectos de la Ley sobre

Impuesto a la Renta.

El afiliado voluntario podrá elegir o ser asig-

nado a los tipos de Fondos de acuerdo a lo es-

tablecido en el artículo 23, según corresponda.

Asimismo, los afiliados a que se refiere

este párrafo tendrán la opción de efectuar

ahorro voluntario de aquel establecido en el

artículo 21 de esta ley.(419)

Artículo 92 K. Se considerará como in-

greso imponible de los afiliados a que se

refiere este párrafo, la cantidad de dinero que

coticen mensualmente en la Administradora,

descontado el monto correspondiente a comi-

siones, multiplicado por diez, de acuerdo a lo

que determine una norma de carácter general

(417) Este artículo fue incorporado por el número 9 del
artículo 86 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El artículo vigésimo noveno transitorio de la cita-
da ley, establece que esta modificación entrará
en vigencia a contar del 1 de enero de 2012.

(418) Este párrafo fue agregado por el número 63 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(419) Este artículo fue agregado por el número 63 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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de la Superintendencia. Dicho ingreso no po-
drá ser inferior a un ingreso mínimo mensual,
no aplicándoseles a su respecto el límite máxi-
mo imponible señalado en el artículo 16.

No obstante lo anterior, cuando los afilia-
dos efectúen cotizaciones mediante un solo
pago por más de una renta o ingreso men-
sual, de acuerdo a lo establecido en el inciso
cuarto del artículo 19, se considerará como
renta imponible la que se derive de la cotiza-
ción mensual que realicen estos afiliados.
Esta cotización será la que determine la Ad-
ministradora como resultado de dividir por
doce el monto total cotizado descontado el
monto correspondiente a la cotización adicio-
nal, de la forma que determine una norma de
carácter general que emitirá la Superinten-
dencia. En caso que el resultado de la opera-
ción señalada sea inferior a la cotización equi-
valente a un ingreso mínimo mensual, deberá
ajustarse el número de cotizaciones de mane-
ra tal que en cada mes el monto de cotización
sea al menos equivalente a aquella corres-
pondiente a un ingreso mínimo.(420)

Artículo 92 L. Los afiliados voluntarios
quedarán cubiertos por el riesgo de invalidez o
muerte si hubieren cotizado en el mes calenda-
rio anterior a dichos siniestros. Para efectos de
la determinación del aporte adicional, el cálcu-
lo del ingreso base, establecido en el artículo
57, se realizará considerando el límite máximo
imponible a que se refiere el artículo 16.

Para efectos de la cobertura del seguro a
que se refiere el inciso anterior, cuando los
afiliados voluntarios hubiesen realizado coti-
zaciones de la forma señalada en el inciso
segundo del artículo 92 K, dichas cotizacio-
nes se entenderán imputadas mensualmente,

de acuerdo a los montos definidos en la cita-

da norma, a partir del mes siguiente a su

recepción en la Administradora.(420)

Artículo 92 M. Los trabajadores dependien-
tes cuyo cónyuge posea la calidad de afiliado
voluntario, podrán autorizar a sus respectivos
empleadores para que les descuenten de sus
remuneraciones, bajo las normas establecidas
en este párrafo y en el artículo 58 del Código
del Trabajo, las sumas que destinen a cotizacio-
nes para la cuenta de capitalización individual
voluntaria de su cónyuge, incluyendo la cotiza-
ción adicional. El empleador enterará esta coti-
zación en la Administradora en que se encuen-
tre incorporado el afiliado voluntario o en la que
se encuentre afiliado su trabajador dependien-
te, según lo que aquél determine. En el último
caso, la Administradora deberá destinar los re-
cursos pertenecientes al afiliado voluntario a la
Administradora en que éste se encuentre incor-
porado, en la forma que la Superintendencia
establezca mediante una norma de carácter
general. Respecto de estas cotizaciones se apli-
carán las mismas normas establecidas en el
artículo 19 para los trabajadores dependientes.
Con todo, cesará la referida obligación en cada
uno de los meses en que proceda un pago de
cotizaciones del trabajador a través de una
entidad pagadora de subsidios.

La Administradora tendrá derecho a co-
brar comisión por transferencia de cotizacio-
nes, en los mismos términos establecidos en
el inciso final del artículo 20 C.

Dicha cotización a nombre del cónyuge
no dará derecho al trabajador dependiente a
la exención tributaria a que se refiere el ar-
tículo 18 de esta ley.(421)

Artículo 92 N. La Superintendencia regula-
rá mediante una norma de carácter general, las
materias relacionadas con las cotizaciones a
que se refiere este párrafo. Dicha norma con-
tendrá, a lo menos, los procedimientos para la
determinación del porcentaje y el cobro de la
cotización adicional y la imputación de las coti-

zaciones para los fines que corresponda.(421)

(420) Este artículo fue agregado por el número 63 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(421) Este artículo fue agregado por el número 63 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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TITULO X
DEL CONTROL

Artículo 93. Créase la Superintendencia
de Administradoras de Fondos de Pensiones,
entidad autónoma, con personalidad jurídica
y patrimonio propio, de duración indefinida,
que se regirá por un estatuto orgánico espe-
cial y se relacionará con el Gobierno por
intermedio del Ministerio del Trabajo y Previ-
sión Social.

Corresponderá a la Superintendencia de
Administradoras de Fondos de Pensiones, la
supervigilancia y control de las Sociedades
Administradoras de Fondos de Pensiones y el
ejercicio de las funciones y atribuciones que
establece esta ley.

La Superintendencia estará sometida a la
fiscalización de la Contraloría General de la
República, exclusivamente en lo que concier-
ne al examen de las cuentas de entradas y
gastos.

Artículo 94. Corresponderá a la Superin-
tendencia, además de las atribuciones y obli-
gaciones que esta ley establece, las siguien-
tes funciones generales:

1. Autorizar la constitución de las Socieda-
des Administradoras de Fondos de Pen-
siones, de las sociedades filiales a que se
refiere el inciso duodécimo del artículo
23, la adquisición de acciones de una
Administradora de acuerdo a lo estableci-
do en la Constitución Política de la Repú-
blica, de las sociedades administradoras
de cartera de recursos previsionales, y

llevar un Registro de estas entidades.(422)

2. Fiscalizar el funcionamiento de las Admi-
nistradoras y el otorgamiento de las pres-
taciones que éstas otorguen a sus afilia-
dos y el funcionamiento de las socieda-
des administradoras de cartera de recur-
sos previsionales.(423)

3. Fijar la interpretación de la legislación y
reglamentación del Sistema, con carácter
obligatorio para las Administradoras, las
sociedades filiales a que se refiere el inci-
so duodécimo del artículo 23 y las socie-
dades administradoras de cartera de re-
cursos previsionales, y dictar normas ge-
nerales para su aplicación.(424)

4. Fiscalizar la constitución, mantenimiento,
operación y aplicación del “Encaje”.(425)

5. Fiscalizar la inversión de los recursos de
los Fondos de Pensiones y la composi-
ción de la cartera de inversiones.

6. Establecer las normas que regulen los
contratos de seguro destinados a consti-
tuir las prestaciones que establece esta
ley, sin perjuicio de las atribuciones de la
Superintendencia de Valores y Seguros y

fiscalizar la observancia de dichas nor-

(422) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 4 del artículo 5º de la Ley Nº 20.190, pu-
blicada en el Diario Oficial de 05 de junio de 2007,
en el sentido de reemplazar la conjunción “y” a
continuación de la expresión “artículo 23”, por
la frase “, la adquisición de acciones de una Ad-
ministradora de acuerdo a lo establecido en la
Constitución Política de la República,”. Con ante-
rioridad fue modificado por la letra a) del número
22 del artículo único de la Ley Nº 19.795, publi-
cada en el Diario Oficial de 28 de febrero de 2002.

(423) Este número fue modificado por el artículo 1º,
Nº 30, letra b) de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(424) Este inciso fue modificado por el artículo único
Nº 22 letra a) de la Ley Nº 19.795, publicada en
el Diario Oficial de 28 de febrero de 2002. Con
anterioridad este inciso fue modificado por la le-
tra c) del Nº 30 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.641, publicada en el Diario Oficial de 28
de octubre de 1999.

(425) Este número fue reemplazado por la letra a) del
número 64 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este número anterior a su reemplazo
era:
“4. Fiscalizar la constitución, mantenimiento, ope-
ración y aplicación del “Fondo de Reserva de Fluc-
tuación de Rentabilidad” y del “Encaje” y la inver-
sión de los recursos destinados a dichos fondos.”.
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mas y el cumplimiento de las obligacio-

nes que emanen de los contratos.(426)

7. Efectuar la liquidación de las Administra-

doras, la de las sociedades administrado-

ras de cartera de recursos previsionales,

y la de los Fondos de Pensiones.(427)

8. Aplicar sanciones y disponer la revocación

de la autorización de existencia de confor-

midad a la ley, de las Administradoras de

Fondos de Pensiones, de sus sociedades

filiales y de las sociedades administradoras

de cartera de recursos previsionales. Asi-

mismo, podrá disponer la enajenación de

las inversiones efectuadas en o a través de

las sociedades filiales establecidas en el

artículo 23, cuando no cumplan con lo

establecido en el inciso duodécimo de di-

cho artículo. Para estos efectos y en forma

previa, la Superintendencia oficiará a las

sociedades administradoras antes mencio-

nadas con el objeto de poner en su conoci-

miento los hechos que se le imputan como

constitutivos de infracción, a fin de que

éstas, dentro del plazo de diez días hábiles

contados desde la recepción del respectivo

oficio, procedan a formular sus descargos y

acompañen las probanzas en que funda-

mentan sus alegaciones. El ejercicio de es-

tas atribuciones y funciones deberá efec-

tuarse mediante resoluciones fundadas, las

que se notificarán por un ministro de fe.(428)

En contra de dichas resoluciones la Admi-
nistradora afectada o sus sociedades filia-
les y las sociedades administradoras de
cartera de recursos previsionales podrán
reclamar, dentro de los quince días si-
guientes a su notificación, ante la Corte de
Apelaciones que corresponda, la que de-
berá pronunciarse en cuenta si el reclamo
es admisible y si ha sido interpuesto den-
tro del término legal. Admitido el reclamo,
la Corte dará traslado por quince días a la
Superintendencia. Evacuado el traslado o
acusada la rebeldía, la Corte ordenará traer
los autos en relación, agregándose la cau-
sa en forma extraordinaria a la tabla del
siguiente día, previo sorteo de Sala cuan-
do corresponda. El tribunal dictará senten-
cia dentro del plazo de treinta días.(429)

Para reclamar de una multa impuesta por
la Superintendencia, el reclamante deberá
efectuar una consignación equivalente al
25% de su monto, en dicho organismo.

La consignación será devuelta si se acogiere
el reclamo.(430)

Las resoluciones constituirán títulos ejecu-
tivos y producirán sus efectos transcurri-
dos quince días desde su notificación, si
no se hubiere reclamado de ella, o una vez
a firme la sentencia que resuelva sobre el
reclamo.

Los funcionarios de la Superintendencia
prestarán declaraciones ante los Tribuna-
les, en las reclamaciones a que se refiere
este número, mediante informes escritos,
los que constituirán presunciones legales
acerca de los hechos por ellos personal-
mente constatados, sin perjuicio de la fa-
cultad del Tribunal de citarlos a declarar

(426) Este inciso fue modificado por el artículo único
Nº 22 letra a) de la Ley Nº 19.795, publicada en
el Diario Oficial de 28 de febrero de 2002.

(427) Este número fue modificado por el artículo 1º,
Nº 30, letra d) de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(428) Este párrafo fue modificado por la letra b) del
número 64 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar su nueva terce-
ra oración.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
el número 10 del artículo 2º de la Ley Nº 19.768,
publicada en el Diario Oficial de 07 de noviembre
de 2001.

(429) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 30, letra f) de la Ley Nº 19.641, publicada en
el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999. Con
anterioridad fue modificado por el artículo 4º,
Nº 17, letra b), de la Ley Nº 19.301, publicada
en el Diario Oficial de 19 de marzo de 1994.

(430) Este inciso y el anterior fueron agregados por el
artículo 4º Nº 9 de la Ley Nº 19.705, publicada
en el Diario Oficial de 20 de diciembre de 2000.
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verbalmente como medida para mejor re-

solver.

La Superintendencia estará exenta de la

obligación de efectuar consignaciones ju-

diciales.

Los directores y apoderados de una Ad-

ministradora, de sus filiales o de una so-

ciedad administradora de cartera de re-

cursos previsionales, serán solidariamen-

te responsables de las multas que se les

impongan, respectivamente, si se hubieren

originado en hechos o contravenciones

producidas por su culpa o negligencia. La

resolución respectiva deberá así declarar-

lo y los afectados podrán reclamar de ella

en la misma forma y plazo que puede

hacerlo la Administradora.(431)(432)

9. Velar por el cumplimiento de las normas

que establecen los requisitos necesarios

para que opere la garantía estatal, a que

se refiere el Título VII.

10. Efectuar los estudios técnicos necesa-

rios para el desarrollo y fortalecimiento

del Sistema de Pensiones y para evaluar

la calidad de las pensiones que obtienen

los afiliados y beneficiarios del Sistema.

Para efectuar los mencionados estudios,

la Superintendencia de Valores y Segu-

ros deberá proporcionar a la Superinten-

dencia de Pensiones la información so-

bre los pensionados por la modalidad de

renta vitalicia y sus beneficiarios, que

ésta le solicite.(433)

11. Fiscalizar los mercados primarios y se-

cundarios en lo que se refiere a la partici-

pación de los Fondos de Pensiones, las

Administradoras y las personas que, en

razón de su cargo o posición, tengan

acceso a información de las inversiones

del Fondo, sin perjuicio de las atribucio-

nes de la Superintendencia de Valores y

Seguros.(434)

12. Informar a los afiliados respecto de sus

derechos y obligaciones en relación con

el sistema de pensiones, utilizando me-

dios propios o a través de otras entida-

des, con el objeto de dar cobertura nacio-

nal a este servicio.(435)

13. Requerir que las personas naturales o

jurídicas que, personalmente o en con-

junto, sean controladoras de una Admi-

nistradora conforme al artículo 97 de la

Ley Nº 18.045, o posean individualmen-

te más del diez por ciento de sus accio-

nes, envíen a la Superintendencia infor-

mación fidedigna acerca de su situación

financiera. La Superintendencia, median-

te normas generales, determinará la pe-

riodicidad y contenido de esta informa-

ción, que no podrá exceder de la que

exige la Superintendencia de Valores y

(431) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 30, letra g) de la Ley Nº 19.641, publicada en
el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(432) Este número fue reemplazado por el artículo 1º,
Nº 49, del Decreto Ley Nº 3.626, publicado en el
Diario Oficial de 21 de febrero de 1981.

(433) Este número fue reemplazado por la letra c) del
número 64 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar su nueva terce-
ra oración.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta

modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este número anterior a su reemplazo
era:
“10. Efectuar los estudios técnicos necesarios
que tiendan al desarrollo y fortalecimiento del
Sistema de Pensiones.”.
Con anterioridad, este número fue reemplazado
por la letra c) del número 17 del artículo 4º de la
Ley Nº 19.301, publicada en el Diario Oficial de
19 de marzo de 1994.

(434) Este inciso fue modificado por el artículo único
Nº 22, letra b) de la Ley Nº 19.795, publicada en el
Diario Oficial de 28 de febrero de 2002. Con ante-
rioridad este inciso fue agregado por la letra b) del
Nº 5 del artículo 1º de la Ley Nº 18.398, publicada
en el Diario Oficial de 24 de enero de 1985.

(435) Este número fue agregado por el artículo 1º,
Nº 23, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Dia-
rio Oficial de 21 de febrero de 2004.

Continuación Nota (433)
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Seguros a las sociedades anónimas abier-

tas.(436)

14. Instruir, por resolución fundada, a una

Administradora, que se abstenga de efec-

tuar con recursos de los Fondos de Pen-

siones, las transacciones que específica-

mente determine con o a través de perso-

nas relacionadas a ella, hasta por un pla-

zo de tres meses renovable por igual pe-

ríodo, cuando la situación financiera, ya

sea de la Administradora o de sus perso-

nas relacionadas, ponga en riesgo la se-

guridad de los Fondos de Pensiones.(437)

15. Instruir, por resolución fundada, a una

Administradora, que se abstenga de efec-

tuar con recursos de los Fondos de Pen-

siones, las transacciones que específica-

mente determine con sus personas rela-

cionadas o a través de ellas, hasta por un

plazo de tres meses renovable por igual

período, cuando las personas relaciona-

das a la Administradora hubieran sido

sancionadas por incumplimiento, en for-

ma reiterada o grave, de las disposiciones

legales, reglamentarias y administrativas

que les sean aplicables conforme a su

objeto social, siempre que tal situación

ponga en riesgo la seguridad de los Fon-

dos de Pensiones.(438)

16. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la

seguridad de los Fondos de Pensiones, el

funcionamiento de los servicios que una

Administradora hubiere subcontratado,

cuando éstos sean relacionados con su

giro. Para efectos de lo anterior, la Super-

intendencia podrá requerir el envío de

información y documentación sustentato-

ria o bien tener acceso directamente a las

dependencias y archivos del prestador de

servicios.(439)

17. Supervisar administrativamente las Comi-

siones Médicas Regionales y Central e

impartir las normas operativas que se re-

quieran para calificar la invalidez. Asimis-

mo, controlar que las Comisiones Médi-

cas den debido cumplimiento a las fun-

ciones que les correspondan, pudiendo

siempre determinar el número de Comi-

siones que debe funcionar en cada Re-

gión, impartir instrucciones acerca de su

equipamiento y requerir a dichas Comi-

siones la información necesaria para su

adecuada fiscalización.(440)

18. Designar mediante resolución fundada a

uno de sus funcionarios como inspector

delegado en una Administradora, con el

objeto de resguardar la seguridad de los

Fondos de Pensiones.

La designación del inspector delegado

no podrá tener una duración superior a

seis meses, renovable por una sola vez

por un período máximo de seis meses, y

deberá fundarse en los siguientes he-

chos graves que pongan en peligro inmi-

nente la seguridad de los Fondos de Pen-

(436) Este número fue agregado por la letra b) del nú-
mero 4 del artículo 5º de la Ley Nº 20.190, pu-
blicada en el Diario Oficial de 05 de junio de 2007.

(437) Este número fue agregado por la letra c) del nú-
mero 4 del artículo 5º de la Ley Nº 20.190, pu-
blicada en el Diario Oficial de 05 de junio de 2007.

(438) Este número fue agregado por la letra d) del nú-
mero 4 del artículo 5º de la Ley Nº 20.190, pu-
blicada en el Diario Oficial de 05 de junio de 2007.

(439) Este número fue agregado por la letra d) del nú-
mero 64 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar su nueva terce-
ra oración.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(440) Este número fue agregado por la letra e) del nú-
mero 64 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar su nueva terce-
ra oración.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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siones y hagan necesaria la adopción de

medidas urgentes:

a) Infracciones o multas graves y reite-

radas.

b) Rebeldía para cumplir las normas y

órdenes legalmente impartidas por la

Superintendencia.

c) Vacancia de la mayoría de los cargos

titulares y suplentes en el directorio.

d) Deficiencias graves en los controles

internos relativos a la gestión de los

Fondos de Pensiones.

e) Presunciones fundadas de que se han

violado las normas sobre conflictos

de interés, operaciones con personas

relacionadas o el giro exclusivo de la

Administradora o de las entidades de

su grupo empresarial.

f) Solicitud de quiebra o cesación de

pagos de cualquiera de sus obligacio-

nes significativas.

g) Declaración de quiebra o liquidación

forzosa de cualquier entidad del gru-

po empresarial al que pertenezca la

Administradora.

h) Existencia de antecedentes fundados

de que los Estados Financieros de la

Administradora o del Fondo de Pen-

siones no representan su real situa-

ción financiera.

i) Déficit de patrimonio mínimo o de

Encaje requeridos de acuerdo a lo dis-

puesto en esta ley.

El inspector visará todas las operaciones

de la Administradora y tendrá facultades

para suspender cualquier acuerdo del di-

rectorio o decisión de los apoderados de

la Administradora que hagan temer por la

seguridad de los Fondos de Pensiones o

por la estabilidad económica de aquélla.

En el ejercicio de sus funciones, el ins-

pector podrá hacerse acompañar por otros

funcionarios de la Superintendencia, así

como contratar consultorías privadas ex-

ternas con cargo a la Administradora.

Tanto el inspector delegado como dichos

funcionarios deberán guardar absoluta re-

serva y secreto de la información de las

cuales tomen conocimiento en el cumpli-

miento de sus labores y deberán abste-

nerse de usar dicha información en bene-

ficio propio o de terceros. Para efectos de

lo dispuesto en el inciso segundo del ar-

tículo 125 del Decreto con Fuerza de Ley

Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacien-

da, se estimará que los hechos que confi-

guren infracciones a lo dispuesto en esta

norma vulneran gravemente el principio

de probidad administrativa, lo que no

obstará a las demás responsabilidades y

sanciones que fueren procedentes.

La Administradora afectada podrá recla-

mar contra la designación del inspector a

que se refiere este número, conforme al

procedimiento establecido en el Nº 8 de

este artículo. La interposición de dicho

recurso no suspenderá los efectos de di-

cha designación.(441)

19. Supervisar administrativamente a las Co-

misiones Ergonómica y de Apelaciones

de la Ley Nº 19.404 e impartir las normas

operativas que se requieran para calificar

labores como trabajos pesados. Asimis-

mo, controlar que dichas Comisiones den

debido cumplimiento a las funciones que

les correspondan.(442)

(441) Este número fue agregado por la letra f) del nú-
mero 64 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar su nueva terce-
ra oración.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(442) Este número fue agregado por la letra g) del nú-
mero 64 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
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Artículo 95. Facúltase al Presidente de la
República para que dentro del plazo de no-
venta días contados desde la publicación de
esta ley y mediante decreto dictado a través
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,
fije el estatuto de organización, funciones y
atribuciones de la Superintendencia de Admi-
nistradoras de Fondos de Pensiones.(443)

Dentro del plazo de ciento ochenta días
contados desde la publicación de la presente
ley, el Presidente de la República complementa-
rá las normas del estatuto a que se refiere el
inciso anterior fijando, mediante decreto dicta-
do a través del Ministerio del Trabajo y Previ-
sión Social, las disposiciones relativas al per-
sonal de la Superintendencia. En ejercicio de
esta facultad podrá determinar la planta de esa
entidad; el régimen de remuneraciones de su
personal, el que no se regulará por las disposi-
ciones del Decreto Ley Nº 249, de 1974; las
normas laborales y previsionales a que estarán
sujetos sus trabajadores, y, en general, todos
los demás aspectos relativos al personal.

Artículo 96. El personal afecto a los regí-
menes de la Caja de Previsión de la Defensa
Nacional y de la Dirección de Previsión de
Carabineros de Chile continuará sujeto a los
mismos, y a la legislación que le es actual-
mente aplicable, en tanto no se dicte la ley a
que se refiere el inciso siguiente.

Una comisión, designada por el Presidente
de la República y presidida por el Ministro de
Defensa Nacional, deberá proponer, dentro del
plazo de ciento ochenta días, un proyecto de
ley destinado a determinar qué personal, del

mencionado inciso anterior, podrá incorporarse

al Sistema de Pensiones contemplado en esta
ley, fijando las modalidades a que deberá suje-
tarse tal incorporación y las normas que permi-
tan coordinar dicho Sistema de Pensiones con
el régimen que le es actualmente aplicable.(444)

Artículo 97. El artículo 2º regirá a contar
del 1º de mayo de 1981.

Artículo 98. Para los efectos de esta ley
se entenderá por:

a) Patrimonio: La diferencia entre el valor de
los activos totales y los pasivos exigibles;

b) Pérdida potencial estimada: Aquella que
resulta de considerar los montos inverti-
dos por la empresa en instrumentos cuya
clasificación sea categoría BB, B, C, D o E
o niveles N-4 o N-5 de riesgo, en acciones
de sociedades y en instrumentos no clasi-
ficados. Asimismo, se deberá considerar
dentro de la pérdida potencial estimada un
veinte por ciento de las inversiones efec-
tuadas en los instrumentos clasificados en
categoría A o en nivel N-2 de riesgo, y un
sesenta por ciento de las inversiones en
instrumentos clasificados en categoría BBB
o en nivel N-3 de riesgo. De igual forma,
deberá considerarse dentro de la pérdida
potencial estimada, independientemente de
su clasificación de riesgo, toda inversión
realizada en instrumentos distintos de ac-
ciones emitidos por una sociedad para la
cual la empresa inversionista o la emisora
posean, directamente o a través de otra
persona natural o jurídica, el cinco por
ciento o más del capital con derecho a
voto de la empresa emisora o inversionis-

ta, respectivamente.(445)

2008, en el sentido de intercalar su nueva terce-
ra oración.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(443) El D.F.L. Nº 101, publicado en el Diario Oficial
de 29 de noviembre de 1980, establece el Esta-
tuto Orgánico de la Superintendencia de Admi-
nistradoras de Fondos de Pensiones, su organi-
zación y atribuciones.

Continuación Nota (442)

(444) La Ley Nº 18.458, publicada en el Diario Oficial
de 11 de noviembre de 1985, que establece régi-
men previsional del personal de la Defensa Na-
cional que indica.

(445) Esta letra fue modificada por el artículo primero,
Nº 12, letra a), de la Ley Nº 19.389, publicada
en el Diario Oficial de 18 de mayo de 1995. Con
anterioridad fue sustituida, por el artículo 4º,
Nº 18, letra a), de la Ley Nº 19.301, publicada
en el Diario Oficial de 19 de marzo de 1994.
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c) Serie: Conjunto de instrumentos que guar-

dan relación entre sí por corresponder a

una misma emisión y que poseen idénti-

cas características en cuanto a su fecha

de vencimiento, tasa de interés, tipo de

amortización, condiciones de rescate, ga-

rantías y tipo de reajuste;

d) Inversión indirecta: Aquella inversión sig-

nificativa que realicen los Fondos de Pen-

siones en activos, a través de la inversión

en instrumentos del inciso segundo del

artículo 45, conforme lo disponga el Régi-

men de Inversión.(446)

e) Activo contable neto consolidado: La di-

ferencia entre el activo de una sociedad

matriz y sus filiales, y la pérdida potencial

estimada calculada sobre la base del ba-

lance consolidado.

Los términos “sociedad matriz” y “filial”,

tienen el alcance señalado en el artículo

86 de la Ley Nº 18.046;(447)

f) Accionista minoritario: Toda persona que

sea propietaria, directamente o a través

de otras personas, a lo más, del diez por

ciento de las acciones suscritas de una

sociedad;(448)

g) Personas relacionadas: Aquellas definidas

en el Título XV de la Ley Nº 18.045.(449)

h) Grupo empresarial: Aquel definido en el

Título XV de la Ley Nº 18.045;(450)

i) Persona controladora: Aquella definida en

el artículo 97 de la Ley Nº 18.045.(451)

j) Valor absoluto: El valor positivo de un

número.(452)

k) Depósitos de ahorro previsional volunta-

rio: las sumas destinadas por el trabaja-

dor a los planes de ahorro previsional

(446) Esta letra fue reemplazada por la letra a) del nú-
mero 65 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“d) Inversión indirecta en acciones en una socie-
dad: Aquella que se realice a través de la tenen-
cia de acciones o derechos en otras sociedades
que sean accionistas de dicha sociedad, indepen-
dientemente del número de sociedades a través
de las cuales se produzca esta relación.
La Superintendencia determinará, mediante nor-
mas de carácter general, el procedimiento para
efectuar la medición de las inversiones indirec-
tas en una sociedad;”.
Con anterioridad, esta letra fue sustituida por la
letra a) del número 18 del artículo 4º de la Ley
Nº 19.301, publicada en el Diario Oficial de 19
de marzo de 1994.

(447) Esta letra fue sustituida por el artículo 4º, Nº 18,
letra a), de la Ley Nº 19.301, publicada en el
Diario Oficial de 19 de marzo de 1994.

(448) Esta letra fue modificada, pasando de h) a ser g),
por la letra a) del Nº 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002.

(449) Esta letra fue modificada, pasando de i) a ser h),
por la letra a) del Nº 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002. Con anterioridad fue sus-
tituida por el Nº 45 del artículo 1º de la Ley
Nº 18.964, publicada en el Diario Oficial de 10
de marzo de 1990.

(450) Esta letra fue modificada, pasando de l) a ser k),
por la letra a) del Nº 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002. Con anterioridad fue agre-
gada por la letra b) del Nº 18 del artículo 4º de la
Ley Nº 19.301, publicada en el Diario Oficial de
19 de marzo de 1994.

(451) Esta letra fue modificada, pasando de k) a ser l),
por la letra a) del Nº 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002. Con anterioridad fue agre-
gada por la letra b) del Nº 18 del artículo 4º de la
Ley Nº 19.301, publicada en el Diario Oficial de
19 de marzo de 1994.

(452) Esta letra fue modificada, pasando de o) a ser
m), por la letra a) del Nº 23 del artículo único de
la Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial
de 28 de febrero de 2002. Con anterioridad fue
agregada por el Nº 31 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.641, publicada en el Diario Oficial de 28
de octubre de 1999.
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voluntario ofrecidos por las instituciones
autorizadas para tal efecto.(453)

l) Instituciones Autorizadas: son aquellas en-
tidades distintas de las administradoras de
fondos de pensiones, señaladas en el inci-
so primero del artículo 20, que cuenten
con planes de ahorro previsional volunta-
rio autorizados por las superintendencias
de Bancos e Instituciones Financieras o de
Valores y Seguros, según corresponda.(454)

m) Planes de Ahorro Previsional Voluntario:
son aquellas alternativas de ahorro o inver-
sión autorizadas por las Superintendencias
de Bancos e Instituciones Financieras o de
Valores y Seguros, según corresponda, para
efectos de lo dispuesto en el Título III de
esta ley.(455)

n) Recursos originados en cotizaciones vo-
luntarias, depósitos convenidos o depósi-
tos de ahorro previsional voluntario: co-
rresponden a las cotizaciones o depósitos
más la rentabilidad generada por cada

uno de aquéllos.(456)

ñ) Planes de Ahorro Previsional Voluntario

Colectivo: Son aquellas alternativas de

ahorro e inversión autorizadas por las Su-

perintendencias de Pensiones, de Bancos

e Instituciones Financieras o de Valores y

Seguros, según corresponda, para efec-

tos de lo dispuesto en el Título III de esta

ley.(457)(458)

(453) Esta letra fue modificada, pasando de p) a ser n),
por la letra a) del Nº 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002. Con anterioridad fue agre-
gada por el Nº 12 del artículo 2º de la Ley
Nº 19.768, publicada en el Diario Oficial de 7 de
noviembre de 2001.

(454) Esta letra fue modificada, pasando de q) a ser ñ),
por la letra a) del Nº 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002. Con anterioridad fue agre-
gada por el Nº 12 del artículo 2º de la Ley
Nº 19.768, publicada en el Diario Oficial de 7 de
noviembre de 2001.

(455) Esta letra fue modificada, pasando de r) a ser o),
por la letra a) del Nº 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002. Con anterioridad fue agre-
gada por el Nº 12 del artículo 2º de la Ley
Nº 19.768, publicada en el Diario Oficial de 7 de
noviembre de 2001.

(456) Esta letra fue modificada, pasando de s) a ser p),
por la letra a) del Nº 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002. Con anterioridad fue agre-
gada por el Nº 12 del artículo 2º de la Ley
Nº 19.768, publicada en el Diario Oficial de 7 de
noviembre de 2001.

(457) Esta letra fue agregada por la letra c) del número
65 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publica-
da en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(458) Las anteriores letras f), i) y j) de este artículo,
fueron eliminadas por la letra b) del número 65
del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada
en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, pa-
sando las letras g) y h) a ser las letras f) y g),
respectivamente, y las letras k) a la p), a ser las
letras h) a la n).
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de estas letras anterior a su eliminación
era:
“f) Factor de riesgo promedio ponderado: La suma
de los productos entre el factor de riesgo, de
acuerdo a lo definido en el artículo 105, que co-
rresponda a cada instrumento o serie emitidos o
avalados por la institución, de acuerdo con la
categoría en que hayan sido clasificados, y la pro-
porción que represente el monto de la inversión
del Fondo respectivo en cada uno de los instru-
mentos, respecto del valor total de las inversio-
nes del Fondo en los distintos títulos representa-
tivos de deuda de ese mismo emisor.
i) Sociedades Anónimas Inmobiliarias: Aquellas
que tengan como giro único el negocio inmobilia-
rio y el de mutuos hipotecarios con cláusula a la
orden. Se entenderá para estos efectos como
negocio inmobiliario lo siguiente: la compraventa
o arrendamiento, en cualquiera de sus modalida-
des, de toda clase de bienes raíces con exclu-
sión de predios agrícolas; la renovación,
remodelación, construcción y desarrollo de pro-
yectos inmobiliarios en bienes raíces de su pro-
piedad; la inversión en acciones de sociedades
cuyo objeto sea la participación en las concesio-
nes a que se refiere el D.F.L. Nº 164, de 1991,
del Ministerio de Obras Públicas, y la inversión
en acciones de sociedades cuyo giro único sea el
negocio inmobiliario definido en esta letra, con la
salvedad de que en este caso tales sociedades
podrán invertir en predios agrícolas. Estas últi-
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Artículo 98 bis. Las Superintendencias

de Pensiones y de Valores y Seguros esta-

blecerán, mediante Resolución conjunta, los

procedimientos de fiscalización respecto del

sistema de consultas y ofertas de mon-

tos de pensión a que se refiere el artículo

61 bis, de los pagos de beneficios y pensio-

nes reguladas por esta ley que efectúen las

Compañías de Seguros de Vida, de los Ase-

sores Previsionales a que se refiere el Título

XVII de la presente ley, como asimismo del

pago de las contingencias del Seguro de

Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el

artículo 59.(459)

TITULO XI (460)

DE LA COMISION
CLASIFICADORA DE RIESGO

Artículo 99. Créase una Comisión Clasifi-

cadora de Riesgo, en adelante Comisión Cla-

sificadora, con personalidad jurídica y patri-

monio propio, formado mediante los aportes

a que se refiere el inciso final del artículo

102, la que tendrá las siguientes funciones y

atribuciones:(461)

a) Aprobar o rechazar cuotas emitidas por

fondos de inversión y cuotas emitidas por

fondos mutuos a que se refiere la letra h);

instrumentos representativos de capital

de la letra j) y, a solicitud de la Superin-

tendencia, los títulos de la letra k), todas

del inciso segundo del artículo 45. Asi-

mismo, aprobar o rechazar las contrapar-

tes para efectos de las operaciones con

instrumentos derivados de la letra l) del

citado artículo;(462)

mas no podrán tener una relación superior a un
cincuenta por ciento entre su pasivo exigible y
su patrimonio, ni podrán invertir más del diez por
ciento de su activo total en acciones de otras
sociedades.
Las sociedades de que trata esta letra podrán in-
vertir en inmuebles destinados a la vivienda, sólo
cuando éstos formen parte de manera indivisible
de un inmueble mayor destinado a un fin comer-
cial o industrial. En ningún caso la inversión en
viviendas podrá exceder del dos por ciento de
los activos totales de la sociedad.
Se entenderá para estos efectos como negocio
de mutuos hipotecarios con cláusula a la orden
la compra, venta y otorgamiento de los mutuos
que se definen en la letra j) siguiente, y
j) Mutuo hipotecario con cláusula a la orden:
Instrumento endosable representativo de un cré-
dito originado en un préstamo otorgado a una
persona natural para el financiamiento de la ad-
quisición, construcción, ampliación o reparación
de viviendas urbanas de acuerdo a lo estable-
cido en el artículo 21 bis del Decreto con Fuer-
za de Ley Nº 251, de 1931 y en el Nº 4 bis del
artículo 83 del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 252 de 1960, ambos del Ministerio de Ha-
cienda.”.
Con anterioridad, este artículo fue modificado por
la letra a) del número 23 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002.

(459) Este artículo fue agregado por el número 66 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

Continuación Nota (458)

(460) Este título fue introducido por el artículo 1º,
Nº 7, de la Ley Nº 18.398, publicada en el Diario
Oficial de 24 de enero de 1985.

(461) Este inciso fue modificado por el número 67 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de intercalar entre la palabra “funciones” y
los dos puntos (:) la expresión “y atribuciones”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(462) Esta letra fue sustituida por el número 67 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“a) Aprobar o rechazar los instrumentos repre-
sentativos de capital, deuda y cobertura de ries-
go susceptibles de ser adquiridos con recursos
de los Fondos de Pensiones, de conformidad a lo
dispuesto en el inciso cuarto del artículo 45;”.
Con anterioridad, esta letra fue modificada por el
número 24 del artículo único de la Ley Nº 19.795,
publicada en el Diario Oficial de 28 de febrero de
2002.
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b) Rechazar, de acuerdo a lo establecido en
el artículo 105, las clasificaciones practi-
cadas por clasificadoras de riesgo en con-
formidad a lo dispuesto en la Ley
Nº 18.045, a los instrumentos de deuda
señalados en las letras b), c), d), e), f), i)
y k), todas del inciso segundo del artículo
45, respecto de los instrumentos cuyas
dos clasificaciones de mayor riesgo sean
iguales o superiores a BBB o N-3;(463)

c) Establecer los procedimientos específicos
de aprobación de cuotas de fondos de
inversión y de cuotas de fondos mutuos
de la letra h), de instrumentos representa-
tivos de capital de la letra j), de instru-
mentos contemplados en la letra k) y de
las entidades contrapartes de operacio-
nes con instrumentos derivados a que se
refiere la letra l), todas del inciso segundo
del artículo 45;(464)

d) Establecer las equivalencias entre las cla-

sificaciones de los títulos de deuda seña-

lados en la letra j) del inciso segundo del

artículo 45, realizadas por entidades cla-

sificadoras internacionalmente reconoci-

das, y las categorías de riesgo definidas

en el artículo 105, y(465)

e) Establecer, no obstante lo señalado en la

letra c) anterior, los procedimientos espe-

cíficos de aprobación de los instrumentos

representativos de capital incluidos en la

letra j) del inciso segundo del artículo 45,

que se transen en los mercados formales

nacionales.(466)(467)

(463) Esta letra fue sustituida por el número 67 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“b) Asignar una categoría de riesgo, de aquellas
señaladas en el artículo 105, a los instrumentos
de deuda a que alude la letra a) anterior, salvo
que se trate del rechazo de un instrumento en la
forma establecida en el inciso quinto del artículo
105, en cuyo caso no procederá tal asignación;”.

(464) Esta letra fue sustituida por el número 67 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“c) Establecer los procedimientos específicos de
aprobación de acciones de sociedades anónimas
inmobiliarias, de cuotas de Fondos de Inversión,
de cuotas de fondos mutuos, de instrumentos
representativos de capital y de operaciones de
cobertura de riesgo financiero incluidos en la le-
tra k), de instrumentos contemplados en la letra
l) que no correspondan a acciones de sociedades
anónimas o títulos de deuda, y de las operacio-
nes para la cobertura de riesgo financiero a que
se refiere la letra m), así como establecer, en
conformidad con lo dispuesto en el artículo 106,

los requisitos mínimos para la aprobación de ac-
ciones de la letra g), todas del artículo 45;”.
Con anterioridad, esta letra fue modificada por el
número 11 del artículo 4º de la Ley Nº 19.705,
publicada en el Diario Oficial de 20 de diciembre
de 2000.

(465) Esta letra fue sustituida por el número 67 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“d) Establecer las equivalencias entre las clasifi-
caciones de los títulos de deuda señalados en la
letra k) del artículo 45, realizadas por entidades
clasificadoras internacionalmente reconocidas que
ésta haya seleccionado para tales efectos, y las
categorías de riesgo definidas en el artículo 105;”.
Con anterioridad, esta letra fue reemplazada por
la letra b) del número 11 del artículo 4º de la Ley
Nº 19.705, publicada en el Diario Oficial de 20
de diciembre de 2000.

(466) Esta letra fue sustituida por el número 67 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“e) Aprobar, modificar o rechazar las clasificacio-
nes practicadas por entidades clasificadoras inter-
nacionalmente reconocidas, a los instrumentos de
deuda señalados en la letra k) del artículo 45, en
virtud de lo establecido en el artículo 105;”.
Con anterioridad, esta letra fue modificada por la
letra c) del número 11 del artículo 4º de la Ley

Continuación Nota (464)
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Artículo 100. La Comisión Clasificadora
de Riesgo estará integrada por las siguientes
personas:

a) Un funcionario de la Superintendencia de
Pensiones designado por el Superinten-
dente de ésta;(468)

b) Un funcionario de la Superintendencia de
Bancos e Instituciones Financieras desig-
nado por el Superintendente de ésta;(469)

c) Un funcionario de la Superintendencia de
Valores y Seguros designado por el Su-

perintendente de ésta, y(470)

d) Cuatro representantes de las Administrado-
ras de Fondos de Pensiones, elegidos por
éstas.

El presidente de la Comisión Clasificadora
será designado por la mayoría de los asistentes
a la respectiva sesión, en votación secreta, de
entre los miembros antes señalados y durará en
dicho cargo un año, pudiendo ser reelegido.
Igual procedimiento se aplicará para designar al
vicepresidente, que subrogará al presidente en
caso de ausencia o impedimento de éste.(471)

La Comisión Clasificadora sesionará con
asistencia de a lo menos cuatro de sus miem-
bros y adoptará los acuerdos por mayoría ab-
soluta de los asistentes a la respectiva sesión.
Su presidente dirimirá los empates que pudieren
producirse.

En caso de ausencia o impedimento de algu-
na de las personas señaladas en las letras a),
b) o c) del inciso primero, los respectivos Supe-
rintendentes designarán a su suplente.(472)(473)

Nº 19.705, publicada en el Diario Oficial de 20 de
diciembre de 2000.

(467) La anterior letra f) de este artículo fue eliminada
por el número 67 del artículo 91 de la Ley
Nº 20.255, publicada en el Diario Oficial de 17 de
marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta mo-
dificación entrará en vigencia a contar del 1 de
octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su eliminación era:
“f) Establecer, no obstante lo señalado en las le-
tras c) y d) anteriores, los procedimientos especí-
ficos de aprobación de instrumentos incluidos en
la letra k) del artículo 45, que se transen en los
mercados formales nacionales.”.
Con anterioridad, este artículo fue sustituido por el
número 19 del artículo 4º de la Ley Nº 19.301, pu-
blicada en el Diario Oficial de 19 de marzo de 1994.

(468) Esta letra fue sustituida por la letra a) del número
68 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada
en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta mo-
dificación entrará en vigencia a contar del 1 de
octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“a) El Superintendente de Administradoras de Fon-
dos de Pensiones;”.

(469) Esta letra fue sustituida por la letra a) del número
68 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada
en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta mo-
dificación entrará en vigencia a contar del 1 de
octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“b) El Superintendente de Bancos e Instituciones
Financieras;”.

(470) Esta letra fue sustituida por la letra a) del núme-
ro 68 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

Continúa nota
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El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de esta letra anterior a su reemplazo era:
“c) El Superintendente de Valores y Seguros, y”.

(471) Este inciso fue modificado por el artículo 4º,
Nº 20, letra a), de la Ley Nº 19.301, publicada
en el Diario Oficial de 19 de marzo de 1994.

(472) Este inciso fue reemplazado por la letra c) del nú-
mero 68 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo era:
“En caso de ausencia o impedimento de alguno
de los miembros señalados en las letras a), b) o
c) del inciso primero, integrará la Comisión Cla-
sificadora un funcionario de la Superintendencia
que por la jerarquía de su cargo, profesión y área
de especialidad, pueda subrogar al titular, debien-
do designarlo para tal efecto el propio Superin-
tendente.”.
Con anterioridad, este inciso fue sustituido por la
letra b) del número 20 del artículo 4º de la Ley
Nº 19.301, publicada en el Diario Oficial de 19
de marzo de 1994.

(473) El anterior inciso cuarto de este artículo, fue eli-
minado por la letra b) del número 68 del artículo

Continuación Nota (470)
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Artículo 101. Los miembros señalados en

la letra d) del artículo anterior, durarán dos

años en sus cargos y serán elegidos en la

forma que determine un Reglamento que acor-

darán las Administradoras actuando en con-

junto.(474)

Dichos miembros deberán reunir los requi-

sitos exigidos por las leyes para ser director de

una sociedad anónima abierta y no podrán ser

corredores de bolsa o agentes de valores, ni

ser gerentes, administradores o directores de

estas entidades, de un banco o de una institu-

ción financiera. A su vez, no podrán ser perso-

nas relacionadas a alguna Administradora de

Fondos de Pensiones o ser socios, administra-

dores o miembros del consejo de clasificación

de las entidades clasificadoras a que se refiere

la Ley Nº 18.045.

Junto con la designación de cada una de

las personas a que se refiere la letra d) del

artículo anterior, deberá también designarse

un miembro suplente, quien reemplazará al

respectivo titular en caso de ausencia o impe-

dimento de éste.

Los miembros titulares o suplentes que de

conformidad al artículo 82 de la Ley Nº 18.045,

sean personas con interés en un emisor cuyos

instrumentos se sometan a la aprobación de la

Comisión Clasificadora, se abstendrán de par-

ticipar en el debate y en la adopción de cual-

quier acuerdo relativo a dichos instrumentos,
debiendo retirarse de la sesión respectiva.(475)

Artículo 102. La Comisión Clasificadora
tendrá una Secretaría Administrativa cuyas
funciones serán las que le encomienda esta
ley y aquellas específicas que le encargue la
Comisión Clasificadora.

La Comisión Clasificadora designará una
persona que actuará como secretario de la
misma, tendrá la calidad de ministro de fe
respecto de sus actuaciones, deliberaciones y
acuerdos y representará judicialmente y extra-
judicialmente la Secretaría Administrativa.

La Comisión Clasificadora acordará un re-
glamento que normará todo lo concerniente
al funcionamiento y personal de la Secretaría
Administrativa.

Los gastos que demande el funcionamien-
to de la Comisión Clasificadora y de la Secre-
taría Administrativa serán financiados por las
Administradoras de Fondos de Pensiones a
prorrata del valor de los Fondos de Pensiones
administrados por cada una de ellas.(476)(477)

Artículo 103. Los integrantes de la Comi-
sión Clasificadora, como también los funcio-
narios públicos deberán guardar reserva so-
bre los documentos y antecedentes de los
emisores e instrumentos sujetos a clasifica-
ción, siempre que éstos no tengan carácter
público. La infracción a esta obligación será

sancionada con la pena de reclusión menor

en sus grados mínimo a medio.(478)

91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el Diario
Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su eliminación era:
“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior,
los acuerdos para aprobar o mantener la aproba-
ción de inversión en títulos de acciones de las so-
ciedades a que se refieren los incisos segundo y
tercero del artículo 112, deberán adoptarse con el
voto favorable de a lo menos dos representantes
de las Administradoras de Fondos de Pensiones.”.

(474) Este inciso fue modificado por el artículo prime-
ro, Nº 14, de la Ley Nº 19.389, publicada en el
Diario Oficial de 18 de mayo de 1995.

Continuación Nota (473)

(475) Este artículo fue sustituido por el artículo 4º,
Nº 21, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994. Con anterio-
ridad fue modificado por el artículo único, Nº 10,
de la Ley Nº 18.798, publicada en el Diario Ofi-
cial de 23 de mayo de 1989.

(476) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 33, de la Ley Nº 19.641, publicada en el Dia-
rio Oficial de 28 de octubre de 1999.

(477) Este artículo sustituido por el Nº 48 del artículo
1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el Diario
Oficial de 10 de marzo de 1990.

(478) Este inciso fue modificado por el artículo 4º,
Nº 22, letra a), de la Ley Nº 19.301, publicada
en el Diario Oficial de 19 de marzo de 1994.
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Del mismo modo, les está prohibido va-
lerse, directa o indirectamente, en beneficio
propio o de terceros, de la información a que
tengan acceso en el desempeño de esta fun-
ción, durante el lapso que dure la reserva
establecida en el inciso primero del artículo
109. La contravención a esta norma será
sancionada con la pena de reclusión menor
en su grado medio e inhabilitación para car-
gos y oficios públicos por el tiempo de la
condena.(479)

Los miembros de la Comisión Clasificado-
ra, los integrantes de la Secretaría Adminis-
trativa, los funcionarios públicos o aquellas
personas que tomen conocimiento de las pro-
posiciones de aprobación de instrumentos o
de las clasificaciones presentadas a la Comi-
sión Clasificadora para su consideración que
presentaren o difundieren información falsa o
tendenciosa respecto de los instrumentos que
aquélla deba aprobar o rechazar, sufrirán la
pena de reclusión menor en sus grados míni-
mo a medio e inhabilitación para ejercer car-
gos en la Comisión Clasificadora y en cual-
quier oficio público por todo el tiempo que
dure la condena, sin perjuicio de las acciones
civiles que correspondan.(480)

Artículo 104. Las cuotas de fondos de
inversión y de fondos mutuos, a que se refie-
re la letra h) del inciso segundo del artículo
45 serán consideradas por la Comisión Clasi-
ficadora para su aprobación o rechazo cuan-
do así lo solicite una Administradora. Los
instrumentos financieros representativos de
capital a que se refiere la letra j) del artículo
45, serán considerados por la Comisión Clasi-
ficadora para su aprobación o rechazo, cuan-

do lo solicite alguna Administradora de Fon-

dos de Pensiones. Asimismo, los títulos a que

se refiere la letra k) del citado artículo 45 que

no sean títulos de deuda o acciones de socie-

dades anónimas, serán considerados por la

Comisión Clasificadora para su aprobación o

rechazo, a solicitud de alguna Administrado-

ra, según determinará la Superintendencia de

Pensiones al autorizar el título.(481)

(479) Este inciso fue modificado por el artículo 4º,
Nº 22, letra b), de la Ley Nº 19.301, publicada
en el Diario Oficial de 19 de marzo de 1994.

(480) Este inciso fue modificado por el artículo prime-
ro, Nº 15, de la Ley Nº 19.389, publicada en el
Diario Oficial de 18 de mayo de 1995. Con ante-
rioridad fue agregado por el artículo 4º, Nº 22,
letra c), de la Ley Nº 19.301, de 19 de marzo de
1994.

(481) Este artículo fue modificado por la letra b) del
número 69 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de eliminar en su primera
oración la frase: “acciones de sociedades anóni-
mas inmobiliarias, las” y reemplazar la letra “i)”
por la letra “h)” y la expresión: “su emisor” por
la siguiente: “una Administradora”. A su vez, agre-
gar en su segunda oración a continuación de la
palabra: “financieros” lo siguiente: “representa-
tivos de capital” y reemplazar la letra “k)” por la
letra “j)” y eliminar la expresión “el emisor o”.
Asimismo, en su tercera oración reemplazar la
letra “l)” por la letra “k)” y eliminar la expresión:
“excluidos los instrumentos señalados en el inci-
so cuarto de dicho artículo,” y reemplazar la ora-
ción “del emisor o de alguna Administradora, se-
gún determinará el Banco Central de Chile”, por
la siguiente: “de alguna Administradora, según
determinará la Superintendencia de Pensiones’’.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Los anteriores incisos 1 y 2 de este artículo, fue-
ron eliminados por la letra a) del número 69 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de estos incisos anterior a su elimina-
ción era:
“Artículo 104. La Comisión Clasificadora deberá
considerar para su aprobación o rechazo, y asig-
narle una categoría de clasificación de las indica-
das en el artículo 105, si correspondiere, a todos
aquellos títulos de deuda que cuenten con dos
clasificaciones de riesgo efectuadas en confor-
midad a lo dispuesto en la Ley Nº 18.045. Esta
asignación la efectuará para el solo efecto de de-
terminar la diversificación de las inversiones que
se realicen con los recursos de los Fondos de
Pensiones.
La Comisión Clasificadora considerará para su
aprobación o rechazo todas aquellas acciones de
la letra g) del artículo 45, exceptuadas las seña-
ladas en el inciso cuarto del artículo 45, que de
acuerdo con la información que le deberá propor-
cionar semestralmente la Superintendencia de
Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones
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Artículo 105. Establécense las siguientes
categorías de riesgo para los instrumentos
financieros a que se refieren las letras b), c),
d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del
artículo 45, si se tratare de instrumentos de
deuda de largo plazo:

1.  Categoría AAA;

2.  Categoría AA;

3.  Categoría A;

4.  Categoría BBB;

5.  Categoría BB;

6.  Categoría B;

7.  Categoría C;

8.  Categoría D, y

9. Categoría E, sin información disponible

para clasificar.(482)

Establécense los siguientes niveles de ries-

go para los instrumentos financieros a que se

refieren las letras b), c), i), ,j) y k), del artículo

45, si se tratare de instrumentos de deuda de

corto plazo:

1. Nivel 1 (N 1);

2. Nivel 2 (N 2);

3. Nivel 3 (N 3);

4. Nivel 4 (N 4), y

5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible

para clasificar.(483)

Financieras, no sean objeto de las prohibiciones
que establece el inciso primero del artículo 45
bis y cumplan con los requisitos a que alude el
artículo 106. Sin perjuicio de lo anterior, la Co-
misión Clasificadora considerará estas acciones
para su aprobación o rechazo cuando el emisor
así lo solicite, mediante la presentación de dos
clasificaciones hechas en conformidad a la Ley
Nº 18.045, siempre que tales acciones no sean
objeto de las citadas prohibiciones.”.

(482) Este inciso fue reemplazado por la letra a) del nú-
mero 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo era:
“Artículo 105. Establécense las siguientes cate-
gorías y factores de riesgo para los instrumentos
financieros a que se refieren las letras b), c), d),
e), f), k) y l) del artículo 45, si se tratare de ins-
trumentos de deuda de largo plazo:
1.- Categoría AAA con factor 1 (uno);
2.- Categoría AA con factor 0,9 (cero co-

ma nueve);
3.- Categoría A con factor 0,8 (cero co-

ma ocho);
Continúa nota
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4.- Categoría BBB con factor 0,6 (cero co-
ma seis);

5.- Categoría BB con factor 0 (cero);
6.- Categoría B con factor 0 (cero);
7.- Categoría C con factor 0 (cero);
8.- Categoría D con factor 0 (cero);
9.- Categoría E con factor 0 (cero), sin

información disponible
para clasificar.”.

Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra a) del número 17 del artículo primero de
la Ley Nº 19.389, publicada en el Diario Oficial
de 18 de mayo de 1995.

(483) Este inciso fue reemplazado por la letra a) del nú-
mero 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo era:
“Establécense los siguientes niveles y factores
de riesgo para los instrumentos financieros a que
se refiere la letra j) y las letras b), c), k) y l) si se
tratare de instrumentos de deuda de corto plazo:
1 Nivel 1 (N-1) con factor 1 (uno);
2 Nivel 2 (N-2) con factor 0, 6 (cero coma

seis);
3 Nivel 3 (N-3) con factor 0, 3 (cero coma

tres);
4 Nivel 4 (N-4) con factor 0 (cero), y
5 Nivel 5 (N-5) con factor 0 (cero), sin infor-

mación disponible para clasifi-
car.”.

Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra b) del número 17 del artículo primero de
la Ley Nº 19.389, publicada en el Diario Oficial
de 18 de mayo de 1995.

Continuación Nota (482)
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Las categorías y niveles señalados en el

inciso anterior corresponderán a los definidos

en la Ley Nº 18.045. La categoría AAA y el

nivel N-1 son los de más bajo riesgo, el que

aumenta progresivamente hasta la categoría

D y el nivel N-4, que serán los de más alto

riesgo.

Para ejercer la atribución a que se refiere

la letra b) del artículo 99, la Comisión Clasifi-

cadora deberá solicitar al emisor respectivo

una clasificación adicional, que deberá ser efec-

tuada por un clasificador privado, elegido por

aquél, de aquellos a que alude la Ley Nº 18.045.

La clasificación adicional podrá ser solicitada

cuando haya ocurrido algún hecho que a juicio

de dos miembros de la Comisión Clasificadora

pueda impactar negativa y sustancialmente en

los resultados de la sociedad y que pueda

modificar la categoría de riesgo del título.(484)

Una vez presentada la clasificación adi-

cional, la Comisión Clasificadora podrá recha-

zar todas las clasificaciones de riesgo del

instrumento con el voto favorable de la ma-

yoría de los miembros asistentes a la sesión,

debiendo constar en acta el fundamento del

rechazo, salvo que determine que éste re-

quiere reserva. Asimismo, podrá rechazar la

menor clasificación de riesgo, en cuyo caso

será necesario el voto conforme de cinco

miembros.(485)

Cuando se trate de instrumentos de capi-

tal de la letra j) del artículo 45, éstos se

aprobarán de conformidad con los procedi-

mientos que se establecerán por la Comisión,

de acuerdo a lo dispuesto en la letra c) del

artículo 99.(486)

La Comisión Clasificadora deberá estable-

cer las equivalencias entre las categorías de

clasificación internacionales y las señaladas en

el inciso primero de este artículo. Estas equi-

valencias se establecerán mediante un acuer-

do que entrará en vigencia desde su publica-

ción en el Diario Oficial, para el solo efecto de

(484) Este inciso fue reemplazado por la letra b) del nú-
mero 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo era:
“La Comisión Clasificadora deberá asignar al ins-
trumento la categoría de mayor riesgo de entre
las que le hubieren otorgado las clasificadoras
contratadas por el emisor del título de deuda, de
conformidad a la Ley Nº 18.045. Sin perjuicio de
lo anterior, la Comisión Clasificadora podrá soli-
citar al emisor, una clasificación adicional de un
tercer clasificador privado, elegido por éste, de
aquellos a que alude la citada ley. En este último
caso la Comisión Clasificadora deberá asignar al
instrumento la categoría indicativa de mayor ries-
go de entre las tres propuestas. Sin embargo, la
Comisión Clasificadora podrá, mediante decisión
fundada y con el voto de al menos cinco de sus
miembros, omitir la consideración de una de las
tres proposiciones, debiendo asignar al instrumen-
to la categoría indicativa de mayor riesgo de en-
tre las restantes dos proposiciones.”.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra c) del número 17 del artículo primero de
la Ley Nº 19.389, publicada en el Diario Oficial
de 18 de mayo de 1995.

(485) Este inciso fue reemplazado por la letra b) del nú-
mero 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su reemplazo
era:
“Con todo, la Comisión Clasificadora podrá re-
chazar un título de deuda con el voto favorable
de la mayoría de los miembros asistentes a la
sesión, debiendo constar la fundamentación en
el acta, salvo que la Comisión Clasificadora de-
termine que ésta requiera reserva.”.

(486) Este inciso fue modificado por la letra c) del nú-
mero 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de eliminar su primera ora-
ción y agregar a continuación de la palabra “ca-
pital” la expresión “de la letra j) del artículo 45”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue reemplazado por
el número 13 del artículo 4º de la Ley Nº 19.705,
publicada en el Diario Oficial de 20 de diciembre
de 2000.
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la clasificación de los instrumentos de deuda a
que se refiere la letra j) del artículo 45.(487)(488)

Artículo 106. Las cuotas de fondos de
inversión y fondos mutuos a que se refiere la
letra h) del inciso segundo del artículo 45,
con excepción de las señaladas en el inciso
décimoquinto de dicho artículo, serán someti-
das a la aprobación de la Comisión, previa
solicitud de una Administradora, en conside-
ración al cumplimiento de los requisitos a que
se refiere el inciso siguiente, que serán deter-
minados en base a la información pública
histórica que el emisor haya entregado a la

entidad fiscalizadora que corresponda.(489)

Los requisitos de aprobación considera-

rán una adecuada diversificación de las inver-

siones, el cumplimiento de los objetivos de

inversión y otros aspectos que determine la

Comisión Clasificadora, debiendo estos últi-

mos darse a conocer mediante acuerdo publi-

cado en el Diario Oficial. Adicionalmente, se

considerará que al momento de la aprobación

el fondo mantenga un volumen mínimo de

inversión. La información necesaria para la

evaluación de estos aspectos deberá ser apor-

tada por los respectivos emisores en la forma

y oportunidad que determine la Comisión Cla-

sificadora.(490)

La especificación conceptual, la metodo-

logía de cálculo y el valor límite de los indica-

dores considerados en los requisitos de apro-

bación, los determinará la Comisión Clasifica-

dora, previo informe favorable de la Superin-

tendencia de Pensiones, debiendo publicarlos

en el Diario Oficial.(490)

Los instrumentos representativos de capi-

tal aludidos en la letra j) del artículo 45, se

aprobarán en función de los procedimientos

que al efecto establecerá la Comisión Clasifi-

cadora, los que habrán de considerar, al me-

nos, el riesgo país, la existencia de sistemas

institucionales de fiscalización y control sobre

el emisor y sus títulos en el respectivo país, y

en consideración a la liquidez del título en los

correspondientes mercados secundarios.(491)

(487) Este inciso fue modificado por la letra d) del nú-
mero 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de reemplazar la expresión:
“, sin perjuicio de que podrá establecer factores
adicionales adversos que pudieran modificar la cla-
sificación final. Estos criterios de equivalencia”,
por lo siguiente: “. Estas equivalencias”. Por otra
parte, reemplazar la letra “k)” por la letra “j)”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
el número 13 del artículo 4º de la Ley Nº 19.705,
publicada en el Diario Oficial de 20 de diciembre
de 2000.

(488) El anterior inciso octavo de este artículo, fue eli-
minado por la letra e) del número 70 del artículo
91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el Diario
Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso anterior a su eliminación era:
“No obstante lo establecido en los incisos sexto
y séptimo, cuando se trate de instrumentos de
deuda incluidos en la letra k) del artículo 45 que
se transen en los mercados formales nacionales,
la clasificación se efectuará de conformidad con
los procedimientos que establecerá la Comisión
Clasificadora, de acuerdo a lo dispuesto en la le-
tra f) del artículo 99.”.
Con anterioridad, este artículo fue reemplazado
por el número 24 del artículo 4º de la Ley
Nº 19.301, publicada en el Diario Oficial de 19
de marzo de 1994.

(489) Este inciso fue sustituido por la letra b) del núme-
ro 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta

modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
el número 14 del artículo 4º de la Ley Nº 19.705,
publicada en el Diario Oficial de 20 de diciembre
de 2000.

(490) Este inciso fue agregado por la letra b) del núme-
ro 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(491) Este inciso fue modificado por la letra c) del nú-
mero 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de

Continuación Nota (489)
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No obstante lo establecido en el inciso

anterior, cuando se trate de instrumentos de

capital incluidos en la letra j) del artículo 45

que se transen en los mercados formales

nacionales, excluidos los títulos señalados en

el inciso décimoquinto de dicho artículo, la

clasificación se efectuará de conformidad con

los procedimientos que establecerá la Comi-

sión Clasificadora, de acuerdo a lo dispuesto

en la letra e) del artículo 99.(492)(493)

2008, en el sentido de sustituir la letra “k)” por
la letra “j)”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
la letra b) del número 26 del artículo único de la
Ley Nº 19.795, publicada en el Diario Oficial de
28 de febrero de 2002.

(492) Este inciso fue modificado por la letra d) del núme-
ro 70 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publica-
da en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en
el sentido de sustituir la letra “k)” por la letra “j)”,
reemplazar la palabra “quinto” por “décimoquinto”
y sustituir la letra “f)” por la letra “e)”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue agregado por la
letra g) del artículo 4º de la Ley Nº 19.601, publi-
cada en el Diario Oficial de 18 de enero de 1999.

(493) Los anteriores incisos primero al séptimo de este
artículo, fueron eliminados por la letra a) del nú-
mero 71 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este artículo, anterior a sus modifica-
ciones era:
“Artículo 106. Las acciones a que se refiere la
letra g) del artículo 45, con excepción de las se-
ñaladas en el inciso cuarto del artículo 45, serán
sometidas a la aprobación de la Comisión Clasifi-
cadora en consideración al cumplimiento de los
requisitos mínimos que serán determinados en
base a la información pública histórica que el
emisor haya entregado a la entidad fiscalizadora
que corresponda.
Para que una acción de las señaladas en el inciso
anterior pueda ser aprobada por la Comisión Cla-
sificadora, bastará que su emisor cumpla con los
citados requisitos mínimos. La especificación
conceptual, la metodología de cálculo y el valor
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límite de los indicadores considerados en estos
requisitos, los determinará la Comisión Clasifica-
dora de Riesgo, previo informe favorable de la
Superintendencia, debiendo publicarlos en el Dia-
rio Oficial.
Los requisitos mínimos relativos a las acciones a
que se refiere el inciso primero, considerarán res-
pecto del emisor, la disponibilidad de estados fi-
nancieros auditados para los últimos tres años,
con resultados positivos al menos en los dos últi-
mos, un nivel de cobertura de gastos financieros
y una adecuada liquidez, requiriéndose que en
dicho período no se hayan producido cambios que
pudieren provocar efectos positivos o negativos
en la administración, la propiedad, el giro, los ac-
tivos esenciales, los procesos productivos u otros
cambios que pudieren afectar su solvencia.
En el caso de acciones de bancos o de institucio-
nes financieras o de empresas de leasing, se con-
siderarán como requisitos mínimos, la disponibi-
lidad de estados financieros auditados para los
últimos tres años, con resultados positivos al
menos en los dos últimos, y un determinado ni-
vel de endeudamiento económico, requiriéndose
que en dicho período no se hayan producido cam-
bios que pudieren provocar efectos positivos o
negativos en la administración, la propiedad, el
giro, los activos esenciales u otros cambios que
pudieren afectar su solvencia.
Con todo, la Comisión Clasificadora podrá recha-
zar una acción con el voto favorable de la mayo-
ría de los miembros asistentes a la sesión, de-
biendo constar la fundamentación en el acta, salvo
que la Comisión Clasificadora determine que ésta
requiera reserva.
Las Superintendencias de Valores y Seguros o
de Bancos e Instituciones Financieras, según co-
rresponda, efectuarán el cálculo de los requisitos
mínimos y confeccionarán una nómina de emiso-
res de acciones de la letra g) del artículo 45 que
cumplan con ellos, nómina que será remitida se-
mestralmente a la Comisión Clasificadora y a la
Superintendencia de Administradoras de Fondos
de Pensiones, a más tardar los días diez de mayo
y diez de octubre de cada año, pudiendo sin em-
bargo ser modificada o complementada en cual-
quier fecha.
Cuando las acciones de un emisor hubieran sido
rechazadas por la Comisión Clasificadora por una
causal distinta a la establecida en el artículo 107,
o cuando éste no cumpliere con los requisitos
señalados en el inciso segundo, podrá solicitar
una nueva consideración de la Comisión Clasifi-
cadora presentando a ésta y a la Superintenden-
cia, dos informes completos de clasificación de
riesgo de sus acciones, elaborados en conformi-
dad a lo señalado en la Ley Nº 18.045, por dife-
rentes clasificadoras privadas. Tales informes se
justificarán sólo cuando contengan opiniones en
que se califique la solvencia del emisor en base a
antecedentes adicionales a los considerados por

Continuación Nota (493)
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Artículo 107. Derogado.(494)

la Comisión Clasificadora. No obstante, ésta po-
drá requerir al emisor la presentación de una cla-
sificación adicional de conformidad a lo dispues-
to en la citada ley, elaborada por otro clasifica-
dor elegido por éste. Lo anterior no será impedi-
mento para que la Comisión Clasificadora pueda
ejercer nuevamente su derecho a rechazar el ins-
trumento.
Las cuotas de fondos de inversión y de fondos
mutuos a que se refiere la letra i) del inciso se-
gundo del artículo 45 y las acciones de socieda-
des anónimas inmobiliarias se aprobarán a solici-
tud de los emisores en consideración a los objeti-
vos de inversión y las políticas destinadas a cum-
plirlos, a la calificación de los recursos profesio-
nales de la administración y a otros aspectos que
determine la Comisión Clasificadora, los cuales
deberán darse a conocer mediante acuerdo pu-
blicado en el Diario Oficial. La información nece-
saria para la evaluación de estos instrumentos
deberá ser aportada por los respectivos emisores
en la forma y oportunidad que determine la Co-
misión Clasificadora.
Los instrumentos representativos de capital alu-
didos en la letra k) del artículo 45, se aprobarán
en función de los procedimientos que al efecto
establecerá la Comisión Clasificadora, los que
habrán de considerar, al menos, el riesgo país, la
existencia de sistemas institucionales de fiscali-
zación y control sobre el emisor y sus títulos en
el respectivo país, y en consideración a la liqui-
dez del título en los correspondientes mercados
secundarios.
No obstante lo establecido en el inciso anterior,
cuando se trate de instrumentos de capital in-
cluidos en la letra k) del artículo 45 que se transen
en los mercados formales nacionales, excluidos
los títulos señalados en el inciso quinto de dicho
artículo, la clasificación se efectuará de confor-
midad con los procedimientos que establecerá la
Comisión Clasificadora, de acuerdo a lo dispues-
to en la letra f) del artículo 99.”.
Con anterioridad, este artículo fue sustituido por
el número 25 del artículo 4º de la Ley Nº 19.301,
publicada en el Diario Oficial de 19 de marzo de
1994.

(494) Este artículo fue derogado por el número 72 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este artículo, anterior a su deroga-
ción era:
“Artículo 107. Las Administradoras que hayan
invertido recursos de los Fondos de Pensiones
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que administran en acciones de sociedades en
que el Estado, directamente o por intermedio de
sus empresas, instituciones descentralizadas, au-
tónomas o municipales, tuviere el cincuenta por
ciento o más de las acciones suscritas y que por
su naturaleza estén sometidas a normas especia-
les respecto a la fijación de tarifas o acceso a los
mercados, podrán ejercer el derecho a retiro de
la sociedad en los términos de los artículos 69 y
siguientes de la Ley Nº 18.046, en caso de que
la Comisión Clasificadora rechazare dichas ac-
ciones por alguna de las siguientes causales:
a) La modificación de las normas que las rijan en
materia tarifaria o de precios de los servicios o
bienes que ofrezcan o produzcan, o relativas al
acceso a los mercados;
b) La determinación de sus administradores o de
la autoridad en el sentido de fijar el precio de
esos bienes o servicios en forma que los alteren
negativa y substancialmente en relación a los que
se hayan tenido en consideración al aprobar las
acciones;
c) La determinación de sus administradores o de
la autoridad de adquirir materias primas u otros
bienes o servicios necesarios para su giro que
incidan en sus costos, en términos o condiciones
más onerosos en relación al promedio del precio
en que normalmente se ofrecen en el mercado,
sean nacionales o extranjeros, considerando el
volumen, calidad y especialidad que la sociedad
requiera;
d) La realización de acciones de fomento o ayu-
da o el otorgamiento directo o indirecto de subsi-
dios de parte de la sociedad, que no hubieren
sido considerados en la época de aprobación de
las acciones por la Comisión Clasificadora, siem-
pre que no le fueren otorgados directa o indirec-
tamente, por el Estado, los recursos suficientes
para su financiamiento, y
e) La realización de cualquiera otra acción simi-
lar, dispuesta por la administración de la socie-
dad o por la autoridad, que sea contraria a los
objetivos que establece el artículo 45.”.
Con anterioridad, este artículo fue reemplazado
por el número 26 del artículo 4º de la Ley
Nº 19.301, publicada en el Diario Oficial de 19
de marzo de 1994.
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Artículo 108. Dentro de los cinco prime-

ros días de cada mes, las clasificadoras a que

se refiere la Ley Nº 18.045 presentarán a la

Comisión Clasificadora una lista de clasifica-

ciones de riesgo de los instrumentos de deu-

da, que les hayan sido encomendados y que

hubieren efectuado el mes anterior, con los

respectivos informes públicos, de acuerdo a

lo que determine la Superintendencia de Va-

lores y Seguros. Adicionalmente, se acom-
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pañarán los informes de actualización periódi-
ca que deban presentar a la referida Superin-
tendencia y a la de Bancos e Instituciones
Financieras, según corresponda.(495)

Cuando exista información relevante que
pueda incidir en la clasificación de riesgo de
un instrumento o la aprobación de cuotas, las
entidades clasificadoras señaladas deberán
informar este hecho a la Comisión Clasifica-
dora y a la Superintendencia, mediante la
remisión a éstas de la misma información que
deban enviar al organismo que fiscaliza el
correspondiente proceso de clasificación, res-
pecto de la o las sesiones extraordinarias de
su consejo de clasificación en que se hubiere
reevaluado el instrumento.(496)

En cumplimiento de sus funciones la Co-
misión Clasificadora podrá requerir de las cla-
sificadoras privadas la remisión, en los plazos
que determine, de los antecedentes en los
que se fundamentaron para otorgar una clasi-
ficación a cualquiera de los instrumentos ana-

lizados por aquélla.(497)

Los miembros de la Comisión Clasificado-

ra podrán presentar proposiciones de modifi-

caciones urgentes al acuerdo vigente, toda

vez que circunstancias extraordinarias exijan

modificar su decisión respecto de un instru-

mento.(498)(499)

Artículo 109. Las deliberaciones de la

Comisión Clasificadora serán secretas hasta

la publicación del acuerdo final, que deberá

hacerse en el Diario Oficial a más tardar el

primer día hábil del mes siguiente al de la

adopción del acuerdo. La publicación deberá

contener el rechazo de las categorías de cla-

sificación de riesgo a que se refiere el artículo

105 respecto de los instrumentos de deuda

de las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del

inciso segundo del artículo 45, como también

la aprobación de los instrumentos representa-

tivos de capital de las letras h), j) y k) del

artículo 45, así como los principales funda-

mentos del acuerdo adoptado en estas mate-

rias.(500)

Las actas de la Comisión Clasificadora

deberán ponerse a disposición del público

que las solicite, salvo que existieren razones

para mantener reserva respecto a aspectos
(495) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-

mero 73 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de eliminar la expresión: “y
a la Superintendencia,”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(496) Este inciso fue modificado por la letra b) del núme-
ro 73 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publica-
da en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en
el sentido de eliminar la expresión: “acciones o”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(497) Este inciso fue reemplazado por la letra c) del nú-
mero 73 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, pu-
blicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este inciso, anterior a su reemplazo era:
“En cumplimiento de sus funciones, la Comisión
Clasificadora podrá efectuar consultas a las cla-
sificadoras privadas que hayan intervenido en la
clasificación del instrumento analizado.”.

(498) Este inciso fue modificado por la letra d) del nú-
mero 73 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de sustituir la frase “la apro-
bación”, por la expresión “su decisión respecto”,
y eliminar su segunda y tercera oración.

El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(499) Este artículo fue sustituido por el artículo 4º,
Nº 27, de la Ley Nº 19.301, de 19 de marzo de
1994. Con anterioridad fue sustituido por el
Nº 53 del artículo 1º de la Ley Nº 18.694, de 10
de marzo de 1990.

(500) Este inciso fue modificado por el número 74 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de reemplazar su segunda oración.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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confidenciales que afecten los negocios del

emisor. En este caso las clasificadoras de

riesgo podrán requerir que se omita la publi-

cación de los fundamentos de la clasifica-

ción en el Diario Oficial, en cuanto diga

relación con la información de carácter re-

servado, y que se mantenga la confidenciali-

dad de las actas y de los antecedentes de

clasificación, en lo que fuere pertinente. La

Comisión podrá disponer igual medida cada

vez que lo estime procedente. Sin embargo,

la reserva respecto de los fundamentos de la

clasificación no será aplicable al emisor o al

clasificador, salvo que la Comisión Clasifica-

dora así lo determine, respecto del clasifica-

dor, debiendo proporcionárseles información

cuando la requieran, sobre las circunstan-

cias que afectaron la evaluación de riesgo

del instrumento.(501)

Artículo 110. Si debido a peritajes o ante-

cedentes pendientes, la Comisión Clasifica-

dora no resolviere la aprobación o rechazo

respecto de instrumentos previamente apro-

bados, éstos mantendrán su condición de

tales. No obstante, una vez que se resuelva

sobre ellos, el acuerdo respectivo deberá

publicarse.(502)

TITULO XII(503)

DE LAS SOCIEDADES ANONIMAS
CUYAS ACCIONES PUEDEN SER

ADQUIRIDAS CON LOS RECURSOS
DE LOS FONDOS DE PENSIONES

1. De las sociedades

Artículo 111. Las sociedades anónimas

que no sean objeto de las restricciones esta-

blecidas en el artículo 45 bis, cuyas acciones

cumplan los requisitos establecidos en el inci-

so sexto del artículo 45, podrán establecer en

sus estatutos compromisos en relación con

las materias que se señalan en este Título.(504)

Artículo 112. Las sociedades anónimas

sujetas a lo dispuesto en este Título deberán

contemplar en sus estatutos normas perma-

nentes que establezcan, a lo menos, las si-

guientes condiciones:

a) Ninguna persona, directamente o por in-

termedio de otras personas relacionadas

podrá concentrar más de un sesenta y

cinco por ciento del capital con derecho a

voto de la sociedad;

b) Los accionistas minoritarios deberán po-

seer al menos el diez por ciento del capi-

tal con derecho a voto de la sociedad, y

(501) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 18, de la Ley Nº 19.389, publicada en el Dia-
rio Oficial de 18 de mayo de 1995. Con anterio-
ridad fue reemplazado por el artículo 4º, Nº 28,
de la Ley Nº 19.301, publicada en el Diario Ofi-
cial de 19 de marzo de 1994.

(502) Este artículo fue modificado por el número 75
del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada
en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en
el sentido de eliminar en su primera oración las
expresiones: “, o la asignación de una categoría
de riesgo en su caso,” y “y su correspondiente
categoría de riesgo”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este artículo fue reemplazado por
el número 29 del artículo 4º de la Ley Nº 19.301,
publicada en el Diario Oficial de 19 de marzo de
1994.

(503) El artículo 1º, Nº 7, de la Ley Nº 18.398, publi-
cada en el Diario Oficial de 24 de enero de 1985,
introdujo este título. Ver Ley Nº 19.301, publi-
cada en el Diario Oficial de 19 de marzo de 1994:
artículo noveno transitorio.

(504) Este artículo fue modificado por el número 76 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de sustituir la oración “sean aprobadas de
acuerdo a lo dispuesto en el Título XI de esta ley”
por la siguiente: “cumplan los requisitos estable-
cidos en el inciso sexto del artículo 45”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este artículo fue reemplazado
por el número 30 del artículo 4º de la Ley
Nº 19.301, publicada en el Diario Oficial de 19
de marzo de 1994.
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c) A lo menos el quince por ciento del capi-
tal con derecho a voto de la sociedad,
deberá estar suscrito por más de cien
accionistas no relacionados entre sí, cada
uno de los cuales deberá ser dueño de un
mínimo equivalente a cien unidades de
fomento en acciones, según el valor que
se les haya fijado en el último balance.(505)

No obstante, en el caso de sociedades
anónimas abiertas en las que el Fisco, direc-
tamente o por medio de empresas del Estado,
instituciones descentralizadas, autónomas o
municipales, tuviere el cincuenta por ciento o
más de las acciones suscritas, se entenderá
que cumplen con las condiciones de este
Título siempre que aquél o éstas, según el
caso, vendan o se comprometan a vender el
treinta por ciento de las acciones de la socie-
dad, suscribiendo el compromiso de descon-
centración correspondiente, celebrado con-
forme a las normas de los artículos 124 y
siguientes de esta ley. En el referido compro-
miso deberá, además, precisarse el plazo para
la desconcentración de un veinticinco por
ciento de las acciones de la sociedad. Si el
Fisco o las instituciones antes nombradas
redujeran o se comprometieran a reducir su
participación en la propiedad accionaria de
una sociedad determinada, en un porcentaje
superior al treinta por ciento, el resultado de
dicha reducción o promesa de reducción cons-
tituirá su límite máximo de concentración per-
mitido.

En todo caso, mientras el Fisco o las
instituciones nombradas mantengan un por-
centaje superior al cincuenta por ciento de las
acciones suscritas de una determinada socie-
dad, a lo menos el diez por ciento de las
acciones deberá estar en poder de accionis-
tas minoritarios, y el quince por ciento de las
acciones de la misma sociedad, en virtud del

respectivo compromiso de desconcentración,

deberá estar suscrito por más de cien accio-

nistas no relacionados entre sí. En dicho quin-

ce por ciento se computarán las acciones que

hubieran sido adquiridas con los recursos de

algún Fondo de Pensiones.(506)

Artículo 113. En los estatutos de la socie-

dad quedará establecido el porcentaje máxi-

mo del capital con derecho a voto de la

misma, que podrá concentrar una persona,

directamente o por intermedio de otras perso-

nas relacionadas, diferenciando la concentra-

ción máxima permitida al Fisco y al resto de

los accionistas, en su caso.(507)

Artículo 114. Con el propósito de mante-

nerse dentro de los límites de desconcen-

tración de la propiedad accionaria estableci-

dos en el artículo 112 y en los respectivos

estatutos, las sociedades a que se refiere el

presente Título, al serles presentado para su

inscripción un traspaso de acciones, sólo po-

drán inscribir a nombre del accionista respec-

tivo un número de ellas con el cual no se

sobrepasen dichos límites. Respecto del re-

manente, la sociedad, dentro del plazo de

quince días, notificará al accionista a fin de

que enajene tales acciones, sin perjuicio de la

obligación existente para ambos de suscribir

un compromiso de desconcentración en los

términos de los artículos 124 y siguientes.(508)

Artículo 115. Las opciones para suscribir

acciones de aumento de capital de la sociedad

y de bonos convertibles en acciones en los

términos del artículo 25 de la Ley Nº 18.046,

(505) Este inciso fue modificado, por el Nº 28 del ar-
tículo único de la Ley Nº 19.795, publicada en el
Diario Oficial publicada en el Diario Oficial de 28
de febrero de 2002.

(506) Este artículo fue sustituido por el artículo 4º,
Nº 31, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994.

(507) Este artículo fue reemplazado por el artículo 4º,
Nº 32, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994. Con anterio-
ridad fue sustituido por el artículo único, Nº 14,
de la Ley Nº 18.798, publicada en el Diario Ofi-
cial de 23 de mayo de 1989.

(508) Este artículo fue modificado por el artículo 4º,
Nº 33, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994. Con anterio-
ridad fue modificado por el artículo 1º, Nº 34, de
la Ley Nº 18.646, publicada en el Diario Oficial
de 29 de agosto de 1987.
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no podrán ser ejercidas por un accionista en la

parte que exceda los límites de concentración

establecidos en los estatutos de la socie-

dad.(509)

Artículo 116. Sin perjuicio de lo dispues-

to en el artículo 114, una vez constituida la

junta de accionistas, ningún accionista de

una sociedad de las señaladas en este Título

podrá ejercer por sí o en representación de

otros accionistas, el derecho a voto por un

porcentaje de las acciones suscritas y con

derecho a voto de la sociedad, superior a la

máxima concentración permitida en los esta-

tutos. Para el cálculo de esta concentración

deberán sumarse a las acciones del accionis-

ta las que sean de propiedad de personas

relacionadas con éste.

Tampoco podrá persona alguna represen-

tar a accionistas que en conjunto representen

un porcentaje superior a aquel de concentra-

ción máxima permitida en los estatutos.

Lo establecido en los incisos anteriores

no se aplicará al Fisco cuando éste, directa-

mente o por intermedio de empresas del Esta-

do, instituciones descentralizadas, autónomas

o municipales, sea accionista de estas socie-

dades.(510)

Artículo 117. Las sociedades a que se

refiere este Título podrán solicitar a sus ac-

cionistas los antecedentes necesarios para

determinar la existencia de los vínculos seña-

lados en la letra h) del artículo 98, y los

accionistas estarán obligados a proporcionar

dicha información.(511)

Los accionistas que sean personas jurídi-

cas deberán proporcionar a la sociedad, ade-

más, los nombres de sus principales socios y

los de las personas naturales que estén rela-

cionados con éstos, cuando aquélla lo solicite.

Artículo 118. Sin perjuicio de lo dispues-

to en el artículo 52 de la Ley Nº 18.046, la

Junta Ordinaria de Accionistas deberá desig-

nar anualmente inspectores de cuentas de las

sociedades, con las facultades establecidas

en el artículo 51 de la Ley Nº 18.046.

Artículo 119. En las sociedades a que se

refiere este Título será materia de Junta Ordi-

naria, además de las señaladas en el artículo

56 de la Ley Nº 18.046, la aprobación de la

política de inversiones y de financiamiento

que para estos efectos proponga la adminis-

tración, la que constituirá el marco de refe-

rencia dentro del cual ésta deberá actuar.

La política de inversiones deberá especifi-

car, como mínimo, las áreas de inversión y

los límites máximos en cada una de éstas,

especificando la participación en el control de

las mismas.

La política de financiamiento deberá espe-

cificar, a lo menos: el nivel máximo de endeu-

damiento; las atribuciones de la administración

para convenir con acreedores restricciones al

reparto de dividendos y para el otorgamiento

de cauciones, y los activos que se declaren

esenciales para el funcionamiento de la socie-

dad.

La política de inversión y de financiamien-

to deberá, además, establecer las facultades

de la administración para la suscripción, mo-

dificación o revocación de contratos de com-

pra, venta o arrendamiento de bienes y servi-

cios que sean esenciales para el normal fun-

cionamiento de la empresa.

En el caso de empresas en que el Fisco,

directamente o por intermedio de empresas

del Estado, instituciones descentralizadas,

autónomas o municipales, tenga el cincuenta

por ciento o más de las acciones emitidas, la

(509) Este artículo fue modificado por el artículo 1º,
Nº 35, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(510) Este artículo fue reemplazado por el artículo 1º,
Nº 36, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(511) Este inciso fue modificado, por el Nº 29 del ar-
tículo único de la Ley Nº 19.795, publicada en el
Diario Oficial de 28 de febrero de 2002. Con an-
terioridad, fue modificado por el Nº 55 artículo
1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el Diario
Oficial de 10 de marzo de 1990.
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política de inversiones y financiamiento debe-

rá contemplar, además, los criterios de

determinación de los precios de venta de sus

productos o servicios. Asimismo, en este caso,

los estatutos deberán establecer que la apro-

bación de esta política requerirá del voto con-

forme del Fisco y de la mayoría absoluta del

resto de los accionistas.

El quórum especial a que se refiere el

inciso anterior sólo será exigible para la apro-

bación de la política de inversiones y finan-

ciamiento que corresponda realizar a contar

de la segunda Junta Ordinaria de Accionis-

tas que se celebre con posterioridad a la

publicación establecida en el artículo 106, a

menos que en el respectivo compromiso se

hubiere fijado una fecha posterior a la cele-

bración de dicha Junta para la desconcen-

tración del veinticinco por ciento de las ac-

ciones de la sociedad, en cuyo caso el quórum

especial se hará exigible a contar de la Junta

Ordinaria inmediatamente posterior a la fe-

cha estipulada en el compromiso para la des-

concentración del porcentaje señalado. Sin

embargo, si la desconcentración de dicho

veinticinco por ciento se produce efectiva-

mente en una fecha anterior a la señalada en

el compromiso, el quórum especial será exi-

gible en la Junta Ordinaria más próxima que

se realice luego de producida tal desconcen-

tración.(512)

Artículo 120. Sin perjuicio de lo dispues-

to en el artículo 57 de la Ley Nº 18.046, en

estas sociedades serán también materia de

Junta Extraordinaria de Accionistas, las si-

guientes:

a) La enajenación de los bienes o derechos

de la sociedad declarados esenciales para

su funcionamiento en la política de inver-

siones y de financiamiento, como asimis-

mo, la constitución de garantías sobre

ellos, y

b) La modificación anticipada de la política

de inversión y financiamiento aprobada

por la Junta Ordinaria.

Artículo 121. Los acuerdos de la Junta

Extraordinaria de Accionistas que impliquen

una modificación a los estatutos sociales en

cualquiera de las materias ya comprendidas

en la reforma que, con el objeto de adecuarlos

a las disposiciones de esta ley, se hubiere

efectuado en conformidad a los artículos 112

y 113, requerirán del voto conforme del se-

tenta y cinco por ciento de las acciones emiti-

das con derecho a voto.(513)

Artículo 122. Todos los actos o contratos

que la sociedad celebre con sus accionistas

mayoritarios, sus directores o sus ejecutivos,

o con personas relacionadas con éstos, debe-

rán ser previamente aprobados por las dos

terceras partes del Directorio y constar en el

acta correspondiente, sin perjuicio de lo dis-

puesto en el artículo 44 de la Ley Nº 18.046

respecto de los directores.

2. Del compromiso de desconcentración

Artículo 123. Derogado.(514)

Artículo 124. El compromiso de descon-

centración deberá constar por escritura públi-

ca y contener, en forma explícita, las obliga-

ciones que con el objeto de desconcentrarse

contraen la sociedad y el o los accionistas, y

la forma y plazos en que tales obligaciones

deberán ser cumplidas.

Artículo 125. En el compromiso se po-

drán establecer plazos para el cumplimiento

gradual de la desconcentración, atendiendo

al monto del capital de la sociedad y al grado

de concentración de su propiedad accionaria.

(512) Este inciso fue agregado por el artículo 1º, Nº 5,
de la Ley Nº 18.420, publicada en el Diario Ofi-
cial de 5 de julio de 1985.

(513) Este artículo fue modificado por el artículo 4º,
Nº 34, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994.

(514) Este artículo fue derogado por el artículo 4º,
Nº 43, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994.
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Los plazos que se establezcan no podrán
exceder de cinco años contados desde la
fecha de suscripción del compromiso.

El plazo a que se refiere el inciso segundo
del artículo 112 para la desconcentración del
veinticinco por ciento, no podrá exceder de
tres años.(515)

Artículo 126. Un extracto del compromi-
so de desconcentración deberá publicarse en
el Diario Oficial y en un diario de circulación
nacional. Asimismo, se hará referencia a él
en el registro de accionistas de la sociedad y
se anotará al margen de cada una de las
inscripciones de acciones que posean los ac-
cionistas que hayan suscrito el compromiso
respectivo.(516)

Artículo 127. El extracto del compromiso
deberá contener:

a) La individualización de la sociedad y de
los accionistas que lo suscriban;

b) El capital social y el número de acciones
en que éste se divide, con indicación de
sus series y privilegios y valor nominal de
las acciones, si los hubiere; el monto del
capital suscrito y pagado y el plazo para
suscribirlo y pagarlo, en su caso;

c) El número de acciones de cada accionista
y el de las personas relacionadas con éste
que suscriben el convenio, indicando el
porcentaje que tales acciones represen-
tan sobre el total de las acciones suscri-
tas de la sociedad;

d) Obligaciones que contraen los suscriptores

del compromiso, y

e) Los plazos totales o parciales para el cum-

plimiento gradual de la desconcentración.

Artículo 128. Si el accionista no diere

íntegro y oportuno cumplimiento a las obliga-

ciones por él contraídas en el compromiso de

desconcentración, la sociedad deberá vender

en una Bolsa de Valores Mobiliarios, por cuenta

y riesgo del accionista, el número de accio-

nes necesario para producir la desconcentra-

ción. Del precio que se obtenga, deducirá los

gastos de enajenación y entregará el saldo al

accionista.

Lo dispuesto en el inciso anterior se en-

tiende sin perjuicio de otras modalidades o

sanciones que se hubieren estipulado en el

compromiso.

Artículo 129. Derogado.(517)

3. De las Sociedades

Anónimas Inmobiliarias(518)

Artículo 130. Eliminado.

(515) Este inciso fue modificado por el artículo 4º,
Nº 35, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994. Con anterio-
ridad fue agregado por el artículo 1º, Nº 7, de la
Ley Nº 18.420, publicada en el Diario Oficial de
5 de julio de 1985.

(516) Este artículo fue reemplazado por el artículo 4º,
Nº 36, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994.

(517) Este artículo fue derogado por el artículo 4º,
Nº 43, de la Ley Nº 19.301, publicada en el Dia-
rio Oficial de 19 de marzo de 1994.

(518) Este párrafo y los artículos 130 a 135 que lo
componen, fue eliminado por el número 77 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este párrafo, anterior a su eliminación
era:
“3. De las Sociedades Anónimas Inmobiliarias
“Artículo 130. El nivel de endeudamiento de las
sociedades anónimas inmobiliarias señaladas en
la letra i) del artículo 98 no podrá ser, en ningún
caso, superior al veinte por ciento de su capital y
reservas.
Las sociedades anónimas inmobiliarias de que tra-
ta este subtítulo, no podrán invertir más del diez
por ciento de su activo total en acciones de so-
ciedades que no estén comprendidas en la letra
i) del artículo 98.
Las inversiones que efectúen las sociedades anó-
nimas inmobiliarias en acciones de las socieda-
des a que se refiere la letra i) del artículo 98,
deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) La sociedad emisora deberá disponer de esta-
dos financieros auditados por auditores externos
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Artículo 131. Eliminado.

Artículo 132. Eliminado.

Artículo 133. Eliminado.

Artículo 134. Eliminado.

Artículo 135. Eliminado.

que se encuentren inscritos en el Registro que al
efecto lleva la Superintendencia de Valores y Se-
guros, y
b) La suma de la inversión no podrá exceder del
treinta por ciento del total de activos de la socie-
dad inmobiliaria inversionista, ni del veinte por
ciento de sus activos cuando correspondan a un
mismo emisor.
El valor de las inversiones que efectúen las so-
ciedades inmobiliarias en sitios eriazos no podrá
exceder del veinte por ciento de sus activos.
Artículo 131. Los bienes raíces que puedan ser
adquiridos con los recursos de estas sociedades
deben estar ubicados dentro del territorio nacio-
nal y, con la excepción de los sitios eriazos, de-
bidamente recepcionados por la dirección de
obras de la respectiva municipalidad, y en condi-
ciones de ser utilizados para el objeto con que
fueron construidos.
Las obras en construcción de propiedad de ter-
ceros sólo podrán ser objeto de promesas de com-
praventa, en las que deberá estipularse que el
precio de la compraventa se pagará al suscribir-
se el contrato prometido o con posterioridad, una
vez cumplidos los requisitos señalados en el in-
ciso anterior.
La renovación, remodelación, construcción y de-
sarrollo en bienes raíces de propiedad de la so-
ciedad inmobiliaria, deberá ser contratada por li-
citación pública a suma alzada con empresas
constructoras técnica y financieramente solven-
tes, y encontrarse garantizada por la empresa y
terceros respecto de su terminación en las con-
diciones técnicas y financieras pactadas. La su-
ficiencia de estas garantías deberá respaldarse
con la certificación de consultores externos.
El valor de las inversiones a que se refiere el inci-
so anterior, durante su etapa de obra en curso,
no podrá exceder, conjuntamente con la inver-
sión en sitios eriazos, de un veinte por ciento del
total de activos de la sociedad.
Cuando el precio de un bien raíz supere el menor
valor entre el cinco por ciento del total de activos
de la sociedad anónima inmobiliaria y 25.000 uni-
dades de fomento, se requerirá de la aprobación
del directorio para su adquisición por la sociedad,
el que en este caso, no podrá delegar sus faculta-
des en la forma que establece el artículo 40 de la
Ley Nº 18.046. Asimismo, las decisiones de in-
versión a que se refiere el inciso tercero, así como
la compra de sitios eriazos, deberán adoptarse con

Continuación Nota (518)

el voto favorable de al menos dos tercios de los
miembros del directorio.
La sociedad no podrá adquirir inmuebles que se
encuentren con hipoteca o sujetos a prohibicio-
nes o litigios.
Los bienes muebles de cualquiera naturaleza que
guarnezcan o formen parte del inmueble adquiri-
do por la sociedad no podrán representar más de
un treinta por ciento del precio de la compraven-
ta respectiva.
Artículo 132. Los contratos de arrendamiento de
los inmuebles de propiedad de la sociedad debe-
rán contener estipulaciones que permitan la revi-
sión periódica de sus términos.
Las rentas de arrendamiento de los inmuebles de
propiedad de la sociedad deberán pactarse con
reajuste automático, a lo menos anual y no infe-
riores a la variación del Indice de Precios al Con-
sumidor determinado por el Instituto Nacional de
Estadísticas y deberán ser pagadas en forma an-
ticipada, dentro de los primeros días del período
correspondiente. Sin perjuicio de lo anterior, po-
drá pactarse un sistema de reajustabilidad en
moneda extranjera.
Todos los contratos de arrendamiento que cele-
bre la sociedad deberán contemplar términos y
condiciones similares a los que prevalecen en el
mercado.
Artículo 133. Para proceder a la venta de los
inmuebles de propiedad de la sociedad se debe-
rán realizar remates o licitaciones públicas, con
el fin de obtener las mejores condiciones posi-
bles de enajenación de tales bienes.
Para la compra de inmuebles por valores unita-
rios superiores a 10.000 unidades de fomento,
deberá disponerse previamente de dos tasacio-
nes efectuadas por tasadores profesionales de
reconocida experiencia en trabajos similares en
el sistema bancario, financiero o inmobiliario, o
por auditores externos inscritos en el Registro de
Auditores que mantiene la Superintendencia de
Valores y Seguros, y que sean distintos de los
que auditan los estados financieros de la socie-
dad.
Artículo 134. La sociedad podrá adquirir los mu-
tuos hipotecarios a la orden de bancos, de agen-
tes administradores de mutuos, y también podrá
otorgarlos ella misma, actuando como mutuante,
constituyéndose para tal efecto como agente
administrador de dichos mutuos.
El directorio de la sociedad deberá establecer una
política de transacción de mutuos hipotecarios a
la orden, en la que se determinarán las condicio-
nes generales para el otorgamiento, compra y
venta de tales mutuos, tales como rangos de tasa
de interés, de plazo, de reajustabilidad y demás
que sean pertinentes.
En ningún caso la sociedad podrá adquirir ni otor-
gar un mutuo hipotecario a la orden por un valor

Continuación Nota (518)
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dos a que se refiere la letra l) del artículo 45

de esta ley.(520)

Artículo 139. Las Administradoras no po-

drán adquirir con recursos del Fondo de Pen-

siones valores afectos a gravámenes, prohi-

biciones o embargos.

Artículo 140. Las Administradoras comu-

nicarán a la Superintendencia en la oportuni-

dad y condiciones que ésta determine, me-

diante instrucciones de carácter general, el

valor de la cartera que tengan en cada empre-

sa de depósito de valores chilena o extranjera,

en las Cámaras de Compensación a que se

refiere el Título XIX de la Ley Nº 18.045 y en

el Banco Central de Chile. Tratándose de una

empresa de depósito de valores, la Adminis-

tradora deberá acompañar, cada vez que la

Superintendencia lo requiera, un certificado

otorgado por dicha empresa, conforme a lo

dispuesto en el artículo 13 de la Ley Nº 18.876,

que acredite el valor de la cartera mantenida

en depósito.

Artículo 141. Las empresas de depósito y

las Cámaras de Compensación estarán obli-

gadas a proporcionar a la Superintendencia

dentro del plazo que ésta determine, informa-

ción sobre los valores recibidos en depósito,

las operaciones que el Fondo de Pensiones y

las Administradoras realicen como de-

positantes y toda otra información que sea

necesaria para el ejercicio de sus funciones

de fiscalización.

superior al ochenta por ciento del valor de tasa-
ción del inmueble objeto de la respectiva garan-
tía hipotecaria.
Artículo 135. Los directores o gerentes de las
sociedades inmobiliarias y sus personas relacio-
nadas no podrán adquirir, arrendar o usufructuar
directamente o a través de otras personas natu-
rales o jurídicas, valores o bienes de propiedad
de las sociedades inmobiliarias que administren,
ni enajenar o arrendar de los suyos a éstas. Tam-
poco podrán dar en préstamo dinero u otorgar
garantías a dichas sociedades, y viceversa, ni con-
tratar la renovación, remodelación y desarrollo
de bienes raíces. Se exceptúan de esta prohibi-
ción aquellas transacciones de valores de oferta
pública realizadas en mercados formales que ten-
gan alta liquidez, según determine la Superinten-
dencia de Valores y Seguros mediante una nor-
ma de carácter general.”.

(519) El artículo 4º, Nº 42, de la Ley Nº 19.301, publi-
cada en el Diario Oficial de 19 de marzo de 1994
agregó este título.

TITULO XIII(519)

DE LA CUSTODIA DE LOS TÍTULOS
Y VALORES DEL FONDO DE PENSIONES

Artículo 136. Las normas sobre depósito

de valores contenidas en la Ley Nº 18.876,

se aplicarán a los Fondos de Pensiones depo-

sitantes y a las Administradoras, en todo

aquello que no se contraponga con las nor-

mas del presente Título.

Artículo 137. Cuando se depositen valo-

res del Fondo de Pensiones se entenderá que

el depositante es el Fondo, quedando obli-

gada la empresa de depósito a llevar cuentas

individuales separadas por cada Fondo de

Pensiones y por Administradora, en su caso.

Artículo 138. Los valores depositados en

las empresas de depósito que correspondan a

los Fondos de Pensiones serán inembargables

y no podrá constituirse sobre ellos, prendas o

derechos reales, ni decretarse medidas pre-

cautorias.

Lo anterior es sin perjuicio de la entrega

de estos valores en garantía para la realiza-

ción de operaciones con instrumentos deriva-

Continuación Nota (518)

(520) Este inciso fue modificado por el número 78 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de sustituir la expresión “la celebración de
los contratos de cobertura de riesgo financiero a
que se refiere la letra m)” por la expresión “la
realización de operaciones con instrumentos de-
rivados a que se refiere la letra l)”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
el número 15 del artículo 4º de la Ley Nº 19.705,
publicada en el Diario Oficial de 20 de diciembre
de 2000.
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Con el mismo fin, las empresas de depó-

sito y las Cámaras de Compensación estarán

obligadas a poner a disposición de la Superin-

tendencia, toda cuenta, registro o documento

en que consten las inversiones de los Fondos

de Pensiones y del Encaje.

Artículo 142. Las Administradoras deberán

concurrir a las asambleas de depositantes a que

se refiere el Título III de la Ley Nº 18.876. En

tales asambleas deberán siempre pronunciarse

respecto de los acuerdos que se adopten y se

deberá dejar constancia de sus votos en las

actas respectivas. Las contravenciones a estas

exigencias serán sancionadas en la forma pres-

crita en el número 8 del artículo 94.

Artículo 143. Cuando la empresa de de-

pósito se encontrase en la situación descrita

en los artículos 37 y 38 de la Ley Nº 18.876

y la Superintendencia de Valores y Seguros

revocare su autorización de existencia, hecho

que comunicará a la Superintendencia de Ad-

ministradoras de Fondos de Pensiones a más

tardar al día siguiente de decretada la revoca-

ción, ésta dispondrá el traspaso transitorio de

la cartera de valores depositados en custodia,

al Banco Central de Chile o a otra empresa de

depósito de valores.

Artículo 144. Lo dispuesto en el artículo

anterior se aplicará también, en caso de diso-

lución de la sociedad empresa de depósito,

cualquiera sea su causa, hecho que deberá

ser comunicado por la Superintendencia de

Valores y Seguros a la Superintendencia al

día siguiente de producido.

Artículo 145. En caso que algún acreedor

pida la quiebra de la empresa, el juzgado

deberá, sin perjuicio de lo dispuesto en el

artículo 41 de la Ley Nº 18.876, dar aviso a

la Superintendencia.

Si el informe que deba emitir la Superin-

tendencia de Valores y Seguros, conforme lo

dispone el artículo 41 de la Ley Nº 18.876,

declarase la imposibilidad de que la empresa

pueda responder a sus obligaciones, o bien

no diera su resolución dentro del plazo fijado

al efecto, la Superintendencia de Administra-

doras de Fondos de Pensiones dispondrá que

los valores correspondientes a los Fondos de

Pensiones sean depositados transitoriamente

en el Banco Central de Chile o en la empresa

de depósito que el Superintendente determi-

ne, quedando excluidos de la quiebra.

Artículo 146. Cada Administradora podrá

adquirir directa o indirectamente hasta un

siete por ciento de las acciones suscritas de

una sociedad anónima constituida como em-

presa de depósito de valores.

TITULO XIV(521)

DE LA REGULACION DE
CONFLICTOS DE INTERESES

1. De la Responsabilidad

de las Administradoras

Artículo 147. Las Administradoras debe-

rán efectuar todas las gestiones que sean

necesarias, para cautelar la obtención de una

adecuada rentabilidad y seguridad en las in-

versiones de los Fondos que administran. En

cumplimiento de sus funciones, atenderán

exclusivamente al interés de los Fondos y

asegurarán que todas las operaciones de ad-

quisición y enajenación de títulos con recur-

sos de los mismos, se realicen con dicho

objetivo.(522)

Las Administradoras responderán hasta

de la culpa leve por los perjuicios que causaren

a los Fondos por el incumplimiento de cual-

quiera de sus obligaciones.(523)

Las Administradoras podrán celebrar tran-

sacciones, compromisos, convenios judicia-

(521) Este título fue agregado por el artículo 4º, Nº 42,
de la Ley Nº 19.301, publicada en el Diario Ofi-
cial de 19 de marzo de 1994.

(522) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 35, letra a) de la Ley Nº 19.641, publicada en
el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(523) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 35, letra b) de la Ley Nº 19.641, publicada en
el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.
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les y extrajudiciales, avenimientos, prórrogas

y novaciones, con el objeto de evitar perjui-

cios para los Fondos de Pensiones que admi-

nistran, derivados del no pago de los instru-

mentos de deuda adquiridos por éstos. Asi-

mismo, las Administradoras podrán participar

con derecho a voz y voto en juntas de acree-

dores o en cualquier tipo de procedimientos

concursales, salvo que el deudor sea persona

relacionada a la Administradora respectiva,

en cuyo caso ésta sólo podrá participar con

derecho a voz.(524)

Las Administradoras serán responsables

por los perjuicios causados a cualquiera de

los Fondos de Pensiones con ocasión del

encargo de administración de cartera.(525)

Artículo 148. Las Administradoras esta-

rán expresamente facultadas para iniciar to-

das las acciones legales que correspondan en

contra de aquel que cause un perjuicio a

cualquiera de los Fondos de Pensiones que

administran. Será competente para conocer

de las acciones destinadas a obtener las in-

demnizaciones correspondientes, el Juez de

Letras del domicilio de la Administradora, las

cuales se tramitarán de acuerdo al procedi-

miento sumario establecido en el Título XI del

Libro III del Código de Procedimiento Civil.(526)

Artículo 149. Las Administradoras esta-

rán obligadas a indemnizar a los Fondos que

administran por los perjuicios directos que

ellas, cualquiera de sus directores, depen-

dientes o personas que le presten servicios,

les causaren, como consecuencia de la eje-

cución u omisión, según corresponda, de cual-

quiera de las actuaciones a que se refieren los

artículos 147 y 150 a 154. Las personas antes

mencionadas que hubieran participado en ta-

les actuaciones serán solidariamente respon-

sables de esta obligación, que incluirá el daño

emergente y el lucro cesante. La Superinten-

dencia podrá entablar en beneficio del Fondo,

las acciones legales que estime pertinente

para obtener las indemnizaciones que corres-

pondan a éste, en virtud de la referida obliga-

ción. Estas acciones se deberán iniciar ante el

Juez de Letras correspondiente, el que cono-

cerá de la acción de acuerdo al procedimiento

señalado en el artículo anterior.(527)

Artículo 150. Con el objeto de velar por

el cumplimiento de las disposiciones de este

artículo y por el acatamiento de las prohibi-

ciones a que se refiere el artículo 154, la

Superintendencia, mediante instrucciones de

carácter general, determinará la información

que mantendrán las Administradoras y el ar-

chivo de registros que llevarán, en relación a

las transacciones propias, las que efectúen

con sus personas relacionadas y las de los

Fondos que administran. Previo a la transac-

ción de un instrumento por parte de una

Administradora, ésta estará obligada a regis-

trar si lo hace a nombre propio o por cuenta

del Fondo de Pensiones que corresponda. La

información hará fe en contra de los obliga-

dos a llevarla.(528)

Los auditores externos de las Administra-

doras deberán pronunciarse acerca de los

mecanismos de control interno que éstas se

impongan para velar por el fiel cumplimiento

de las disposiciones de este artículo y el aca-

tamiento de las prohibiciones contenidas en

el artículo 154, como también sobre los siste-

mas de información y archivo para registrar el

origen, destino y oportunidad de las transac-

(524) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 35, letra c), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(525) Este inciso fue agregado por el artículo 1º,
Nº 35, letra d) de la Ley Nº 19.641, publicada en
el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(526) Este artículo fue modificado por el artículo 1º,
Nº 36, de la Ley Nº 19.641, publicada en el Dia-
rio Oficial de 28 de octubre de 1999.

(527) Este artículo fue modificado por el artículo 1º,
Nº 37, de la Ley Nº 19.641, publicada en el Dia-
rio Oficial de 28 de octubre de 1999.

(528) Este inciso fue modificado, por el Nº 31 del ar-
tículo único de la Ley Nº 19.795, publicada en el
Diario Oficial de 28 de febrero de 2002. Con an-
terioridad fue modificado Nº 38 del artículo 1º de
la Ley Nº 19.641, publicada en el Diario Oficial
de 28 de octubre de 1999.
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ciones que se efectúen con los recursos de

los Fondos de Pensiones.

Artículo 151. Los directores de una Admi-

nistradora, sus controladores, sus gerentes,

administradores y, en general, cualquier per-

sona que en razón de su cargo o posición

tenga acceso a información de las inversiones

de los recursos de un Fondo que aún no haya

sido divulgada oficialmente al mercado y que

por su naturaleza sea capaz de influir en las

cotizaciones de los valores de dichas inversio-

nes, deberán guardar estricta reserva respecto

de esa información. Las personas a que se

refiere este inciso estarán afectas a lo dispues-

to en el artículo 166 de la Ley Nº 18.045.(529)

Asimismo, se prohíbe a las personas men-

cionadas en el inciso anterior valerse directa o

indirectamente de la información reservada,

para obtener para sí o para otros, distintos de

cualquiera de los Fondos de Pensiones, venta-

jas mediante la compra o venta de valores.(530)

Las personas que participen en las deci-

siones sobre adquisición, enajenación o man-

tención de instrumentos para alguno de los

Fondos de Pensiones, no podrán comunicar

estas decisiones a personas distintas de aque-

llas que deban participar en la operación por

cuenta o en representación de la Administra-

dora o de los Fondos.(531)

Artículo 152. Se prohíbe a las Administra-

doras adquirir acciones y cuotas de fondos de

inversión que puedan ser adquiridas con recur-

sos del Fondo. Asimismo, se prohíbe a las

Administradoras, a las personas que participan

en las decisiones y operaciones de adquisición

y enajenación de activos para alguno de los

Fondos, y a las personas que, en razón de su

cargo o posición, están informadas respecto

de las transacciones de los Fondos, adquirir

activos de baja liquidez, a los que se refiere el

artículo 162 de la Ley Nº 18.045.(532)

Si una Administradora hubiera invertido

en los instrumentos señalados en el inciso

anterior, deberá enajenarlos en un plazo máxi-

mo de un año, contado desde la fecha en que

pudieran ser adquiridos por el Fondo. En tan-

to la Administradora los mantenga como in-

versiones propias, estará impedida de adqui-

rir dichos instrumentos con recursos de cual-

quiera de los Fondos.(533)

En todo caso, las transacciones de los

activos que pueden ser adquiridos con los

recursos de algunos de los Fondos, efectua-

das por las personas y sus cónyuges a que se

refiere el primer inciso del artículo 151 y de

este artículo, se deberán informar a la Super-

intendencia dentro de los 5 días siguientes de

la respectiva transacción, a excepción de los

depósitos a plazo emitidos por bancos e insti-

tuciones financieras, adquiridos directamente

de las instituciones emisoras. Asimismo, la

Superintendencia podrá solicitar a las perso-

nas y sus cónyuges información respecto de

las transacciones de los activos a que alude

este inciso, que éstas hayan efectuado en un

período previo de hasta doce meses a la

fecha en que pasen a ser elegibles para algu-

no de los Fondos.(534)
(529) Este inciso fue modificado por el número 79 del

artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el sen-
tido de agregarle su oración final.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(530) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 39, letra a), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(531) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 39, letra b), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(532) Este inciso modificado por el artículo 1º, Nº 40,
letra a), de la Ley Nº 19.641, publicada en el
Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(533) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 40, letra b), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(534) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 40, letra c), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.
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Artículo 152 bis. Las Administradoras

deberán informar a la Superintendencia las

transacciones de instrumentos que realicen

en los mercados secundarios formales de

acuerdo a lo establecido en el artículo 48,

entre los Fondos de Pensiones que adminis-

tren, dentro del plazo que determine la Su-

perintendencia mediante una norma de ca-

rácter general.(535)

Artículo 153. La función de administra-

ción de cartera y en especial las decisiones

de adquisición, mantención o enajenación de

instrumentos para cualquiera de los Fondos y

la Administradora respectiva, serán incompa-

tibles con cualquier función de administración

de otra cartera. Además de la responsabilidad

que le pudiera corresponder a la Administra-

dora y sus ejecutivos, todo aquel que infrinja

la prohibición contenida en el presente artícu-

lo será responsable civilmente de los daños

ocasionados al Fondo respectivo, sin perjui-

cio de la aplicación de las sanciones adminis-

trativas y penales que correspondan en con-

formidad a la ley.(536)

Para los efectos de lo dispuesto en el

presente artículo, se entenderá por adminis-

tración de cartera la que realiza una persona

con fondos de terceros, respecto de los cua-

les se le ha conferido el mandato de invertir-

los y administrarlos.(537)

Asimismo, la función de comercialización

de los servicios prestados por la Administra-

dora será incompatible con la función de

comercialización de los productos o servicios

ofrecidos o prestados por cualquiera de las

entidades del Grupo Empresarial al que perte-

nezca la Administradora.(538)

En todo caso, los gerentes general, co-

mercial y de inversiones, los ejecutivos de

áreas comercial y de inversiones y los agen-

tes de ventas de una Administradora, no po-

drán ejercer simultáneamente cargos simila-

res en ninguna entidad del Grupo Empresarial

al que aquélla pertenezca.(538)

Las dependencias de atención de público

de las Administradoras no podrán ser com-

partidas con las entidades del Grupo Empre-

sarial al que aquélla pertenezca.(538)

Si una Administradora de Fondos de Pen-

siones entregare a cualquiera de las entida-

des del Grupo Empresarial al que pertenece,

información proveniente de la base de datos

de carácter personal de sus afiliados, las enti-

dades involucradas serán solidariamente res-

ponsables para efectos de lo dispuesto en el

artículo 23 de la ley Nº 19.628.(538)

2. De las actividades prohibidas a las

Administradoras de Fondos de Pensiones

Artículo 154. Sin perjuicio de lo estable-

cido en los artículos anteriores, son contra-

rias a la presente ley las siguientes actuacio-

nes u omisiones efectuadas por las Adminis-

tradoras:

a) Las operaciones realizadas con los bienes

de cualquiera de los Fondos, para obtener

beneficios indebidos, directos o indirectos;

b) El cobro de cualquier servicio a los Fon-

dos, salvo aquellas comisiones que están

expresamente autorizadas por ley;
(535) Este inciso fue modificado, por el Nº 32 del ar-

tículo único de la Ley Nº 19.795, publicada en el
Diario Oficial de 28 de febrero de 2002. Con an-
terioridad fue intercalado, por el Nº 41 del artícu-
lo 1º de la Ley Nº 19.641, publicada en el Diario
Oficial de 28 de octubre de 1999.

(536) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 42, de la Ley Nº 19.641, publicada en el Dia-
rio Oficial de 28 de octubre de 1999.

(537) Este inciso fue agregado por el artículo 1º,
Nº 21, de la Ley Nº 19.389, publicada en el Dia-
rio Oficial de 18 de mayo de 1995.

(538) Este inciso fue agregado por el número 80 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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c) La utilización en beneficio propio o ajeno

de información relativa a operaciones a

realizar por cualquiera de los Fondos, con

anticipación a que éstas se efectúen;

d) La comunicación de información esencial

relativa a la adquisición, enajenación o

mantención de activos por cuenta de cual-

quiera de los Fondos a personas distintas

de aquellas que estrictamente deban par-

ticipar en las operaciones respectivas, en

representación de la Administradora;

e) La adquisición de activos que haga la

Administradora para sí, dentro de los 5

días siguientes a la enajenación de éstos,

efectuada por ella por cuenta de cualquie-

ra de los Fondos, si el precio de compra

es inferior al precio promedio ponderado

existente en los mercados formales el día

anterior al de dicha enajenación;

f) La enajenación de activos propios que

haga la Administradora dentro de los 5

días siguientes a la adquisición de éstos,

efectuada por ella por cuenta de cualquie-

ra de los Fondos, si el precio de venta es

superior al precio promedio ponderado

existente en los mercados formales el día

anterior al de dicha adquisición;

g) La adquisición o enajenación de bienes,

por cuenta de cualquiera de los Fondos,

en que actúe para sí, como cedente o

adquirente la Administradora;

h) Las enajenaciones o adquisiciones de ac-

tivos que efectúe la Administradora si

resultaran ser más ventajosas para ésta

que las respectivas enajenaciones o ad-

quisiciones de éstos, efectuadas en el

mismo día por cuenta de cualquiera de

los Fondos; salvo si se entregara al Fondo

respectivo, dentro de los dos días siguien-

tes al de la operación, la diferencia de

precio correspondiente, y

i) La realización de descuentos a los benefi-

cios que paguen a sus afiliados o benefi-

ciarios para fines distintos a los de seguri-

dad social o los establecidos en esta ley y

que sean producto de obligaciones que

éstos hubiesen adquirido con alguna enti-

dad del grupo empresarial al cual pertene-

ce la Administradora.(539)(540)

Para los efectos de este artículo, la expre-

sión Administradora comprenderá, también,

cualquier persona que participe en las deci-

siones de inversión de algunos de los Fondos

o que, en razón de su cargo o posición, tenga

acceso a información de las inversiones de

algunos de éstos. Además, se entenderá por

activos, aquellos que sean de la misma espe-

cie, clase, tipo, serie y emisor, en su caso.(541)

No obstante las sanciones administrati-

vas, civiles y penales que correspondan, y el

derecho a reclamar perjuicios, los actos o

contratos realizados en contravención a las

prohibiciones anteriormente señaladas, se en-

tenderán válidamente celebrados.

3. De la votación de las

administradoras en la elección

de directores en las sociedades

cuyas acciones hayan sido adquiridas

con recursos de los Fondos de Pensiones

Artículo 155. En las sociedades cuyas

acciones hayan sido adquiridas con recursos

de los Fondos de Pensiones, los directores

elegidos con mayoría de votos otorgados por

las Administradoras deberán encontrarse ins-

critos en el Registro que al efecto llevará la

Superintendencia para ejercer el cargo de di-

rector en dichas sociedades. La Superinten-

(539) Esta letra fue agregada por la letra c) del número
81 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publica-
da en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(540) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 43, letra a), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(541) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 43, letra b), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS118118118118118

Boletín Oficial Dirección del TrabajoSeptiembre 236 / 2008

dencia mediante norma de carácter general

establecerá los criterios básicos para la ins-
cripción y mantención en el Registro y regula-
rá el procedimiento de inscripción en el mis-
mo. El contenido de la referida norma deberá
contar con el informe favorable del Consejo
Técnico de Inversiones a que se refiere el
Título XVI. El rechazo de la inscripción en el
Registro podrá ser reclamado de conformidad
al procedimiento establecido en el número 8
del artículo 94 y a las normas del presente
artículo. Asimismo, en las elecciones de di-
rectorio de las sociedades cuyas acciones
hayan sido adquiridas con recursos de los
Fondos de Pensiones, las Administradoras no
podrán votar por personas que se encuentren
en alguna de las siguientes situaciones:(542)

a) Ser accionista mayoritario o persona rela-
cionada a él que, en forma directa o indi-
recta, o mediante acuerdo de actuación
conjunta, pueda elegir la mayoría del di-
rectorio.(543)

b) Ser accionista o persona relacionada a él,
que con los votos de la Administradora
pueda elegir la mayoría del directorio.(544)

c) Ser accionista de la Administradora que

posea directa o indirectamente el 10% o

más de las acciones suscritas de ella o
ser persona relacionada a aquél.(545)

d) Ser director o ejecutivo de la Administra-
dora o de alguna de las sociedades del
grupo empresarial al que aquélla perte-
nezca.(545)

Sin perjuicio de lo establecido en la letra
a) del inciso primero, las Administradoras po-
drán votar por personas que se desempeñen
como directores en una sociedad del grupo
empresarial al que pertenezca la sociedad en
la que se elige directorio, cuando las perso-
nas cumplan con lo siguiente:

a) Que la única relación con el controlador
del grupo empresarial provenga de su par-
ticipación en el directorio de una o más
sociedades del mencionado grupo.

b) Que la persona no haya accedido a los
directorios mencionados en la letra a) an-
terior con el apoyo decisivo del controla-
dor del grupo empresarial o de sus perso-
nas relacionadas.

Se entenderá que un director ha recibido
apoyo decisivo de una persona natural o jurí-
dica cuando, al sustraer de su votación los
votos provenientes de aquéllas o de sus per-
sonas relacionadas, no hubiese resultado elec-
to. A su vez, las Administradoras no podrán
votar por personas que no se consideren in-
dependientes de acuerdo a lo establecido en
la Ley Nº 18.046.(546)

 Dentro de los cuarenta y cinco días hábi-

les siguientes a la celebración de una junta de

(542) Este párrafo fue reemplazado por la letra a) del
número 82 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
El texto de este párrafo, anterior a su reemplazo
era:
“Artículo 155. En las elecciones de directorio de
las sociedades cuyas acciones hayan sido adqui-
ridas con recursos de los Fondos de Pensiones,
las Administradoras no podrán votar por perso-
nas que se encuentren en algunas de las siguien-
tes situaciones:”.

(543) Esta letra fue modificada por el artículo primero,
Nº 22, letra a) i), de la Ley Nº 19.389, publicada
en el Diario Oficial de 18 de mayo de 1995.

(544) Esta letra fue sustituida por el artículo primero,
Nº 22, letra a) ii), de la Ley Nº 19.389, publicada
en el Diario Oficial de 18 de mayo de 1995.

(545) Esta letra fue introducida por el Nº 16, letra a)
del artículo 4º de la Ley Nº 19.705, publicada en
el Diario Oficial de 20 de diciembre de 2000.

(546) Este inciso fue modificado por la letra b) del nú-
mero 82 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de agregarle su oración final.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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accionistas en la que se haya elegido directo-

res de una sociedad, la Superintendencia po-

drá pronunciarse sobre el cumplimiento de

los requisitos establecidos en este artículo,

declarando la inhabilidad de los directores

elegidos con mayoría de votos otorgados por

las Administradoras y disponiendo la cesa-

ción en el cargo, mediante una resolución

fundada, la que se notificará a las Administra-

doras que hubieren votado por el director, a

la sociedad y al director inhábil.

 Si el director inhabilitado tuviere un su-

plente habilitado, éste ocupará el cargo en

forma transitoria. En caso contrario, el cargo

será ocupado por una persona habilitada de-

signada como reemplazante por el directorio

de la sociedad.

 La resolución aludida será reclamable por

las Administradoras que hubieren votado por el

director inhabilitado, de acuerdo con el procedi-

miento establecido en el número 8 del artículo

94. Mientras no se resuelva el reclamo, el

directorio no podrá nombrar un reemplazante

para proveer el cargo en forma definitiva.

 Si la resolución de la Superintendencia

no fuere reclamada o, en su caso, de ser

reclamada quedare ejecutoriada la resolución

judicial que la rechaza, el director suplente, si

lo hubiere, asumirá en propiedad. En los de-

más casos, el reemplazante hábil y definitivo

será designado por el directorio, de una terna

presentada por las Administradoras que

hubieren votado por el director inhabilitado.

La designación deberá efectuarse dentro de

los 15 días siguientes a la fecha de quedar

ejecutoriada la resolución de la Superinten-

dencia que establece la inhabilidad o de que-

dar a firme la resolución judicial que desecha

el reclamo. La designación del director reem-

plazante, será por el plazo que le faltare al

director inhabilitado para cumplir el período

por el cual fue elegido.

 Si la inhabilidad se produjere durante el

ejercicio del cargo, la Superintendencia dicta-

rá una resolución fundada estableciendo la

inhabilidad del director y disponiendo la cesa-

ción en el cargo, la que se notificará a las

Administradoras, a la sociedad y al director

inhabilitado, quien será reemplazado de acuer-

do a lo establecido en los incisos anteriores.

 Serán válidos los acuerdos adoptados por

el directorio de la sociedad, en la cual uno de

sus integrantes esté afectado por una de la

inhabilidades establecidas en este artículo,

mientras se encuentre ejerciendo su cargo y

no haya sido notificada la resolución de la

Superintendencia que establece la inhabilidad.

 La Superintendencia establecerá, median-

te norma de carácter general, el procedimien-

to de información al que las Administradoras

deberán atenerse, con objeto de permitir los

pronunciamientos establecidos en los incisos

cuarto y octavo.(547)

Las Administradoras podrán actuar concer-

tadamente entre sí o con accionistas que no

estén afectos a las restricciones contempladas

en este artículo. No obstante lo anterior, éstas

no podrán realizar ninguna gestión que impli-

que participar o tener injerencia en la adminis-

tración de la sociedad en la cual hayan elegido

uno o más directores. La infracción a esta

norma será sancionada por la Superintenden-

cia de conformidad a la ley.(548)

Las Administradoras deberán sujetarse a

las siguientes normas de estas elecciones:(549)

a) El directorio de la Administradora deberá

determinar el nombre de los candidatos

por los que sus representantes votarán,

(547) Los incisos segundo a décimo fueron agregados
por el Nº 16, letra b) del artículo 4º de la Ley
Nº 19.705, publicada en el Diario Oficial de 20
de diciembre de 2000. En consecuencia los
incisos segundo y tercero anteriores pasaron a
ser undécimo y duodécimo respectivamente.

(548) Este inciso fue agregado por el artículo 1º,
Nº 22, letra b) de la Ley Nº 19.389, publicada en
el Diario Oficial de 18 de mayo de 1995.

(549) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 22, letra c), de la Ley Nº 19.389, publicada
en el Diario Oficial de 18 de mayo de 1995.
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debiendo contener la decisión respectiva
las pautas a las que éstos deberán suje-
tarse cuando voten por una persona dis-
tinta de la acordada, cuando los intereses
del Fondo administrado así lo exigieren.
Estos acuerdos deberán constar en las
actas de directorio de la sociedad y con-
tener su fundamento.

En los casos que el representante de la
Administradora vote por una persona di-
ferente de la señalada en el acuerdo, de-
berá rendir un informe escrito sobre los
fundamentos y circunstancias del voto
adoptado en la siguiente reunión de direc-
torio que se celebre, de lo cual deberá
dejarse constancia en el acta respectiva,
al igual que de la opinión del directorio
sobre lo informado.

b) Los representantes de la Administradora
estarán siempre obligados a manifestar
de viva voz su voto en las elecciones en
que participaren, debiendo dejar constan-
cia de ello en el acta de la respectiva
junta de accionistas.

4. De la Elección de Directores
en las Administradoras

De los Directores

Artículo 156. Además de las inhabilidades
establecidas en los artículos 35 y 36 de la
Ley Nº 18.046, no podrán ser directores de
una Administradora de Fondos de Pensiones:

a) Los ejecutivos de bancos o instituciones
financieras, bolsas de valores, intermedia-
rios de valores, administradoras de fondos
de inversión, administradoras de fondos
mutuos, compañías de seguros o Adminis-
tradoras de Fondos de Pensiones, y(550)

b) Los directores de cualquiera de las insti-
tuciones señaladas en la letra a) prece-

dente, así como los directores de otras

sociedades, sean éstas nacionales o ex-

tranjeras, del grupo empresarial al que

pertenezca la Administradora.(551)

Para los efectos de lo dispuesto en este

artículo, se entenderá por ejecutivo a los ge-

rentes, subgerentes o personas con la fa-

cultad de representar la empresa o de tomar

decisiones de relevancia en materias propias

de su giro.(552)

Respecto de las personas a que se refie-

ren los numerales 1) y 2) del artículo 36 de la

Ley Nº 18.046, la inhabilidad establecida en

este artículo se mantendrá hasta doce meses

después de haber expirado en sus cargos.(553)

Artículo 156 bis. El directorio de las Ad-

ministradoras deberá estar integrado por un

mínimo de cinco directores, dos de los cuales

deberán tener el carácter de autónomos.

Se considerará como director autónomo

para estos efectos, a quien no mantenga

ninguna vinculación con la Administradora,

(550) Esta letra fue modificada por el artículo 1º,
Nº 23, letra a), de la Ley Nº 19.389, publicada
en el Diario Oficial de 18 de mayo de 1995.

(551) Esta letra fue modificada por la letra a) del nú-
mero 83 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255,
publicada en el Diario Oficial de 17 de marzo de
2008, en el sentido de intercalar a continuación
de la palabra “precedente”, la siguiente oración
“, así como los directores de otras sociedades,
sean éstas nacionales o extranjeras, del grupo
empresarial al que pertenezca la Administrado-
ra.”. A su vez, eliminar su segunda y tercera ora-
ciones.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, esta letra fue reemplazada por
la letra b) del número 23 del artículo 1º de la Ley
Nº 19.389, publicada en el Diario Oficial de 18
de mayo de 1995.

(552) Este inciso fue agregado, por el artículo 1º,
Nº 23, letra c), de la Ley Nº 19.389, publicada
en el Diario Oficial de 18 de mayo de 1995.

(553) Este inciso fue agregado por la letra b) del núme-
ro 83 del artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publi-
cada en el Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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las demás sociedades del grupo empresarial

del que aquélla forme parte, su controlador,

ni con los ejecutivos principales de cualquiera

de ellos, que pueda generarle un potencial

conflicto de interés o entorpecer su indepen-

dencia de juicio.

Se presumirá que no tienen carácter autó-

nomo las personas que en cualquier momento,

dentro de los últimos dieciocho meses:

a) Mantuvieren cualquier vinculación, inte-

rés o dependencia económica, profesio-

nal, crediticia o comercial, de una natura-

leza y volumen relevantes, de acuerdo a

lo que señale la norma de carácter gene-

ral a que se refiere este artículo, con las

personas indicadas en el inciso anterior;

b) Fueren cónyuge o tuvieren una relación

de parentesco hasta el segundo grado de

consanguinidad o primer grado de afini-

dad, con las personas indicadas en el

inciso anterior;

c) Hubiesen sido socios o accionistas que

hayan poseído o controlado, directa o

indirectamente, 10% o más del capital,

directores, gerentes, administradores o

ejecutivos principales, de entidades que

hayan prestado servicios jurídicos o de

consultoría, por montos relevantes con-

forme lo que señale la norma de carácter

general a que se refiere este artículo, o de

auditoría externa, a las personas indica-

das en el inciso anterior, y

d) Hubiesen sido socios o accionistas que

hayan poseído o controlado, directa o

indirectamente, 10% o más del capital,

directores, gerentes, administradores o

ejecutivos principales, de entidades que

provean de bienes o servicios por montos

relevantes a la Administradora de acuer-

do a lo que señale la norma de carácter

general a que se refiere este artículo.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso

segundo de este artículo, se considerará que

tienen el carácter de autónomo aquellas per-

sonas que integren el directorio de la Admi-

nistradora en la calidad de director indepen-

diente, conforme a lo establecido en la Ley

Nº 18.046.

Para poder ser elegidos como directores

autónomos, los candidatos deberán ser pro-

puestos por los accionistas que representen

el 1% o más de las acciones de la sociedad,

con al menos diez días de anticipación a la

fecha prevista para la junta de accionistas

llamada a efectuar la elección de los directo-

res. En dicha propuesta deberá también in-

cluirse al suplente del candidato a director

autónomo quien reemplazará al respectivo

titular en caso de ausencia o impedimento

temporal de éste y quien deberá cumplir con

los mismos requisitos del titular. Con no me-

nos de dos días de anterioridad a la junta

respectiva, el candidato y su respectivo su-

plente deberán poner a disposición del geren-

te general una declaración jurada en que se-

ñalen cumplir con los requisitos de autonomía

antes indicados.

No obstante lo dispuesto en el inciso

tercero, no perderán el carácter de autóno-

mo los candidatos que al momento de la

respectiva elección se encuentren ejercien-

do el cargo de director autónomo de la Admi-

nistradora.

El director autónomo que deje de reunir

los requisitos para ser considerado como tal,

quedará automáticamente inhabilitado para

ejercer su cargo.

Serán elegidos directores de la Adminis-

tradora los dos candidatos que hayan obteni-

do las dos más altas votaciones de entre

aquellos que cumplan los requisitos de auto-

nomía a que se refiere este artículo.

La Superintendencia, mediante norma de

carácter general, podrá establecer criterios

que determinen la autonomía o falta de ella,

de conformidad a lo dispuesto en este artícu-

lo. El contenido de dicha norma deberá con-

tar con el informe favorable del Consejo Téc-
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nico de Inversiones a que se refiere el Título

XVI.(554)

Funciones de los Directores

Artículo 157. Los directores de una Ad-

ministradora deberán pronunciarse siempre

sobre aquellas materias que involucren con-

flictos de interés y especialmente respecto de

los siguientes aspectos:

a) Políticas y votación de la Administradora

en la elección de directores en las socie-

dades cuyas acciones hayan sido adquiri-

das con recursos del Fondo de Pensiones;

b) Los mecanismos de control interno esta-

blecidos por las Administradoras para pre-

venir la ocurrencia de actuaciones que

afecten al cumplimiento de las normas

contenidas en los artículos 147 a 154;

c) Proposiciones para la designación de au-

ditores externos;

d) Designación de mandatarios de la Admi-

nistradora para la inversión de los recur-

sos de los Fondos de Pensiones en el

exterior;(555)

e) Políticas generales de inversión de los

recursos de los Fondos de Pensiones, y(556)

f) Políticas respecto a las transacciones con

recursos de los Fondos, con personas

relacionadas a la Administradora.(556)

5. Sanciones y procedimientos

Artículo 158. El que ejecute o celebre,

individual o colectivamente, cualquier acto o

convención que esté prohibido o que con-

travenga lo dispuesto en los artículos 147 a

154, será sancionado de conformidad a lo

dispuesto en la Ley Orgánica de la Superin-

tendencia de Administradoras de Fondos de

Pensiones y a la presente ley.

Artículo 159. Sufrirán las penas de presi-

dio menor en su grado medio a presidio ma-

yor en su grado mínimo, los directores, ge-

rentes, apoderados, liquidadores, operadores

de mesa de dinero, y trabajadores de una

Administradora de Fondos de Pensiones que

en razón de su cargo o posición, y valiéndose

de información privilegiada de aquella que

trata el Título XXI de la Ley Nº 18.045:

a) Ejecuten un acto por sí o por intermedio

de otras personas, con el objeto de obte-

ner un beneficio pecuniario para sí o para

otros, mediante cualquier operación o tran-

sacción de valores de oferta pública;

b) Divulguen la información privilegiada, re-

lativa a las decisiones de inversión de

cualquiera de los Fondos a personas dis-

tintas de las encargadas de efectuar las

operaciones de adquisición o enajenación

de valores de oferta pública por cuenta o

en representación de cualquiera de los

Fondos.(557)

Igual pena sufrirán los trabajadores de

una Administradora de Fondos de Pensiones

que, estando encargados de la administración

de la cartera y, en especial, de las decisiones

de adquisición, mantención o enajenación de

instrumentos para cualquiera de los Fondos y

la Administradora respectiva, ejerzan por sí o

a través de otras personas, simultáneamente

la función de administración de otra cartera

(554) Este artículo fue agregado por el número 84 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(555) Esta letra fue modificada por el artículo 1º,
Nº 44, de la Ley Nº 19.641, publicada en el Dia-
rio Oficial de 28 de octubre de 1999.

(556) Esta letra fue modificada por el artículo 1º,
Nº 44, de la Ley Nº 19.641, publicada en el Dia-
rio Oficial de 28 de octubre de 1999.

(557) Esta letra fue modificada por el artículo 1º,
Nº 45, letra a), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS 123123123123123

Boletín Oficial Dirección del Trabajo Septiembre236 / 2008

de inversiones, y quienes teniendo igual con-

dición infrinjan cualquiera de las prohibicio-

nes consignadas en las letras a), c), d) y h)

del artículo 154.(558)

TITULO XV
DE LA LICITACION PARA

LA ADMINISTRACION DE CUENTAS
DE CAPITALIZACION INDIVIDUAL(559)

Artículo 160. La Superintendencia efec-

tuará, por sí o a través de la contratación de

servicios de terceros, licitaciones públicas para

adjudicar el servicio de administración de las

cuentas de capitalización individual de las

personas a que se refiere el inciso cuarto de

este artículo, en las cuales podrán participar

las entidades a que se refiere el artículo 161.

En cada licitación se adjudicará el servicio a

la entidad que, cumpliendo con los requisitos

de este Título, ofrezca cobrar la menor comi-

sión por depósito de cotizaciones periódicas

al momento de la presentación de las ofertas.

Las licitaciones se efectuarán cada veinti-

cuatro meses. No obstante lo anterior, la

Superintendencia podrá abstenerse de licitar

en un período determinado cuando existan

antecedentes técnicos que lo ameriten. Los

antecedentes que fundamenten la abstención

deberán estar contenidos en una Resolución

fundada de la Superintendencia.

El período de permanencia en la Adminis-

tradora adjudicataria se establecerá en las

respectivas bases de licitación y no podrá

exceder los veinticuatro meses, contados des-

de la fecha de incorporación del afiliado a la

Administradora adjudicataria.

Transcurridos seis meses desde la fecha de

la adjudicación, todas las personas que se afi-

lien al Sistema durante el período correspon-

diente a los veinticuatro meses siguientes, de-

berán incorporarse a la Administradora adjudi-

cataria y permanecer en ella hasta el término

del período de permanencia señalado en el inci-

so anterior. Lo anterior, sin perjuicio de lo dis-

puesto en el inciso segundo del artículo 165.(560)

Artículo 161. En el proceso de licitación

podrán participar las Administradoras de Fon-

dos de Pensiones existentes y aquellas perso-

nas jurídicas nacionales o extranjeras que aún

no estén constituidas como tales. Estas últi-

mas deberán contar con el certificado provi-

sional de autorización a que se refiere el

artículo 130 de la Ley Nº 18.046 y la aproba-

ción de la Superintendencia para participar en

dicho proceso, debiendo cumplir con los re-

quisitos técnicos, económicos, financieros y

jurídicos que le permitan constituirse como

Administradora en caso de adjudicarse la lici-

tación. Dichos requisitos se establecerán en

la norma de carácter general a que se refiere

el artículo 166 y serán calificados previamen-

te por la Superintendencia.(560)

Artículo 162. Todo proceso de licitación

se regirá por las normas establecidas en la

presente ley y en las respectivas Bases de

Licitación, las que serán aprobadas por el

Ministerio del Trabajo y Previsión Social me-

diante decreto supremo. Dichas bases esta-

rán a disposición de los interesados, previo

pago de su valor, el que será determinado por

la Superintendencia y será de beneficio fiscal.

Las bases deberán contener, a lo menos, lo

siguiente:

a) Estadísticas de afiliaciones anuales al Sis-

tema y su ingreso promedio;
(558) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,

Nº 45, letra b), de la Ley Nº 19.641, publicada
en el Diario Oficial de 28 de octubre de 1999.

(559) Este título fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(560) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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b) Plazo y forma de presentación de las ofer-

tas;

c) Monto de la garantía de seriedad de la

oferta;

d) Monto de la garantía de implementación;

e) Monto de la garantía de fiel cumplimiento

del contrato;

f) Duración del período de permanencia en

la Administradora adjudicataria;

g) Duración del período de mantención de la

comisión licitada;

h) Proceso y mecanismos de adjudicación y

desempate;

i) Forma y plazo de comunicación de los

resultados de la licitación;

j) Fecha de inicio de operaciones de las

entidades adjudicatarias que no estén

constituidas como Administradoras al

momento de la licitación;

k) Plazo de habilitación de agencias u ofici-

nas regionales, y

l) Estándar mínimo de servicio que debe

ofrecer la Administradora.(561)

Artículo 163. La comisión ofrecida en la

licitación para los afiliados activos, deberá

ser inferior a la comisión por depósito de

cotizaciones más baja vigente en el Sistema

al momento de la presentación de las ofertas.

En caso que alguna Administradora haya co-

municado una modificación a aquélla, de

acuerdo a lo establecido en el inciso final del

artículo 29, se considerará, para los efectos

de determinar la comisión más baja en el

Sistema, la comisión por depósito de cotiza-

ciones modificada.

La adjudicación del servicio se efectuará

mediante resolución fundada de la Superin-

tendencia.

La adjudicataria de la licitación no podrá

incrementar la comisión por depósito de co-

tizaciones durante el período que se indique

en las Bases de Licitación, el que no podrá

exceder de veinticuatro meses contado des-

de el primer día del mes siguiente de aquel

en el cual se cumplan seis meses desde la

fecha de adjudicación del servicio licitado.

Esta comisión se hará extensiva a todos los

afiliados de la Administradora durante el re-

ferido período, debiendo aquélla otorgarles

un nivel de servicios uniforme. Una vez fina-

lizado el período de mantención de comisio-

nes, la Administradora podrá fijar libremente

el monto de su comisión por depósito de

cotizaciones de acuerdo a lo establecido en

el artículo 29, sin perjuicio de su derecho a

participar en una nueva licitación. Asimis-

mo, concluido el período de permanencia en

la Administradora adjudicataria, aquellos afi-

liados que se incorporaron a ésta en virtud

de lo dispuesto en el inciso cuarto del artícu-

lo 160, podrán traspasarse libremente a otra

Administradora.(561)

Artículo 164. La adjudicataria de la licita-

ción deberá aceptar a todos los nuevos afilia-

dos al Sistema, bajo las condiciones estipula-

das en la oferta en virtud de la cual se adjudi-

có la licitación.

La Superintendencia deberá asignar a los

afiliados nuevos a la Administradora que cobre

la menor comisión por depósito de cotizaciones

a la fecha de afiliación de aquéllos al Sistema,

en cualquiera de los siguientes casos:

a) La adjudicataria no cumpliere con los re-

quisitos para constituirse como Adminis-

tradora en el plazo establecido para tales

efectos.

(561) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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b) No se efectuare o no se adjudicare la

licitación por alguna de las causales estable-

cidas en esta ley o en las bases de licitación.

Los afiliados asignados siempre podrán tras-

pasarse libremente a otra Administradora.(562)

Artículo 165. Los trabajadores que se

hayan incorporado a la Administradora adju-

dicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el

inciso cuarto del artículo 160, sólo podrán

traspasarse a otra durante el período de per-

manencia en la Administradora adjudicataria,

cuando ésta se encuentre en alguna de las

siguientes situaciones:

a) Incumplimiento de la obligación estableci-

da en el inciso tercero del artículo 24,

sobre patrimonio mínimo exigido;

b) Incumplimiento de la obligación estableci-

da en el artículo 37 respecto de la rentabi-

lidad mínima para cualquier tipo de Fondo;

c) Cesación de pagos de cualquiera de sus

obligaciones o en estado de notoria insol-

vencia; o se le solicite o se declare su

quiebra;

d) En proceso de liquidación;

e) Que la comisión por depósito de cotiza-

ciones que cobre sea mayor a la cobrada

por otra Administradora, durante dos me-

ses consecutivos. En este caso, los afilia-

dos sólo podrán traspasarse a una Admi-

nistradora que cobre menor comisión por

depósito de cotizaciones que la adjudica-

taria de la licitación;

f) Que la comisión por depósito de cotiza-

ciones sea incrementada al término del

período establecido en el inciso tercero

del artículo 163, o

g) Que la menor comisión por depósito de
cotizaciones que cobre no compense la
mayor rentabilidad que hubiese obtenido
el afiliado en otra Administradora durante
el período comprendido entre la fecha de
afiliación a la Administradora adjudicata-
ria de la licitación y la fecha en que solici-
te el traspaso. En este caso, los trabaja-
dores sólo podrán traspasarse a esa otra
Administradora. El procedimiento de cálcu-
lo que permita ejercer este derecho será
determinado por la Superintendencia en
la norma de carácter general a que se
refiere el artículo 166.

A su vez, los trabajadores que deban
incorporarse a la Administradora adjudicata-
ria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso
cuarto del artículo 160, no estarán obligados
a ello en caso que se configuren algunas de
las causales señaladas en las letras a) a la d)
del inciso precedente.(562)

Artículo 166. La Superintendencia regu-
lará, mediante una norma de carácter gene-
ral, las materias relacionadas con la licitación
establecida en este título.(562)

TITULO XVI
DEL CONSEJO TECNICO

DE INVERSIONES(563)

Artículo 167. Créase un Consejo Técnico
de Inversiones, en adelante “Consejo”, de ca-
rácter permanente, cuyo objetivo será efec-
tuar informes, propuestas y pronunciamientos
respecto de las inversiones de los Fondos de
Pensiones, con el objeto de procurar el logro
de una adecuada rentabilidad y seguridad para
los Fondos. Específicamente, el Consejo ten-
drá las siguientes funciones y atribuciones:

(562) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta

modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(563) Este título fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso cuarto del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de abril de 2008.

Continuación Nota (562)
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1) Pronunciarse sobre el contenido del Régi-
men de Inversión a que se refiere el ar-
tículo 45 y sobre las modificaciones que
la Superintendencia de Pensiones propon-
ga efectuar al mismo. Para estos efectos,
el Consejo deberá emitir un informe que
contenga su opinión técnica en forma
previa a la dictación de la Resolución que
apruebe o modifique dicho régimen;

2) Emitir opinión técnica en todas aquellas
materias relativas a inversiones de los Fon-
dos de Pensiones contenidas en el Régi-
men de Inversión, y en especial respecto
de la estructura de límites de inversión de
los Fondos de Pensiones, de los mecanis-
mos de medición del riesgo de las carteras
de inversión y de las operaciones señala-
das en la letra l) del artículo 45 que efec-
túen los Fondos de Pensiones;

3) Efectuar propuestas y emitir informes en
materia de perfeccionamiento del régi-
men de inversiones de los Fondos de
Pensiones en aquellos casos en que el
Consejo lo estime necesario o cuando así
lo solicite la Superintendencia;

4) Pronunciarse sobre las materias relacio-
nadas con las inversiones de los Fondos
de Pensiones que le sean consultadas por
los Ministerios de Hacienda y del Trabajo
y Previsión Social;

5) Entregar una memoria anual de carácter
público al Presidente de la República, co-
rrespondiente al ejercicio del año ante-
rior, a más tardar dentro del primer
cuatrimestre de cada año. Copia de dicha
memoria deberá enviarse a la Cámara de
Diputados y al Senado, y

6) Encargar la realización de estudios técni-
cos con relación a las inversiones de los

Fondos de Pensiones.(564)

Artículo 168. El Consejo estará integrado

por las siguientes personas:

a) Un miembro designado por el Presidente

de la República. La designación deberá

recaer en una persona que haya desem-

peñado el cargo de Ministro de Hacienda

o de Superintendente o directivo de las

Superintendencias de Pensiones, de Ban-

cos e Instituciones Financieras o de Valo-

res y Seguros, o de consejero o gerente

del Banco Central de Chile;

b) Un miembro designado por el Consejo del

Banco Central de Chile. La designación

deberá recaer en un profesional de reco-

nocido prestigio por su experiencia y co-

nocimiento en materias financieras y de

mercado de capitales;

c) Un miembro designado por las Adminis-

tradoras de Fondos de Pensiones. La de-

signación deberá recaer en una persona

que posea una amplia experiencia en la

administración de carteras de inversión y

deberá haber desempeñado el cargo de

gerente o ejecutivo principal en alguna

empresa del sector financiero, de confor-

midad a lo dispuesto en el Reglamento, y

d) Dos miembros designados por los Decanos

de las Facultades de Economía o de Econo-

mía y Administración de las Universidades

que se encuentren acreditadas de confor-

midad a lo dispuesto en la Ley Nº 20.129.

Uno de ellos deberá ser un académico de

reconocido prestigio por su experiencia y

conocimiento en materias financieras y de

mercado de capitales y el otro deberá ser

un académico de reconocido prestigio por

su experiencia y conocimiento de macroeco-

nomía, de conformidad a lo dispuesto en el

Reglamento.

Los miembros antes señalados, no po-

drán ser gerentes, administradores o directo-

res de una Administradora de Fondos de Pen-

siones, ni de alguna de las entidades del

Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca,

mientras ejerzan su cargo en el Consejo.

(564) Este título fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso cuarto del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de abril de 2008.
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Los consejeros durarán cuatro años en

sus cargos y podrá renovarse su designación

o ser reelegidos, según corresponda, por un

nuevo período consecutivo, por una sola vez.

Junto con la designación de cada una de

las personas a que se refiere el inciso primero

de este artículo, deberá también designarse

un miembro suplente, quien reemplazará al

respectivo titular en caso de ausencia o impe-

dimento de éste.

En caso de ausencia o impedimento de

alguno de los miembros señalados en las

letras anteriores, integrará el Consejo, en ca-

lidad de suplente, la persona que haya sido

nombrada para tales efectos por quien co-

rresponda efectuar la designación de los miem-

bros titulares, quienes deberán cumplir con

los mismos requisitos del miembro titular.

Lo dispuesto en el inciso segundo será

aplicable a los miembros del Consejo que

tengan la calidad de suplente.

Serán causales de cesación de los miem-

bros titulares y suplentes del Consejo las

siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue nom-

brado;

b) Renuncia aceptada por quien los designó;

c) Incapacidad psíquica o física para el des-

empeño del cargo;

d) Sobreviniencia de algunas de las causales

de inhabilidad señaladas en el inciso se-

gundo de este artículo, caso en el cual

cesará automáticamente en el ejercicio

del cargo, y

e) Falta grave al cumplimiento de las obliga-

ciones establecidas en este Título.

Los miembros titulares y suplentes y el

Secretario Técnico del Consejo deberán guar-

dar reserva sobre los documentos y antece-

dentes a que tengan acceso en el ejercicio de

su función, siempre que éstos no tengan ca-

rácter público. La infracción a esta obligación

será sancionada con la pena de reclusión

menor en sus grados mínimo a medio.

Del mismo modo, a las personas indica-

das en el inciso precedente les está prohibido

valerse, directa o indirectamente, en benefi-

cio propio o de terceros, de la información a

que tengan acceso en el desempeño de esta

función, en tanto no sea divulgada al público.

La infracción a lo dispuesto en este inciso

será sancionada con la pena de reclusión

menor en su grado medio e inhabilitación

para cargos y oficios públicos por el tiempo

de la condena.

Los integrantes del Consejo percibirán una

dieta en pesos equivalente a 17 unidades

tributarias mensuales por cada sesión a que

asistan, con un máximo de 34 unidades tribu-

tarias mensuales por cada mes calendario.(565)

Artículo 169. El Consejo de Inversiones

será presidido por el miembro designado por

el Presidente de la República, sesionará con

la asistencia de a lo menos tres de sus inte-

grantes y adoptará sus acuerdos por mayoría

absoluta de los asistentes a la respectiva

sesión. En caso de empate, dirimirá la vota-

ción quien presida la sesión. Lo anterior, sin

perjuicio de las normas sobre el funciona-

miento del Consejo a que se refiere el inciso

quinto de este artículo.

El Consejo deberá nombrar, de entre sus

miembros titulares, a un Vicepresidente, el

que subrogará al Presidente en caso de au-

sencia de éste y permanecerá en el cargo por

el tiempo que señale el Consejo, o por el

tiempo que le reste como consejero.

(565) Este título fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso cuarto del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de abril de 2008.
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El Consejo de Inversiones sesionará a lo
menos dos veces al año y, cada vez que lo
convoque el Presidente o cuando así lo solici-
te la mayoría de sus integrantes. Asimismo,
el Consejo deberá sesionar cuando así lo soli-
cite el Superintendente de Pensiones. Un fun-
cionario de la Superintendencia de Pensiones
actuará como Secretario Técnico del Consejo
y tendrá la calidad de Ministro de Fe respecto
de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos.

El Consejo acordará las normas necesarias
para su funcionamiento y para la adecuada eje-
cución de las funciones que le son encomenda-
das y las normas relativas a las obligaciones y
deberes a que estarán sujetos sus integrantes.

La Superintendencia proporcionará al Con-
sejo el apoyo administrativo y los recursos
que sean necesarios para el cumplimiento de
sus funciones, incluido el pago de las dietas
que corresponda a sus integrantes.(566)

Artículo 170. Los miembros del Consejo
de Inversiones deberán inhabilitarse cuando en
la sesión respectiva se traten asuntos que los
involucren o cuando se traten o resuelvan
materias en que puedan tener interés. Para
efectos de calificar la inhabilidad planteada, el
Consejo deberá aplicar las normas y procedi-
mientos que establezca sobre esta materia.(566)

TITULO XVII
DE LA ASESORIA PROVISIONAL(567)

1. Del Objeto de la Asesoría Previsional

Artículo 171. La asesoría previsional ten-

drá por objeto otorgar información a los afilia-

dos y beneficiarios del Sistema, considerando

de manera integral todos los aspectos que

dicen relación con su situación particular y

que fueren necesarios para adoptar decisio-

nes informadas de acuerdo a sus necesidades

e intereses, en relación con las prestaciones y

beneficios que contempla esta ley. Dicha ase-

soría comprenderá además la intermediación

de seguros previsionales. Esta asesoría debe-

rá prestarse con total independencia de la

entidad que otorgue el beneficio.

Respecto de los afiliados y beneficiarios

que cumplan los requisitos para pensionarse

y de los pensionados bajo la modalidad de

retiro programado, la asesoría deberá infor-

mar en especial sobre la forma de hacer efec-

tiva su pensión según las modalidades previs-

tas en el artículo 61 de esta ley, sus caracte-

rísticas y demás beneficios a que pudieren

acceder según el caso, con una estimación

de sus montos.(568)

Artículo 172. Créase el Registro de Aseso-

res Previsionales, que mantendrán en forma

conjunta las Superintendencias de Pensiones y

de Valores y Seguros, en el cual deberán ins-

cribirse las personas o entidades que desarro-

llen la actividad de asesoría previsional a que

alude el artículo anterior. Para tal efecto, debe-

rán dar cumplimiento a las exigencias que se

establecen en el presente Título y en lo que se

refiere al procedimiento de inscripción en el

registro a las normas de carácter general que

al respecto dicten conjuntamente las mencio-

nadas Superintendencias.(568)

2. De las Entidades de Asesoría

Previsional y de los Asesores Previsionales

Artículo 173. Las Entidades de Asesoría

Previsional serán sociedades constituidas en

(566) Este título fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso cuarto del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de abril de 2008.

(567) Este título fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(568) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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Chile con el objeto específico de otorgar ser-

vicios de asesoría previsional a los afiliados y

beneficiarios del Sistema.

Sus socios, administradores, representan-

tes legales y las personas que tengan a su

cargo realizar las funciones de asesoría previ-

sional, deberán reunir los requisitos y estarán

sujetas a las obligaciones que se establecen

en este Título.

Las Entidades de Asesoría Previsional y

los Asesores Previsionales deberán acreditar

ante las Superintendencias de Pensiones y de

Valores y Seguros la contratación de una

póliza de seguros para responder del correcto

y cabal cumplimiento de todas las obligacio-

nes emanadas de su actividad y, especial-

mente, de los perjuicios que puedan ocasio-

nar a los afiliados o beneficiarios que contra-

ten sus servicios de asesoría previsional.

La póliza de seguros a que se refiere el

inciso anterior deberá constituirse por un mon-

to no inferior a la cantidad más alta entre 500

unidades de fomento y el 30% de la suma del

saldo destinado a pensión de la cuenta de

capitalización individual de los afiliados que

asesoró en el año inmediatamente anterior,

por las primeras 15.000 Unidades de Fomen-

to, y de un 10% por el exceso sobre esta

cifra, con un máximo de 60.000 unidades de

fomento.(569)

Artículo 174. Los socios, los administra-

dores, los representantes legales de las Enti-

dades de Asesoría Previsional y sus depen-

dientes que desempeñen la función de aseso-

ría previsional, así como los Asesores Previ-

sionales, deberán cumplir con los siguientes

requisitos:

a) Ser mayor de edad, chileno o extranjero

con residencia en Chile y cédula de iden-

tidad de extranjería al día;

b) Tener antecedentes comerciales intacha-

bles;

c) Estar en posesión, a lo menos, de licencia

de educación media o estudios equivalen-

tes;

d) Acreditar los conocimientos suficientes

sobre materias previsionales y de segu-

ros.

El cumplimiento de los requisitos a que se

refiere el inciso anterior será acreditado en la

forma y periocidad que establezcan las Su-

perintendencias de Pensiones y de Valores y

Seguros mediante norma de carácter general

conjunta.

No podrán ser socios, administradores,

dependientes que desempeñen la función de

asesoría previsional, representantes legales

de una Entidad de Asesoría Previsional o Ase-

sores Previsionales, las personas que se en-

cuentren en cualquiera de las situaciones si-

guientes:

a) Los procesados o condenados por delito

que merezca pena aflictiva;

b) Los fallidos no rehabilitados y quienes

tengan prohibición de comerciar, y

c) Las personas sancionadas con la revoca-

ción de su inscripción en alguno de los

registros que lleven o regulen las Superin-

tendencias de Pensiones, Valores y Segu-

ros y Bancos e Instituciones Financieras, o

los que hayan sido administradores, direc-

tores o representantes legales de una per-

sona jurídica sancionada de igual manera,

a no ser que hayan salvado su responsabi-

lidad en la forma que prescribe la ley.

No podrán ser Asesores Previsionales ni

directores, gerentes, apoderados o dependien-

tes de una sociedad de Asesoría Previsional,

(569) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
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quienes sean directores, gerentes, apodera-

dos o dependientes de una Administradora de

Fondos de Pensiones, aseguradora, reasegu-

radora, liquidadora de siniestros o entidades

que conformen el grupo empresarial de estas

sociedades.(570)

Artículo 175. Respecto de las personas o

entidades que hayan acreditado el cumpli-

miento de los requisitos para ejercer la activi-

dad de asesoría previsional referidos en los

artículos precedentes, las Superintendencias

de Pensiones y de Valores y Seguros dictarán

una Resolución conjunta que ordene su ins-

cripción en el registro respectivo, conceda la

autorización para funcionar y fije un plazo

para iniciar sus actividades.

Será responsabilidad de las Entidades de

Asesoría Previsional llevar un registro de los

dependientes que desempeñen la función de

asesoría, debiendo instruirlos y capacitarlos para

el desarrollo de dichas funciones. Asimismo,

estarán obligadas a otorgar todas las facilida-

des que se requieran para efectuar el control

que respecto de estas materias determinen las

Superintendencias antes mencionadas.(571)

Artículo 176. Las Entidades de Asesoría

Previsional y los Asesores Previsionales res-

ponderán hasta de la culpa leve en el cumpli-

miento de las funciones derivadas de las ase-

sorías previsionales que otorguen a los afilia-

dos o sus beneficiarios y estarán obligadas a

indemnizar los perjuicios por el daño que oca-

sionen. Lo anterior, no obsta a las sanciones

administrativas que asimismo pudieren co-

rresponderles.

Por las Entidades de Asesoría Previsional

responderán además, sus socios y adminis-
tradores, civil, administrativa y penalmente, a
menos que constare su falta de participación
o su oposición al hecho constitutivo de in-
fracción o incumplimiento.

Las Entidades de Asesoría Previsional y los
Asesores Previsionales estarán sometidos a la
supervigilancia, control y fiscalización de las
Superintendencias de Pensiones y de Valores y
Seguros, las que para ello estarán investidas de
las facultades establecidas en esta ley, en el
Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, de 1931,
del Ministerio de Hacienda, según corresponda,
y en sus respectivas leyes orgánicas.

Asimismo, los dependientes de las Entida-
des de Asesoría Previsional encargados de la
prestación del servicio, quedarán sujetos al con-
trol y fiscalización de las Superintendencias de
Pensiones y de Valores y Seguros, las que
tendrán respecto de aquéllos las mismas facul-
tades a que se refiere el inciso anterior.(571)

Artículo 177. La cancelación por revoca-
ción o eliminación en el Registro de Asesores
Previsionales de una Entidad de Asesoría Pre-
visional o de un Asesor Previsional, procede-
rá respectivamente:

a) Cuando alguno de aquéllos incurra en in-
fracción grave de ley, y

b) En el caso que no mantengan vigente el
seguro referido en el artículo 173 de esta
ley.

La declaración de infracción grave de ley
corresponderá a las Superintendencias de Pen-
siones y de Valores y Seguros conjuntamente
y deberá estar fundada en alguna de las dis-
posiciones establecidas en esta ley.

Declarada la infracción grave o constata-
do el incumplimiento señalado en la letra b)

(570) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(571) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta

modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

Continuación Nota (571)
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del inciso primero, las Superintendencias de
Pensiones y de Valores y Seguros dictarán
conjuntamente una resolución fundada que
ordene cancelar la inscripción de la Entidad
de Asesoría Previsional o del Asesor Previsio-
nal del Registro de Asesores Previsionales y
revoque la autorización para funcionar.(572)

3. De la contratación de
la Asesoría Previsional

Artículo 178. Para los efectos de prestar
la asesoría previsional, deberá celebrarse un
contrato de prestación de servicios entre la
Entidad de Asesoría Previsional o el Asesor
Previsional y el afiliado o sus beneficiarios,
según corresponda, el que establecerá los
derechos y obligaciones de ambas partes y
cuyo contenido mínimo será establecido me-
diante norma de carácter general que dicta-
rán en forma conjunta las Superintendencias
de Pensiones y de Valores y Seguros.

La contratación de una asesoría previsional
es voluntaria para el afiliado o sus beneficiarios,
según corresponda, y en ningún caso podrá
comprender la obligación de aquéllos de acoger
la recomendación que por escrito les fuere pro-
porcionada por el Asesor Previsional.(573)

Artículo 179. Los afiliados o beneficiarios
de pensión no podrán pagar honorarios por
concepto de servicios de asesoría previsional
con cargo a la cuenta de capitalización indivi-
dual, a excepción de lo indicado en los incisos
segundo y tercero de este artículo.

Los afiliados o beneficiarios de pensión,

según corresponda, que cumplan los requisi-

tos para pensionarse podrán, al momento de

seleccionar modalidad de pensión de retiro

programado, pagar honorarios por concepto

de servicios de asesoría previsional, con cargo

a la cuenta de capitalización individual, hasta

el monto que resulte de multiplicar una tasa

máxima fijada mediante el decreto supremo

conjunto a que se refiere el inciso decimocuar-

to del artículo 61 bis, por el saldo de dicha

cuenta destinado a esta modalidad de pen-

sión. Cuando se seleccione una modalidad de

pensión de renta vitalicia, los honorarios por

concepto de asesoría previsional corresponde-

rán a la comisión o retribución a que alude el

inciso decimocuarto del artículo 61 bis y se

pagarán en la forma señalada en dicho inciso.

En todo caso, la tasa máxima a que se refiere

la primera oración de este inciso y el monto

máximo a pagar por concepto de asesoría

previsional, que se establezcan para la modali-

dad de pensión de retiro programado, deberán

ser inferiores a los que se determinen para la

modalidad de renta vitalicia.

Con todo, los honorarios totales por con-

cepto de asesoría previsional no podrán supe-

rar el 2% de los fondos de la cuenta de

capitalización individual del afiliado destina-

dos a pensión, con exclusión de aquellos que

eran susceptibles de ser retirados como exce-

dente de libre disposición, ni podrán exceder

un monto equivalente a 60 UF.

Las Administradoras y las compañías de

seguros de vida no podrán efectuar pago

alguno distinto al establecido en este artículo

a los asesores previsionales, sean ellos en

dinero o especies, como tampoco podrán fi-

nanciar los gastos en que deban incurrir para

su cometido.(573)

4. Otras Disposiciones

Artículo 180. Ninguna persona natural o

jurídica que no se encontrare inscrita en el

(572) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(573) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta

modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

Continuación Nota (573)
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registro a que se refiere el artículo 172, podrá

arrogarse la calidad de asesor previsional,

siendo aplicables en lo que corresponda, los

incisos segundo y siguientes del artículo 25

de esta ley.

Se reserva el uso de la denominación

‘‘Entidad de Asesoría Previsional’’ y de ‘‘Ase-

sor Previsional’’ para las personas jurídicas y

naturales a que se refiere el número dos de

este Título.(574)

Artículo 181. Los socios, administrado-

res y representantes legales de una Entidad

de Asesoría Previsional y sus dependientes

que cumplan funciones de asesoría previsio-

nal, así como las personas naturales inscritas

en el registro, no podrán otorgar bajo ninguna

circunstancia a los afiliados o sus beneficia-

rios otros incentivos o beneficios diferentes a

los propios de la asesoría, sea en forma direc-

ta o indirecta, ni a una título gratuito o de

cualquier otro modo.(574)

TITULO XVIII(575)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º. Los trabajadores que sean o

hayan sido imponentes de alguna institución

de previsión, tendrán derecho a optar entre el

Sistema que establece esta ley y el régimen

vigente a la fecha de su publicación que les

corresponda, de acuerdo a la naturaleza de

sus servicios.

El mismo derecho a opción tendrán los

trabajadores que se afilien por primera vez

antes del 31 de diciembre de 1982. Aquellos

que lo hagan con posterioridad a esa fecha,

deberán incorporarse al Sistema que estable-

ce esta ley.

El derecho a opción se llevará a efecto

mediante la incorporación a una Administra-

dora de Fondos de Pensiones.(576)

Artículo 2º. Derogado.(577)

Artículo 3º. Las instituciones de previsión

del régimen antiguo emitirán un título de deu-

da expresado en dinero que se denominará

Bono de Reconocimiento y será representati-

vo de los períodos de cotizaciones que regis-

tren en ellas los imponentes que se incorpo-

ren al Sistema que establece esta ley.(578)

 El Bono de Reconocimiento podrá emitir-

se en forma material, mediante un documen-

to que cuente con las características necesa-

rias para impedir su falsificación, o desmate-

rializadamente; esto es, sin que sea necesaria

la impresión de una lámina física en la que

conste el Bono respectivo, no afectándose

por ello la calidad jurídica ni la naturaleza de

los Bonos.(579)

(574) Este artículo fue agregado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.

(575) Este título fue modificado por el número 85 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, pasando
de Título XV a ser Título XVIII.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este título fue modificado por
el número 42 del artículo 4º de la Ley Nº 19.301,
publicada en el Diario Oficial de 19 de marzo de
1994.

(576) Este inciso fue modificado por el artículo único
de la Ley Nº 18.520, publicada en el Diario Ofi-
cial de 13 de junio de 1986.

(577) Este artículo fue derogado por el artículo único,
Nº 2, de la Ley Nº 18.208, publicada en el Diario
Oficial de 26 de enero de 1983.

(578) Este inciso fue modificado por la letra a) del nú-
mero 5 del artículo 5º de la Ley Nº 20.190, pu-
blicada en el Diario Oficial de 05 de junio de 2007,
en el sentido de reemplazar las palabras “instru-
mento” por “título de deuda”.

(579) Este inciso fue intercalado por la letra b) del nú-
mero 5 del artículo 5º de la Ley Nº 20.190, pu-
blicada en el Diario Oficial de 05 de junio de 2007.
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Los Bonos que se emitan bajo la modali-

dad desmaterializada deberán depositarse en

una empresa de depósito de valores autoriza-

da por la Ley Nº 18.876. Para estos efectos,

las instituciones de previsión emisoras debe-

rán acordar con una empresa de depósito de

valores autorizada por la citada ley, que no

emitirán Bonos en forma material sino que

llevarán en sus registros un sistema de anota-

ciones en cuenta a favor de la empresa, y que

ésta se encargará de llevar los registros de

los tenedores de los Bonos de Reconocimien-

to. Bajo el mismo acuerdo y condiciones, se

podrá convenir la desmaterialización de los

Bonos de Reconocimiento emitidos original-

mente de forma material. La impresión física

de un documento en el que conste el Bono de

Reconocimiento sólo será procedente en los

casos en que esté autorizada por la Ley

Nº 18.876 o por las normas de la Superinten-

dencia de Valores y Seguros. Dicha impresión

deberá contar con las características necesa-

rias para impedir su falsificación y su costo

será de cargo del requirente.(580)

Se entiende por instituciones de previsión

del régimen antiguo, aquellas existentes a la

fecha de publicación de esta ley.(581)

Artículo 4º. Las personas que opten por

este Sistema y que registren a lo menos doce

cotizaciones mensuales en alguna institución

de previsión en los cinco años anteriores a la

publicación de esta ley, tendrán derecho al

Bono de Reconocimiento cuyo monto se de-

terminará de la siguiente forma:

a) Se calculará el ochenta por ciento del

total de las remuneraciones que sirvieron

de base para las cotizaciones de los me-

ses anteriores al 30 de junio de 1979,

con un máximo de doce, actualizadas a

esa fecha en conformidad a lo dispuesto

en el artículo 63, y su resultado se dividi-

rá por el número de meses correspon-

dientes a dichas imposiciones y este re-

sultado se multiplicará por doce.(582)

b) El resultado anterior se multiplicará por

un cuociente que resulte de dividir el nú-

mero de años y fracciones de año de

cotizaciones efectuadas en las institucio-

nes del régimen antiguo por treinta y cin-

co. Dichas cotizaciones deberán corres-

ponder a remuneraciones devengadas en

períodos anteriores a mayo de 1981 y

siempre que no hayan servido de base

para una pensión ya obtenida.

Si dicho cuociente fuere superior a uno, se

multiplicará por uno, en su reemplazo.(583)

c) El resultado de la operación anterior se

multiplicará por 10,35, si el afiliado es

hombre, y por 11,36, si es mujer.

d) El resultado anterior se multiplicará por los

siguientes factores dependiendo de la edad

del trabajador a la fecha de afiliación:

1. Afiliados hombres

65 años o más 1,11

64 años 1,09

63 años 1,07

62 años 1,04

61 años 1,02

60 años o menos 1,00

(580) Este inciso fue intercalado por la letra b) del nú-
mero 5 del artículo 5º de la Ley Nº 20.190, pu-
blicada en el Diario Oficial de 05 de junio de 2007.

(581) Ver Ley Nº 18.768, publicada en el Diario Oficial
de 29 de diciembre de 1988: artículo 10.

(582) Esta letra fue modificada por el Nº 57 del artícu-
lo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el Diario
Oficial de 10 de marzo de 1990. Con anteriori-
dad fue reemplazada por el artículo 1º, Nº 50,
del Decreto Ley Nº 3.626, publicado en el Diario
Oficial de 21 de febrero de 1981.

(583) Esta letra fue reemplazada por el artículo 1º,
Nº 37, letra a), de la Ley Nº 18.646, publicada
en el Diario Oficial de 29 de agosto de 1987.
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2. Afiliados mujeres

60 años o más 1,31

59 años 1,29

58 años 1,27

57 años 1,24

56 años 1,22

55 años 1,20

54 años 1,18

53 años 1,16

52 años 1,15

51 años 1,13

50 años 1,12

49 años 1,10

48 años 1,09

47 años 1,08

46 años 1,06

45 años 1,05

44 años 1,04

43 años 1,02

42 años 1,01

41 años o menos 1,00(584)

e) La cantidad resultante se reajustará de
acuerdo a la variación que experimente el
Índice de Precios al Consumidor del Insti-
tuto Nacional de Estadísticas entre el 30
de junio de 1979 y el último día del mes

anterior a la fecha en que el afiliado ingre-

se al Sistema establecido en esta ley.

En el caso de los trabajadores que hayan

percibido subsidio por incapacidad laboral du-

rante los períodos establecidos en la letra a)

del inciso anterior, en el inciso cuarto de este

artículo y en el artículo 8 transitorio, se consi-

derarán como remuneraciones obtenidas du-

rante los períodos de subsidios, aquellas que

sirvieron de base a éste. Sin embargo, si la

institución emisora del Bono de Reconoci-

miento no dispusiere de la información sobre

las remuneraciones indicadas, considerará en

su reemplazo el monto del subsidio amplifica-

do por el factor 1,18.(585)

Para los efectos de lo dispuesto en el

inciso primero, si un trabajador ha efectuado

imposiciones en más de una institución, se

considerará para su reconocimiento, la suma

de las remuneraciones que sirvieron de base

a dichas cotizaciones, pero no se considera-

rán los períodos simultáneos.

Las personas que optando por este Siste-

ma no tengan derecho al Bono de Reconoci-

miento establecido en el inciso primero y que

registren cotizaciones en alguna institución

de previsión en el período comprendido entre

el 1 de julio de 1979 y la fecha de la opción,

tendrán derecho al Bono de Reconocimiento

cuyo monto será igual al diez por ciento de

las remuneraciones imponibles correspondien-

tes a aquel período, actualizadas en la varia-

ción experimentada por el Indice de Precios al

Consumidor del Instituto Nacional de Estadís-

ticas, entre el último día del mes siguiente a

aquel en que se devengaron cada una de ellas

y el último día del mes en que el afiliado

ejerza la opción, caso en el cual no corres-

ponderá aplicar lo dispuesto en el artículo 8

transitorio.(586)

(584) Esta letra fue agregada por el artículo 1º, Nº 37,
letra b), de la Ley Nº 18.646, de 29 de agosto
de 1987, pasando la primitiva letra d) a ser e).

(585) Este inciso fue sustituido por el artículo 1º,
Nº 37, letra c), de la Ley Nº 18.646, publicada
en el Diario Oficial de 29 de agosto de 1987.

(586) Este inciso fue sustituido por el artículo 1º,
Nº 37, letra d), de la Ley Nº 18.646, publicada
en el Diario Oficial de 29 de agosto de 1987.
Con anterioridad fue agregado por el artículo 1º,
Nº 52, del Decreto Ley Nº 3.626, publicado en
el Diario Oficial de 21 de febrero de 1981.
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Las personas que tengan derecho al Bono

de Reconocimiento a que se refiere el inciso

primero, podrán optar porque dicho Bono les

sea calculado de acuerdo con el inciso prece-

dente, considerándose para ello sólo las coti-

zaciones correspondientes a períodos poste-

riores al 1 de julio de 1979.(587)

Para los efectos de este artículo y del 8

transitorio se considerarán pagadas las coti-

zaciones de aquellos trabajadores cuyos em-

pleadores se encuentren en convenio de pago

de imposiciones y aportes vigente al momen-

to en que se haga exigible el Bono de Recono-

cimiento.(588)

Artículo 4º bis. Las personas que tengan

derecho al Bono de Reconocimiento que se-

ñala el inciso primero del artículo 4º tran-

sitorio, que no hagan uso de la opción a que

se refiere el inciso quinto de dicho artículo, y

que se pensionen hasta el 30 de abril de

1991 por vejez o por invalidez en los casos

no contemplados en el artículo 54, podrán

solicitar por aquellos de sus beneficiarios con

derecho a pensión de sobrevivencia y cuyas

expectativas de vida excedan a la expectati-

va de vida del afiliado, un complemento del

Bono de Reconocimiento, que tendrá por ob-

jeto reconocer el derecho a pensión de éstos

en el régimen antiguo y que se calculará de la

siguiente manera:

a) El resultado de la operación a que se

refiere la letra b) del inciso primero del

artículo 4º transitorio se multiplicará por

26 y por la suma de los valores que se

obtengan al determinar, para cada benefi-

ciario, la diferencia que resulte entre ele-

var a la expectativa de vida del afiliado el

inverso multiplicativo de 1,04 y elevar a

la expectativa de vida del beneficiario el

inverso multiplicativo de 1,04, ponderada

cada una de ellas por la proporción esta-
blecida entre las correspondientes pen-
siones mínimas de sobrevivencia y la pen-
sión mínima de vejez, de acuerdo con lo
definido en el artículo 79, y

b) El resultado de la operación a que se
refiere la letra anterior, se reajustará de
acuerdo a la variación que experimente el
Indice de Precios al Consumidor del Insti-
tuto Nacional de Estadísticas, entre el 30
de junio de 1979 y el último día del mes
anterior a la fecha de su pago efectivo.

Para los efectos de lo dispuesto en el
inciso anterior, las expectativas de vida del
afiliado y sus beneficiarios se determinarán
considerando las edades de éstos a la fecha
en que el afiliado cumpla la edad señalada en
el artículo 3º, o a la fecha en que se solicite el
complemento del Bono de Reconocimiento si
la edad del afiliado fuere mayor que la esta-
blecida en el referido artículo.

Para determinar las expectativas de vida
se utilizarán las Tablas que confeccione, para
estos efectos, el Instituto Nacional de Esta-
dísticas.

Se considerarán beneficiarios las perso-
nas señaladas en el artículo 5º que a la fecha
en que el afiliado entere la edad establecida
en el artículo 3º o a la fecha en que se

pensione por invalidez según lo dispuesto en
el artículo 4º, cumplan los requisitos esta-
blecidos en los artículos 6º, 7º, 8º, 9º y 10.
En el caso de el o la cónyuge, el matrimonio
deberá haber sido contraído con tres años de
anterioridad a alguna de las fechas menciona-

das, según corresponda.

Si durante el tiempo que transcurriere entre
la fecha en que el afiliado cumple los requisitos
para pensionarse y aquella en que el comple-
mento del Bono de Reconocimiento sea solici-

tado, un beneficiario perdiere la calidad de tal,
no procederá considerarlo para el cálculo.

El complemento del Bono de Reconoci-
miento deberá ser calculado por la Administra-

dora a la cual el afiliado se encuentre incorpo-

(587) Este inciso fue agregado por el artículo 1º,
Nº 52, del Decreto Ley Nº 3.626, publicado en
el Diario Oficial de 21 de febrero de 1981.

(588) Este inciso fue agregado por el artículo 1º,
Nº 37, letra e), de la Ley Nº 18.646, publicada
en el Diario Oficial de 29 de agosto de 1987.
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rado, y deberá ser solicitado por ésta a la insti-

tución emisora que corresponda, para ser abo-

nado en la cuenta individual del afiliado. El

monto de dicho complemento se entenderá

aprobado por la institución requerida tanto por

liquidarlo como por no objetarlo dentro de los

treinta días siguientes de que le sea solicitado.

Será aplicable al complemento del Bono

de Reconocimiento que contempla este artícu-

lo lo dispuesto en el artículo 10 transitorio y en

el inciso tercero del artículo 12 transitorio.

Al complemento que tuvieren derecho los

afiliados que se acojan a lo dispuesto en el

artículo 68, le será aplicable lo establecido en

el artículo 11 transitorio.(589)

Artículo 5º. Si el afiliado estimare que las

remuneraciones obtenidas por él durante el

período establecido en la letra a) del inciso

primero del artículo 4º transitorio, hubieren

sido menores al promedio de remuneraciones

anuales obtenidas por él durante los sesenta

meses anteriores a junio de 1979, podrá soli-

citar de la institución que deba otorgar el

reconocimiento, el reemplazo en el cálculo

hecho en el artículo 4º transitorio del valor de

las remuneraciones obtenidas en dicho perío-

do de medición, por la suma de las remunera-

ciones imponibles obtenidas durante los se-

senta meses anteriores a junio de 1979, ac-

tualizados conforme a lo dispuesto en el ar-

tículo 63 y dividido por cinco.(590)

El interesado deberá acreditar a satisfac-

ción de la institución respectiva, la efectivi-

dad de las remuneraciones obtenidas y de las

cotizaciones efectuadas, en caso que opte

por la sustitución señalada en este artículo.

Artículo 6º. Para los efectos de determi-

nar el monto del Bono de Reconocimiento, las

remuneraciones imponibles de cada período

se considerarán sólo hasta el límite máximo

que haya operado en cada oportunidad en

virtud del artículo 25 de la Ley Nº 15.386 y

sus modificaciones, aun tratándose de perso-

nas que hayan estado afiliadas a regímenes de

pensiones afectos a límites máximos superio-

res al contemplado en la citada disposición.

Artículo 7º. Las imposiciones giradas, re-

tiradas o devueltas y no reintegradas serán

consideradas para determinar el Bono de Re-

conocimiento y se deducirán de su monto

actualizadas de acuerdo con la variación ex-

perimentada por el Indice de Precios al Con-

sumidor del Instituto Nacional de Estadísticas

entre el último día del mes anterior a aquel en

que fueron giradas, retiradas o devueltas y el

último día del mes anterior a aquel en que el

afiliado ejerza la opción.(591)

Lo dispuesto en el inciso anterior no se

aplicará en caso de retiros cuyo reintegro no

constituyere un requisito para el otorgamien-

to de la pensión o no modificare el monto de

ésta.

Artículo 8º. El Bono de Reconocimiento

de las personas que fueren o hubieren sido

imponentes de alguna Caja de Previsión del

régimen antiguo, que coticen en ellas por

servicios prestados después del 1º de mayo

de 1981, y que opten por el Sistema estable-

cido en este cuerpo legal, se incrementará en

un diez por ciento de las remuneraciones que

sirvan de base a dichas cotizaciones, actuali-

zadas en la variación que experimente el Indi-

ce de Precios al Consumidor del Instituto

Nacional de Estadísticas entre el último día

del mes siguiente a aquel en que se

devengaron y el último día del mes en que el

afiliado ejerza la opción.(592)

(589) Este artículo fue agregado por el artículo 1º,
Nº 38, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(590) Este inciso fue sustituido por el Nº 58, del artícu-
lo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el Diario
Oficial de 10 de marzo de 1990.

(591) Este inciso fue reemplazado por el artículo 1º,
Nº 39, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(592) Este artículo fue reemplazado por el artículo 1º,
Nº 53, del Decreto Ley Nº 3.626, publicado en
el Diario Oficial de 21 de febrero de 1981.



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS 137137137137137

Boletín Oficial Dirección del Trabajo Septiembre236 / 2008

Artículo 9º. El valor del Bono de Recono-

cimiento se reajustará en la variación que

experimente el Indice de Precios al Consumi-

dor del Instituto Nacional de Estadísticas en-

tre el último día del mes anterior a la fecha de

incorporación del afiliado al régimen que es-

tablece esta ley y el último día del mes ante-

rior a la fecha de su pago efectivo, y devengará

un interés del cuatro por ciento anual, el que

se capitalizará cada año.(593)(594)

Lo dispuesto en el inciso anterior no será

aplicable al complemento del Bono de Reco-

nocimiento a que se refiere el artículo 4º bis

transitorio.(595)

Artículo 10. El Bono de Reconocimiento

será emitido por la institución de previsión del

régimen antiguo en que el afiliado enteró su

última cotización antes de incorporarse al

Sistema que establece esta ley, sin perjuicio

del derecho de la institución que emita el

Bono para obtener que las demás institucio-

nes obligadas al reconocimiento, concurran al

pago en la proporción que les corresponda,

en relación al período de cotización efectua-

das en cada una de ellas en la forma que

determine el reglamento.(596)

Si al momento de la opción el afiliado

estuviere cotizando en dos o más institucio-

nes simultáneamente, podrá dirigirse a cual-

quiera de ellas en demanda del Bono de Reco-

nocimiento.

Artículo 11. El Bono de Reconocimiento

se emitirá a nombre del respectivo trabajador

de acuerdo a lo establecido en el inciso se-

gundo del artículo 3º transitorio, según corres-

ponda; será intransferible, salvo en la situa-

ción contemplada en el inciso segundo del

artículo 68; indicará su fecha de vencimiento,

que corresponderá a aquella en que el traba-

jador cumpla las edades indicadas en el artícu-

lo 3º; se entregará por la institución emisora a

la Administradora en que aquél se encuentre

afiliado y sólo podrá ser cobrado en la forma

indicada en el artículo siguiente.(597)

Si el afiliado se cambiare de Administra-

dora, ésta, junto con traspasar los fondos,

deberá hacer entrega del bono a la nueva

entidad.

Las pensiones otorgadas y las que se otor-

guen en el futuro por alguna institución previ-

sional de los regímenes vigentes a la fecha de

dictación de este decreto ley y el Bono de Re-

conocimiento, gozarán de la garantía estatal.

La institución previsional deudora quedará

sujeta a las normas del Decreto Ley Nº 1.263,

de 1975, cuando el Estado pague en virtud de

la garantía establecida en el inciso anterior, y

para tal efecto deberá dictar el correspondien-

te decreto supremo.

El Bono de Reconocimiento, una vez emiti-

do, no podrá ser recalculado por la respectiva

institución del régimen antiguo, salvo en los

casos a que se refiere el artículo 5º transitorio

de la Ley Nº 18.646, y deberá ser pagado

dentro del plazo de sesenta días contado des-

de la fecha en que el interesado formule el

cobro. Por cada día de atraso en el pago, dicho

Bono devengará un interés penal equivalente a

la tasa de interés corriente para operaciones

reajustables en moneda nacional a que se re-

(593) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 54, del Decreto Ley Nº 3.626, publicado en
el Diario Oficial de 21 de febrero de 1981.

(594) El inciso segundo de este artículo fue derogado
por el artículo 1º, Nº 55, del Decreto Ley
Nº 3.626, publicado en el Diario Oficial de 21 de
febrero de 1981.

(595) Este inciso fue agregado por el artículo 1º,
Nº 40, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(596) Ver Ley Nº 18.250, publicada en el Diario Oficial
de 5 de octubre de 1983: artículos 1º, 3º y 4º.

(597) Este inciso fue modificado por el número 6 del
artículo 5º de la Ley Nº 20.190, publicada en el
Diario Oficial de 05 de junio de 2007, en el sen-
tido de reemplazar la frase “mediante un docu-
mento que cuente con las características nece-
sarias para impedir su falsificación” por “de acuer-
do a lo establecido en el inciso segundo del ar-
tículo 3º transitorio, según corresponda”.
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fiere el artículo 6º de la Ley Nº 18.010, au-

mentado en un cincuenta por ciento.(598)

Artículo 12. El Bono de Reconocimiento,

sus reajustes e intereses, sólo serán exigibles

en la fecha en que el afiliado haya cumplido la

edad respectiva señalada en el artículo 3º,

hubiere fallecido o se acogiere a pensión de

invalidez de acuerdo a un primer dictamen sin

encontrarse en alguna de las situaciones de

las letras a) o b) del artículo 54, o de acuerdo

a un segundo dictamen u obtuviere pensión

de invalidez total conforme a un único dicta-

men, y se abonarán a la cuenta de capitaliza-

ción individual que el afiliado mantenga en la

Administradora o se pagarán a la persona o

entidad a la que se le hubiere endosado el

documento de acuerdo a lo dispuesto en el

artículo 68 o a quien se le hubiere transferido

el Bono desmaterializado de acuerdo a lo

dispuesto en los artículos 7º y 8º de la Ley

Nº 18.876.(599)

No obstante lo dispuesto en el inciso ante-

rior, los afiliados que en el antiguo sistema

previsional hubieren podido pensionarse con

edades inferiores a sesenta y cinco años si es

hombre y sesenta años si es mujer, en confor-

midad con las normas contenidas en el Decre-

to Ley Nº 2.448, de 1978, tendrán derecho a

que su Bono se haga exigible a contar de la fe-

cha en que cumplan la edad correspondiente.

Asimismo, los afiliados que hayan sido

imponentes de regímenes previsionales a que

se refiere el artículo 1º del Decreto Ley

Nº 3.501, de 1980, y que hubieren podido

pensionarse en el Instituto de Normalización

Previsional de permanecer afectos a éste,

con edades inferiores a los 65 años si es

hombre y 60 años si es mujer, invocando el

desempeño de trabajos pesados realizados

durante la época en que se mantuvieron afec-

tos a aquellos, tendrán derecho a que su

bono se haga exigible a contar de la fecha en

que cumplan la edad correspondiente.(600)

 La Administradora de Fondos de Pensio-

nes asumirá la representación judicial y

extrajudicial del afiliado o de la de sus benefi-

ciarios, para el cobro del Bono.(601)

Artículo 13. Para los efectos de lo dis-

puesto en el artículo 14, no se considerará

remuneración los beneficios que perciben los

trabajadores a que se refiere el Decreto Ley

Nº 249, de 1974, y demás de la Administra-

ción Civil del Estado, del Congreso Nacional,

del Poder Judicial y de las Universidades y

que en virtud de disposiciones legales hayan

sido declaradas no imponibles.

Artículo 14. Derogado.(602)

Artículo 15. Para el efecto de lo dispues-

to en el artículo 47, durante dos años y seis

meses contados desde la publicación de la

(598) Este artículo fue sustituido por el Nº 59 del ar-
tículo 1º de la Ley Nº 18.964, publicada en el
Diario Oficial de 10 de marzo de 1990.

(599) Este inciso fue modificado por el número 86 del
artículo 91 de la Ley Nº 20.255, publicada en el
Diario Oficial de 17 de marzo de 2008, en el
sentido de intercalar a continuación de la expre-
sión “segundo dictamen” y antes de la coma (,)
la siguiente frase: “u obtuviere pensión de invali-
dez total conforme a un único dictamen”.
El inciso primero del artículo trigésimo segundo
transitorio de la citada ley, establece que esta
modificación entrará en vigencia a contar del 1
de octubre de 2008.
Con anterioridad, este inciso fue modificado por
el número 7 del artículo 5º de la Ley Nº 20.190,
publicada en el Diario Oficial de 05 de junio de
2007, en el sentido de agregar a continuación
de la expresión “artículo 68”, la frase “o a quien
se le hubiere transferido el Bono desmaterializado
de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 7º y 8º
de la Ley Nº 18.876”.

(600) Este inciso fue agregado por el artículo 1º de la
Ley Nº 19.177, publicada en el Diario Oficial de
27 de noviembre de 1992. Ver Ley Nº 19.177,
publicada en el Diario Oficial de 27 de noviembre
de 1992, artículo 2º.

(601) Este artículo fue reemplazado por el artículo 1º,
Nº 42, de la Ley Nº 18.646, publicada en el Dia-
rio Oficial de 29 de agosto de 1987.

(602) Este artículo fue derogado en virtud de lo dis-
puesto en el artículo único, Nº 2, de la Ley
Nº 18.072, publicada en el Diario Oficial de 1º
de diciembre de 1981.
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presente ley, el múltiplo a que se refiere el
inciso primero de dicho artículo será dos.(603)

Artículo 16. Durante el plazo de dos años
contados de la publicación de esta ley, las
Administradoras podrán eximirse de la obli-
gación de contratar el seguro a que se refiere
el Título V.

En tal caso, la cotización establecida en
el artículo 18, será de tres por ciento y la
Administradora deberá integrarla en la insti-
tución de previsión a que debería encontrarse
afecto el afiliado, según la naturaleza de sus
servicios, o en el Servicio de Seguro Social si
fuere trabajador independiente, las que otor-
garán las prestaciones de invalidez y sobrevi-
vencia propias de su régimen.(604)

Para este último efecto, declarada la in-
validez o producida la muerte del afiliado, la
Administradora transferirá a la institución de
previsión el saldo de su cuenta individual.

Los recursos provenientes de dichas coti-
zaciones serán administrados por las institu-
ciones a que se refiere este artículo, en cuen-
tas separadas, con cargo a las cuales se
pagarán los beneficios señalados en el inciso
tercero.

Vencido el plazo contemplado en el inciso
primero, las Administradoras deberán dar pleno
cumplimiento a las disposiciones del Título V.

Artículo 17. Las personas que se encon-
traren pensionadas o que se pensionaren en
el futuro en alguna institución del régimen
antiguo, podrán afiliarse al sistema estableci-
do en esta ley, pero no gozarán de la garantía

estatal señalada en el Título VII.

Los afiliados a que se refiere el inciso

anterior, con un tiempo de afiliación al nuevo

sistema de al menos cinco años, que, acogién-

dose a alguna de las modalidades de pensión

señaladas en el artículo 61, obtengan una

pensión tal que sumada a la pensión que estu-

vieran percibiendo a través del antiguo siste-

ma previsional, sea igual o superior al cincuen-

ta por ciento del promedio de las remuneracio-

nes imponibles, pensiones percibidas y rentas

declaradas en los últimos diez años calculado

de acuerdo a lo establecido en el artículo 63,

podrán pensionarse antes de cumplir con las

edades establecidas en el artículo 3º.

Para efectos de retirar excedentes de li-

bre disposición conforme a los incisos sexto

del artículo 62, sexto del artículo 64 y quinto

y sexto del artículo 65, los afiliados a que se

refiere este artículo deberán obtener una pen-

sión tal que, sumada a la pensión que estu-

vieren percibiendo a través del antiguo siste-

ma previsional, sea igual o superior al setenta

por ciento del promedio de las remuneracio-

nes imponibles, y rentas declaradas en los

últimos diez años, calculado de acuerdo a lo

establecido en el artículo 63.

A los afiliados a que se refieren los incisos

segundo y tercero de este artículo, no les

será exigible el requisito establecido en la

letra b) del artículo 68, cuando se pensionen

anticipadamente, como tampoco, el de que la

pensión resultante sea mayor o igual al ciento

cincuenta por ciento de la pensión mínima de

vejez señalada en el artículo 73, en el caso de

que opten por retirar excedentes de libre dis-

posición.(605)(606)

(603) Este artículo fue modificado por el artículo úni-
co, Nº 3 de la Ley Nº 18.086, de 31 de diciem-
bre de 1981. Con anterioridad fue modificado
por el artículo 1º, Nº 58, del Decreto Ley
Nº 3.626, publicado en el Diario Oficial de 21 de
febrero de 1981.

(604) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 59, del Decreto Ley Nº 3.626, publicado en
el Diario Oficial de 21 de febrero de 1981.

(605) Este inciso fue modificado por el artículo 1º,
Nº 24, de la Ley Nº 19.934, publicada en el Dia-
rio Oficial de 21 de febrero de 2004, en el senti-
do de sustituir la expresión “ciento veinte” por
“ciento cincuenta”.

(606) Este artículo fue modificado por el artículo 2º
Nº 3, de la Ley Nº 19.350, de 14 de noviembre
de 1994. Con anterioridad fue sustituido por el
Nº 61 del artículo 1º de la Ley Nº 18.964, de 10
de marzo de 1990.
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Artículo 18. El Banco Central de Chile a
contar del 1º de julio de 1994, no podrá fijar
un límite de inversión para los instrumentos
señalados en la letra l) del artículo 45, inferior
a un tres por ciento del valor del Fondo. Este
porcentaje aumentará en un uno por ciento
por cada año siguiente a la fecha señalada,
hasta completar un seis por ciento.

Tratándose del sublímite de inversión en
acciones emitidas por empresas extranjeras y
cuotas de participación en Fondos Mutuos y
Fondos de Inversión en el extranjero, éste
corresponderá al cincuenta por ciento de los

límites señalados en el inciso anterior.(607)

(607) Este artículo fue reemplazado por el artículo 4º
Nº 44 de la Ley Nº 19.301, de 19 de marzo de

Regístrese en la Contraloría General de la

República, publíquese en el Diario Oficial e

insértese en la Recopilación Oficial de dicha

Contraloría. AUGUSTO PINOCHET UGARTE,

General de Ejército, Presidente de la Repúbli-

ca.- JOSE T. MERINO CASTRO, Almirante,

Comandante en Jefe de la Armada.- CÉSAR

MENDOZA DURAN, General Director de Ca-

rabineros. FERNANDO MATTHEI AUBEL, Ge-

neral del Aire, Comandante en Jefe de la

Fuerza Aérea.- Sergio de Castro Spikula, Mi-

nistro de Hacienda.- José Piñera Echenique,

Ministro del Trabajo y Previsión Social.

1994. Con anterioridad fue agregado por el
Nº 62 del artículo 1º de la Ley Nº 18.964, de 10
de marzo de 1990.

Continuación Nota (607)
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PODER EJECUTIVO

MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION

SUBSECRETARIA DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION

CALIFICA EMPRESAS O
ESTABLECIMIENTOS QUE SE

ENCUENTRAN EN LAS SITUACIONES
PREVISTAS POR EL ARTICULO 384

DEL CODIGO DEL TRABAJO(*)

RESOLUCION EXENTA Nº 53

(*) Publicado en el Diario Oficial de 5.08.08.

Núm. 53 exenta.- Santiago, 31 de julio

de 2008.- Visto:

Lo dispuesto en el artículo 19 Nº 16 de

la Constitución Política de la República; en el

artículo 384 del Código del Trabajo; en la

Ley Nº 19.279; en la resolución Triministerial

Nº 8, publicada en el Diario Oficial el 29 de

enero de 1994, y en la Resolución Nº 520,

de 1996, de la Contraloría General de la

República,

Resuelvo:

Artículo 1º: Califícase que se encuentran

en las situaciones previstas por el artículo 384

del Código del Trabajo las empresas o estable-

cimientos que a continuación se señalan:

– Banco Central

– Ferrocarril Arica - La Paz

– Gasco S.A.

– Metrogas S.A.

– Energas S.A.

– Empresa de Gas de la Quinta Región S.A.

– Gas Sur S.A.

– Empresa Eléctrica de Arica S.A.

– Empresa Eléctrica de Iquique S.A.

– Empresa Eléctrica de Antofagasta S.A.

– Empresa Eléctrica de Atacama S.A.

– Empresa Eléctrica del Norte Grande S.A.

– Chilectra S.A.

– Empresa Eléctrica de Melipilla, Colchagua

y Maule S.A.

– CGE Distribución S.A.

– Chilquinta Energía S.A.

– Compañía Eléctrica del Litoral S.A.

– Energía Casablanca S.A.

– Compañía Nacional de Fuerza Eléctrica

S.A.

– Luz Linares S.A.
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– Luz Parral S.A.

– Sociedad Austral de Electricidad S.A.

– Empresa Eléctrica de la Frontera S.A.

– Empresa Eléctrica de Aysén S.A.

– Empresa Eléctrica de Magallanes S.A.

– Terminal Puerto de Arica S.A.

– Iquique Terminal Internacional S.A.

– Antofagasta Terminal Internacional S.A.

– Terminal Pacífico Sur Valparaíso S.A.

– San Antonio Terminal Internacional S.A.

– Empresa Puerto Panul S.A.

– San Vicente Terminal Internacional S.A.

Artículo 2º: En la misma situación señala-

da en el artículo 1º estará el personal de las

empresas concesionarias de los frentes de

atraque de las entidades portuarias señaladas

precedentemente, que durante el período com-

prendido entre el primero de agosto de 2008

y el 31 de julio del año 2009 se adjudiquen

las referidas concesiones.

Hugo Lavados Montes, Ministro de Eco-

nomía, Fomento y Reconstrucción.- Osvaldo

Andrade Lara, Ministro del Trabajo y Previ-

sión Social.- Francisco Vidal Salinas, Ministro

de Defensa Nacional (S).

Lo que transcribe para su conocimiento.-

Saluda atentamente a usted, Jean Jacques

Duhart Saurel, Subsecretario de Economía.
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MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL

SUBSECRETARIA DE PREVISION SOCIAL

APRUEBA EL REGLAMENTO
DE LA COMISION DE USUARIOS

DEL SISTEMA DE PENSIONES(*)

DECRETO Nº 29

Núm. 29.- Santiago, 17 de junio de 2008.-

Vistos: Lo dispuesto en el Nº 6 del artículo 32

de la Constitución Política de la República; en

la Ley Nº 20.255, y en la Resolución Nº 520,

de 1996, de la Contraloría General de la

República,

Decreto:

Apruébase el siguiente Reglamento de la

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensio-

nes, creada en la Ley Nº 20.255:

TITULO I
DE LA FUNCION Y COMPOSICION

DE LA COMISION, Y DE LA ELECCION
Y DURACION DE SUS MIEMBROS

EN EL CARGO

Artículo 1º.- La Comisión de Usuarios del

Sistema de Pensiones, en adelante ‘‘la Comi-

sión’’, tiene como función informar a la Sub-

secretaría de Previsión Social y a otros orga-

nismos públicos del sector, sobre las evalua-

ciones que sus representados efectúen sobre

el funcionamiento del sistema de pensiones y

proponer las estrategias de educación y difu-

sión de dicho sistema.

La Comisión, en el ejercicio de sus fun-

ciones, deberá recoger las evaluaciones que

hagan sus representados de todas las regio-

nes del país, canalizar sus inquietudes y pro-

mover su participación en instancias regiona-

les. Asimismo, sostendrá reuniones periódi-

cas con organizaciones que representen a

empleadores, con el objeto de recoger las

evaluaciones que aquéllas tengan respecto

de la participación de sus representados en el

sistema de pensiones.

Artículo 2º.- La Comisión estará integra-

da por:

a) Un representante de los trabajadores, pro-

puesto por la organización de trabajado-

res de mayor representatividad en el país;

b) Un representante de los pensionados, pro-

puesto por la organización de pensiona-

dos de mayor representatividad en el país;

c) Un representante de las instituciones pú-

blicas del sistema de pensiones designa-

do mediante resolución conjunta de los

Ministerios del Trabajo y Previsión Social

y de Hacienda.

d) Un representante de las instituciones pri-

vadas del sistema de pensiones propues-

to por las Administradoras de Fondos de

Pensiones, y

e) Un académico de una universidad del Es-

tado, o reconocida por éste, quien presi-

dirá la Comisión, designado mediante re-

solución conjunta de los Ministerios del

Trabajo y   Previsión Social y de Hacienda.(*) Publicado en el Diario Oficial de 31.07.08.
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Conjuntamente con la designación de cada

una de las personas a que se refiere el inciso

precedente, deberá también designarse un

miembro suplente, quien reemplazará al res-

pectivo titular en caso de ausencia o impedi-

mento temporal de éste. Las personas que

hayan sido designadas como miembros su-

plentes deberán cumplir con los mismos re-

quisitos que el respectivo miembro titular.

El representante de las organizaciones

públicas del sistema de pensiones deberá te-

ner una trayectoria destacada en el área de la

previsión social. En el caso del académico

universitario, la designación deberá recaer en

una persona de reconocido prestigio por su

experiencia y conocimientos en materias de

previsión social, para lo cual deberá haber

desarrollado labores de investigación o

consultoría o contar con publicaciones sobre

estas materias.

Se considerará la organización de trabaja-

dores más representativa del país, a aquella

que cuente con el mayor número de afiliados.

Para tal efecto, la Subsecretaría de Previsión

Social deberá requerir informe a la Dirección

del Trabajo.

En el caso de las asociaciones de pensio-

nados, la Subsecretaría de Previsión Social

determinará cuál es la más representativa del

país, considerando el número de miembros

que la componen y su cobertura territorial.

Adicionalmente, ponderará de manera espe-

cial los fines que persigue, en cuanto se rela-

cionen con las funciones señaladas en el ar-

tículo 1º de este reglamento, y el o los regí-

menes previsionales a que pertenecen sus

asociados, en la medida que aquéllos formen

parte de los sistemas de pensiones a que se

aplica la Ley Nº 20.255.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso

precedente, la Subsecretaría de Previsión So-

cial inscribirá a las asociaciones de pensiona-

dos que deseen participar en el proceso de

selección del comisionado que las representa-

rá. En dicha inscripción deberá constar la

integración de su directiva, los fines que per-

sigue y los demás datos a que se refiere el

inciso anterior.

Artículo 3º.- Determinadas las organiza-

ciones de trabajadores y de pensionados más

representativas del país, la Subsecretaría de

Previsión Social deberá solicitarles, con a lo

menos treinta días de anticipación al inicio de

las funciones de la Comisión o a la fecha de

su renovación, según sea el caso, que proce-

dan a elegir al miembro de ésta que les co-

rresponda proponer, con su respectivo su-

plente. Con la misma anticipación se formula-

rá igual solicitud a las Administradoras de

Fondos de Pensiones, las que procederán a la

respectiva propuesta de conformidad a las

instrucciones que imparta al efecto la Super-

intendencia de Pensiones.

Artículo 4º.- La elección de los miembros

de la Comisión a que se refieren las letras a),

b) y d) del artículo 2º de este reglamento y

sus respectivos suplentes, se comunicará a la

Subsecretaría de Previsión Social con a lo

menos veinte días de anticipación al inicio de

las funciones de ésta o a la fecha de su

renovación, según sea el caso.

Los Ministerios del Trabajo y Previsión

Social y de Hacienda expedirán una resolu-

ción conjunta, a través de la cual se designa-

rá a los miembros de la Comisión y sus res-

pectivos suplentes, con una anticipación mí-

nima de quince días al inicio de las funciones

de ésta o a la fecha de su renovación.

Artículo 5º.- Los miembros de la Comi-

sión durarán tres años en sus funciones, pu-

diendo ser designados para un nuevo perío-

do, por una sola vez.

Artículo 6º.- Además de su presidente, la

Comisión tendrá un vicepresidente elegido

por sus miembros.

La elección del vicepresidente se efectua-

rá en la primera sesión que celebre la Comi-

sión una vez constituida, mediante  acuerdo

en sala. Si por algún impedimento no se efec-

tuare la elección en dicha sesión, ella se rea-
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lizará en sesión extraordinaria especialmente

convocada para ese efecto.

Un funcionario de la Subsecretaría de Pre-

visión Social actuará como Secretario de la

Comisión.

Artículo 7º.- Al presidente de la Comisión

le corresponderán las siguientes funciones:

a) Representar a la Comisión en el ámbito

de su competencia;

b) Dirigir los debates de la Comisión;

c) Supervisar el funcionamiento administra-

tivo de la Comisión y adoptar las medidas

necesarias para su buen funcionamiento;

d) Dar cumplimiento a los acuerdos de la

Comisión;

e) Integrar el Comité de Selección del Fondo

para la Educación Previsional, y

f) Cumplir las demás funciones que este

reglamento y la Comisión le asignen.

Artículo 8º.- Al vicepresidente de la Co-

misión le corresponderá subrogar a su presi-

dente en caso de ausencia, vacancia o cual-

quier otra causa temporal que impida a éste

desempeñar el cargo. La subrogación com-

prenderá todas las funciones y facultades del

presidente.

Artículo 9º.- Al secretario de la Comisión

le corresponderán las siguientes funciones:

a) Extender las certificaciones que procedan;

b) Citar a sesión a la Comisión;

c) Llevar el Libro de Actas y levantar acta de

cada sesión;

d) Comunicar oficialmente los acuerdos adop-

tados por la Comisión y otorgar copia

fidedigna de ellos y de las actas de las

sesiones;

e) Llevar un registro de asistencia de sus
miembros a las sesiones de la Comisión, y

f) Revisar y despachar, cuando correspon-
da, toda la correspondencia, documen-
tos, solicitudes, informes o certificados
que lleguen a la Comisión y firmar, junto
con el presidente, toda comunicación o
correspondencia que envíe la Comisión.

TITULO II
DE LOS REQUISITOS,

INHABILIDADES Y CAUSALES DE
CESACION EN SUS CARGOS DE

LOS MIEMBROS DE LA COMISION

Artículo 10.- Los miembros de la Comi-
sión, para ser designados como tales deberán
cumplir con los siguientes requisitos:

a) Haber cumplido 18 años de edad, y

b) Saber leer y escribir.

Artículo 11.- Los miembros de la Comi-
sión, estarán afectos a las siguientes inhabili-
dades:

a) No podrán haber sido condenados por
delito que merezca pena aflictiva;

b) No podrán tener la calidad de cónyuge,
hijo, adoptado o pariente hasta el tercer
grado de consanguinidad y segundo de
afinidad inclusive, respecto de los admi-
nistradores, gerentes o directores de las
instituciones privadas del sistema de pen-
siones, o de los directivos hasta el segun-
do nivel jerárquico en el caso de las insti-
tuciones públicas de dicho sistema, y

c) No podrán ser candidatos u ocupar un
cargo de elección popular.

Artículo 12.- Los miembros de la Comi-
sión cesarán en el ejercicio de sus cargos por
las siguientes causales:

a) Expiración del plazo por el que fueron

nombrados;
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b) Muerte;

c) Renuncia aceptada por quien los designó;

d) Incapacidad psíquica o física para el des-

empeño del cargo;

e) Infracción a lo dispuesto en el artículo 29

de este reglamento;

f) Inasistencia a tres sesiones seguidas o a

más del 50% de las celebradas en un año

calendario, y

g) Sobreviniencia de alguna de las causales

de inhabilidad señaladas en el artículo

precedente, caso en el cual cesarán auto-

máticamente en el ejercicio del cargo.

Cualquier inhabilidad sobreviniente en que

incurra un miembro de la Comisión deberá

informarse a su secretario, dentro de un plazo

de cinco días de acontecido el hecho, o antes

de la siguiente sesión, según el plazo que

resulte menor. El secretario informará a la

Comisión dicha circunstancia.

Tratándose de las causales de cesación

a que se refieren las letras b), c), f) y g) del

inciso primero del presente artículo, la Comi-

sión dejará constancia de su ocurrencia en la

sesión inmediatamente posterior a haberse

tomado conocimiento de las mismas por parte

del secretario. Las causales establecidas en

las letras d) y e) de la misma norma, serán

declaradas mediante acuerdo adoptado por

la mayoría de los miembros de la Comisión,

en el que no tendrá derecho a voto el comi-

sionado respecto del cual se pretendan ha-

cer efectivas.

Artículo 13.- Si un miembro de la Comi-

sión cesa en sus funciones, será reemplazado

por la persona que se designe de conformi-

dad a las normas establecidas en el presente

Reglamento, por el plazo que restare para

completar su período, siempre que dicho pe-

ríodo sea superior a 6 meses, sin perjuicio de

poder designarlo nuevamente hasta por un

nuevo período. Con todo, habiéndose consta-

tado o declarado alguna causal de cesación

respecto de un comisionado, asumirá inme-

diatamente en funciones su respectivo su-

plente.

Corresponderá a la Subsecretaría de Pre-

visión Social, adoptar las medidas necesarias

para que tal reemplazo se concrete en el

menor tiempo posible.

TITULO III
DEL FUNCIONAMIENTO

DE LA COMISION

Artículo 14.- La Subsecretaría de Previ-

sión Social proveerá a la Comisión del apoyo

administrativo que requiera para su funciona-

miento. Este incluirá dependencias adecua-

das para la celebración de sus sesiones, así

como servicios de secretaría, mensajería, cus-

todia, soporte informático y todos los demás

que pudiese requerir, dentro de su disponibili-

dad presupuestaria.

Artículo 15.- La Comisión, en el ejercicio

de las facultades que le concede la ley, podrá

pedir asistencia técnica a los órganos públi-

cos del sector, tales como la Subsecretaría

de Previsión Social, la Superintendencia de

Pensiones y el Instituto de Previsión Social,

solicitando informes sobre cualquier tema re-

lacionado con el funcionamiento del sistema

de pensiones

Especialmente podrá solicitarles informe

sobre las siguientes materias:

a) El adecuado cumplimiento de las obliga-

ciones establecidas en la ley para las ins-

tituciones públicas y privadas del sistema

de pensiones;

b) Proceso de licitación del seguro de invali-

dez y sobrevivencia a que se refiere el

artículo 59 bis del Decreto Ley Nº 3.500

de 1980;

c) Proceso de licitación para la administra-

ción de cuentas de capitalización indivi-
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dual, regulado en el Título XV del Decreto
Ley Nº 3.500 de 1980, y

d) Estrategias de educación y difusión que
se implementen para el sistema previsio-
nal, así como para la asignación de los
recursos del Fondo para la Educación Pre-
visional.

Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto
en este reglamento, los aspectos específicos
del funcionamiento de la Comisión se regula-
rán en un reglamento interno que deberá ser
elaborado y aprobado por ésta, previo infor-
me de la Subsecretaría de Previsión Social.

Artículo 17.- La tabla de materias a tra-
tar, deberá enviarse a todos y cada uno de
los miembros de la Comisión a través del
secretario, con al menos 48 horas de antici-
pación, mediante carta certificada enviada al
domicilio que cada miembro haya registrado
en la Comisión o a la dirección de correo elec-
trónico que haya señalado para estos efectos.

Sin perjuicio de lo anterior, el secretario
de la Comisión podrá valerse de otros medios
idóneos para procurar la asistencia e informa-
ción de todos los miembros de ésta.

Artículo 18.- La Comisión tendrá como
domicilio el de la Subsecretaría de Previsión
Social.

Las sesiones de la Comisión podrán ser
difundidas por medios audiovisuales o escri-
tos y se celebrarán en las dependencias que
le proporcione la Subsecretaría de Previsión
Social, sin perjuicio de poder celebrarse en
otros lugares, dentro o fuera de la Región Me-
tropolitana.

Artículo 19.- Las sesiones serán presidi-
das por el presidente y en su ausencia por el
vicepresidente.

Artículo 20.- La Comisión se reunirá en
sesiones ordinarias y extraordinarias.

Las sesiones ordinarias se efectuarán re-

gularmente una vez cada mes, en el día y

hora que para este efecto acuerde la Comi-

sión en el momento de constituirse. Este acuer-

do podrá alterarse cada vez que, consideran-

do las necesidades del funcionamiento de la

Comisión, se estime adecuado fijar otro día y

hora.

Las sesiones extraordinarias se celebra-

rán cuando el presidente de la Comisión esti-

me conveniente convocarla para tal efecto o

en los casos en que a lo menos tres de sus

miembros soliciten su convocatoria.

Tratándose de reuniones extraordinarias,

la citación se efectuará con a los menos 72

horas de anticipación, especificándose la ma-

teria a tratar en la misma citación, de la

forma a que se refiere el artículo 17 del

presente Reglamento.

Artículo 21.- El quórum mínimo necesario

para efectuar sesiones ordinarias y extraordi-

narias de la Comisión será de tres de sus

miembros.

Los acuerdos de la Comisión se adopta-

rán por la mayoría absoluta de sus miembros

presentes y, en caso de empate, el asunto

será dirimido por su presidente.

Artículo 22.- La tabla de las sesiones

ordinarias será propuesta por el secretario al

presidente, según lo acordado en la última

sesión y sobre la base de la información y

antecedentes que haya recibido la Comisión.

Sin perjuicio de lo anterior, el presidente

deberá incluir en la tabla las materias que le

soliciten por escrito dos miembros de la Co-

misión, a lo menos.

Artículo 23.- Las materias incluidas en la

tabla que no alcanzaren a tratarse completa-

mente deberán ser abordadas con preferencia

a otras materias en la siguiente sesión.

Artículo 24.- Los miembros de la Comi-

sión que lo soliciten, podrán dejar constancia

en el acta que se levante de la sesión respec-

tiva, de su posición o planteamientos en rela-



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS148148148148148

Boletín Oficial Dirección del TrabajoSeptiembre 236 / 2008

ción con cualquier materia tratada en dicha

sesión.

Artículo 25.- El secretario deberá levantar

acta de cada sesión de la Comisión, dejándo-

se constancia en ella de lo siguiente:

a) Fecha y hora de inicio y término de la

respectiva sesión;

b) Personas que asistieron a la sesión;

c) Materias analizadas en la sesión, hacién-

dose una relación breve y sumaria de los

temas tratados y del debate sobre los

mismos, y

d) Acuerdos que adopte la Comisión, con

mención de quienes concurren a ellos, se

abstienen o manifiestan su rechazo, con

una descripción somera de las opiniones

en que se fundan.

El acta de la sesión será suscrita, al

menos, por el presidente o vicepresidente

que la haya presidido y por el secretario, y

será presentada a la Comisión en la sesión

siguiente, a fin de que sus miembros pue-

dan formular las observaciones que les me-

rezca su texto. No obstante aquello, los

acuerdos de la Comisión se llevarán a efec-

to sin esperar la aprobación del acta corres-

pondiente, salvo que esta misma disponga

lo contrario.

Artículo 26.- Un ejemplar del acta se re-

gistrará por estricto orden de fechas en un

libro de actas que llevará el secretario de la

Comisión el que se denominará “Libro de

Actas de la Comisión de Usuarios del Sistema

de Pensiones” y permanecerá en custodia en

las dependencias de la Subsecretaría de Pre-

visión Social. El referido libro podrá llevarse

en formato electrónico.

El libro de actas podrá ser consultado por

las personas que lo soliciten.

Artículo 27.- Cuando la Comisión lo esti-

me conveniente, debido a la especificidad de

la materia a tratar, su presidente podrá invitar

a exponer a expertos en dichas materias.

TITULO IV
DE LAS OBLIGACIONES DE

LA COMISION Y DE LAS PROHIBICIONES
A QUE ESTAN SUJETOS SUS MIEMBROS

Artículo 28.- La Comisión deberá emitir

un informe anual que contenga las conclusio-

nes a que haya llegado acerca del funciona-

miento del sistema de pensiones en el año

anterior, así como las propuestas que estime

pertinentes sobre las estrategias de educa-

ción previsional y difusión del referido  siste-

ma, el que deberá remitir a la Subsecretaría

de Previsión Social.

Copia de dicho informe deberá ser envia-

do a la Superintendencia de Pensiones, al

Instituto de Previsión Social y a las asociacio-

nes de trabajadores y pensionados.

Adicionalmente dicho informe deberá ser

difundido a través de la página web de la

Subsecretaría de Previsión Social.

Artículo 29.- Queda expresamente prohibi-

do a los miembros de la Comisión aprovechar

en su propio beneficio o transmitir a terceros

parte alguna de la información a que hayan

tenido acceso en el ejercicio de su función.

TITULO V
DE LA DIETA QUE TIENEN
DERECHO A RECIBIR LOS

MIEMBROS DE LA COMISION

Artículo 30.- Cada miembro de la Comi-

sión percibirá durante el ejercicio de sus fun-

ciones una dieta equivalente a seis unidades

de fomento por cada sesión a que asista,

previa certificación del secretario de la Comi-

sión, con un límite máximo mensual de doce

unidades de fomento.

Artículo 31.- La antedicha dieta será

pagada mensualmente por la Subsecretaría
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de Previsión Social con cargo a su presu-

puesto.

Disposiciones Transitorias

Artículo único.- Facúltase al Subsecreta-

rio de Previsión Social para adoptar todas las

medidas administrativas y de publicidad con-

ducentes a la constitución de la primera Co-

misión de Usuarios del Sistema de Pensiones.

Para dicho efecto, fijará la fecha en la cual

iniciará sus funciones la referida Comisión, la

que, en ningún caso, podrá exceder de 180
días contados desde la publicación del pre-
sente decreto.

Anótese, tómese razón y publíquese.-
MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de
la República.- Osvaldo Andrade Lara, Minis-
tro del Trabajo y Previsión Social.- Andrés
Velasco Brañes, Ministro de Hacienda.

Lo que transcribo a Ud. para su conoci-
miento.- Saluda a Ud., Mario Ossandón Ca-

ñas, Subsecretario de Previsión Social.



NORMAS LEGALES Y REGLAMENTARIAS150150150150150

Boletín Oficial Dirección del TrabajoSeptiembre 236 / 2008

PODER EJECUTIVO

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

PROMULGA EL CONVENIO DE
SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA

REPUBLICA DE CHILE Y LA
REPUBLICA DEL ECUADOR Y EL
ACUERDO QUE LO CORRIGE(*)

DECRETO Nº 154

(*) Publicado en el Diario Oficial de 1.08.08.

Núm. 154.- Santiago, 27 de mayo de

2008.- Vistos: Los artículos 32, Nº 15, y 54,

Nº 1), inciso primero, de la Constitución Polí-

tica de la República.

Considerando:

Que con fecha 23 de enero de 2006, la

República de Chile y la República del Ecuador

suscribieron, en Santiago, Chile, el Convenio

de Seguridad Social.

Que dicho Convenio se corrigió mediante

un Acuerdo adoptado por Cambio de Notas,

fechadas en Santiago el 25 y 29 de mayo de

2006.

Que dicho Convenio y el Acuerdo que lo

corrige fueron aprobados por el H. Congreso

Nacional, según consta en el Oficio Nº 6.698,

de 22 de marzo de 2007, de la Honorable

Cámara de Diputados.

Que de conformidad a lo dispuesto en el

artículo 30, numeral 2, del mencionado Con-

venio, ambos instrumentos internacionales

entrarán en vigor el 1 de agosto de 2008,

Decreto:

Artículo único: Promúlganse el Conve-

nio de Seguridad Social entre la República

de Chile y la República del Ecuador, suscri-

to en Santiago el 23 de enero de 2006, y el

Acuerdo que lo corrige, adoptado por Cam-

bio de Notas fechadas en Santiago el 25 y

29 de mayo de 2006; cúmplase y publíquese

copia autorizada de sus textos en el Diario

Oficial.

Anótese, tómese razón, regístrese y

publíquese. MICHELLE BACHELET JERIA,

Presidenta de la República.- Alejandro

Foxley Rioseco, Ministro de Relaciones Ex-

teriores.

Lo que transcribo a US. para su conoci-

miento.- Gonzalo Arenas Valverde, Embaja-

dor, Director General Administrativo.

LA REPUBLICA DE CHILE

Y

LA REPUBLICA DEL ECUADOR

Animados por el deseo de regular sus

relaciones en el área de la Seguridad Social,

han convenido lo siguiente:
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TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º

Definiciones

1. Las expresiones y términos que se indi-
can a continuación tienen, para efectos
de la aplicación del presente Convenio, el
siguiente significado:

a) Legislación: Las leyes, reglamentos y
disposiciones sobre cotizaciones y
beneficios de los sistemas de Seguri-
dad Social que se indican en el artícu-
lo 2º de este Convenio.

b) Autoridad Competente: Respecto de
Chile, el Ministro del Trabajo y Previ-
sión Social, y respecto de Ecuador, el
Director General del Instituto Ecuato-
riano de Seguridad Social.

c) ‘‘Organismo de Enlace’’: Organismo
de Enlace es el encargado de la coor-
dinación para la aplicación del Conve-
nio entre las instituciones competen-
tes, como también de la información
al interesado de los derechos y obli-
gaciones derivados del mismo.

d) Institución Competente o Entidad Ges-
tora: Institución u organismo respon-
sable, en cada caso, de la aplicación
de la legislación a que alude el artícu-
lo 2º de este Convenio.

e) Pensión: Prestación pecuniaria que in-
cluye suplementos, asignaciones y au-
mentos.

f) Período de Seguro: Período de cotiza-
ciones reconocido como tal por la
legislación bajo la cual se haya cum-
plido, así como cualquier lapso consi-
derado por dicha legislación como
equivalente a un período de seguro.

g) Trabajador Dependiente: Persona que

está al servicio de un empleador bajo

un vínculo de subordinación y depen-

dencia, así como aquella que se con-

sidere como tal por la legislación apli-

cable.

h) Trabajador Independiente: Persona que

ejerce una actividad por cuenta pro-

pia por la cual percibe ingresos.

i) Personas protegidas: Los beneficia-

rios de los Sistemas de Seguridad

Social, Previsión Social y Seguros So-

ciales señalados en el artículo 2º de

este Convenio.

j) Afiliado o asegurado: Trabajador de-

pendiente o independiente que se en-

cuentre incorporado a un Sistema de

Seguridad Social de cualquiera de las

Partes Contratantes.

k) Aportes Obligatorios: Son aquellos que

los empleadores, trabajadores y Esta-

do entregan obligatoriamente al siste-

ma de pensiones que corresponda.

2. Los demás términos o expresiones utiliza-

dos en el Convenio tienen el significado

que les atribuye la legislación que se aplica.

Artículo 2º

Ambito de aplicación material

1. El presente Convenio se aplicará:

A) Respecto de Chile, a la legislación

sobre:

a) El Sistema de Pensiones de ve-

jez, invalidez y sobrevivencia, ba-

sado en la capitalización indivi-

dual.

b) Los regímenes de pensiones de

vejez, invalidez y sobrevivencia

administrados por el Instituto de

Normalización Previsional, y
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c) Los regímenes de prestaciones

de salud, para efectos de lo dis-

puesto en el artículo 12.

B) Respecto del Ecuador, a la legislación

sobre:

a) Las disposiciones de la Ley de

Seguridad Social del Ecuador y su

Reglamento General de aplicación.

b) Seguro de Invalidez, Vejez y Muer-

te, del Seguro General Obligato-

rio, del Régimen de Transición.

2. El presente Convenio se aplicará igual-

mente a las disposiciones legales que en

el futuro complementen o modifiquen las

mencionadas en el párrafo precedente,

siempre que la Autoridad Competente de

una Parte no comunique objeción alguna

a la otra, dentro de los 6 meses siguien-

tes a la notificación de tales leyes, regla-

mentos o disposiciones.

3. La aplicación de las normas del presente

Convenio excluirá las disposiciones con-

tenidas en otros Convenios bilaterales o

multilaterales celebrados por una de las

Partes Contratantes.

Artículo 3º

Ambito de aplicación personal

Salvo que el presente Convenio disponga

otra cosa, éste se aplicará a:

a) Los nacionales de las dos Partes Contra-

tantes que estén o hayan estado sujetos a

la legislación mencionada en el artículo 2º;

b) Los nacionales de un tercer país, que es-

tén o hayan estado sujetos a la legislación

de una o ambas Partes Contratantes, y

c) Las personas que deriven sus derechos

de las personas mencionadas en las letras

a) y b).

Artículo 4º

Igualdad de trato

Salvo que en el presente Convenio se

disponga otra cosa, las personas menciona-

das en el artículo 3º precedente, que residan

o permanezcan en el territorio de una Parte

Contratante, tendrán las mismas obligaciones

y beneficios establecidos en la legislación de

esa Parte Contratante para sus nacionales.

Artículo 5º

Exportación de pensiones

1. Salvo que en el presente Convenio se

disponga otra cosa, las pensiones de in-

validez, vejez y sobrevivencia que se pa-

guen de acuerdo con la legislación de una

Parte Contratante no podrán estar sujetas

a reducción, modificación, suspensión o

retención por el hecho de que el benefi-

ciario se encuentre o resida en la otra

Parte.

2. Las prestaciones enumeradas en el párra-

fo precedente debidas por una de las

Partes Contratantes a los nacionales de la

otra Parte Contratante que residan en un

tercer país, se harán efectivas en las mis-

mas condiciones y con igual extensión

que a los propios nacionales que residan

en ese tercer país.

CAPITULO II
DISPOSICIONES SOBRE

LA LEGISLACION APLICABLE

Artículo 6º

Regla general

El trabajador estará sometido a la legisla-

ción de la Parte Contratante en que ejerza la

actividad laboral, independientemente del Es-

tado en que tenga su domicilio, o del Estado

en que el empleador tenga su sede.
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Artículo 7º

Reglas especiales

Trabajadores desplazados

1. El trabajador dependiente, al servicio de

una empresa cuya sede se encuentre en

el territorio de una de las Partes Contra-

tantes, que sea enviado al territorio de la

otra Parte Contratante para realizar tra-

bajos de carácter temporal, quedará so-

metido a la legislación de la primera Par-

te Contratante, siempre que la duración

previsible del trabajo no exceda de tres

años.

2. Si por circunstancias imprevisibles, la du-

ración del trabajo excediera de los tres

años, el trabajador continuará sometido a

la legislación de la primera Parte Contra-

tante por un nuevo período de dos años,

siempre que la Autoridad Competente de

la segunda Parte Contratante dé su con-

formidad.

Artículo 8º

Trabajadores al servicio del Estado

y personal diplomático y consular

1. Este convenio no afectará lo dispuesto por

la Convención de Viena sobre Relaciones

Diplomáticas del 18 de abril de 1961, y la

Convención de Viena sobre Relaciones Con-

sulares del 24 de abril de 1963.

2. El funcionario público que sea enviado

por una de las Partes Contratantes al

territorio de la otra Parte Contratante,

continuará sometido a la legislación de la

primera Parte, sin límite de tiempo.

3. Los nacionales de una Parte Contratante

que se desempeñen como miembros del

Personal Diplomático de una Misión Di-

plomática o Funcionarios Consulares de

una Oficina Consular de esa Parte Contra-

tante en el territorio de la otra Parte Con-

tratante estarán sujetos a la legislación

de la primera Parte Contratante.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo

1, los nacionales de una Parte Contratan-

te, contratados en el territorio de la otra

Parte al servicio de una Misión Diplomáti-

ca o de una Oficina Consular de la prime-

ra, estarán sujetos a las disposiciones

legales de la segunda Parte Contratante,

salvo que dentro del período de 6 meses,

contado desde el inicio de sus servicios o

desde la vigencia del presente Convenio,

opten por sujetarse a las disposiciones

legales de la primera Parte Contratante.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo

1, las disposiciones de los párrafos 2 y 3

de este artículo se aplicarán al personal

de servicio contratado por:

a) Una Misión Diplomática u Oficina Con-

sular;

b) Un Miembro del Personal Diplomáti-

co;

c) Un Funcionario Consular;

d) El Personal Administrativo y/o Técni-

co de la Misión Diplomática u Oficina

Consular.

Artículo 9º

Trabajadores a bordo

de una nave o aeronave

1. El trabajador dependiente que ejerza su

actividad a bordo de una nave estará

sometido a la legislación del Estado cuyo

pabellón enarbole esa nave. Los trabaja-

dores empleados en trabajos de carga,

descarga y reparación de naves o en ser-

vicios de vigilancia u otros en un puerto,

estarán sometidos a la legislación del país

a cuyo territorio pertenezca el puerto.

2. El personal itinerante perteneciente a em-

presas de transporte aéreo que desempe-

ñe su actividad en ambas Partes Contra-

tantes estará sujeto a la legislación del

país donde la Empresa tenga su oficina
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principal. Sin embargo, cuando dicho per-

sonal resida en el territorio de la otra

Parte Contratante estará sujeto a la legis-

lación de esa otra Parte Contratante.

Artículo 10º

Personal acompañante

Para la aplicación de las disposiciones de

los artículos 7º, 8º y 9º, los familiares acom-

pañantes del trabajador, que no realicen acti-

vidades laborales propias, se considerarán re-

sidentes en el país a cuya legislación está

sometido dicho trabajador.

Artículo 11º

Excepciones a las

disposiciones de los artículos 6º a 9º

A petición del trabajador y del empleador,

las Autoridades Competentes de ambas Par-

tes Contratantes, o las instituciones designa-

das por éstas, podrán, de común acuerdo,

establecer excepciones a las disposiciones

contenidas en los artículos 6º a 9º para deter-

minadas personas o categorías de personas.

En tales casos, también se aplicará lo dispues-

to en el artículo 10º del presente Convenio.

TITULO III
DISPOSICIONES

RELATIVAS A PRESTACIONES

CAPITULO I
PRESTACIONES DE SALUD

Artículo 12º

Prestaciones de salud para pensionados

Las personas que residan en el territorio

de Chile y perciban pensiones conforme a la

legislación del Ecuador, tendrán derecho a

prestaciones no pecuniarias en caso de enfer-

medad de acuerdo con la legislación chilena,

en las mismas condiciones que las personas

que perciben prestaciones similares confor-

me a la legislación de dicho país. En ningún

caso, el Instituto Ecuatoriano de Seguridad

Social asumirá los costos que implique la

aplicación de la legislación chilena en relación

con este artículo.

CAPITULO II
PENSIONES DE VEJEZ,

INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA

Artículo 13º

Totalización de periodos de seguro

1. Cuando la legislación de una de las Partes

Contratantes exija el cumplimiento de de-

terminados períodos de seguro para la

adquisición, conservación o recuperación

del derecho a pensiones de vejez, invali-

dez o sobrevivencia, los períodos cumpli-

dos según la legislación de la otra Parte

Contratante se sumarán, cuando sea ne-

cesario, a los períodos de seguro cumpli-

dos bajo la legislación de la primera Parte

Contratante, siempre que ellos no se su-

perpongan.

2. Cuando no sea posible precisar la época

en que determinados períodos de seguro

hayan sido cumplidos bajo la legislación

de una de la Partes Contratantes, se pre-

sumirá que dichos períodos no se super-

ponen con los períodos de seguro cumpli-

dos bajo la legislación de la otra Parte

Contratante.

3. El cómputo de los períodos correspon-

dientes se regirá por las disposiciones

legales de la Parte Contratante en la cual

fueron prestados los servicios respecti-

vos.

4. Cada Institución Competente determina-

rá, con arreglo a su propia legislación, y

teniendo en cuenta la totalización de pe-

ríodos de seguro, si el interesado cumple

las condiciones requeridas para tener de-

recho a una pensión. En caso afirmativo,

determinará el importe de esa prestación
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a que el interesado tendría derecho, como

si todos los períodos totalizados se hubie-

ran cumplido bajo su propia legislación y

fijará el mismo en proporción a los perío-

dos cumplidos, exclusivamente, bajo di-

cha legislación.

5. El derecho a las pensiones de quienes, te-

niendo en cuenta la totalización de perío-

dos de seguro, no cumplan al mismo tiem-

po las condiciones exigidas por las disposi-

ciones legales de ambas Partes Contratan-

tes, se determinará con arreglo a las dispo-

siciones de cada una de ellas, a medida que

se vayan cumpliendo dichas condiciones.

Artículo 14º

Períodos de seguro inferiores a un año

Las Instituciones Competentes de las Par-

tes Contratantes sólo otorgarán prestaciones

si los períodos de seguro cumplidos bajo la le-

gislación aplicable alcanzan a sumar a lo me-

nos un año, salvo que dichos períodos, por sí

solos, concedan derecho a una prestación

conforme a esa legislación.

Artículo 15º

Asimilación de los períodos de seguro

Si la legislación de una Parte Contratante

subordina el otorgamiento de las pensiones a

la condición que el trabajador esté sometido a

esa legislación en el momento en el cual se

presenta la contingencia que da origen a la

prestación, dicha condición se entenderá cum-

plida si al verificarse esa contingencia, el

trabajador está cotizando o percibe pensión

en la otra Parte Contratante.

Artículo 16º

Calificación de invalidez

1. Para la determinación de la disminución

de la capacidad de trabajo, para efectos

del otorgamiento de las correspondientes

pensiones de invalidez, la Institución

Competente de cada una de las Partes
Contratantes efectuará su evaluación de
acuerdo con la legislación a la que está
sometida. Los reconocimientos médicos
necesarios serán efectuados por la Insti-
tución del lugar de residencia del intere-
sado, a petición de la Institución Compe-
tente de la otra Parte Contratante.

2. Para efectos de lo dispuesto en el párrafo
anterior, la Institución de la Parte Contra-
tante en que resida el interesado pondrá a
disposición de la Institución Competente
de la otra Parte, a petición de ésta y
gratuitamente, los informes y documen-
tos médicos que obren en su poder.

3. En caso de que la Institución Competente
del Ecuador estime necesario que en Chi-
le se realicen exámenes médicos que sean
de su exclusivo interés, éstos serán fi-
nanciados por dicha institución.

4. En caso que la Institución Competente
chilena estime necesario la realización de
exámenes médicos adicionales en el Ecua-
dor que sean de su exclusivo interés,
éstos serán financiados de acuerdo con la
legislación chilena. Cuando se trate de
trabajadores afiliados al sistema chileno
de capitalización individual, la Institución
Competente chilena efectuará el reembol-
so del costo total de estos exámenes, a la
Institución Competente del Ecuador, de-
biendo requerir del afiliado el porcentaje a
su cargo. No obstante, la Institución Com-
petente chilena podrá deducir el costo
que le corresponde asumir al afiliado, de
las pensiones devengadas o del saldo de
su cuenta de capitalización individual.

5. Cuando los nuevos exámenes se soliciten
a propósito de una reclamación interpuesta
al dictamen de invalidez emitido en Chile,
el costo de tales exámenes será financia-
do de la forma señalada en el párrafo
anterior, salvo que la reclamación sea
interpuesta por una institución competen-
te chilena o por una compañía de segu-

ros, en cuyo caso tales gastos serán fi-

nanciados por el reclamante.
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Artículo 17º

Aplicación de la legislación ecuatoriana

1. Los afiliados al Seguro General Obligato-

rio del Instituto Ecuatoriano de Seguridad

Social financiarán sus pensiones en Ecua-

dor con las cotizaciones del empleador y

empleado conforme las Resoluciones ema-

nadas por el Consejo Directivo del Institu-

to Ecuatoriano de Seguridad Social.

2. Para la concesión y cálculo de las pensio-

nes en Ecuador se considerará lo estable-

cido en la Ley Nº 2.001-055 de Seguri-

dad Social, de su Reglamento General de

aplicación y más resoluciones emanadas

por el Consejo Directivo del Instituto Ecua-

toriano de Seguridad Social.

3. La determinación del derecho a las pen-

siones se hará en la forma prevista en el

párrafo anterior y, para efectos de su

pago, el cálculo se hará en base a la

proporción existente entre los períodos

de seguro cumplidos exclusivamente en

el Ecuador y el total de períodos de segu-

ro registrados en ambas Partes Contra-

tantes. En caso que la suma de los indica-

dos períodos fuere superior al lapso exigi-

do por las disposiciones legales para ad-

quirir derecho a una pensión completa,

los años en exceso no serán considera-

dos para efectos de este cómputo.

4. La fijación de pensiones mínimas y máxi-

mas para efectos de este Convenio, será

directamente proporcional al tiempo real-

mente cotizado al Instituto Ecuatoriano

de Seguridad Social.

5. En el caso de modificación a la normativa

actual se aplicará la vigente en el momen-

to de la concesión de la prestación.

6. Para los efectos del presente Convenio,

los beneficios reparatorios por gracia otor-

gados en Chile por las Leyes Nºs. 19.123,

19.234, 19.980 y 19.992, y sus modifi-

caciones, como así también los concedi-

dos por leyes dictadas con posterioridad

a las anteriormente citadas, con ocasión

de la violación a los derechos humanos o

de la violencia política durante el período

comprendido entre el 11 de septiembre

de 1973 y el 10 de marzo de 1990, no se

considerarán ingresos.

Artículo 18º

Aplicación de la legislación chilena

1. Los afiliados a una Administradora de Fon-

dos de Pensiones financiarán sus pensio-

nes en Chile con el saldo acumulado en

su cuenta de capitalización individual.

Cuando éste fuere insuficiente para finan-

ciar pensiones de un monto al menos

igual al de la pensión mínima garantizada

por el Estado, los afiliados tendrán dere-

cho a la totalización de períodos compu-

tables de acuerdo al artículo 13º de este

Convenio, para acceder al beneficio de

pensión mínima de vejez o invalidez. Igual

derecho tendrán los beneficiarios de pen-

sión de sobrevivencia.

2. Para los efectos de determinar el cumpli-

miento de los requisitos que exigen las

disposiciones legales chilenas para pensio-

narse anticipadamente en el Sistema de

Capitalización Individual, se considerarán

como pensionados de los regímenes previ-

sionales indicados en el numeral cuarto,

los afiliados que hayan obtenido pensión

conforme a la legislación del Ecuador.

3. Los trabajadores que se encuentren afilia-

dos al Sistema de Capitalización Indivi-

dual en Chile, podrán aportar voluntaria-

mente en dicho Sistema, cotizaciones pre-

visionales en calidad de trabajadores in-

dependientes durante el tiempo que resi-

dan en Ecuador, sin perjuicio de cumplir,

además, con la legislación de dicho país

relativa a la obligación de cotizar. Los

trabajadores que opten por hacer uso de

este beneficio quedarán exentos de la

obligación de cotizar para financiar las

prestaciones de salud.
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4. Los imponentes de los regímenes de pen-
sión administrados por el Instituto de Nor-
malización Previsional, también tendrán de-
recho al cómputo de períodos de seguro,
en los términos señalados en el artículo 13º
de este Convenio, para acceder a los bene-
ficios de pensión establecidos en las dispo-
siciones legales que les sean aplicables.

5. En los casos contemplados en los párrafos
1 y 4 del presente artículo, la Institución
Competente determinará el derecho a la
pensión chilena, como si todos los perío-
dos de seguro hubieran sido cumplidos
bajo su propia legislación y, para efectos
del pago de la pensión, calculará la parte
pagadera por ella, como la proporción exis-
tente entre los períodos de seguro cumpli-
dos exclusivamente bajo esa legislación y
el total de períodos requeridos que corres-
ponda, conforme a la legislación chilena.

6. Tratándose de pensiones mínimas que sean
de cargo del Instituto de Normalización
Previsional, la determinación del derecho a
las mismas se hará en la forma prevista en
el párrafo anterior y, para efectos de su
pago, el cálculo se hará en base a la
proporción existente entre los períodos de
seguro cumplidos exclusivamente en Chile
y el total de períodos de seguro registra-
dos en ambas Partes Contratantes. En caso
que la suma de los períodos antes indica-
dos fuere superior al lapso exigido por las
disposiciones legales chilenas para adqui-
rir derecho a una pensión completa, los
años en exceso no serán considerados
para efectos de este cálculo.

TITULO IV

CAPITULO I
DISPOSICIONES DIVERSAS

Artículo 19º

Presentación de
solicitudes, comunicaciones

o apelaciones dentro de plazo

Las solicitudes, declaraciones, recursos y

otros documentos que, para efectos de la

aplicación de la legislación de  determinado
ante las Autoridades Competentes, Organis-
mos de Enlace o Instituciones Competentes
de esa Parte, se considerarán como presenta-
dos ante ella, si lo hubieran sido dentro del
mismo plazo ante la Autoridad Competente,
Organismo de Enlace o Institución Competen-
te de la otra Parte Contratante.

Artículo 20º

Asistencia recíproca

1. Para la aplicación de este Convenio las
Autoridades Competentes, los Organis-
mos de Enlace y las Instituciones Compe-
tentes de las Partes Contratantes se pres-
tarán asistencia recíproca tal como si se
tratara de la aplicación de su propia legis-
lación. Dicha asistencia será gratuita.

2. Las Autoridades, Organismos de Enlace y
las Instituciones Competentes de las dos
Partes Contratantes podrán comunicarse
directamente entre sí y con las personas
interesadas. También podrán, si fuere ne-
cesario, comunicarse a través de canales
diplomáticos y consulares.

3. Las autoridades consulares de las Partes
Contratantes podrán representar a sus pro-
pios nacionales ante las Autoridades Com-
petentes, Organismos de Enlace o Institu-
ciones Competentes en materias de Segu-
ridad Social de la otra Parte Contratante, a
petición expresa de los interesados, única-
mente para agilizar cualquier trámite o el
otorgamiento de los beneficios, represen-
tación que no incluye el pago del mismo a
esa autoridad. Tratándose del Sistema de
Capitalización Individual chileno, no se
aceptará tal representación para efectos
de la selección de la modalidad de pensión
por la cual opte el afiliado.

Artículo 21º

Idiomas que se usarán en el Convenio

En la aplicación del presente Convenio,

las Autoridades Competentes, Organismos de
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Enlace e Instituciones Competentes usarán el

idioma español.

Artículo 22º

Protección de información

Toda información relativa a una persona,

que se remita de una Parte Contratante a la

otra, en virtud del presente Convenio, sólo se

utilizará para la aplicación del mismo, que-

dando amparada dicha información por el prin-

cipio de protección a la privacidad y confi-

dencialidad de la vida privada, en los térmi-

nos establecidos por la legislación interna

correspondiente.

Artículo 23º

Exención de impuestos,

derechos y exigencias de legalización

1. El beneficio de las exenciones de derecho

de registro, de escritura, de timbre y de

aranceles consulares u otros análogos,

previstos en la legislación de una Parte

Contratante, se extenderá a los certifica-

dos y documentos que se expidan por las

Instituciones de la otra Parte para la apli-

cación del presente Convenio.

2. Todos los actos administrativos y docu-

mentos que se expidan por una Institu-

ción de una Parte Contratante para la

aplicación del presente Convenio, serán

dispensados de los requisitos de legaliza-

ción u otras formalidades similares para

su utilización por las Instituciones Com-

petentes de la otra Parte.

Artículo 24º

Moneda, forma de pago

y disposiciones relativas a divisas

1. Los pagos que procedan en virtud de este

Convenio se podrán efectuar en la mone-

da de la Parte Contratante que efectúe el

pago, o en dólares de los Estados Unidos

de América.

2. La fecha y forma de pago del beneficio se

efectuará conforme a la legislación de la

Parte que realiza dicho pago.

3. En caso de que una de las Partes Contra-

tantes imponga restricciones sobre divi-

sas, ambas Partes Contratantes acorda-

rán, sin dilación, las medidas que sean

necesarias para asegurar las transferen-

cias entre los territorios de ambas Partes

Contratantes, respecto de cualquier suma

que deba pagarse en conformidad con el

presente Convenio.

Artículo 25º

Atribuciones de las

autoridades competentes

Las Autoridades Competentes de las Par-

tes Contratantes deberán:

a) Establecer los Acuerdos Administrativos

necesarios para la aplicación del presente

Convenio.

b) Designar los respectivos Organismos de

Enlace.

c) Comunicarse las medidas adoptadas en el

plano interno para la aplicación del pre-

sente Convenio.

d) Notificarse toda modificación de la legis-

lación indicada en el artículo 2º.

e) Prestarse sus buenos oficios y la más

amplia colaboración técnica y administra-

tiva posible para la aplicación de este

Convenio.

Artículo 26º

Regulación de controversias

1. Las Autoridades Competentes deberán

resolver mediante negociaciones las dife-

rencias de interpretación del. presente

Convenio y de sus Acuerdos Administra-

tivos.
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2. Si una controversia no pudiera ser resuel-

ta mediante negociaciones en un plazo de

seis meses, a partir de la primera petición

de negociación, ésta deberá ser sometida

a una comisión arbitral, cuya composi-

ción y procedimiento serán fijados de co-

mún acuerdo entre las Partes Contratan-

tes. La decisión de la comisión arbitral

será obligatoria y definitiva.

CAPITULO II
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 27º

Cómputo de períodos

anteriores a la vigencia del Convenio

Los períodos de seguro cumplidos según

la legislación de una Parte Contratante antes

de la fecha de entrada en vigor del presente

Convenio, serán tomados en consideración para

la determinación del derecho a las prestacio-

nes que se reconozcan en virtud del mismo.

Artículo 28º

Contingencias acaecidas

antes de la vigencia del Convenio

1. La aplicación de este Convenio otorgará

derecho a pensiones por contingencias

acaecidas con anterioridad a la fecha de

su entrada en vigencia. Sin embargo, el

pago de las mismas no se efectuará por

períodos anteriores a la entrada en vigor

del Convenio.

2. Las pensiones que hayan sido liquidadas

por una o ambas Partes Contratantes o

los derechos que hayan sido denegados

antes de la entrada en vigor del Conve-

nio, serán revisados a petición de los

interesados o de oficio, teniendo en cuen-

ta las disposiciones del Convenio. El monto

de la pensión resultante de este nuevo

cálculo no podrá ser inferior al de la pres-

tación primitiva. No se revisarán las pres-

taciones abonadas que hayan consistido

en una cantidad única.

3. Las normas sobre prescripción y caduci-

dad existentes en las Partes Contratantes

podrán aplicarse a los derechos previstos

en este artículo, cuando los interesados

presenten la solicitud con posterioridad a

los dos años siguientes a la fecha de

entrada en vigor de este Convenio, salvo

disposición más favorable de la legisla-

ción de la Parte Contratante en cuestión.

CAPITULO III
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 29º

Duración del Convenio

1. El presente Convenio se celebra por tiem-

po indefinido. Podrá ser denunciado por

cualesquiera de las Partes Contratantes.

La denuncia deberá ser notificada por vía

diplomática, produciéndose el término del

Convenio, transcurridos doce meses con-

tados desde la fecha de la denuncia.

2. En caso de denuncia, las disposiciones

del presente Convenio continuarán apli-

cándose a los derechos ya reconocidos,

no obstante las disposiciones restrictivas

que la legislación de cualesquiera de las

Partes Contratantes pueda prever para

los casos de residencia en el extranjero

de un beneficiario.

3. Las Partes Contratantes establecerán un

acuerdo especial para garantizar los dere-

chos en curso de adquisición derivados

de los períodos de seguro o equivalentes,

cumplidos con anterioridad a la fecha de

término de la vigencia del Convenio.

Artículo 30º

Firma y aprobación del Convenio

1. El presente Convenio será aprobado de

acuerdo con la legislación interna de cada

una de las Partes Contratantes.
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2. El presente Convenio entrará en vigor el
primer día del tercer mes siguiente a aquel
en que se haya recibido la última notifica-
ción de las Partes de que se han cumplido
todos los requisitos constitucionales y re-
glamentarios para la entrada en vigor del
mismo.

En fe de lo cual, los representantes debi-
damente autorizados firman el presente Con-
venio.

Hecho en duplicado en Santiago de Chile,
a los 23 días del mes de enero de 2006,
siendo todos los textos igualmente auténticos.

Por la República de Chile, Sra. Marisol
Aravena P., Subsecretaria de Previsión Social
del Ministerio del Trabajo.- Por la República
de Ecuador, Sr. Ernesto Díaz Jurado, Director
General del Instituto Ecuatoriano de Seguri-
dad Social.

Santiago, 25 de mayo de 2006.

Nº 8.061.

Excelencia:

Tengo a bien saludar muy atentamente a
US. con ocasión de referirme al Convenio de
Seguridad Social entre la República de Chile y
la República del Ecuador, suscrito en Santia-
go el 23 de enero de 2006.

Al respecto, tengo el honor de proponer,
en nombre del Gobierno de la República de
Chile, corregir los siguientes errores materia-
les en el texto del mencionado Convenio:

a) Agregar en la primera página, luego del
‘‘Título I’’ y a renglón seguido, ‘‘Capítu-
lo I’’;

b) Reemplazar en la página siete donde dice
‘‘Título III’’ por ‘‘Título II’’, y en la pági-
na trece, donde dice ‘‘Título IV’’ por

‘‘Título III’’.

En caso que esta propuesta sea aceptable

para el Gobierno de la República del Ecuador,

tengo el honor de proponer que esta Nota y la
Nota favorable de respuesta de Vuestra Exce-
lencia constituyan un Acuerdo entre nuestros
Gobiernos que corrige ab initio el aludido
Convenio de Seguridad Social.

Aprovecho la oportunidad para reiterar a
Vuestra Excelencia las seguridades de mi más
alta y distinguida consideración.- Alejandro Fox-
ley Rioseco, Ministro de Relaciones Exteriores.

Embajada del Ecuador
Santiago de Chile

Nº 4-2-145/06

Santiago, 29 de mayo de 2006

Excelentísimo señor Ministro:

Tengo el honor de referirme a su atenta
Nota Nº 08061, de 25 de los corrientes, cuyo
texto reproduzco:

‘‘Tengo a bien saludar muy atentamente a
US. Con ocasión de referirme al Convenio de
Seguridad Social entre la República de Chile y
la República del Ecuador, suscrito en Santiago
el 23 de enero de 2006’’.

‘‘Al respecto, tengo el honor de propo-
ner, en nombre del Gobierno de la República
de Chile, corregir los siguientes errores mate-
riales en el texto del mencionado Convenio:

a)  Agregar en la primera página, luego del

‘Título I’ y a renglón seguido, ‘Capítulo I’;

b) Reemplazar en la página siete donde

dice ‘Título III’ por ‘Título II’, y en la

página trece, donde dice ‘Título IV’ por

‘Título III’.’’.

‘‘En caso que esta propuesta sea acepta-
ble para el Gobierno de la República del Ecua-
dor, tengo el honor de proponer que esta
Nota y la Nota favorable de respuesta de
Vuestra Excelencia constituyan un Acuerdo

entre nuestros Gobiernos que corrige ab initio

el aludido Convenio de Seguridad Social’’.

Al respecto, me es grato transmitirle la

conformidad del Gobierno de la República del
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Ecuador con la propuesta por usted planteada,

de manera tal que su Nota y la presente consti-

tuyen un Acuerdo entre los Gobiernos de las

Repúblicas del Ecuador y Chile para enmendar

el Convenio de Seguridad Social, suscrito en

Santiago el 23 de enero del año en curso.

Hago propicia la ocasión para reiterar a

Vuestra Excelencia las seguridades de mi más

alta y distinguida consideración y estima.-

Gonzalo Salvador Holguín, Embajador del

Ecuador en Chile.

Al Excelentísimo señor don Alejandro

Foxley Rioseco,

Ministro de Relaciones Exteriores de Chile,

Presente.
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JURISPRUDENCIA JUDICIAL

UNIDAD COORDINACION Y DEFENSA JUDICIAL
DIVISION JURIDICA

Prácticas antisindicales. Graduación de la multa: Facultad del órgano jurisdiccional

DOCTRINA

Denuncia de Práctica Antisindical en contra de la empresa Seguridad y
Comunicaciones Limitada, al haberse constatado conductas constitutivas
de vulneración a la Libertad Sindical, consistentes en cambio de lugar de
trabajo de director sindical, negativa de recibir a los dirigentes sindicales,
no descontar cuota sindical del mes de febrero del año 2004.
El Tribunal de Primera Instancia (7º JLT de Santiago) acogió la denuncia,
argumentando que, de acuerdo a la prueba rendida, son efectivos los
hechos denunciados. Sin embargo, estima que si bien los hechos en
cuestión ocurrieron, de acuerdo a lo declarado por el Presidente del
Sindicato, se produjeron bajo una antigua administración, y la nueva
directiva gerencial ha solucionado la totalidad de las irregularidades
reclamadas por el Sindicato, evitando con ello incurrir en nuevas
infracciones a las normas que resguardan la Libertad Sindical.
De acuerdo a ese razonamiento, acoge la denuncia con declaración que
se tienen por subsanados los hechos constitutivos de prácticas
antisindicales denunciados, motivo por el cual no aplica multa alguna a la
empresa denunciada.
La Corte de Apelaciones de Santiago, conociendo del recurso de apelación,
confirmó el fallo de primera instancia, agregando que al sancionar las
prácticas antisindicales, el legislador le está otorgando tutela a uno de los
derechos fundamentales de los trabajadores, cual es, la Libertad Sindical,
y que la única facultad conferida por el artículo 292 del Código del
Trabajo al órgano jurisdiccional, acreditada la existencia de las prácticas
antisindicales, es la graduación de la sanción. Por lo que, lo declarado por
el Presidente del Sindicato, en orden a que los hechos denunciados
fueron subsanados por la nueva administración de la empresa, debió
estimarse para la graduación de la multa, que la Iltma. Corte fija en 80
UTM, pues el derecho fundamental tutelado igualmente fue afectado.

Sentencia del 7º Juzgado Laboral de
Santiago.

Santiago, 8 de noviembre de 2006.

Vistos:

A fs. 11, don Rafael Merino Mercado,

Inspector Comunal del Trabajo, en represen-

tación de la Inspección Comunal del Trabajo
de Santiago Nor-Oriente, ambos con domici-
lio en Calle Providencia Nº 1275, Comuna de
Providencia, Santiago, Interpone denuncia por
práctica antisindical, en contra de la empresa
Seguridad y Comunicaciones Limitada, del giro
de su denominación, representada en los tér-
minos del artículo 4º del Código del Trabajo,

por don Juan Pablo Saravia Vigueras, ignora



JURISPRUDENCIA JUDICIAL 163163163163163

Boletín Oficial Dirección del Trabajo Septiembre236/ 2008

profesión u oficio, ambos domiciliados en Ge-

neral Bustamante Nº 144, local 32, comuna

de Providencia, Santiago, en base a los fun-

damentos de hecho y derecho que expone.

Acompañando la documentación de fojas 01

a 10.

A fs. 28 y siguientes, rola audiencia don-

de el denunciante el Inspector Comunal del

Trabajo de Santiago Nor Oriente, ratificó la

denuncia en todas sus partes, en rebeldía de

la parte denunciada; y asistiendo el Presiden-

te del respectivo Sindicato quien señala que

con la nueva administración de la empresa se

ha llegado a acuerdos.

A fs. 56, se cita a las partes a oír senten-

cia.

Considerando:

Primero: Que don Rafael Merino Merca-

do, Inspector Comunal del Trabajo, Interpuso

denuncia por práctica antisindical, contra de

la empresa Seguridad y Comunicaciones Li-

mitada, en razón de haber ejercido, respecto

de la organización sindical llamada Sindicato

de Empresa de Seguridad y Comunicaciones

Ltda. y contra de su presidente, don Juan

Pardo Sáez, conductas constitutivas de prác-

ticas antisindicales; para que se ordene a la

empresa denunciada cesar conducta consti-

tutiva de práctica antisindical restituyendo al

director sindical don Juan Pardo Sáez a su

anterior lugar de trabajo; disponer las condi-

ciones necesarias y expeditas para recibir a

los directores sindicales; realizar el descuento

de las cuotas sindicales pedidas por el sindi-

cato; condenar a la denunciada al pago de

una multa de 150 unidades tributarias men-

suales a lo que el Tribunal estima de justicia;

y se remita copia de la sentencia a la Direc-

ción General del Trabajo.

Fundamenta su accionar en que, motiva-

do por una denuncia de fecha 31 de diciem-

bre de 2003, interpuesta por el presidente y

secretario de dicho sindicato, don Juan Pardo

Sáez y don Jaime Pinto Leyton, respectiva-

mente, se constituyó la fiscalizadora depen-

diente de la Dirección Regional del Trabajo de

la Región Metropolitana, doña Isabel Bustos

Allende, procediendo, conforme a sus facul-

tades legales, a entrevistar a los dirigentes

sindicales socios de la organización sindical

afectada y a los supervisores y representante

legal de la empresa, además de la pertinente

revisión documental, se emitió el correspon-

diente informe de fiscalización, fundamento

de la denuncia.

Señala que del informe evacuado, apare-

ce que la denunciada incurrió en actos consti-

tutivos de prácticas antisindicales, consisten-

te en:

1. Cambio de lugar de trabajo del dirigente

Juan Pardo Sáez, luego de haberse cons-

tituido el sindicato, trasladándolo desde

instalaciones de la empresa en la Comuna

de Huechuraba, a la instalación en Comu-

na de Maipú, sin que haya existido en

caso fortuito o fuerza mayor. Lo que fue

constatado personalmente por la fiscali-

zadora, y se desprende de la declaración

directa del representante de la empresa

demandada, quien confirmó ese cambio,

fundándolo en ignorancia de la ley y ex-

presando su voluntad de restituirlo a su

antigua ubicación, lo que no ha ocurrido.

2. Negativa del empleador a recibir a dirigen-

tes sindicales, pese a solicitudes por es-

crito, las que han sido recepcionadas por

la empresa, sin la debida acogida, infrin-

giendo el mandato legal establecido en el

artículo 220 del Código del Trabajo.

3. No descontar la cuota sindical corres-

pondiente al mes de febrero de 2004,

pese a requerimiento formal en ese senti-

do, argumentando la empresa que esto

se debe a que la nómina de trabajadores

a quienes debía realizarse este descuen-

to no registraba sus firmas, o posible-

mente obedecer a un descuido de una

jefe de personal.

Que de conformidad a lo dispuesto en el

artículo 292 inciso 4º del Código Laboral, la
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Inspección del Trabajo respectiva debe de-

nunciar al Tribunal competente los hechos

que estime constitutivos de prácticas anti-

sindicales o desleales en la negociación co-

lectiva, de los cuales tome conocimiento, y

de cuyos hechos descritos se acredita la veri-

ficación de las prácticas antisindicales descri-

tas, cometidas por la empresa denunciada

contra de su sindicato, hechos que constata-

dos por la fiscalizadora, y que, constan en el

respectivo informe, gozan de presunción le-

gal de veracidad, establecida en el artículo 23

del D.F.L. Nº 2 de 1967 de la Ley Orgánica del

Servicio, la que opera para todos los efectos

legales e incluso para la prueba judicial.

Que en la especie, la práctica antisindical

en la que incurrió la denunciada produjo su

efecto, atentando contra la libertad sindical y

con ello, entre otras, a las normas de los

artículos 1º inciso 3º; 5º inciso 2º y 19 Nº 19

de la Constitución; artículo 1º Nº 1 y 2 del

Convenio 98; artículos 1º y 2º Nº 1 del

Convenio Nº 135 de la OIT y artículos 289 a

291 del Código del Trabajo, por lo que debe

ordenarse su pronta cesación y ser sanciona-

da de acuerdo a lo establecido en el artículo

292 del mismo cuerpo legal;

Segundo: Que a fs. 28 y siguientes, se

realizó la audiencia conforme al artículo 292 del

Código Laboral, compareciendo la denunciante,

debidamente representada, quien ratifica la de-

nuncia en todas sus partes, y con presencia del

presidente del sindicato ya nombrado; pero en

rebeldía de la parte denunciada;

Tercero: Que a fs. 36 y siguientes, com-

parece el presidente del sindicato señalado,

don Juan Pardo Sáez, quien señala lo si-

guiente:

Que, habiéndose formado el sindicato el

día 11 de diciembre del 2003, por cinco

meses consecutivos existieron problemas por

prácticas antisindicales con la empresa de-

nunciada; que efectivamente fue cambiado

de su lugar de trabajo, desde dependencias

en barrio El Rosal a las instalaciones de la

empresa inversora San José, ubicada en Ca-

mino a Melipilla con Vespucio, pero llegando

a un acuerdo para este último lugar con la

empresa, quedándose en forma indefinida a

trabajar en el último recinto nombrado.

Agrega que durante varios meses, la anti-

gua administración de la empresa nunca los

recibió, a pesar de las solicitudes verbales y

por escrito realizadas, por lo que se dirigieron

al dueño de la empresa, a quien le informaron

de las irregularidades existentes, iniciándose

una investigación y cambiándose a la planta

administrativa; que con la nueva administra-

ción llegaron a varios acuerdos; firmándose un

contrato colectivo con todas las peticiones del

sindicato, incluidas las cuotas sindicales adeu-

dadas desde enero de 2004, las que fueron

canceladas en su totalidad por parte de esta

nueva directiva de la denunciada;

Cuarto: Que de fs. 01 a fs. 10, se en-

cuentra agregada documentación, legalmen-

te acompañada y no objetada, por la Inspec-

ción del Trabajo, denunciante en estos autos,

la que goza de presunción legal de veracidad;

en que se da cuenta de la fiscalización practi-

cada a la denunciada empresa Seguridad y

Comunicaciones Limitada, realizada entre el

17 y el 30 de marzo de 2003, y la constata-

ción de los hechos denunciados, por la fiscali-

zadora de la Inspección del Trabajo doña Isa-

bel Bustos Allende, quien detenta la calidad

de ministro de fe según lo establece el artícu-

lo 23 del D.F.L. Nº 2 del año 1967 del Minis-

terio del Trabajo y Previsión Social;

Quinto: Que el representante de la em-

presa denunciada, don Juan P. Saravia

Vigueras, no compareció a declarar respecto

de los hechos denunciados, a la audiencia

fijada de acuerdo al artículo 292 incisos 6º y

7º del Código del Trabajo, estando notificado

por cédula; por lo que el juicio siguió en su

rebeldía;

Sexto: Que ponderando en conciencia

los medios de prueba acompañados por la

denunciante, especificados en el motivo cuarto

de la sentencia; se concluye que son efecti-

vos los hechos fundantes del denuncio por
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práctica antisindical, especificados en el con-

siderando primero del fallo;

Séptiemo: Que por otra parte, de la decla-

ración dada a fojas 36 y siguientes por el

presidente del sindicato de la empresa denun-

ciada nombrada; que se pondera en conciencia;

aparece que si bien efectivamente ocurrieron

los hechos en cuestión, se produjeron bajo la

antigua administración ejecutiva de la misma

empresa denunciada, y que la nueva directiva

gerencial, nombrada por el dueño de la misma

empresa, en reemplazo de la anterior, ha solu-

cionado la totalidad de las irregularidades recla-

madas por los socios del sindicato ya nombra-

do; evitando de esa forma los nuevos ejecuti-

vos de la empresa reclamada, que siguieran

ocurriendo las infracciones que atentan contra

la libertad sindical, sancionadas por los artícu-

los 291 y 292 del Código del Trabajo.

Por estas consideraciones, y de acuerdo

con lo establecido en los artículos 1675 del

Código Civil; y 291, 292, y 450 del Código

del Trabajo, se declara:

I. Que, se acoge la denuncia interpuesta a

fojas 11, por la Inspección Comunal del

Trabajo de Santiago Nor-Oriente, contra

de la empresa Seguridad y Comunicacio-

nes Limitada, representada por don Juan

Pablo Saravia Vigueras, o por quien actual-

mente la represente; con declaración que

se tienen por subsanados por la nueva

plana ejecutiva de la empresa nombrada

los hechos constitutivos de prácticas anti-

sindicales denunciadas; y que por razones

de equidad y prudencia no se aplica multa

alguna a esa misma empresa.

II.  Que cada parte pagara sus costas.

Regístrese y comuníquese.

Dictada por don René Amiot Dahm, Juez

Titular del Séptimo Juzgado del Trabajo de

Santiago.

Autoriza doña Paola Guerra Quijada, Se-

cretaria Interina.

Sentencia de la Corte de Apelaciones
de Santiago.

Recurso 2567/2007 - Resolución:

Nº 12.023 - Secretaría: ESPECIAL

Santiago, 25 de enero de 2008.

Vistos y teniendo además presente:

Primero: Que al sancionar las prácticas

antisindicales o desleales, el legislador otorga

tutela a uno de los derechos fundamentales de

los trabajadores, a saber el de la libertad sindi-

cal, de allí que la lectura del artículo 292 del

Código del Trabajo, amén de su tenor literal

–en cuanto imperativamente señala que “se-

rán sancionadas”– a la luz de los principios

que la inspiran, no permite otra interpretación.

Segundo: Que la única facultad conferi-

da por la referida norma al órgano jurisdiccio-

nal –una vez acreditada la existencia de tales

prácticas– es la graduación de la sanción.

Tercero: Que en dicho contexto ha de

ser ponderada la declaración del presidente

del sindicato de la empresa denunciada, lo

que permite a este tribunal aplicar una única

multa que se fija en 80 Unidades Tributarias

Mensuales. En efecto, si bien es posible tener

por cierto que la nueva directiva gerencial

solucionó las irregularidades constatadas, cabe

igualmente imponer la sanción, toda vez que

la misma se dirige contra un empleador que

ha permitido la afectación de un derecho

fundamental.

Por estas consideraciones y visto, ade-

más, lo dispuesto por los artículos 465 y 473

del Código del Código del Trabajo, se confir-

ma la sentencia apelada de ocho de noviem-

bre de 2006, escrita a fojas 57 y siguientes,

con declaración que la denunciada, Empresa

Seguridad y Comunicaciones Limitada, queda

condenada al pago de 80 Unidades Tributa-

rias Mensuales a beneficio del Servicio Nacio-

nal de Capacitación y Empleo, por haber incu-

rrido en conductas constitutivas de prácticas

antisindicales.
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Ejecutoriado que sea el presente fallo, se

remitirá copia a la Dirección del Trabajo para

los efectos que dispone el artículo 294 bis del

Código del ramo.

Regístrese y devuélvase.

Redacción de la Ministra señora Rava-

nales.

Pronunciada por la Décima Sala, integra-

da por el Ministro señor Carlos Cerda Fer-

nández, la Ministra señora Adelita Ravanales

Arriagada y el Abogado Integrante señor Fran-

cisco Tapia Guerrero.

Rol N° 2.567-2007.

Marta Donaire Matamoros
Abogado

Unidad de Coordinación

y Defensa Judicial

División Jurídica
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DEL DIARIO OFICIAL

24 Julio

• Banco Central de Chile. Tasa de Interés Promedio quincenal de captación para opera-

ciones reajustables entre 90 y 365 días.

30 Julio

• Ley Nº 20.283. Ley sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal.

• Tribunal Constitucional. Proyecto de Ley sobre recuperación del bosque nativo y

fomento forestal (Boletín Nº 669-01).

• Circular IF/Nº 75, de 15.07.08, de la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales

de Salud. Imparte instrucciones sobre la obligación de los prestadores de salud de

proporcionar información que permita acreditar el cumplimiento de las garantías ex-

plícitas en salud.

31 Julio

• Decreto Nº 29, de 17.06.08, de la Subsecretaría de Previsión Social. Aprueba el

Reglamento de la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones (publicado en esta

edición del Boletín Oficial).

1º Agosto

• Decreto Nº 154, de 27.05.08, del Ministerio de Relaciones Exteriores. Promulga el

Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República del Ecuador

y el Acuerdo que lo corrige (publicado en esta edición del Boletín Oficial).

• Decreto Nº 2.137 exento, de 16.06.08, del Ministerio de Educación. Modifica De-

creto Nº 2.272 exento, de 2007, que aprueba procedimientos para el reconocimien-

to de estudios de enseñanza básica y enseñanza media humanístico-científica y téc-

nico-profesional y de modalidad educación de adultos y de educación especial.

5 Agosto

• Resolución Nº 53 exenta, de 31.07.08, del Ministerio de Economía, Fomento y Re-

construcción. Califica empresas o establecimientos que se encuentran en las situa-
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ciones previstas por el artículo 384 del Código del Trabajo (publicada en esta edición

del Boletín Oficial).

7 Agosto

• Banco Central de Chile. Fija valor de la Unidad de Fomento, del Índice Valor Prome-

dio y Canasta Referencial de Monedas para los días comprendidos entre el 10 de

agosto de 2008 y 9 de septiembre de 2008.

13 Agosto

• Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Certificado Nº 8/2008. De-

termina interés corriente por el lapso que indica.

20 Agosto

• Ley Nº 20.285. Sobre acceso a la información pública (publicada en esta edición del

Boletín Oficial).

• Tribunal Constitucional. Proyecto de Ley sobre acceso a la información pública (Bole-

tín Nº 3773-06) (publicado en esta edición del Boletín Oficial).

• Resolución Nº 3.101 exenta, de 23.04.08, del Ministerio de Educación. Ordena pu-

blicación en el Diario Oficial de anexo de Decreto Nº 2.507 exento, de 2007, que

aprueba objetivos y contenidos adicionales de formación artística para los cursos de

1º a 8º año de enseñanza básica de los establecimientos educacionales que imparten

formación artística.

• Resolución Nº 3.102 exenta, de 23.04.08, del Ministerio de Educación. Ordena pu-

blicación en el Diario Oficial de anexo de Decreto Nº 2.508 exento, de 2007, que

aprueba objetivos y contenidos adicionales de formación.

23 Agosto

• Decreto Nº 176, de 2.07.08, del Ministerio de Relaciones Exteriores. Promulga el

Acuerdo para el Otorgamiento Recíproco de Permisos de Trabajo a favor de los De-

pendientes de Agentes Diplomáticos, Funcionarios Consulares y Personal Técnico

Administrativo de Misiones Diplomáticas y Consulares Acreditados en el otro País y

sus Anexos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados

Unidos Mexicanos y el acuerdo que lo corrige.
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INDICE TEMATICO

DICTAMENES DE LA DIRECCION
DEL TRABAJO

DEPARTAMENTO JURIDICO

MATERIA NUMERO FECHA PAGINA

Contrato de trabajo. Existencia. Cooperativa de trabajo. ..... 3.439/070 20.08.08 189

Contrato de trabajo. Cooperativas de trabajo. Efectos

previsionales. ........................................................... 3.439/070 20.08.08 189

Derechos fundamentales. Derecho a la intimidad. Vida

privada y honra de los trabajadores. ............................ 3.441/072 20.08.08 193

Documentación laboral. Documentación electrónica. Re-

quisitos ................................................................... 3.161/064 29.09.08 170

Documentación laboral. Documentación electrónica. Com-

probantes de feriado. Firma electrónica. Procedencia ..... 3.161/064 29.07.08 170

Empresas de servicios transitorios. Objeto. Alcance ........... 3.222/065 1.08.08 176

Estatuto de Salud. Concurso público. Declaración de

vacancia. ................................................................. 3.437/068 20.08.08 183

Estatuto de Salud. Evaluación. Empate ............................. 3.440/071 20.08.08 191

Estatuto Docente. Bonificación de excelencia. Relación

laboral extinguida. Procedencia. .................................. 3.438/069 20.08.08 187

Ley Nº19.464. Aplicabilidad. Guardias de Seguridad. ......... 3.285/067 7.08.08 182

Semana corrida. Base de cálculo ..................................... 3.262/066 5.08.08 177
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JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA DEL MES

SELECCIÓN DE DICTÁMENES

DOCUMENTACION LABORAL. DOCUMENTACION ELECTRONICA. CONTRA-
TO DE TRABAJO. FIRMA ELECTRONICA. PROCEDENCIA. REQUISITOS. COM-
PROBANTES DE FERIADO.

3.161/064, 29.07.08.

1) Resulta jurídicamente procedente que conforme al modelo de centralización
de documentación electrónico presentado por la empresa ESIGN S.A., se
proceda a suscribir contratos de trabajo haciendo uso de los medios de
firma electrónica establecidos en la Ley Nº 19.799, en tanto su implemen-
tación no impida las labores fiscalizadoras de este Servicio.

2) En la medida en que el sistema de digitalización electrónica de la documen-
tación que emana de las relaciones laborales propuesto por la empresa ESIGN
S.A., cumpla con los requisitos y condiciones de seguridad y operación
precedentemente indicados, constituirá un sistema válido en los términos
exigidos por el inciso 2º del artículo 31, del D.F.L. Nº 2, de 1967, y en
consecuencia, resultará jurídicamente procedente su implementación, todo
lo cual debe entenderse sin perjuicio de la facultad fiscalizadora que pueda
practicar este Servicio una vez que se implemente.

3) Se reconsidera la doctrina establecida en el Ord. Nº 375, de 25.01.05, con-
forme a la cual no resultaba procedente la digitalización computacional de
comprobantes de feriado mediante el procedimiento de la firma electrónica.

Fuentes: Ley Nº 19.799, Arts. 1º y 3º;

Código del Trabajo, Arts. 7º, 8º, 9º, 11,

54.177; D.F.L. Nº 2, de 1967, Art. 31.

Concordancias: Ord. Nº 5.442, de

22.12.06, Ord. Nº 375, de 25.01.05, Ord.

Nº 3.763/181, de 4.10.01, Ord. Nº 1.648/83,

de 1.04.97, Ord. Nº 7.301/341, de 12.12.94.

Mediante presentación del antecedente…,

la empresa ESIGN S.A., ha efectuado las

siguientes consultas:

1) Si resultaría jurídicamente procedente sus-

cribir los contratos de trabajo utilizando

el sistema de firma electrónica estableci-

do en la Ley Nº 19.799, haciendo uso

del modelo de centralización de docu-

mentación electrónica que presenta, y

2) Si resultaría jurídicamente procedente la

implementación de un sistema digitalizado

de centralización de la documentación

laboral, haciendo uso del modelo de cen-

tralización documental.

Fundamenta su presentación en que las

características técnicas del sistema propues-

to dan cumplimiento a las normas de la Ley

Nº 19.799, sobre documentos electrónicos y

firma electrónica.

1) En relación con la consulta signada con

este número cumplo con informar a Ud.

lo siguiente:

El artículo 1º de la Ley Nº 19.799, de

12.04.02, sobre Documentos Electróni-

cos, Firma Electrónica y Servicios de
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Certificación de Dicha Firma, establece
entre otros, el principio general de la
equivalencia del soporte electrónico y el
del papel escrito en los actos y contratos
celebrados por personas naturales, jurídi-
cas o los órganos del Estado.

Agrega el inciso final del mismo artículo:

“Toda interpretación de los preceptos de
esta ley, deberá guardar armonía con los
preceptos señalados”.

Complementa este principio de equivalen-
cia, el principio de eficacia a que se refiere
el inciso 1º del artículo 3º de este cuerpo
legal, al precisar en lo que interesa, que
“los actos y contratos otorgados o cele-
brados por personas naturales o jurídicas,
suscritos por medio de firma electrónica,
serán válidos de la misma manera y produ-
cirán los mismos efectos que celebrados
por escrito y en soporte de papel.”.

Sin embargo, este principio de eficacia
tiene algunas excepciones, entre las que
se cuenta la establecida por el legislador
en la letra b) del citado artículo 3º, que
señala:

“b) Aquellos en que la ley requiera la
concurrencia personal de alguna de las
partes.”.

Consecuencia de lo señalado, es que le-
galmente resulta posible la celebración
de actos o contratos que pueden constar
sólo y exclusivamente en registros com-
putacionales y existirán otros en que por
requerirse la concurrencia personal de
alguna de las partes, resultará improce-
dente su celebración de acuerdo a las
normas de la Ley Nº 19.799.

Ahora bien, en lo que respecta a los
contratos de trabajo, cabe señalar que el
inciso 1º del artículo 9º del Código del
Trabajo señala textualmente:

“El contrato de trabajo es consensual;

deberá constar por escrito en el plazo a

que se refiere el inciso siguiente, y firmar-

se por ambas partes en dos ejemplares,

quedando uno en poder de cada contra-

tante.”.

Por su parte, el artículo 11 del mismo

cuerpo legal expresa:

“Las modificaciones del contrato de traba-

jo se consignarán por escrito y serán firma-

das por las partes al dorso de los ejempla-

res del mismo o en documento anexo.”.

Como se aprecia, la escrituración del con-

trato de trabajo no constituye un requisi-

to de la esencia del mismo, sino que ha

sido impuesta como obligación por el

legislador para efectos probatorios, como

lo ha establecido la reiterada doctrina de

este Servicio contenida entre otros en

Ord. Nº 5.056, de 23.10.84, conforme

al cual la escrituración del contrato tiene

como objetivo servir de prueba de lo

pactado entre empleador y trabajador, y

el incumplimiento de esta obligación aca-

rrea para el empleador la aplicación de

multa administrativa.

Aclarado lo anterior, esto es, que la es-

crituración del contrato de trabajo persi-

gue fines probatorios, forzoso es razonar

que la forma y los medios en que se

proceda a practicarla, en nada alteran la

naturaleza consensual del contrato en

comento y por ende, en tanto dicha es-

crituración contenga las menciones míni-

mas de todo contrato de trabajo estable-

cidas en el artículo 10 del Código del

Trabajo, resultará irrelevante que se prac-

tique por medios manuscritos, mecáni-

cos, electrónicos o computacionales,

siempre que aquellos no impidan el otor-

gamiento del ejemplar del contrato de

trabajo que el dependiente requiere man-

tener en su poder.

Sin embargo, como se expresara en pá-

rrafos anteriores, conforme a la referida

Ley Nº 19.799, no resulta posible la

homologación de la equivalencia del so-
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porte electrónico y el del papel escrito en

aquellos actos o contratos en que la ley

requiera la concurrencia personal de al-

guna de las partes.

Los referidos impedimentos se encuen-

tran establecidos por el legislador en ra-

zón de tratarse de actos que requieren

de la asistencia personal de una de las

partes a la celebración del acto o contra-

to y no en relación a la forma en que

dicha persona pudiera manifestar su vo-

luntad destinada a crear, modificar o ex-

tinguir derechos.

Ahora bien, en lo que respecta al contra-

to de trabajo, éste es de carácter con-

sensual y el legislador no ha establecido

a su respecto requisito o formalidad al-

guna para su suscripción, bastando el

acuerdo de voluntades de empleador y

trabajador para su celebración.

Conforme a lo señalado, y considerando

que la voluntad es posible de ser manifes-

tada de múltiples formas, resultará irrele-

vante que ella se exteriorice por medios

electrónicos, mecánicos u otros, para dar

origen a una relación laboral regida por el

Art. 7º del mismo cuerpo legal.

Corrobora lo anterior, el que nuestro or-

denamiento jurídico establece en el ar-

tículo 8º del Código del Trabajo la exis-

tencia de un contrato de trabajo cuando

la prestación de los servicios personales

del trabajador se efectúa bajo dependen-

cia y subordinación del empleador, aun

cuando no hayan suscrito un contrato de

trabajo entre ellas.

Lo señalado, es consecuencia de que la

relación laboral es la que genera efecti-

vamente derechos y obligaciones entre

las partes y constituye en nuestra nor-

mativa una manifestación del principio

de primacía de la realidad, conforme al

cual deberá estarse a la realidad de los

hechos por sobre lo que indiquen los

documentos, al momento de analizar si

estamos en presencia o no, de una rela-

ción laboral.

En la especie, de acuerdo a la documen-

tación acompañada en la presentación

de la empresa solicitante, el sistema pro-

puesto autentifica al representante del

empleador en el software, mediante fir-

ma electrónica avanzada, permitiendo que

sólo representantes autorizados puedan

acceder al sistema.

Por otra parte mediante el ingreso del

R.U.T. o cédula de identidad del trabaja-

dor al sistema, se conforma un borrador

del documento electrónico laboral, que

una vez aceptado por el dependiente,

invita a éste a ingresar su huella digital

en el lector, la cual es capturada, corro-

borada y validada por el sistema junto

con el RUT con los antecedentes que

posee el sistema de Servicio de Registro

Civil electrónico (SRCel), para compro-

bar si pertenecen a la misma persona

cuyos datos se ingresaron, caso en el

cual se procede a generar un timbre en

formato PDF 417, que permiten darle un

carácter digital a una copia en papel.

Igualmente en los antecedente se expone

que en el caso de los contratos, anexos

de contratos de trabajo o documentos

que deben ser firmados por ambas partes,

luego de la firma de aplicación del trabaja-

dor lo hará el empleador, haciendo uso de

firma electrónica avanzada, procediéndo-

se posteriormente al almacenamiento e

impresión para el trabajador, no resultan-

do inseguro de esta forma la utilización de

dos certificados distintos ya que el docu-

mento electrónico laboral final no es sus-

ceptible de ser modificado.

La situación planteada a la luz de las

normas legales antes transcritas y co-

mentadas permite afirmar que el sistema

propuesto permite que trabajador y em-

pleador manifiesten por medios electró-

nicos su voluntad de celebrar un contra-

to de trabajo.
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De igual forma, el sistema garantiza que

la voluntad manifestada por dichas par-

tes a través de medios electrónicos co-

rresponda a las mismas, a la vez que

asegura que el trabajador guarde cons-

tancia física del documento electrónico,

con lo cual se está dando cumplimiento

al requisito de escriturar el contrato.

En consecuencia, sobre la base de las

disposiciones legales citadas, jurispruden-

cia administrativa consultada y conside-

raciones formuladas, en respuesta a su

consulta, cumplo con informar a Ud. que

resultaría jurídicamente procedente que

conforme al modelo de centralización de

documentación electrónico presentado

por la empresa ESIGN S.A., se proceda a

suscribir contratos de trabajo haciendo

uso de los medios de firma electrónica

establecidos en la Ley Nº 19.799, en

tanto su implementación no impida las

labores fiscalizadoras de este Servicio.

2) En lo que respecta a si resultaría jurídica-

mente procedente la implementación del

mismo modelo de centralización de do-

cumentación laboral, digitalizada electró-

nicamente conforme al procedimiento que

acompaña, cumplo con informar a Ud. lo

siguiente:

El inciso 2º del artículo 31 del D.F.L. Nº 2,

de 1967, Ley Orgánica de la Dirección

del Trabajo expresa: “Toda aquella docu-

mentación que deriva de las relaciones

de trabajo deberá mantenerse en los es-

tablecimientos y faenas en que se desa-

rrollen labores y funciones”.

La norma legal preinserta obliga al em-

pleador a mantener en los establecimien-

tos y faenas en que se desarrollen labo-

res y funciones toda la documentación

derivada de las relaciones de trabajo y

busca además de dar protección a las

partes que concurren a dicha relación a

partir de la expresión formal de sus dere-

chos y obligaciones, el facilitar la labor

de fiscalización de este Servicio.

Ahora bien, la conclusión anterior ha sido

reiterada uniformemente por la doctrina

de este Servicio, contenida entre otros,

en Ord. Nº 1.648/83, de 1.04.97.

Sin embargo, lo señalado no debe tener-

se como un obstáculo para el desarrollo

de procesos informáticos cuando en la

práctica éstos guarden una debida armo-

nía entre modernidad y eficiencia al per-

mitir el cabal cumplimiento de las dispo-

siciones legales y faciliten la labor de

fiscalización de los organismos compe-

tentes.

Al respecto, en principio, posible sería

afirmar que nada obstaría a que el em-

pleador en uso de sus facultades de ad-

ministración implemente un respaldo

digitalizado de todos los documentos de-

rivados de sus relaciones laborales al

cual puedan acceder personalmente los

trabajadores interesados, en tanto se res-

guarde su debida fidelidad conforme al

inciso 2º del artículo 31 del D.F.L. Nº 2,

de 1967, que permita hacer efectivas las

labores de fiscalización de la Dirección

del Trabajo o de otros organismos com-

petentes.

Tras todo lo señalado, una vez analizado

el sistema propuesto y partiendo del su-

puesto de la efectividad de las caracte-

rísticas del sistema en cuanto a su segu-

ridad y forma de operación, y con el

objeto de armonizar, como se expresara,

los objetivos de modernidad y eficiencia,

esta Dirección estima necesario para con-

siderar que el mismo constituye un siste-

ma válido en los términos exigidos por el

inciso 2º del artículo 31 del D.F.L. Nº 2,

de 1967, precitado, que aquel debe cum-

plir, a lo menos, los siguientes requisitos

básicos:

a) Permitir al fiscalizador una consulta

directa a la página web de la empre-

sa en que se implemente el sistema

digitalizado de centralización de la
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documentación laboral propuesto por
la empresa ESIGN S.A., desde cual-
quier computador de la Dirección del
Trabajo conectado a Internet, a par-
tir del RUT del empleador y una me-
dida de seguridad a establecer con-
juntamente con la recurrente, con el
objeto de garantizar que las labores
de fiscalización de la documenta-
ción centralizada digitalmente se pue-
dan realizar sin impedimento o res-
tricción, ya sea en razón de fecha,
volumen, tipo de documento, o cual-
quier otra causa que impida o limite
su práctica.

b) Permitir igual consulta y forma de
acceso anterior desde computado-
res del empleador fiscalizado, en el
lugar de trabajo.

c) Permitir la impresión de la documen-
tación laboral, como también de la
certificación que otorga el sistema
con firma digital.

d) Permitir directamente ante el em-
pleador fiscalizado y con la sola iden-
tificación del fiscalizador, la ratifica-
ción de la documentación laboral.

Luego, en respuesta a esta consulta, cum-
plo con informar a Ud. que en la medida
en que el sistema de digitalización elec-
trónica de la documentación que emana
de las relaciones laborales propuesto por
la empresa ESIGN S.A., cumpla con los
requisitos y condiciones de seguridad y
operación precedentemente indicados,
esta Dirección considera que el mismo
constituye un sistema válido en los tér-
minos exigidos por el inciso 2º del artícu-
lo 31, del D.F.L. Nº 2, de 1967, y en
consecuencia, resultará jurídicamente pro-
cedente su implementación, todo lo cual
debe entenderse sin perjuicio de la facul-
tad fiscalizadora que pueda practicar este
Servicio una vez que se implemente.

Por ultimo, sin perjuicio de lo anterior, y

por tratarse de aspectos relacionados con

la materia de este pronunciamiento, cabe

hacer presente que el legislador ha im-

puesto al empleador durante la vigencia

de la relación laboral, la obligación de

entregar copia de algunos documentos al

trabajador, como acontece en los siguien-

tes casos:

a) El artículo 54 del Código del Trabajo

que dispone:

“Junto con el pago, el empleador

deberá entregar al trabajador un com-

probante con indicación del monto

pagado, de la forma como se deter-

minó y de las deducciones efectua-

das”.

De la disposición precitada se infiere

que la ley obliga al empleador a en-

tregar a sus dependientes, conjunta-

mente con el pago de sus remunera-

ciones, un comprobante que con-

tenga las menciones que a continua-

ción se indican:

a) Monto de la remuneración paga-

da,

b) Forma como se determinó dicha

remuneración, y

c) Descuentos practicados.

Sobre el particular, este Servicio ha

resuelto previa fiscalización y res-

pecto sólo de situaciones puntuales,

como acontece en Ord. Nº 5.442,

de 22.12.06, el que se autorice a la

empleadora implementar la entrega

de comprobante de remuneraciones

de los trabajadores a través de un

sistema computacional.

Se fundamenta lo resuelto, en la

circunstancia de que conforme a la

reiterada y uniforme doctrina de este

Servicio, contenida entre otros en

Ord. Nº 7.301/341, de 12.12.94,
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para su mejor información, se ha

determinado que no procede exigir

al empleador que en los comproban-

tes o liquidaciones de remuneracio-

nes se encuentre estampada la fir-

ma del trabajador en señal de acep-

tación, por lo que resultaría jurídica-

mente procedente determinar que los

comprobantes de remuneraciones

emitidos electrónicamente se encon-

trarían entre aquellos documentos

susceptibles de constar sólo y ex-

clusivamente en registros computa-

cionales, es decir sin respaldo mate-

rial, en tanto el respaldo electrónico

pudiera hacer efectivas las labores

de fiscalización y el sistema confor-

me al cual se practique garantice la

fidelidad de su información, todo lo

cual debe entenderse previa autori-

zación de este Servicio.

b) En cuanto a los comprobantes de

feriado, cabe señalar que tanto la

petición de feriado efectuada por el

dependiente como la aceptación u

otorgamiento del mismo por parte

del empleador podrían efectuarse me-

diante el procedimiento de firma

digital en tanto su respaldo electró-

nico permita hacer efectivas las la-

bores de fiscalización de la Direc-

ción del Trabajo, por lo que debe

tenerse por reconsiderada la doctri-

na establecida en el Ord. Nº 375, de

25.01.05, conforme a la cual no

resultaba procedente su digitalización

computacional mediante el sistema

de la firma electrónica.

c) Respecto de los finiquitos, por exigir

el artículo 177 del Código del Traba-

jo el cumplimiento de ciertas solem-

nidades, como sería la presencia de

un ministro de fe, se estima que no

resultaría posible de ser suscrito me-

diante el procedimiento de firma elec-

trónica y en consecuencia deberá

constar de un respaldo físico firma-

do por ambas partes, que permita

hacer efectiva la fiscalización de este

Servicio, según dispone el inciso fi-

nal del artículo 9º del Código del

Trabajo.

En consecuencia, sobre la base de las

disposiciones legales citadas y jurispru-

dencia administrativa consultada y con-

sideraciones formuladas, cumplo con in-

formar a Ud. que:

1) Resulta jurídicamente procedente que

conforme al modelo de centraliza-

ción de documentación electrónico

presentado por la empresa ESIGN

S.A., se proceda a suscribir contra-

tos de trabajo haciendo uso de los

medios de firma electrónica estable-

cidos en la Ley Nº 19.799, en tanto

su implementación no impida las la-

bores fiscalizadoras de este Servicio;

2) En la medida en que el sistema de

digitalización electrónica de la docu-

mentación que emana de las relacio-

nes laborales propuesto por la em-

presa ESIGN S.A., cumpla con los

requisitos y condiciones de seguri-

dad y operación precedentemente

indicados, constituirá un sistema vá-

lido en los términos exigidos por el

inciso 2º del artículo 31, del D.F.L.

Nº 2, de 1967, y en consecuencia,

resultará jurídicamente procedente su

implementación, todo lo cual debe

entenderse sin perjuicio de la facul-

tad fiscalizadora que pueda practi-

car este Servicio una vez que se

implemente.

3) Se reconsidera la doctrina estableci-

da en el Ord. Nº 375, de 25.01.05,

conforme a la cual no resultaba pro-

cedente la digitalización computa-

cional de comprobantes de feriado

mediante el procedimiento de la fir-

ma electrónica.
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EMPRESAS DE SERVICIOS TRANSITORIOS. OBJETO. ALCANCE.

3.222/065, 1.08.08.

A las empresas de servicios transitorios que ponen a disposición trabajadores
para desempeñarse en labores inherentes a seguridad privada no les corres-
ponde incluir en el objeto o giro de la misma, consignado en la escritura social,
dicho objetivo, por tratarse de personas jurídicas que por disposición legal tie-
nen objeto social exclusivo.

Fuentes: Código del Trabajo, Art. 183-F.

Mediante Memorando del antecedente…,

se ha remitido presentación de la Empresa de

Servicios Transitorios Asegline E.S.T. Ltda. en

que se solicita un pronunciamiento de esta

Dirección tendiente a determinar si las empre-

sas de servicios transitorios que desean desa-

rrollar actividades en materia de seguridad pri-

vada, deben necesariamente incluir en el obje-

to o giro de la misma, consignado en la escri-

tura social, dicho objetivo en forma expresa.

Lo anterior, por cuanto la Prefectura San-

tiago Central de Carabineros de Chile, ante una

consulta de dicha empresa, ha estimado que se

debe señalar en esa forma en el pacto social.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.

lo siguiente:

El artículo 183-F del Código del Trabajo,

en su letra a), dispone:

“Para los fines de este Código, se entien-

de por:

a) Empresa de Servicios Transitorios: toda

persona jurídica, inscrita en el registro

respectivo, que tenga por objeto social

exclusivo poner a disposición de terceros

denominados para estos efectos empre-

sas usuarias, trabajadores para cumplir

en estas últimas, tareas de carácter tran-

sitorio u ocasional, como asimismo la

selección, capacitación y formación de

trabajadores, así como otras actividades

afines en el ámbito de los recursos hu-

manos.”.

De la norma legal transcrita es posible

inferir que son empresas de servicios transi-

torios las personas jurídicas debidamente ins-

critas, cuyo objeto social exclusivo sea poner

a disposición de terceros, o empresas usua-

rias, trabajadores para que cumplan en ellas

labores ocasionales o transitorias.

Respecto del denominado giro de las em-

presas de servicios transitorios, esto es, el

tipo de actividades al que legalmente pueden

dedicarse, cabe señalar que este precepto

legal establece un giro exclusivo, en cuanto

las empresas de servicios transitorios pueden

dedicarse sólo a las actividades económicas

expresamente señaladas en la ley, pero no es

un giro único, en cuanto se permite realizar

diversas actividades en las mismas, siempre

a condición de que se trate de aquellas seña-

ladas en la normativa legal, todas afines al

ámbito de los recursos humanos.

En relación a este tema, la jurisprudencia

de este Servicio, ha señalado que el giro de las

empresas en comento, en lo relativo a poner a

trabajadores a disposición de terceros, ade-

más de exclusivo, es excluyente, en cuanto

impide que otros sujetos de derecho se dedi-

quen a la actividad que, por la estructura y el

sentido de la nueva normativa legal que existe

al respecto, corresponde únicamente a las em-

presas de servicios transitorios.
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Ahora bien, como el giro que nos ocupa

es poner trabajadores a disposición de terce-

ros, según se ha señalado, es posible afirmar

que estos trabajadores pueden ser suminis-

trados para prestar servicios en labores de

construcción, aseo, ventas, repostería, segu-

ridad, etc. en empresas usuarias.

Lo anterior permite sostener, por lo tanto,

que en el caso de una EST que proporcionará,

en carácter transitorio u ocasional, recursos

humanos a terceros para desempeñarse en

servicios relativos a seguridad privada, bastará

con que el giro u objeto social consignado en

la escritura social contenga como actividad la

señalada en la letra a) del artículo 183-F, sin

que corresponda señalar que dentro de estos

servicios se realizarán aquellos relacionados

con la referida materia. El giro en este evento,

no es la seguridad propiamente tal, sino la de

poner a disposición de cualquier cliente que lo

solicite, personal calificado.

En consecuencia, sobre la base de la

disposición legal citada y consideraciones ex-

puestas, cumplo con informar a Ud. que a las

empresas de servicios transitorios que ponen

a disposición trabajadores para desempeñar-

se en labores inherentes a seguridad privada

no les corresponde incluir en el objeto o giro

de la misma, consignado en la escritura so-

cial, dicho objetivo, por tratarse de personas

jurídicas que por disposición legal tienen ob-

jeto social exclusivo.

SEMANA CORRIDA. BASE DE CALCULO.

3.262/066, 5.08.08.

Para determinar la base de cálculo del beneficio de semana corrida regulado en
el artículo 45 del Código del Trabajo, deberán considerarse los estipendios
fijos o variables que reúnan los requisitos analizados en el cuerpo del presente
informe.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 45.

Concordancias: Dictámenes Nºs. 8.695/445,

de 16.12.86, 6.124/139, de 24.08.90, 2.372/

111, de 12.04.95, 1.036/50, de 8.02.96,

1.715/ 65, de 18.03.96 y 339/27, de 30.01.02.

Por necesidades del Servicio se ha esti-

mado necesario precisar los estipendios que

deben conformar la base de cálculo del bene-

ficio de semana corrida, tras la modificación

introducida al artículo 45 del Código del Tra-

bajo, por la Ley Nº 20.281, publicada en el

Diario Oficial de 21 de julio de 2008.

Sobre el particular, cabe informar a Ud.

lo siguiente:

El texto actual del citado artículo 45, es

el siguiente:

“El trabajador remunerado exclusivamente

por día tendrá derecho a la remuneración en

dinero por los días domingo y festivos, la que

equivaldrá al promedio de lo devengado en el

respectivo período de pago, el que se deter-

minará dividiendo la suma total de las remu-

neraciones diarias devengadas por el número

de días en que legalmente debió laborar en la

semana. Igual derecho tendrá el trabajador

remunerado por sueldo mensual y remunera-

ciones variables, tales como comisiones o

trato, pero, en este caso, el promedio se

calculará solo en relación a la parte variable

de sus remuneraciones”.
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“No se considerarán para los efectos in-

dicados en el inciso anterior las remuneracio-

nes que tengan carácter accesorio o extraor-

dinario, tales como gratificaciones, aguinal-

dos, bonificaciones u otras.”.

“Para los efectos de lo dispuesto en el

inciso tercero del artículo 32, el sueldo diario

de los trabajadores a que se refiere este ar-

tículo, incluirá lo pagado por este título en los

días domingo y festivos comprendidos en el

período en que se liquiden las horas extraor-

dinaria, cuya base de cálculo en ningún caso

podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual.

Toda estipulación en contrario se tendrá por

no escrita.

“Lo dispuesto en los incisos precedentes

se aplicará, en cuanto corresponda, a los días

de descanso que tienen los trabajadores ex-

ceptuados del descanso a que se refiere el

artículo 35”.

De las disposiciones legales precedente-

mente transcritas se colige que los trabajado-

res remunerados exclusivamente por día, tie-

nen derecho a percibir por los días domingo y

festivos o por los días de descanso compen-

satorio, según el caso, una remuneración equi-

valente al promedio de lo devengado en el

respectivo período de pago.

Se infiere, igualmente, que el legislador,

a través de la reforma introducida por la Ley

Nº 20.281, ha modificado el ámbito de apli-

cación de dicha norma, considerando ahora a

trabajadores afectos a un sistema remunera-

cional mixto integrado por sueldo mensual y

remuneraciones variables, precisando que en

este caso el cálculo de los respectivos días de

descanso deberá efectuarse considerando úni-

camente el promedio de lo percibido por con-

cepto de remuneraciones variables en el co-

rrespondiente período de pago.

Por otra parte, cabe señalar que si no se

hubiera modificado el artículo 45, en los tér-

minos ya señalados, los trabajadores que te-

nían derecho a semana corrida, habrían perdi-

do dicho beneficio, por cuanto, en el nuevo

sueldo base mensual consagrado por la ley,

se entendería comprendido el pago de los

días domingo y festivos o los días de descan-

so compensatorios, según correspondiera, des-

apareciendo prácticamente con ello la institu-

ción de la semana corrida.

Lo anterior permite sostener, que la alu-

dida modificación, si bien extiende el benefi-

cio en análisis a los trabajadores con remune-

ración mixta, no pretendió en caso alguno,

modificar o aumentar la base de cálculo de la

semana corrida.

Precisado lo anterior, cabe señalar que

de acuerdo al artículo 45 ya transcrito, el

primer requisito que debe reunir un determi-

nado estipendio para integrar dicha base de

cálculo, es que el mismo revista el carácter

de remuneración.

Al respecto, es necesario tener presente

que el artículo 41 del Código del Trabajo,

preceptúa:

“Se entiende por remuneración las con-

traprestaciones en dinero y las adicionales en

especie avaluables en dinero que debe perci-

bir el trabajador del empleador por causa del

contrato de trabajo”.

“No constituyen remuneración las asig-

naciones de movilización, de pérdida de caja,

de desgaste de herramientas y de colación,

los viáticos, las prestaciones familiares otor-

gadas en conformidad a la ley, la indemniza-

ción por años de servicio establecida en el

artículo 163 y las demás que proceda pagar

al extinguirse la relación contractual ni, en

general, las devoluciones de gastos en que se

incurra por causa del trabajo.”.

De la norma legal anotada se infiere que

el concepto de remuneración involucra todas

aquellas contraprestaciones en dinero o en

especie avaluables en dinero, que tienen por

causa el contrato de trabajo.

De la misma disposición fluye que , por el

contrario, no revisten tal carácter, aquellas
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contraprestaciones a que se refiere el inciso

segundo de dicha norma, esto es, las que a

continuación se indican:

a) Asignaciones de movilización, de pérdi-

da de caja, de desgaste de herramientas

y de colación,

b) Las prestaciones familiares otorgadas por

ley,

c) Los viáticos,

d) La indemnización legal por años de servi-

cio y aquellas que proceda pagar al tér-

mino de la relación laboral, y

e) En general, las devoluciones de gastos

en que se incurra por causa del trabajo.

Acorde a lo expresado, preciso es conve-

nir que para determinar la base de cálculo de

la semana corrida sólo procede considerar

aquellos emolumentos que pueden ser califi-

cados como remuneración en los términos

del inciso 1º del artículo 41, debiendo excluir-

se todos aquellos que de acuerdo al inciso 2º

del mismo precepto no revisten tal carácter y

a los cuales se ha hecho referencia en las

letras precedentes.

Ahora bien, para precisar qué remunera-

ciones deben integrar la base de cálculo del

beneficio, se hace necesario efectuar la si-

guiente distinción:

1. Remuneraciones de carácter fijo:

Conforme a la reiterada jurisprudencia de

este Servicio, se considera remuneración

fija tanto aquella cuyo monto se encuen-

tra preestablecido en el contrato de tra-

bajo, como aquella en que éste puede

ser determinado de acuerdo a las bases

numéricas consignadas en el mismo ins-

trumento.

Ahora bien, conforme a lo prescrito por

el citado artículo 45, una remuneración

de tal naturaleza deberá considerarse para

determinar la base de cálculo de la sema-

na corrida cuando reúna los siguientes

requisitos:

1.1.Que sea devengada diariamente y

1.2. Que sea principal y ordinaria

1.1. En relación con este requisito, la

jurisprudencia administrativa de este

Servicio ha precisado que debe en-

tenderse que cumple tal condición

aquella que el trabajador incorpora a

su patrimonio día a día, en función

del trabajo diario, esto es, la remu-

neración que tiene derecho a perci-

bir por cada día laborado, sin perjui-

cio de que su pago se realice en

forma mensual.

Lo anteriormente expuesto permite

concluir que no deben incluirse en la

base de cálculo de la semana corri-

da aquellos estipendios que, no obs-

tante ser de carácter fijo, no se

devengan diariamente, sino en for-

ma mensual, como ocurre, con el

sueldo o sueldo base previsto en la

letra a) del artículo 42 del Código

del Trabajo.

1.2.En lo que respecta a este segundo

requisito, cabe manifestar que la doc-

trina de este Servicio ha precisado,

en forma reiterada y uniforme lo que

debe entenderse por remuneracio-

nes principales y ordinarias, seña-

lando que pueden ser calificadas

como tales aquellas que subsisten

por sí mismas, independientemente

de otra remuneración.

Acorde a ello, forzoso es convenir

que sólo corresponde incluir en la

base de cálculo del beneficio de que

se trata las remuneraciones fijas que

revistan el carácter de principales y

ordinarias, de acuerdo al concepto

ya señalado, no procediendo consi-

derar para tales efectos aquellas que
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la ley expresamente excluye, esto

es, las de carácter accesorio, las

que de acuerdo a la jurisprudencia

administrativa de este Servicio son

aquellas incapaces de subsistir por

sí mismas, que van unidas a la re-

muneración principal, que dependen

de ella y que son anexas o secunda-

rias. Tampoco procede incluir las re-

muneraciones de carácter extraordi-

nario, definidas por este Servicio

como aquellas excepcionales o

infrecuentes.

Conforme a lo expresado, posible resulta

concluir que, tratándose de remuneracio-

nes de carácter fijo, la base de cálculo de

la semana corrida deberá considerar to-

dos los estipendios, que teniendo tal ca-

rácter, reúnan los requisitos analizados

en los Nºs. 1.1 y 1.2 precedentes.

De acuerdo a los señalados requisitos,

corresponderá considerar el sueldo base

diario en la base de cálculo de la semana

corrida, por ser éste un estipendio que se

devenga en forma diaria y constituir una

remuneración principal, toda vez que sub-

siste por sí mismo, en forma indepen-

diente de toda otra remuneración. En la

misma situación se encontraría un bono

fijo por turno nocturno, en la medida que

el trabajo nocturno se realice en forma

permanente, sea porque se labore siem-

pre en dicho horario o bien, a través de tur-

nos nocturnos rotativos preestablecidos.

Por el contrario, no procedería conside-

rar para determinar la aludida base de

cálculo, un bono de antigüedad de carác-

ter mensual pactado como un porcentaje

del sueldo base, atendido que no cumple

ninguno de los requisitos precedentemen-

te analizados, toda vez que no se devenga

diariamente y no es un estipendio princi-

pal, sino accesorio. Tampoco procedería

considerar para los señalados efectos,

los aguinaldos de navidad y fiestas pa-

trias, puesto que dichos emolumentos

son excepcionales e infrecuentes.

Sin perjuicio de todo lo expuesto, es

preciso señalar, que la determinación de
si un estipendio de carácter fijo reúne los
señalados requisitos, deberá hacerse,
caso a caso, previo análisis de la respec-
tiva estipulación contractual y/o la forma
como ha sido otorgado, si no existiere

pacto escrito al respecto.

2. Remuneraciones variables.

En relación con este tipo de remunera-
ciones, es preciso señalar que la doctrina

uniforme y reiterada de este Servicio ha
establecido que debe entenderse por re-
muneración variable todo estipendio que,
de acuerdo al contrato de trabajo y res-
pondiendo al concepto de remuneración,
implique la posibilidad de que el resulta-

do mensual total sea desigual de un mes
a otro.

La doctrina precitada encuentra su fun-
damento en la disposición contenida en
el artículo 71, inciso 2º, del Código del

Trabajo, el cual establece:

“Se entenderá por remuneraciones varia-
bles los tratos, comisiones, primas y otras
que con arreglo al contrato de trabajo
impliquen la posibilidad de que el resulta-

do mensual total no sea constante entre
uno y otro mes”.

Como es dable apreciar, los ejemplos
propuestos por el legislador en la norma
antes transcrita, autorizan para sostener

que lo que caracteriza a una remunera-
ción variable es que su pago queda su-
bordinado al acaecimiento de determina-
dos supuestos condicionantes que pue-
den ocurrir o no, o cuya magnitud es
imprevisible, lo que en definitiva implica

que el monto mensual total no sea cons-
tante entre un mes y otro.

Ahora bien, las remuneraciones variables
que procede considerar para determinar

la base de cálculo de la semana corrida,

deberán reunir los siguientes requisitos:
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2.1. Que sea devengada diariamente, y

2.2. Que sea principal y ordinaria.

Por lo que concierne al requisito estable-

cido en el punto 2.1., preciso es reiterar

lo ya expresado al analizar el mismo re-

quisito en el punto 1.1., en cuanto a que

deberá estimarse que una remuneración

se devenga diariamente si el trabajador

la incorpora a su patrimonio día a día, esto

es, aquella que el trabajador tiene dere-

cho a impetrar por cada día trabajado.

Lo anteriormente expuesto determina que

no deberán considerarse para establecer

la base de cálculo del beneficio en co-

mento, aquellas remuneraciones que aun

cuando revisten la condición de varia-

bles, no se devengan diariamente en los

términos antes expresados, como ocurri-

ría, si ésta se determina mensualmente

sobre la base de los montos generados

por el rendimiento colectivo de todos los

trabajadores, como sucedería por ejem-

plo, en el caso de una remuneración pac-

tada mensualmente en base a un porcen-

taje o comisión calculada sobre la totali-

dad de los ingresos brutos de una empre-

sa o establecimiento de ésta.

Al respecto, la jurisprudencia administra-

tiva de este Servicio, contenida, entre

otros, en Dictámenes Nºs. 8.695/445, de

16.12.86, 6.124/139, de 24.08.90, y

2.372/111, de 12.04.95 ha resuelto que

no tienen derecho al beneficio de semana

corrida, por no cumplirse el requisito en

análisis, aquellos trabajadores que tienen

pactadas comisiones mensuales en base

a un porcentaje de la venta neta efectua-

da por el establecimiento en un determi-

nado mes, las cuales se reparten propor-

cionalmente entre todos los vendedores.

En lo que se refiere al requisito consigna-

do en numeral 2.2. cabe remitirse a lo

expresado sobre la misma materia en el

punto 1.2. del presente informe.

Sin perjuicio de lo precedentemente ex-

puesto, es preciso señalar, que la deter-

minación de si un estipendio de carácter

variable reúne la totalidad de los señala-

dos requisitos, deberá hacerse caso a

caso, previo análisis de la respectiva es-

tipulación contractual y/o la forma como

ha sido otorgado, si no existiere acuerdo

escrito al respecto.

3. Situación de los trabajadores que tienen

pactada una jornada en menos de cinco

días.

En relación con la materia, es necesario

señalar finalmente que la jurisprudencia

administrativa de esta Dirección, en for-

ma reiterada y uniforme ha sostenido,

entre otros, en Dictámenes Nºs. 1.036/

50 de 8.02.96, 1.715/ 65, de 18.03.96

y 339/27 de 30.01.02, que “Los traba-

jadores remunerados exclusivamente por

día, contratados para prestar servicios

en una jornada ordinaria de trabajo distri-

buida en menos de cinco días a la sema-

na no tienen derecho a percibir remune-

ración por los días domingo y festivos en

los términos previstos en el artículo 45

del Código del Trabajo”.

La doctrina antes enunciada no se ve alte-

rada tras la modificación introducida al

inciso 1º del artículo 45 del Código del

Trabajo por la Ley Nº 20.281, lo cual per-

mite concluir que los trabajadores que se

encuentran en la situación que allí se anali-

za no han tenido ni tienen derecho a impe-

trar el beneficio de semana corrida en los

términos previstos en la citada norma le-

gal. La misma conclusión resulta aplicable

a los descansos compensatorios de los tra-

bajadores, afectos a una jornada distribui-

da en menos de cinco días, exceptuados

del descanso dominical y de días festivos.

En consecuencia, sobre la base de la

disposición legal citada, consideraciones

formuladas y jurisprudencia administrati-

va invocada, cúmpleme informar a Ud.

que para determinar la base de cálculo
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del beneficio de semana corrida regulado

en el artículo 45 del Código del Trabajo,

deberán considerarse los estipendios fi-

jos o variables que reúnan los requisitos

analizados en el cuerpo del presente este

informe.

LEY Nº 19.464. APLICABILIDAD. GUARDIAS DE SEGURIDAD.

3.285/067, 7.08.08.

Los trabajadores de la Corporación Municipal de Desarrollo Social de Pudahuel,
que se desempeñan como guardias de seguridad en los establecimientos edu-
cacionales dependientes de la misma, quedan regidos por la Ley Nº 19.464,
modificada por la Ley Nº 20.244.

Fuentes: Ley Nº 19.464, artículo 2º,

modificado por la Ley Nº 20.244.

Mediante ordinario del antecedente, ha

solicitado un pronunciamiento acerca de si

los trabajadores de la Corporación Municipal

de Desarrollo Social de Pudahuel, que se des-

empeñan como guardias de seguridad en los

establecimientos educacionales dependientes

de la misma, quedan regidos por la Ley

Nº 19.464, modificada por la Ley Nº 20.244.

Al respecto, cumplo en informar a Uds.

lo siguiente:

La Ley Nº 19.464, en su texto fijado por

la Ley Nº 20.244, en su artículo 2º, dispone:

“La presente ley se aplicará al personal

asistente de la educación de los estableci-

mientos educacionales administrados directa-

mente por las municipalidades, o por corpora-

ciones privadas sin fines de lucro creadas por

éstas para administrar la educación munici-

pal, al de los establecimientos de educación

particular subvencionada y al regido por el

Decreto Ley Nº 3.166, de 1980, que realice

al menos una de las siguientes funciones:

“a) De carácter profesional, que es aque-

lla que realizan los profesionales no afectos a

la Ley Nº 19.070, para cuyo desempeño de-

berán contar con un título de una carrera de,

a lo menos, 8 semestres de duración, otorga-

do por una universidad o instituto profesional

del Estado o reconocidos por éste;

“b) De paradocencia, que es aquella de

nivel técnico, complementaria a la labor edu-

cativa, dirigida a desarrollar, apoyar y contro-

lar el proceso de enseñanza-aprendizaje, in-

cluyendo las labores de apoyo administrativo

necesarias para la administración que se lle-

ven a cabo en las distintas unidades educati-

vas. Para el ejercicio de esta función deberán

contar con licencia media y, en su caso, con

un título de nivel técnico otorgado por un

establecimiento de educación media técnico-

profesional o por una institución de educa-

ción superior reconocida oficialmente por el

estado, y media técnico profesional o por una

institución de educación superior reconocida

oficialmente por el Estado, y

“c) De servicios auxiliares, que es aque-

lla que corresponde a las labores de cuidado,

protección, mantención y limpieza de los es-

tablecimientos, excluidas aquellas que requie-

ran de conocimientos técnicos específicos.

Para el desempeño de estas funciones se

deberá contar con licencia de educación me-

dia.
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Se aplicará, asimismo, al personal asis-

tente de la educación que cumpla funciones

en internados administrados directamente por

las municipalidades o por corporaciones pri-

vadas sin fines de lucro creadas por éstas”.

De la norma legal precedentemente

transcrita se infiere que resultan aplicables

las normas de la Ley Nº 19.464, modificada

por la Ley Nº 20.244, a quienes, desempe-

ñándose en los establecimientos educaciona-

les de los sectores mencionados, cumplan

alguna de las labores allí mencionadas.

Ahora bien, analizada la labor por la cual

se consulta, esto es guardias de seguridad en

los establecimientos educacionales, preciso

es sostener que la misma queda comprendida

en las labores de servicios auxiliares, puesto

que corresponde a labores de cuidado y pro-

tección de las escuelas, razón por la cual

preciso es sostener que les son aplicables las

normas de la Ley Nº 19.464, modificada por

la Ley Nº 20.244.

En consecuencia, sobre la base de la dis-

posición legal transcrita y comentada, y conside-

raciones formuladas, cumplo con informar a Ud.

que los trabajadores de la Corporación Munici-

pal de Desarrollo Social de Pudahuel, que se

desempeñan como guardias de seguridad en

los establecimientos educacionales dependien-

tes de la misma, quedan regidos por la Ley

Nº 19.464, modificada por la Ley Nº 20.244.

ESTATUTO DE SALUD. CONCURSO PUBLICO. DECLARACION DE VACANCIA.

3.437/068, 20.08.08.

No se ajustan a derecho las Resoluciones Nºs. 970, 971 y 972, de 31.12.2007,
del Sr. Alcalde de la I. Municipalidad de La Florida, porque en salud primaria
municipal sólo puede declararse desierto un concurso público cuando ninguno
de los postulantes logra cumplir con los puntajes establecidos en las bases del
concurso, por lo que deberá retrotraerse el concurso a la etapa de elaborar la
Comisión de Concurso la terna con los postulantes que presentan los mayores
puntajes y el Informe Fundado sobre calificaciones, para que el Alcalde adjudi-
que los cargos.

Fuentes: Ley Nº 19.378, artículo 4º. Ley

Nº 18.883, artículo 19.

Concordancias: Dictamen Nº 1.579/023,

de 11.04/2006.

Mediante presentación del antecedente…,

se ha solicitado pronunciamiento para que se

determine si se ajustan a derecho los Decre-

tos Nºs. 970, 971 y 972, de 31 de diciembre

de 2007, dictados por el Alcalde de la I. Mu-

nicipalidad de La Florida, mediante los cuales

declaró desierto los concursos para proveer

los cargos de director de establecimientos de

salud primaria municipal en el Centro de Sa-

lud Familiar Trinidad, en el Centro de Salud

Los Quillayes y en el Centro de Salud La

Florida, y en este caso, si corresponde la

designación o nombramiento de los partici-

pantes en los concursos al no existir antece-

dentes legales para omitir el nombramiento, y

si ha existido mala fe de parte del Alcalde al

haber dictado los decretos y las notificacio-

nes con posterioridad a la fecha designada

por él para resolver el concurso que era di-

ciembre de 2007.
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Agrega la ocurrente que sólo el 19 de
enero de 2008, mediante carta certificada,
tomó conocimiento de que los concursos de
los tres establecimientos fueron declarados
desiertos, sin indicarse la causa de esa reso-
lución, en circunstancias que de acuerdo con
la Ley Nº 18.883 y la doctrina de la Dirección
del Trabajo, la Corporación Municipal denun-
ciada no habría cumplido con los requisitos
exigidos para declarar desierto un concurso
público de antecedentes en el ámbito de la
salud primaria municipal.

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente:

El artículo 23 del Decreto Nº 1.889, de
1995, reglamento de la carrera funcionaria del
personal regido por la Ley Nº 19.378, dispone:

“El concurso consistirá en un procedi-
miento técnico y objetivo que permitirá eva-
luar los antecedentes presentados por los
postulantes en relación con el perfil ocupacio-
nal y requisitos definidos para los cargos a
llenar y contribuya a la selección del más
idóneo. Ellos serán amplios, públicos y abier-
tos a todo concursante que cumpla con los
requisitos exigidos para el desempeño de las
funciones del cargo de que se trate”.

Del tenor de la norma transcrita, es posi-
ble desprender que el concurso público de
antecedentes en el sistema de salud primaria
municipal, es un procedimiento técnico y obje-
tivo destinado a evaluar los antecedentes y
seleccionar al personal más idóneo, para pro-
veer los cargos o funciones respectivas, y
deberá ser debidamente publicitado en diarios
o periódicos u otros medios de difusión más
convenientes para instar por la indispensable
transparencia del procedimiento concursal.

En la especie, se denuncia que la Corpo-
ración Municipal de La Florida habría declara-
do desierto el concurso público de antece-
dentes convocado en 2007, para proveer los
cargos de director de establecimiento del Cen-
tro de Salud Familiar Trinidad, del Centro de
Salud Familiar Los Quillayes y Centro de Sa-

lud La Florida, respectivamente, sin que se

hayan dado los requisitos exigidos por la ley
para ello, afectando de esa manera a los
postulantes que cumplieron con los antece-
dentes exigidos para postular y que cumplían
con los requisitos para adjudicarse los cargos
a proveer mediante el concurso.

Por su parte, la Corporación Municipal
de La Florida mediante informe de 8.07.2008,
y luego de prevenir que en el Oficio que
solicita el informe y antecedentes, “se acom-
paña una solicitud del Presidente de la Aso-
ciación de Funcionarios de Consultorio Carol
Urzúa de la Corporación Municipal de San
Bernardo, que no guarda relación alguna con
el caso en comento”, informa en lo pertinente:

“*Adjunto remito a usted los anteceden-
tes del Concurso de Directores solicitados, a
saber, Resolución Alcaldicia que resuelve el
concurso, Bases utilizadas en el Concurso
respectivo y resoluciones internas relativas a
los mismos y otra información pertinente.

“*Por otra parte, no es posible remitir a
usted los antecedentes tenidos a la vista por
la Comisión Evaluadora del Concurso, ya que
dentro de ellos se encuentran datos reserva-
dos, tales como evaluaciones psicológicas y
laborales.

“*También es del caso poner en su co-
nocimiento que con fecha 6 de julio del pre-
sente año se convocó nuevamente a Concur-
so de Directores en tres Centros de Salud de
La Florida, lo que fue publicado en diarios de
circulación nacional. En virtud de lo anterior
la Sra. SERSEN puede, nuevamente, postular
a dicho cargo”.

A su turno, se solicitó informe de fiscali-
zación sobre la materia, evacuado por la Ins-
pección Comunal del Trabajo de La Florida
que, en su parte pertinente, señala:

“Se verifica que la denunciante cumple
con todas las exigencias establecidas en las
Bases del Concurso, a saber, la presentación
de antecedentes de estudio, la experiencia
laboral, desempeño laboral, la evaluación psi-

cológica y entrevistas personales.
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“En las Bases del Concurso se establece
la ponderación de los siguientes factores. Ex-
periencia Profesional: 25%; Formación Profe-
sional: 30%; Competencia profesional: 45%.

“En las actividades contempladas en la
cuarta etapa del Concurso se señala que se
ordenará a los postulantes conforme a los
factores de experiencia profesional y forma-
ción profesional, según tablas diseñadas al
efecto y que se aplicaría una evaluación psi-
cológica de carácter referencial para la Comi-
sión encargada del Concurso, sin que ello
otorgare puntaje.

 “En las señaladas Bases se dispone que
la Comisión una vez aplicado todo el instru-
mental de selección, elaboraría una terna con
los postulantes más idóneos para el Cargo y
emitiría un informe fundado que de cuenta en
detalle de las calificaciones obtenidas por cada
postulante en orden decreciente.

“En torno a esta materia, la Comisión
elabora un análisis preliminar de los antece-
dentes de los tres postulantes, determinando
que doña Alejandra Avaca Pino no acredita
experiencia en atención pública de salud.

“En una segunda hoja, que contiene los
mismos antecedentes y puntajes otorgados,
se consigna respecto de los tres postulantes la
frase <Con Reserva> que refleja el resultado
de la evaluación psicológica de éstos, situa-
ción que al parecer habría determinado que el
Alcalde de la I. Municipalidad de La Florida
declarara desierto el Concurso en cuestión.

“Llama la atención que la Comisión de
Concurso no haya elaborado el informe funda-
do que las Bases establecen, limitándose a
consignar en un Acta la ponderación obtenida
en cuanto a los factores Experiencia, Forma-
ción Profesional y Entrevista Personal, lo cual
arroja un total de un 55,45%, faltando la eva-
luación del Factor Competencia Profesional
(45%) que las Bases no señalan como medirlo.

“En conversación sostenida con la Srta.
Marcela Vidal González. Jefa de Personal de

Comudef y un abogado asesor, buscando la

explicación del por qué no ganó el concurso la
recurrente, no obstante haber tenido a su car-
go el centro de salud Los Quillayes por un
período de tres años, manifestaron que todo
indicaba que el Informe Psicológico emitido en
torno a los participantes fue el factor funda-
mental de la decisión alcaldicia, el cual como
se ha señalado precedentemente sólo tendría
el carácter referencial para la Comisión”.

Sobre el particular, cabe señalar que el
Estatuto de Atención Primaria de Salud Muni-
cipal y su reglamento de la carrera funcionaria,
no regula ni hace referencia a la posibilidad de
declarar desierto un concurso público, razón
por la cual y de acuerdo con lo dispuesto por
el artículo 4º de dicho cuerpo legal, debe
recurrirse supletoriamente a la Ley Nº 18.883
que en el inciso final de su artículo 19, prevé:

“El concurso podrá ser declarado total o
parcialmente desierto sólo por falta de postu-
lantes idóneos, entendiéndose que existe tal
circunstancia cuando ninguno alcance el puntaje
mínimo definido para el respectivo concurso”.

De acuerdo con lo establecido en la nor-
ma supletoria citada, y como ya lo ha resuel-
to la Dirección del Trabajo, en el numeral 4)
del Dictamen Nº 1.579/023, de 11.04.2006,
cuando ninguno de los postulantes logra cum-
plir con los puntajes establecidos en las bases
del llamado a concurso, entonces la autori-
dad convocante podrá estimar que no hay
postulantes idóneos y declarar desierto ese
concurso, por lo que deberá llamar a un nue-
vo concurso hasta proveer los cargos o fun-
ciones vacantes.

En la especie, mediante el informe de
fiscalización evacuado el 12.06.2008, por la
Inspección Comunal del Trabajo de La Florida,
se ha constatado que la trabajadora ocurrente
cumplía con todas las exigencias establecidas
en las bases del concurso, a saber, la expe-
riencia laboral, experiencia por desempeño pro-
fesional, evaluación psicológica y entrevista
personal, precisando el informe que la ponde-
ración de esos factores era Experiencia Profe-

sional: 25%, Formación Profesional: 30% y

Competencia Profesional: 45%, y que en la
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cuarta etapa del concurso el convocante orde-

nará a los postulantes conforme a la experien-

cia, formación y competencia profesional, y

que la evaluación psicológica tenía sólo un

carácter referencial para la Comisión encarga-

da del Concurso, sin que ello otorgare puntaje.

Se destaca en el informe que la Comisión

del Concurso no elaboró el informe fundado

exigido en las bases del concurso, limitándo-

se sólo a consignar en un Acta la ponderación

solamente de los factores Experiencia Profe-

sional, Formación Profesional y Entrevista Per-

sonal con un total ponderado de 55,45%,

faltando la evaluación del factor Competen-

cia Profesional que según las bases del con-

curso equivalía a un 45%, no obstante que

tampoco se estableció la forma de medirlo, y

finalmente se señala que el Informe Psicológi-

co fue el factor determinante de la decisión

alcaldicia para declarar desierto el concurso,

no obstante que sólo tenía un carácter

referencial para la Comisión en desmedro de

la ponderación objetiva.

De ello se deriva que en el caso de la

trabajadora que ocurre, por una parte, el con-

curso en cuestión presenta diversas irregula-

ridades que afectan la validez del procedi-

miento, a saber, no se consideró la pondera-

ción de los factores evaluados, no se realizó

la ponderación del factor Competencia Profe-

sional que equivalía al 45% ponderable, no se

elaboró la terna de postulantes mejor evalua-

dos según lo factores evaluados, no se elabo-

ró el informe fundado que exigen las bases

del concurso, y se utilizó el Informe Psicológi-

co como factor determinante para resolver el

concurso, en circunstancias que este último

factor sólo tenía un carácter referencial.

Por otra parte, el artículo 19 de la Ley

Nº 18.883, supletoria de la Ley Nº 19.378,

exige que para declarar desierto un concurso

se requiere falta de postulantes idóneos, esto

es, que ninguno alcance o reúna el puntaje

mínimo definido para el respectivo concurso,

exigencia esta última que difícilmente podría

haberse cumplido si la corporación denuncia-

da no estableció los puntajes finales de los

postulantes, de manera que la entidad denun-

ciada solamente por esta circunstancia podía

declarar desierto el concurso y no por el

Informe Psicológico, más aún si las propias

bases del concurso le habían dado a este

factor un carácter meramente referencial.

Sobre la base de los antecedentes descri-

tos precedentemente, es posible concluir en

primer lugar, que el concurso convocado para

proveer los cargos de director de estableci-

miento en la COMUDEF, particularmente en lo

que dice relación con la resolución del mismo,

no se ajusta a derecho, porque no se observa-

ron las exigencias establecidas en las bases

del concurso, incluso la oportunidad en que

debía resolverse, 26 de diciembre de 2007.

En segundo lugar, porque para declarar

desierto un concurso parcial o totalmente en

salud primaria municipal, se requiere falta de

postulantes idóneos, esto es, cuando ningu-

no de los postulantes alcance los puntajes

exigidos en las bases del concurso respecti-

vo, lo que no ha ocurrido en la especie, razón

por la cual debe retrotraerse el procedimiento

concursal a la etapa de elaborar por la Comi-

sión de Concurso la terna con los postulantes

que presentan los mayores puntajes, según la

ponderación de los tres factores previstos en

las bases del concurso y el informe fundado

sobre las calificaciones en orden decreciente,

para que el Alcalde adjudique los cargos.

En consecuencia, con el mérito de lo

expuesto y citas legales y administrativa, cúm-

pleme informar que no se ajustan a derecho

la Resoluciones Nºs. 970, 971 y 972, todas

de 31 de diciembre de 2007, del señor Alcal-

de de la I. Municipalidad de La Florida, porque

en salud primaria municipal procede declarar

desierto un concurso público solamente cuan-

do ninguno de los postulantes logra cumplir

con los puntajes establecidos en las bases del

concurso, debiendo retrotraerse el concurso

a la etapa de elaborar por la Comisión de

Concurso la terna con los postulantes que

presentan los mayores puntajes y el Informe

fundado sobre las calificaciones, para que el

Alcalde adjudique los cargos.
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ESTATUTO DOCENTE. BONIFICACION DE EXCELENCIA. RELACION LABO-
RAL EXTINGUIDA. PROCEDENCIA.

3.438/069, 20.08.08.

El sostenedor del establecimiento educacional “Colegio Polivalente Camilo
Henríquez”, calificado como de excelente desempeño a contar del 2008, no se
encuentra obligado a pagar la bonificación de excelencia, prevista en la Ley
Nº 19.410, a docentes cuya relación laboral terminó el 29 de febrero de 2008.

Fuentes: Ley Nº 19.410, artículos 15,

incisos 1º y 2º y 17 incisos 1º, 2º y final.

Mediante presentación del antecedente,

ha solicitado a esta Dirección un pronuncia-

miento acerca de si el sostenedor del estable-

cimiento educacional“ Colegio Polivalente

Camilo Henríquez“, calificado como de exce-

lente desempeño a contar de este año, se

encuentra obligado a pagar la bonificación de

excelencia, prevista en la Ley Nº 19.410, a

docentes cuya relación laboral terminó el 29

de febrero de 2008.

Al respecto, cumplo en informar a Ud. lo

siguiente:

El artículo 15 de la Ley Nº 19.410, en

sus incisos 1º y 2º, dispone:

“Créase, a contar desde 1996, una sub-

vención por desempeño de excelencia calcu-

lada en los términos del artículo 13 y con el

incremento del inciso primero del artículo 12,

ambos del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5,

del Ministerio de Educación, de 1993”.

“Esta subvención por desempeño de ex-

celencia corresponderá a un monto mensua-

les en pesos por alumno de $645, y se entre-

gará trimestralmente en los meses de marzo,

junio, septiembre y diciembre de cada año a

los sostenedores de los establecimientos sub-

vencionados que hayan sido calificados como

de excelente desempeño”.

Por su parte, el artículo 17 del mismo

cuerpo legal, en sus incisos 1º, 2º y final,

prevé:

“Para efectuar el pago de esta subven-

ción, el 90% de los recursos que los sostene-

dores reciban trimestralmente por aplicación

del artículo 15 de esta ley, será dividido por

el número de horas cronológicas de desempe-

ño de los profesionales de la educación en los

establecimientos seleccionados y el monto

resultante se multiplicará por el número de

horas semanales de desempeño de cada pro-

fesional de la educación en dichos estableci-

mientos.

“Esta bonificación de excelencia será im-

ponible y tributable, no servirá de base para

el cálculo de ningún otro beneficio, se perci-

birá mientras el establecimiento reciba la sub-

vención respectiva y no se considerará para

el cálculo de la remuneración mínima a que

se refiere el artículo 7º.

“No obstante, no podrán ser incluidos en

la asignación de la bonificación, los profesio-

nales de la educación que tengan una califi-

cación deficiente. Aquellos que estén someti-

dos a sumario administrativo tendrán derecho

a la bonificación, pero su pago sólo se hará

efectivo en caso que sean absueltos o sobre-

seídos”.

Del análisis de las disposiciones legales

precedentemente transcritas se infiere que,

los establecimientos educacionales subven-
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cionados conforme al Decreto con Fuerza de

Ley Nº 5, del Ministerio de Educación, actual

Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1996,

del mismo Ministerio, que hayan sido califi-

cados como de excelente desempeño, califi-

cación ésta que debe hacerse cada dos años,

conforme al sistema de evaluación previsto

en el artículo 15 de la Ley Nº 19.410, perci-

birán una subvención por desempeño de ex-

celencia.

Se infiere, asimismo, que el 90%, de

dicha subvención debe ser destinada trimes-

tralmente al pago de una bonificación de ex-

celencia a todos los profesionales de la edu-

cación que laboran en el establecimiento edu-

cacional seleccionado siempre y cuando di-

chos docentes no tengan calificación defi-

ciente.

Finalmente, se deduce que el monto de

la referida bonificación debe determinarse en

cada caso en particular, según la carga hora-

ria del respectivo profesional de la educación

y conforme al procedimiento que la misma

norma legal se encarga de señalar.

De esta suerte, de las normas legales

antes transcritas y comentadas se deduce,

entonces, que para acceder a la bonificación

de excelencia en comento, es menester cum-

plir con los siguientes requisitos copulativos:

1) Que el establecimiento educacional haya

sido calificado como de excelente des-

empeño.

2) Que dicho docente no tenga calificación

deficiente.

3) Que el profesional de la educación tenga

contrato de trabajo vigente con el referi-

do establecimiento educacional a la épo-

ca de pago del referido beneficio, vale

decir, en marzo, junio, septiembre y di-

ciembre.

Ahora bien, en la especie, de acuerdo a

información proporcionada en su presentación,

los profesionales de la educación de que se

trata habrían dejado de prestar servicios para el

establecimiento educacional en febrero de 2008,

habiendo sido calificado éste último como de

excelente desempeño durante dos años conse-

cutivos a partir del mencionado año.

De este modo, aplicando lo expuesto en

párrafos que anteceden al caso en consulta,

posible es sostener que no concurrió respec-

to del personal en consulta el requisito signado

con la letra 3) precedente, esto es haber

tenido relación laboral vigente al mes de mar-

zo del año en curso, razón por la cual no

tuvieron derecho a percibir la bonificación de

excelencia en igual mes, no procediendo tam-

poco su pago prorrateado por los meses de

enero y febrero de 2008.

En consecuencia, sobre la base de la

disposición legal citada y consideraciones

formuladas, cumplo en informar a Ud. el

sostenedor del establecimiento educacional

“Colegio Polivalente Camilo Henríquez“, ca-

lificado como de excelente desempeño a con-

tar de este año, no se encuentra obligado a

pagar la bonificación de excelencia, prevista

en la Ley Nº 19.410, a docentes cuya rela-

ción laboral terminó el 29 de febrero de

2008.
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CONTRATO DE TRABAJO. EXISTENCIA. COOPERATIVA DE TRABAJO. EFEC-
TOS PREVISIONALES.

3.439/070, 20.08.08.

Complementa Dictamen Ord. Nº 4.324/311, de 17.10.2000, en el sentido que
los socios de cooperativas de trabajo que laboren para ellas serán considera-
dos trabajadores dependientes suyos sólo para efectos previsionales, corres-
pondiendo a la cooperativa retener de las sumas que perciban efectivamente
por excedentes las cotizaciones previsionales, y enterarlas, conjuntamente con
las propias, como si fueren empleadoras, en la correspondiente institución pre-
visional del antiguo o el nuevo sistema de pensiones, según el caso, y en las
demás instituciones de seguridad social para otros efectos previsionales.

Fuentes: Código del Trabajo, Arts. 3º

letra a), y 7º. D.S. Nº 502, de 1978, del

Ministerio de Economía, Fomento y Recons-

trucción, o Ley General de Cooperativas, Arts.

77; 80, inciso 2º. Ley Nº 17.417, Art. 20.

Ley Nº 19.832, art. 1º Nº 78, letra c.

Concordancias: Dictamen Ord. Nº 4.324/

311, de 17.10.2000.

Mediante presentación del Ant…, consul-

ta a esta Dirección si hay algún tipo de contra-

to que se celebre entre una cooperativa de

trabajo y los socios que prestan servicios a

terceros través de ella, y cual sería la manera

de operar para que se les cotice leyes sociales.

Sobre el particular, cúmpleme expresar a

Ud. lo siguiente:

Esta Dirección, por Dictamen Ord.

Nº 4.324/311, de 17.10.2000, se pronunció

respecto de una consulta similar, señalando

que no existiría una relación contractual que

pudiere concretarse en un contrato de traba-

jo, entre una cooperativa de trabajo y sus

socios, que laboran por medio de ella, y en

ningún caso la sola incorporación del socio a

una cooperativa de esta especie podría en-

tenderse contrato de trabajo entre ambos,

sino una relación jurídica especial, regulada

por la ley de cooperativas y los estatutos de

éstas. Para arribar a la conclusión anterior, se

tuvo en consideración lo dispuesto, en lo

pertinente, por el artículo 77, del D.S.

Nº 502, de 1978, del Ministerio de Economía

Fomento y Reconstrucción, o texto refundido

de la Ley General de Cooperativas, que preci-

sa: “El ingreso, retiro o expulsión de los so-

cios y demás relaciones de éstos con la coo-

perativa no se regirán por las normas del

Código del Trabajo”.

Al respecto, corresponde agregar, que la

letra b) del Nº 78 del artículo 1º de la Ley

Nº 19.832, reemplazó el inciso 2º del artículo

80 de la Ley General de Cooperativas, por el

siguiente:

“Sólo para los efectos previsionales, las

cooperativas de trabajo serán consideradas

empleadoras y los socios que trabajen en

ellas trabajadores dependientes de las mis-

mas, quienes accederán a todos los benefi-

cios que la legislación establece para éstos,

tales como el subsidio por cargas familiares y

el seguro de accidentes del trabajo y enfer-

medades profesionales”.

De esta manera, tal como lo concluye el

Dictamen Ord. Nº 4.324/311, del 2000, es

posible establecer que los trabajadores que

laboran para una cooperativa de trabajo y a la

vez son socios de ella no son de por si tra-
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bajadores dependientes suyos, sino que se
les considera como tales únicamente para
efectos previsionales.

Para reafirmar lo anterior, se citaba la
Ley Nº 17.417, que en su artículo 20, dispo-
ne que: “Los socios de cooperativas de pro-
ducción y/o de trabajo deberán obligatoria-
mente incorporarse, como imponentes, al Ser-
vicio de Seguro Social o a la Caja de Previsión
de Empleador Particulares, según fuere la na-
turaleza de la labor que ejecuten”.

De este modo, si conforme a la disposición
legal antes citada, se obliga a los socios de
cooperativas de trabajo a incorporarse como
imponentes a las entidades previsionales seña-
ladas, fusionadas en el Instituto de Normaliza-
ción Previsional INP, o actualmente Instituto de
Previsión Social IPS, es porque no han tenido
de por sí la condición de trabajadores depen-
dientes, por cuanto de ser este el caso la dispo-
sición antes transcrita carecería de sentido.

Por otro lado, y a fin de precisar el cum-
plimiento de las obligaciones de cotización de
estos trabajadores, se requirió informe al res-
pecto a la Superintendencia de Seguridad So-

cial, la que ha señalado por Oficio del Ant.
1º), lo siguiente:

“La letra c) del Nº 78 del artículo 1º de la
Ley Nº 19.832, dispone que: “la cooperativa
hará la retención de las sumas que correspon-
da descontar por imposiciones previsionales
y las enterará ante la institución previsional
respectiva, conjuntamente con aquellos apor-
tes previsionales que corresponden a su con-
dición de empleadora. Sólo las sumas
percibidas efectivamente por los socios con
cargo al excedente, en conformidad al regla-
mento interno, serán consideradas remunera-
ciones para estos efectos. Los excedentes
que sean capitalizados por los socios no esta-
rán afectos a los descuentos previsionales”.

Por tanto, las cooperativas de trabajo,

que son consideradas empleadoras para efec-
tos pervisionales, retendrán de las sumas
percibidas efectivamente por concepto de ex-
cedentes por los socios o trabajadores en

este caso, las que se estiman remuneracio-
nes, las cotizaciones previsionales, y las en-
terarán en las instituciones de seguridad so-
cial correspondientes, conjuntamente con las
cotizaciones y aportes que deban hacer como
si fuesen empleadoras, no quedando afecto a
cotizaciones, expresamente, los excedentes
que los socios capitalicen en la cooperativa.

Ahora bien, en materia de afiliación pre-
visional de los socios, la misma Superinten-
dencia expresa que del artículo 20 de la Ley
Nº 17.417, se desprende que los socios de
las cooperativas de producción y/o de trabajo
que se hayan afiliado al antiguo sistema pre-
visional, deberán cotizar según el régimen
legal del ex Servicio de Seguro Social o de la
ex Caja de Previsión de Empleados Particula-
res, según fuere la naturaleza de la labor que
ejecutan, esto es, según prime el esfuerzo
físico o el intelectual, respectivamente.

En relación con los socios que ejercieron
el derecho de opción entre el Antiguo y el
Nuevo Sistema de Pensiones, del artículo 1º
transitorio del D.L. Nº 3.500, de 1980,
traspasándose a este último, al sistema de las
Administradoras de Fondos de Pensiones, de-
berán cotizar en ellas para efectos jubilatorios,
como también, todos los socios de dichas
cooperativas que han iniciado labores como
tales, con posterioridad al 1º de enero de
1983, en virtud de la misma norma legal, que
sería el caso en la actualidad.

En consecuencia, de conformidad a lo ex-
puesto y disposiciones legales citadas, cúmple-
me informar a Ud. que se complementa el
Dictamen Ord. Nº 4.324/311, de 17.10.2000,
en el sentido que los socios de cooperativas de
trabajo que laboren para ellas serán considera-
dos trabajadores dependientes suyos sólo para
efectos previsionales, correspondiendo a la coo-
perativa retener de las sumas que perciban
efectivamente por excedentes las cotizaciones
previsionales, y enterarlas, conjuntamente con
las propias como si fueren empleadoras, en la
correspondiente institución previsional del anti-
guo o el nuevo sistema de pensiones, según el

caso, y en las demás instituciones de seguridad

social para otros efectos previsionales.
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ESTATUTO DE SALUD. EVALUACION. EMPATE.

3.440/071, 20.08.08.

Debe aplicarse el puntaje de capacitación vigente para producir el desempate,
cuando no ha sido posible aplicar los dos primeros criterios que prevé el artícu-
lo 35 del Decreto Nº 1.889, reglamento de la carrera funcionaria del personal
regido por la Ley Nº 19.378.

Fuentes: Decreto Nº 1.889, de Salud, de

1995, artículo 35.

Mediante presentación del antecedente,

se ha solicitado pronunciamiento para que se

determine si procede que se aplique el criterio

contenido en el inciso primero del artículo 35

del Decreto Nº 1.889, Reglamento de la carre-

ra funcionaria del personal regido por la Ley

Nº 19.378, porque en ella se establece que en

el caso de existir empate en la evaluación del

desempeño de los funcionarios, se considerará

el puntaje promedio de los últimos años, con

un máximo de tres años, pero se da el caso de

funcionarios que nunca habían sido calificados

con anterioridad, por lo que se requiere saber

si es aplicable el primer criterio o se debe

aplicar el segundo criterio de desempate, vale

decir, el factor de mayor relevancia.

Esta circunstancia, a juicio del ocurrente,

no es menor porque alguno de estos nuevos

funcionarios tienen altos puntajes en capacita-

ción, y en el caso de no aplicarse el primer

criterio y existir empate en la evaluación del

personal al aplicar el factor relevancia, aquellos

superan a los funcionarios con mayo antigüe-

dad que han tenido altos promedios de califica-

ción los últimos años pero inferior capacitación.

Al respecto, cúmpleme informar lo si-

guiente:

El artículo 35 del Decreto Nº 1.889, de

Salud, de 1995, que establece Reglamento

de la Carrera Funcionaria del Personal regido

por la Ley Nº 19.378, dispone:

"En caso de producirse empates entre

dos o más funcionarios que obtuvieren el

mismo puntaje a aquel definido como límite

inferior de cada tramo, de acuerdo al artículo

anterior, este se resolverá conforme a los

siguientes criterios:

En primer término, se considerará el

puntaje promedio de las calificaciones de los

funcionarios correspondientes a los últimos

años, con un máximo de tres. En segundo

término, de continuar el empate se considera-

rá el puntaje obtenido en el proceso de califi-

caciones en aquel factor de mayor relevancia

así definido por la Entidad Administradora. En

caso de subsistir el empate, se dirimirá de

acuerdo al puntaje de capacitación vigente.

Si aplicado este criterio se mantuvieren situa-

ciones de empate, se recurrirá a los números

de bienios computables para el elemento de

experiencia. En último término, de persistir

una situación de empate corresponderá diri-

mir a la autoridad máxima de la Entidad Ad-

ministradora”.

Del precepto reglamentario transcrito, se

desprende que el legislador ha previsto la

situación de producirse empates en el límite

inferior de cada tramo, que refiere el artículo

34 del mismo decreto en la calificación del

desempeño de los funcionarios de salud pri-

maria.

Asimismo, la norma en estudio señala

los criterios que deben seguirse preferente y

sucesivamente para producir el desempate,

en cuyo caso se debe recurrir primeramente
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al promedio de las calificaciones de los últimos

años en un máximo de tres, luego si continúa

el empate debe considerarse el puntaje obteni-

do en el factor de mayor relevancia que haya

fijado la propia entidad administradora, pero

de persistir el empate se dirime según el puntaje

por capacitación vigente y, si aplicado este

criterio, igualmente se mantiene la situación

de igualdad de puntaje, entonces se recurre a

los bienios computables para reconocer la ex-

periencia y, aún para el caso de seguir esa

igualdad, resolverá la autoridad máxima de la

entidad administradora.

En la especie, se solicita que se determine

cuál es el criterio que debe aplicarse si existe

empate en la evaluación de los trabajadores,

cuando se trata de funcionarios que no pre-

sentan promedio de calificaciones porque no

habían sido calificados anteriormente, si el pri-

mer criterio o, por el contrario, debe recurrirse

al segundo criterio de desempate, esto es, el

factor de mayor relevancia así definido por la

propia entidad administradora.

Dicha situación se complicaría para el ocu-

rrente, cuando los funcionarios que no tienen

promedio de calificaciones, presentan altos

puntajes en capacitación, por lo que aplicarse

el segundo criterio y persistir el empate al

aplicar el factor de mayor relevancia, existen

funcionarios con mayor antigüedad que pre-

sentan altos promedios de calificación en los

últimos años pero inferior capacitación.

En otros términos, la dificultad para apli-

car dichos criterios consistiría en que, al no

ser posible recurrir al primer criterio, esto es,

el promedio de calificaciones en los últimos

años y al aplicarse el segundo criterio, es

decir, el factor de mayor relevancia, al produ-

cirse el empate en este factor los funciona-

rios nuevos tienen altos puntajes de capacita-

ción, que superan a los funcionarios más

antiguos quienes, a su vez, presentan altos

promedios de calificación en los últimos años

pero inferior capacitación.

De acuerdo con la norma invocada, el

legislador concibe un sistema de criterios pre-

ferentes y sucesivos para provocar los

desempates, de manera que la entidad admi-

nistradora deberá aplicar el criterio que co-

rresponda según ese orden preferente y suce-

sivo, en cuyo caso si parte de los funciona-

rios no presentan promedio de calificaciones

anteriores, debe considerarse el puntaje obte-

nido en el proceso de calificaciones en el

factor mayor relevancia así definido por la

propia entidad administradora y, si aplicado

este criterio ha subsistido el empate, la ley

exige que se debe recurrir al puntaje de capa-

citación vigente.

Por ello, el hecho de que los nuevos

funcionarios presenten altos puntajes en ca-

pacitación, superando a funcionarios con ma-

yor antigüedad que tienen altos promedios de

calificaciones pero menor puntaje de capaci-

tación, no altera la voluntad expresa del legis-

lador cuando establece que para producir el

desempate luego de haberse aplicado los cri-

terios anteriores, prevalece el mayor puntaje

de capacitación vigente sin otro alcance, y

cuando el sentido de la ley es claro, no puede

desatenderse su tenor literal a pretexto de

consultar su espíritu, como se establece en la

regla de interpretación de la ley contenida en

el artículo 19 del Código Civil.

En consecuencia, con el mérito de lo

expuesto y citas legales, cúmpleme informar

que debe aplicarse el puntaje de capacitación

vigente para producir el desempate, cuando

no ha sido posible aplicar los dos primeros

criterios que prevé el artículo 35 del Decreto

Nº 1.889, reglamento de la carrera funciona-

ria del personal regido por la Ley Nº 19.378.
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DERECHOS FUNDAMENTALES. DERECHO A LA INTIMIDAD. VIDA PRIVADA
Y HONRA DE LOS TRABAJADORES.

3.441/072, 20.08.08.

El reconocimiento del carácter de límites infranqueables que los derechos fun-
damentales poseen respecto de las facultades que la ley le reconoce al em-
pleador, en especial respecto del derecho a la intimidad, vida privada y honra
de los trabajadores, conlleva a la conclusión que el programa a nivel de la red
del sistema de computación, denominado WIN VNC (controlador remoto) no
podrá utilizarse como un control permanente del empleador que suponga la
vigilancia y fiscalización de la actividad de los trabajadores en los computado-
res que les fueren asignados, y, en aquellos casos en que resulte lícita su
utilización, por requerimientos o exigencias técnicas, objetivamente necesa-
rios, de los procesos productivos o por razones de seguridad, deberán respe-
tarse las directrices contenidas en el cuerpo del presente escrito.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 5º
inciso 1º.

Concordancias: Ord. Nº 260/19, de
24.01.2002; Ord. Nº 2.328/130, de
19.07.2002; Ord. Nº 3.276/173, de
16.10.2002 y Ord. Nº 2.875/72, de
22.07.2003

Por medio de la presentación del Ant., se
solicita un pronunciamiento acerca de la lega-
lidad de la implementación en una empresa
de un programa a nivel de la red del sistema
de computación, denominado WIN VNC (con-
trolador remoto). Este programa, según en-

tienden los peticionarios cumple con el fin de
solucionar problemas de programación u otro

tipo de usos a nivel de red, uno de los cuales
consiste en solucionar problemas de progra-
mación u otro tipo de usos a nivel de red,
como las fallas en el sistema o en algún

computador, pero también, dentro de las fun-
ciones del programa, aparece aquella según
la cual los gerentes de la empresa se encuen-
tran en condiciones de visualizar la pantalla
de cada trabajador en cualquier momento de
la jornada laboral, aunque, según lo que se

les habría informado, lo anterior supondrían
visualizar lo escrito por los trabajadores, pero
no hacer modificaciones a lo realizado por

éstos, habiéndoseles publicitado la implemen-
tación del mencionado programa, mediante
un letrero ubicado en la oficina del solicitan-

te, con el siguiente contenido: ”En los com-
putadores de secretaría, contabilidad y dibujo
existe un programa de monitoreo que permite
ver remotamente que (sic) es lo que se está
haciendo durante la jornada laboral”. Dadas
las características del referido programa, los

requirentes entienden que se estaría vulne-
rando la privacidad de los trabajadores por
medio de lo que podría catalogarse de acoso
laboral.

Que, al respecto, cumplo con manifestar

a ustedes lo siguiente:

El artículo 5º inciso 1º del Código del
Trabajo, dispone:

“El ejercicio de las facultades que la ley

le reconoce al empleador, tiene como límite el
respeto a las garantías constitucionales de
los trabajadores, en especial cuando pudieran
afectar la intimidad, la vida privada o la honra
de éstos.”.

Del precepto transcrito, se colige que las
garantías constitucionales de los trabajado-
res, especialmente los derechos a la intimi-
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dad, la vida privada o la honra de éstos,

constituyen necesariamente el límite de las

facultades de administración del empleador.

Que, sin perjuicio que vuestra presenta-

ción no abunda en mayores especificaciones

del sistema implementado y que, dado que el

celo particular por el anonimato supone la

imposibilidad que, por vía inspectiva, pudiera

constatarse en terreno las particularidades del

programa WIN VNC y de su aplicación en la

empresa en que ustedes laboran, es posible

aseverar, a partir de la información disponible

en Internet, que las siglas VNC significan Vir-

tual Network Computing y que se trata de un

programa que sirve para controlar el escritorio

de un computador de forma remota, desde

otro equipo, bastando mantener el computa-

dor encendido y el programa instalado, para

poder controlarlo desde otro computador, de

la misma forma como si se estuviese delante

de él (http://www.tiendadecomputadores.com/

wp/conectarse-a-otro-pc/).

Que, así como es posible advertir las utili-

dades que tal programa puede ofrecer en el

ámbito de la docencia a distancia, especial-

mente en lo que respecta a la informática, o,

entre otras posibles aplicaciones, en lo relativo

a arreglos a distancia de problemas surgidos

en un computador, claramente, por su natura-

leza, resulta invasivo del espacio de trabajo de

aquel (trabajador, en este caso) respecto de

quien remotamente se sigue las operaciones

que realiza en su computador, coincidente, en

el caso que motiva vuestra consulta.

Que, así las cosas, cabe sostener que, si

bien la utilización de programas computacio-

nales se enmarca dentro de las potestades

que el ordenamiento jurídico le reconoce a

todo empleador y que derivan tanto del dere-

cho de propiedad como del derecho a desa-

rrollar toda actividad económica (que no sea

contraria a la moral, al orden público o a la

seguridad nacional, respetando las normas

legales que la regulen), en modo alguno ello

significa que el empleador pueda, sin limita-

ción alguna, decidir la implementación de un

programa computacional que, como en el caso

que nos ocupa, tenga la propiedad de contro-

lar a distancia un computador utilizado por

otro, (en este caso, un trabajador) toda vez

que deberá respetar, además de los límites

que emanan del propio contrato de trabajo,

los derechos constitucionales de los trabaja-

dores, especialmente en lo relativo a la

privacidad, honra y vida privada de los traba-

jadores.

Ahora bien, y tal como este Servicio (así,

entre otros, Dictamen Nº 2.328/130 de

19.07.2002) ha determinado para casos se-

mejantes, cabe señalar que el eventual repro-

che al ejercicio de los poderes empresariales

manifestados en la implementación y utiliza-

ción del programa WIN VNC, debe determi-

narse a la luz de los objetivos y finalidades

tenidas en vista para su implementación, lo

que permitirá, en definitiva, establecer si di-

cho control afecta o no a la dignidad y al libre

ejercicio de los derechos fundamentales de

los trabajadores, especialmente en lo que res-

pecta al derecho a la intimidad, garantizada

en el artículo 19 Nº 4 de la Constitución.

Al respecto, y reiterando las prevencio-

nes derivadas de la falta de mayores antece-

dentes proporcionados por ustedes, es posi-

ble vislumbrar al menos dos finalidades en la

implementación del referido sistema, a saber:

a) para la exclusiva vigilancia y fiscalización

de la actividad de los trabajadores, y, b) por

requerimientos o exigencias técnicas, objeti-

vamente necesarios, de los procesos produc-

tivos o por razones de seguridad.

Con relación a la finalidad signada con la

letra a), no resulta ajustado a derecho la

utilización del referido programa de control a

distancia (WIN VNC), pues supone una forma

de control ilimitado y continuo que, tal como

se ha señalado por la doctrina de este Servi-

cio para mecanismos de control semejantes

en su poder invasivo (así, en dictamen ya

citado respecto a las limitaciones que supone

para el empleador, la implementación de

videocámaras de vigilancia), provoca en el

trabajador un estado de tensión o presión

incompatible con la dignidad humana, encon-
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trándose aquél expuesto en forma ininterrum-

pida al ojo acusador del referido programa

computacional.

Por otra parte, la utilización de estos

mecanismos de control audiovisual, con el

exclusivo objetivo de vigilar el cumplimiento

de la prestación de trabajo, importa a todas

luces una limitación del derecho a la intimi-

dad del trabajador no idónea a los fines perse-

guidos, al no cumplirse a sus efectos los

requisitos propios de todo límite que se quie-

ra imponer a un derecho fundamental y que

omnicomprensivamente podemos englobar en

la aplicación del denominado “principio de

proporcionalidad“, y que sirve de medida de

valoración de su justificación constitucional,

principio que se traduce en un examen de

admisibilidad —ponderación— de la restric-

ción que se pretende adoptar basado en la

valoración del medio empleado —constric-

ción del derecho fundamental— y el fin de-

seado —ejercicio del propio derecho.

Que, el control permanente por medio del

programa computacional implementado por el

empresa que motiva esta presentación, consti-

tuye un atentado desproporcionado a la intimi-

dad del trabajador, que se aleja de las exigen-

cias según las cuales las limitaciones impues-

tas (en este caso por el empleador) al ejercicio

de un derecho fundamental, sean necesarias

para lograr un fin legítimo y sea también pro-

porcionadas para alcanzarlo y respetuosas con

el contenido esencial del derecho.

En virtud de este principio de proporcio-

nalidad, se exige que la medida limitativa, en

este caso el control por medio del referido

programa computacional, sea la única capaz

de obtener el fin perseguido, de forma tal que

no exista otra forma de alcanzar dicho objetivo

sin restringir el derecho o que fuese menos gra-

vosa, lo que, en la situación en análisis, evi-

dentemente no ocurre, ya que existen varia-

das otras formas que el empleador puede utili-

zar para controlar la prestación de los servicios

y que son menos restrictivas de los derechos

fundamentales del trabajador, especialmente

en lo referido al derecho a su intimidad.

En este sentido, la adopción de dispositi-

vos de control mediante el programa WIN

VNC exclusivamente dirigidos al control de la

actividad del trabajador, han de suponer irre-

mediablemente un atentado al derecho a la

intimidad que, como sabemos, constituye un

límite infranqueable al ejercicio de las faculta-

des empresariales (inciso primero, del artículo

5º del Código del Trabajo).

Que, cabe a este punto, incorporar al

análisis del derecho a la intimidad de los

trabajadores con relación a las facultades

empresariales, lo que la E. Corte Suprema ha

sostenido en sentencia de fecha 5 de enero

de 2006 (rol Nº 5.234/2005), a saber, que:

“(...) etimológicamente intimidad proviene del

latín Intimus que significa lo más recóndito,

interior, secreto, profundo, interno. Aquella

parte personalísima o reservada de una per-

sona o cosa. Por su parte la expresión

privacidad, deriva del Latín Privatus, sinóni-

mo de particular, propio, individual y perso-

nal. En general son numerosas las definicio-

nes que se han formulado respecto de aquello

en que consiste el derecho a la intimidad, las

que en su mayoría lo conciben como un po-

der de exclusión, como una manifestación de

la libertad en el sentido negativo, como el

derecho a ser dejado en paz, solo y tranquilo.

En la actualidad, se impone una concepción

respecto de la intimidad, que pone el énfasis

en su carácter de derecho humano y libertad

fundamental que arranca de la dignidad de la

persona. En tal sentido, se le ha definido

como aquel ámbito de libertad necesario para

el pleno desarrollo de la personalidad, que

debe quedar preservado de injerencias ilegíti-

mas y que constituye el presupuesto necesa-

rio para el ejercicio de otros derechos y para

la participación del individuo en sociedad.

(Pilar Gómez Pavón, La intimidad como obje-

to de protección penal, Editorial Akal S.A.

Madrid, 1989, páginas 35 y siguientes); 11º)

Que dentro del recinto laboral, constituido

por el ámbito de actividad propio de los em-

pleados, los trabajadores tienen derecho a la

privacidad o intimidad, manifestándose ello

en el deseo de, como en el caso de autos, se

mantenga en la esfera laboral y sindical las
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actividades realizadas por ellos, sin que en él

se permita la intromisión de terceros. Lo an-

terior puede ser compatibilizado con la exis-

tencia de un sistema de vigilancia y protec-

ción en el recinto laboral, pero éste no debe

estar desviado de los fines que justificaron su

instalación;”.

Que, en sentido similar, se ha sostenido

por el Tribunal Supremo Español (STS de 26

de septiembre de 2007) citando al efecto a

las sentencias 142/1993, 98/2000 y 186/

2000 del Tribunal Constitucional Español, el

derecho a la intimidad supone “la existencia

de un ámbito propio y reservado frente a la

acción y el conocimiento de los demás, nece-

sario, según las pautas de nuestra cultura,

para mantener una calidad mínima de la vida

humana” y ese ámbito ha de respetarse tam-

bién en el marco de las relaciones laborales,

en las que “es factible en ocasiones acceder

a informaciones atinentes a la vida íntima y

familiar del trabajador que pueden ser lesivas

para el derecho a la intimidad”.

No se discute, ciertamente, en el caso

que nos ocupa, que el computador no es un

efecto personal del trabajador, sino una he-

rramienta de trabajo proporcionada por su

empleador. Pero lo anterior, no excluye que,

en el uso de tal herramienta de trabajo, pue-

dan producirse conflictos que afecten la inti-

midad de los trabajadores, en lo referido al

correo electrónico (respecto al cual este Ser-

vicio ha fijado en Dictamen Nº 260/19 de

14.01.2002, la doctrina según la cual “de

acuerdo a las facultades con que cuenta el

empleador para administrar su empresa, pue-

de regular las condiciones, frecuencia y opor-

tunidad de uso de los correos electrónicos de

la empresa, pero en ningún caso podrá tener

acceso a la correspondencia electrónica pri-

vada enviada y recibida por los trabajado-

res”), en la navegación por Internet y en el

acceso a determinados archivos personales

alojados en el computador del trabajador a

quien se le efectúa el control por medio del

mencionado programa computacional. Lo an-

terior, deriva de la utilización personalizada y

no meramente laboral, como refiere la citada

sentencia del Tribunal Supremo Español, que
se produce como consecuencia de las dificul-
tades prácticas de establecer una prohibición
absoluta del empleo personal del computador
–como sucede también con las conversacio-
nes telefónicas en la empresa– y de la genera-
lización de una cierta tolerancia con un uso
moderado de los medios facilitados por la em-
presa, como sucede también en el caso del
uso del teléfono facilitado por el empleador.

Ahora bien, excluida la posibilidad de un
control permanente del empleador en el caso
que se concrete en la exclusiva vigilancia y
fiscalización de la actividad de los trabajado-
res, cabe referirnos a aquel caso en que por
requerimientos o exigencias técnicas, objeti-
vamente necesarios, de los procesos producti-
vos o por razones de seguridad deba utilizarse
el referido programa computacional WIN VNC.

Con todo, es imprescindible hacer pre-
sente que respecto de este control, tanto el
implementado por razones técnico producti-
vas o de seguridad como el accidental de la
actividad del trabajador, sólo puede resultar
lícito en la medida que se cumplan a su
respecto con los requisitos generales de toda
medida de control y, además, con algunos sin-
gulares relacionados con el medio empleado.

En cuanto a los requisitos generales de
toda medida de control, de conformidad al
inciso final del artículo 154, del Código del
Trabajo, dichas medidas de control:

a) Deben necesariamente incorporarse en
el texto normativo que la ley establece
para el efecto, esto es, el Reglamento
Interno de Higiene y Seguridad de la
empresa, dictado en conformidad a la
ley;

b) Sólo pueden efectuarse por medios idó-
neos y concordantes con la naturaleza
de la relación laboral;

c) Su aplicación debe ser general, garanti-
zándose la impersonalidad de la medida,

es decir, no debe tener un carácter

discriminatorio; y
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d) Debe respetarse la dignidad del trabajador.

En lo referido a requisitos específicos a

respetar por programas computacionales como

el que justifica vuestra consulta, cabe señalar

que:

a) Debe avisarse previamente al trabajador

del control a distancia del computador

de aquél, indicándole la justificación del

control, debiendo cumplir con igual exi-

gencia al terminar dicho control;

b) En caso alguno, so pretexto de finalida-

des que justifiquen el control empresarial

por medio del referido programa compu-

tacional, podrá verificarse una intromi-

sión en archivos personales del trabaja-

dor alojados en el computador que le

proporcione su empleador.

Ahora bien, en lo tocante a los resulta-

dos obtenidos con la implementación y utili-

zación del programa computacional WIN VNC,

en aquellos eventos en que su utilización se

tolere según lo ya razonado, es posible esta-

blecer ciertos criterios generales que dicen

relación con el contenido esencial de derecho

a la intimidad del trabajador, a saber:

a) Debe garantizarse la debida custodia y

almacenamiento de la información que

revele el control generado a partir de la

utilización del programa computacional

WIN VNC;

b) Los trabajadores deberán tener pleno ac-

ceso a los archivos que contengan la

información obtenida –en los casos tole-

rables de tal control– del computador

que el empleador le tiene asignado, cuan-

do se le haya aplicado el referido progra-
ma computacional;

c) En cuanto a la gestión de los datos conte-
nidos en tales archivos, en el caso de lo
señalado en la letra anterior, deberá ga-
rantizarse la reserva de toda la informa-
ción y datos privados del trabajador o que
pudieren revelar determinados aspectos
de su vida privada, como ideología, orien-
tación sexual, credo religioso, etc.;

d) Deberá garantizarse la reserva de los da-
tos contenidos en tales archivos, exclu-
yendo de su conocimiento a toda perso-
na distinta al empleador y al trabajador,
salvo naturalmente que la grabación sea
requerida por organismos con competen-
cia para ello. Lo anterior, de conformidad
al artículo 154 bis, del Código del Traba-
jo, que consagra un verdadero habeas
data en materia laboral, y

e) Resulta del todo ilícito alterar o manipu-
lar el contenido de tales archivos.

Que, con todo, lo razonado precedente-
mente no puede suponer en modo alguno que
tanto el computador que el empleador pone a
disposición de sus trabajadores, como el uso
de Internet y correo electrónico, deben ser
utilizados para los fines dispuestos por el em-
pleador, derivados de las obligaciones conte-
nidas en los respectivos contratos de trabajo.

En consecuencia, sobre la base de las
consideraciones expuestas, cúmpleme infor-
mar a ustedes, que la implementación del
programa computacional WIN VNC deberá
ceñirse, según cual sea la finalidad dispuesta
por el empleador, a lo dispuesto en el cuerpo

de esta respuesta.
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En la entrevista del mes,
Sergio Gamonal Contreras,
abogado y profesor asociado
e investigador en Derecho del
Trabajo de la Universidad
Adolfo Ibáñez; director de la
Sociedad Chilena de Derecho
del Trabajo y de la Seguridad
Social, se refiere, entre otros,
a los derechos fundamenta-

les, sindicalización y diálogo social.

En este número destacamos un interesante
estudio de doctrina sobre la Dirección del Trabajo y
recurso de protección, se releva origen e historia
del Servicio, sus facultades, y la jurisprudencia de
los tribunales superiores de justicia.

Se consigna también un segundo dictamen
sobre sueldo base igual ingreso mínimo, en el que
se recogen los requisitos para la base de cálculo de
la semana corrida y, se incluye, además, un dicta-
men sobre derechos fundamentales en la empresa,
referido a sistema informático y derecho a la intimi-
dad y vida privada de los trabajadores.

Adicionalmente, publicamos la segunda parte
de la reforma más emblemática de la agenda labo-
ral del gobierno, como es la reforma previsional,
con la modificación al Decreto Ley Nº 3.500, que
garantiza un sistema previsional solidario.

Se expone la cartilla informativa sobre acoso
sexual en el trabajo, normativa básica para los
derechos fundamentales en la empresa y para una
nueva cultura laboral.

Por último, en este número se consigna la Ley
Nº 20.285 que regula el principio de transparencia
de la función pública, el derecho de acceso a la
información de los órganos de la Administración del
Estado, los procedimientos para el ejercicio del
derecho y para su amparo, y las excepciones a la
publicidad de la información.
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